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Resumen

Políticas públicas versus políticas sociales. El rezago educativo como factor de 
vulnerabilidad social en México es una obra que articula un análisis teórico, 
histórico y empírico sobre la relación entre Estado, educación y desigualdad 
en el México contemporáneo. A partir del paradigma de la complejidad 
(Morin, 1990), el libro propone comprender las políticas públicas y sociales 
como sistemas dinámicos donde interactúan racionalidades técnicas, inte-
reses políticos y procesos de legitimación simbólica. La tesis central sostie-
ne que el rezago educativo no es solo una carencia escolar, sino un factor 
estructurante de la vulnerabilidad social, que incide directamente en la po-
breza, la exclusión cognitiva, la precariedad laboral y la fragilidad del bien-
estar. Basado en datos recientes del Coneval, inegi y la cepal entre otros, 
el texto demuestra cómo los programas educativos y sociales, al operar bajo 
lógicas fragmentadas y asistencialistas, han reproducido los mismos patro-
nes de desigualdad que intentan corregir. A lo largo de nueve capítulos, el 
autor examina las transformaciones de la política social mexicana durante 
los últimos cuatro sexenios, identificando sus rupturas, continuidades y 
límites institucionales. Desde la alternancia política de 2000 hasta la cons-
titucionalización del bienestar bajo el gobierno actual, se evidencia una 
tensión persistente entre los discursos de justicia social y las prácticas de 
contención asistencial. El libro concluye proponiendo un enfoque integral 
de política pública basado en la complejidad, la interdependencia y la arti-
culación entre educación, empleo y bienestar. Más que una crítica al pasado, 
representa una invitación a repensar el futuro del desarrollo social en Mé-
xico bajo un horizonte de justicia, sostenibilidad y dignidad humana.

Palabras clave: políticas públicas, políticas sociales, vulnerabilidad, rezago 
educativo, México.
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Presentación

Desde la División Cultural de Barrera Abogados, es un privilegio para mí 
presentar esta obra excepcional: Políticas públicas versus políticas sociales. 
El rezago educativo como factor de vulnerabilidad social en México, del doc-
tor Louis Valentin Mballa. Lo hago con profundo respeto y admiración por 
un trabajo que, con rigor intelectual y una sensibilidad humana extraordi-
naria, logra enfocar uno de los problemas estructurales más urgentes de la 
vida pública mexicana: el rezago educativo y su impacto decisivo en la vul-
nerabilidad social.

Me siento verdaderamente honrado de acompañar la publicación de este 
libro, porque representa mucho más que un aporte académico. Constituye 
un llamado contundente, lúcido y esperanzador para re-concebir la educa-
ción como el eje que articula la dignidad humana, la cohesión social y las 
posibilidades reales de bienestar. Cada página refleja un compromiso ético 
irrenunciable con la justicia social, compromiso que nuestra fundación com-
parte plenamente.

Desde sus primeras líneas, el doctor Mballa invita al lector a mirar más 
allá del aula y a reconocer el rezago educativo como un fenómeno comple-
jo, multidimensional y profundamente arraigado en las desigualdades his-
tóricas del país. Su planteamiento es claro y poderoso: la falta de escolaridad 
no es un déficit individual, sino una condición estructural que define, limi-
ta y, en demasiados casos, determina la trayectoria vital de millones de 
personas; en los debates sobre el análisis de las políticas públicas, esto se 
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denomina “déficit institucional”, es decir, el reconocimiento de que el esta-
do no ha hecho eficientemente lo que le corresponde.

El libro demuestra con notable solvencia que el rezago educativo opera 
como el núcleo silencioso de múltiples exclusiones. No solo restringe el 
acceso a conocimientos; también limita la autonomía, debilita la autoestima, 
reduce la empleabilidad, dificulta la participación ciudadana y fragmenta el 
tejido social. Este análisis, sustentado en evidencia sólida, revela cómo la 
educación —o su ausencia— moldea de manera decisiva la experiencia emo-
cional, laboral, económica y cívica de cada persona.

Uno de los grandes méritos del doctor Mballa es su despliegue teóri-
co-conceptual y su capacidad para mostrar que las políticas públicas y las 
políticas sociales no siempre dialogan entre sí. Por el contrario, con frecuen-
cia transitan caminos paralelos que no se tocan, generando brechas institu-
cionales que perpetúan la marginación. La obra ilustra de forma magistral 
cómo los programas asistenciales, por más bien intencionados que sean, 
resultan insuficientes cuando no se acompañan de estrategias estructurales 
que fortalezcan capacidades educativas reales y sostenibles.

A lo largo del libro, el lector encontrará un análisis histórico que abarca 
diversos sexenios, modelos de política social, reformas educativas y varia-
ciones presupuestales. Pero lejos de perderse en tecnicismos, el autor man-
tiene un hilo conductor claro: sin educación, no hay movilidad social, no 
hay ciudadanía plena y no puede haber bienestar sostenible. Este argumen-
to se convierte en una brújula ética que orienta todas las reflexiones del 
texto.

El doctor Mballa aborda con profundo rigor los factores que convergen 
en el rezago educativo: pobreza, marginación territorial, brechas digitales, 
infraestructura insuficiente, abandono escolar, deficiencias institucionales, 
violencia estructural y desigualdad de género. Cada uno de estos elementos 
es analizado con la precisión de un investigador y con la sensibilidad de 
quien entiende que detrás de cada estadística hay personas, familias y co-
munidades enteras que luchan por salir adelante.

Una de las contribuciones más valiosas de esta obra es su exploración 
de la marginación cognitiva. El autor muestra cómo la falta de habilidades 
básicas, desde la lectura y la comprensión crítica hasta la alfabetización 
digital, impide que las personas participen de manera plena en un mundo 
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atravesado por la tecnología, la información y los cambios acelerados. Esta 
reflexión adquiere especial relevancia para organizaciones como la nuestra, 
que trabajan en territorios donde la brecha digital no es abstracta, sino un 
obstáculo palpable para la inclusión.

Asimismo, el libro examina con lucidez la relación entre rezago educa-
tivo y marginación laboral. El doctor Mballa expone cómo las trayectorias 
educativas truncas condenan a millones de jóvenes a integrarse en mercados 
laborales precarios, informales y sin protección social, perpetuando ciclos 
de vulnerabilidad intergeneracional. Esta conexión entre educación y em-
pleo, expuesta con notable claridad, subraya la urgencia de vincular ambos 
ámbitos en una política pública coherente, transversal y permanente. El 
análisis se complementa con una reflexión crucial sobre el financiamiento 
educativo y las responsabilidades del Estado. El autor demuestra que, sin 
inversión sostenida, sin continuidad institucional y sin un modelo educa-
tivo que priorice la equidad, ningún país puede aspirar a reducir brechas de 
aprendizaje o construir una sociedad basada en el conocimiento. 

Esta conclusión resuena particularmente en la visión de Barrera Abo-
gados, donde hemos sido testigos de cómo la falta de recursos impide el 
desarrollo integral de miles de estudiantes en comunidades marginadas. La 
obra no se limita a describir desafíos: también traza rutas de solución. El  
doctor Mballa presenta experiencias internacionales exitosas, analiza pro-
gramas nacionales de segunda oportunidad, propone modelos de educación 
flexible, destaca la relevancia de la formación docente y subraya la urgencia 
de construir alianzas público-privadas que fortalezcan los ecosistemas edu-
cativos locales. Su visión desde el paradigma de la complejidad es estraté-
gica, integral y profundamente realista.

Este libro es, sin duda, una invitación a repensar las políticas educativas 
desde una lógica de derechos humanos. El autor nos recuerda que la edu-
cación es un pilar del desarrollo humano y una condición indispensable 
para la democracia, la inclusión laboral y el bienestar socioeconómico. En 
un país marcado por desigualdades profundas, esta afirmación adquiere un 
carácter moral ineludible. 

Por ello, presentar esta obra es para mí un acto de esperanza. Esperanza 
en que el conocimiento puede transformar realidades; esperanza en que la 
investigación rigurosa puede orientar decisiones públicas; esperanza en que 



	 P R E S E N TA C I Ó N �16

la educación puede abrir caminos donde antes solo había límites; y, sobre 
todo, esperanza en que México puede construir un futuro donde ningún 
niño, joven o adulto sea condenado por la falta de oportunidades educativas. 
Esta visión nos recuerda que detrás de cada estadística hay historias de vida, 
aspiraciones truncas, talentos invisibles y potenciales apagados por la des-
igualdad. Este reconocimiento es fundamental para cualquier fundación 
comprometida con el bienestar: no trabajamos con números, sino con per-
sonas, con proyectos de vida, con sueños.

Acompañar este libro significa también asumir el compromiso de di-
fundirlo ampliamente, de incluirlo en espacios de diálogo, es decir, involu-
cra a los diferentes actores implicados e interesados es la problemática aquí 
planteada, además de presentarlo a autoridades, universidades y organiza-
ciones comunitarias. Estoy convencido de que su lectura puede inspirar 
cambios significativos en la forma en que concebimos la política social y 
educativa en México. Hoy, más que nunca, necesitamos obras como esta: 
valientes en su diagnóstico, profundas en su análisis y esperanzadoras en 
sus propuestas. Esta publicación llega en un momento histórico en el que 
la educación debe convertirse en el gran proyecto nacional del siglo xxi; y 
el doctor Mballa ofrece aquí una brújula precisa para orientar ese camino.

Con profundo respeto, agradecimiento, gratitud y convicción, celebro 
que esta obra sea publicada. Confío plenamente en que su impacto trascen-
derá las aulas y los despachos públicos para llegar a quienes más lo necesi-
tan: las comunidades que, día a día, enfrentan el peso del rezago educativo 
y luchan por construir un futuro mejor. Que este libro sea un puente entre 
el conocimiento y la acción; que inspire políticas más justas, instituciones 
más humanas y una sociedad más equitativa; y que nos recuerde, siempre, 
que la educación es la herramienta más poderosa para transformar vidas y 
romper ciclos de vulnerabilidad; es decir, una puerta abierta y no una ba-
rrera para el bienestar ciudadano.

Lic. Gustavo Barrera López
Barrera Abogados

Patrocinador de la obra
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Prólogo 

Toda universidad comprometida con su tiempo tiene la obligación moral e 
intelectual de pensar críticamente su entorno. En ese ánimo, el libro Políti-
cas públicas versus políticas sociales. El rezago educativo como factor de vul-
nerabilidad social en México, del doctor Louis Valentin Mballa, constituye 
una aportación sustantiva al debate contemporáneo sobre el papel del Es-
tado, la educación y la justicia social en la configuración del bienestar co-
lectivo. Su lectura amplía la comprensión de los procesos de política públi-
ca y, al mismo tiempo, interpela la responsabilidad de las instituciones 
académicas frente a los desafíos estructurales del país.

Esta obra se distingue por su vocación transdisciplinaria: articula la 
teoría política, la sociología de la educación, la economía institucional y 
la filosofía de la complejidad para ofrecer una mirada integral sobre las 
posibilidades y los límites de la acción pública en México. En un tiempo 
marcado por la incertidumbre global, la aceleración tecnológica y la des-
igualdad persistente, el autor propone una reflexión urgente sobre cómo 
el conocimiento puede ser un instrumento de transformación y no solo 
de diagnóstico.

El texto se construye sobre una base teórica sólida, inspirada en los 
aportes de Edgar Morin, Mario Bunge y Charles Lindblom, y se proyecta 
hacia un análisis empírico de alta pertinencia sustentado en fuentes como 
el Coneval, el inegi, la cepal y la unesco. A lo largo de sus capítulos, el 
lector advierte un hilo conductor nítido: la educación como eje vertebrador 
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	 P R Ó L O G O �18

del desarrollo humano, y el rezago educativo como una herida abierta que 
atraviesa generaciones, territorios y estructuras de oportunidad.

El doctor Mballa sitúa la educación no como un componente aislado de 
la política social, sino como un campo de intersección entre poder, conoci-
miento y equidad. Su argumento central, que el rezago educativo constitu-
ye un vector estructural de la vulnerabilidad social, redefine las formas tra-
dicionales de comprender la pobreza y el bienestar. En su planteamiento, la 
desigualdad no es un accidente del sistema, sino el resultado de la fragmen-
tación institucional y de la racionalidad incremental que ha caracterizado 
a la acción pública mexicana durante décadas.

Uno de los grandes méritos del libro radica en su capacidad para vin-
cular teoría y práctica. El análisis de los cuatro sexenios recientes, de Vicen-
te Fox a Andrés Manuel López Obrador, permite comprender las continui-
dades, rupturas y tensiones de la política social mexicana. Sin caer en la 
retórica partidista, el autor ofrece un diagnóstico crítico de la evolución 
institucional del bienestar y subraya cómo las estrategias de combate a la 
pobreza, en lugar de articularse como políticas integrales, se han transfor-
mado en mosaicos de programas asistenciales con escaso poder estructu-
rante.

La lectura de esta obra invita a una reflexión profunda sobre el sentido 
mismo de la política pública. En sus páginas, el Estado aparece no como un 
ente abstracto, sino como un sistema de relaciones en permanente tensión 
entre lo técnico y lo simbólico, entre la legitimidad y la eficacia, entre la 
decisión y la ética. Esa mirada sistémica, que asume la complejidad como 
paradigma de análisis constituye uno de los aportes intelectuales más valio-
sos del libro.

En el centro de su reflexión se encuentra una tesis de gran fuerza expli-
cativa: los problemas públicos no se resuelven porque las respuestas insti-
tucionales permanecen ancladas en lógicas fragmentadas, verticales y linea-
les. Frente a esa limitación, el autor propone un modelo de pensamiento 
holístico y adaptativo, en el que las políticas se conciben como redes vivas 
de aprendizaje institucional. Este planteamiento sitúa la obra en la frontera 
contemporánea del pensamiento sobre gobernanza y políticas públicas.

Desde el punto de vista metodológico, el libro combina rigor y sensibi-
lidad. Su argumentación se apoya en datos duros, pero también en la com-
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prensión del significado humano de las políticas sociales. De este modo, 
trasciende la estadística para llegar a la pregunta ética de fondo: ¿para qué 
sirve la acción pública si no es para ampliar las libertades y las capacidades 
de las personas? En esta línea, la obra se inscribe en la tradición de la eco-
nomía moral y de la política del reconocimiento, aportando una voz lati-
noamericana que dialoga con los grandes debates globales sobre justicia 
social y desarrollo humano.

Destaca también el esfuerzo del autor por dotar de densidad teórica al 
concepto de vulnerabilidad, entendido como el proceso multicausal que 
emerge de la interacción entre educación, trabajo, salud y capital simbólico. 
La vulnerabilidad, en su interpretación, no es una condición estática, sino 
una construcción social que puede reproducirse o revertirse a través de 
decisiones políticas. Esta lectura integradora convierte la obra en un refe-
rente indispensable para quienes investigan, diseñan o evalúan políticas de 
bienestar.

El libro no se limita a la crítica: propone caminos. Su capítulo final, 
dedicado al diseño de un sistema integral de bienestar, plantea rutas de 
implementación, indicadores de seguimiento y mecanismos de gobernanza 
sustentados en la articulación interinstitucional. Esa vocación propositiva 
distingue el trabajo del doctor Mballa como una contribución no solo aca-
démica, sino estratégica para la planeación pública.

Desde la Secretaría de Investigación y Posgrado de la Universidad Au-
tónoma de San Luis Potosí reconocemos en esta obra un ejercicio de pen-
samiento complejo y comprometido. En ella se materializa el espíritu uni-
versitario: la búsqueda de la verdad al servicio de la sociedad. Su enfoque 
interdisciplinario y su profundidad crítica hacen de este libro una herra-
mienta de referencia para investigadores, docentes, funcionarios públicos y 
estudiantes que buscan comprender las raíces estructurales de la desigualdad 
y los caminos posibles hacia un bienestar equitativo.

El doctor Louis Valentin Mballa nos ofrece, con esta obra, una carto-
grafía intelectual y moral del México contemporáneo. Su mirada, a la vez 
crítica y esperanzada, nos recuerda que el conocimiento cobra sentido solo 
cuando se convierte en instrumento de emancipación. Este libro es, por ello, 
una invitación a repensar el papel del Estado, de la academia y de la ciuda-
danía en la construcción de un futuro más justo.
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Celebrar la publicación de Políticas públicas versus políticas sociales. El 
rezago educativo como factor de vulnerabilidad social en México es también 
celebrar la madurez intelectual de un pensamiento que logra articular la 
complejidad teórica con la responsabilidad ética. Su lectura deja una con-
vicción profunda: la ciencia, cuando se enlaza con la conciencia, puede 
transformar la realidad.

Dr. Amaury de Jesús Pozos Guillén 
Secretario de Investigación y Posgrado 

de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí 
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Introducción general:  
planteamiento de la problemática

Esta obra constituye una extensión de mi libro Políticas públicas y comple-
jidad: en búsqueda de soluciones a los problemas públicos publicado en la 
casa editorial Miguel Ángel Porrúa en 2017. En aquel primer planteamien-
to, argumenté que las políticas públicas funcionan no solo como instrumen-
tos técnicos de intervención estatal, sino también como expresiones ideo-
lógicas, culturales y simbólicas de una sociedad que navega entre la 
racionalidad y la incertidumbre. Lejos de ser un conjunto de procedimien-
tos neutrales, las políticas públicas condensan los valores, tensiones y aspi-
raciones de los actores que las diseñan y de los ciudadanos que las experi-
mentan (Subirats et al., 2008).

Hoy, en un contexto global caracterizado por la aceleración tecnológica, 
las crisis sanitarias, el cambio climático y el ensanchamiento de las desigual-
dades estructurales, el análisis de las políticas públicas y sociales adquiere 
una relevancia renovada. Comprenderlas exige ir más allá de su arquitectu-
ra institucional para situarlas en su dimensión simbólica y conflictiva: es-
pacios donde convergen racionalidades técnicas, intereses políticos y narra-
tivas culturales que configuran la vida colectiva (Peters y Fontaine, 2022). 
En otras palabras, las políticas públicas son, simultáneamente, estrategias 
de gestión y dispositivos de legitimación, en los que el Estado redefine con-
tinuamente los límites de lo posible.

En el plano epistemológico, las ciencias sociales han transitado hacia un 
campo marcadamente poliparadigmático. Como advierte Guba (1990), los 
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enfoques positivistas, pospositivistas, críticos y constructivistas ofrecen lec-
turas divergentes de la realidad social y de la relación entre conocimiento y 
acción. Esta pluralidad, lejos de ser un obstáculo, constituye una riqueza 
interpretativa que permite abordar la acción pública como fenómeno com-
plejo, estructural y contingente al mismo tiempo (Fischer, 2003; Howlett y 
Ramesh, 2021). Sin embargo, la coexistencia de marcos teóricos dispares ha 
generado un escenario analítico fragmentado, donde cohabitan metodolo-
gías cuantitativas tradicionales y perspectivas críticas emergentes que bus-
can recuperar el sentido político y ético del Estado.

En la práctica gubernamental persiste, no obstante, una fuerte “inercia 
neopositivista” (Roth, 2008): se privilegia la medición sobre la comprensión, 
y la estadística sobre la deliberación. Este sesgo tecnocrático ha producido 
políticas públicas que, aunque sofisticadas en diseño, resultan limitadas en 
impacto y desarticuladas de la experiencia ciudadana. Frente a ello, este 
libro propone un retorno a la complejidad: concebir las políticas públicas y 
sociales como sistemas dinámicos e interdependientes, donde múltiples ac-
tores interactúan en contextos cambiantes, generando procesos de adapta-
ción y retroalimentación (Morin, 1990; Bunge, 2012).

En este marco, la complejidad no se entiende como un atributo abstrac-
to, sino como un principio epistemológico que redefine el modo de conocer 
y de intervenir. Implica reconocer la incertidumbre, la no linealidad y la 
interdependencia como dimensiones inherentes a la realidad social. Edgar 
Morin (2005) señalaba que “pensar la complejidad” es aceptar que los fenó-
menos humanos no pueden ser fragmentados sin perder su sentido. En el 
terreno de la política pública, ello significa comprender que las decisiones 
del Estado no operan en un vacío técnico, sino dentro de redes de poder, 
comunicación y conflicto.

¿Pero dónde está el problema?

En México, la relación entre política pública y política social ha transitado 
por una larga historia de disociaciones, yuxtaposiciones y solapamientos 
conceptuales. En la práctica gubernamental, ambas nociones han operado 
como dos procesos de gobernabilidad aislada, las dos caras de una misma 
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moneda institucional. Por un lado, la política pública se concibe como el 
proceso racional y técnico de identificación, formulación y ejecución de 
decisiones del Estado; por otro, la política social se ha reducido, en gran 
medida, a la dimensión asistencial y distributiva de esas decisiones. El re-
sultado ha sido una gestión de gobierno fragmentada: el grueso de la idea-
ción y formulación de las políticas públicas transcurre en un circuito tec-
nocrático, mientras la política social se desplaza en el plano operativo, con 
un fuerte componente clientelar y electoral.

Esta fractura institucional no es un accidente histórico, sino un efecto 
acumulado de modelos de gobernanza sin integración sistémica. La evidencia 
reciente permite afirmar que la etapa iniciada con el sexenio de Andrés Ma-
nuel López Obrador (2018-2024) acentuó esta tensión. La llamada “constitu-
cionalización de la política social”, es decir, el reconocimiento de los progra-
mas sociales como derechos fundamentales en el artículo 4º constitucional, 
representó un avance formal hacia el bienestar garantizado por el Estado. Sin 
embargo, este proceso vino acompañado de una desinstitucionalización ope-
rativa: se desmantelaron mecanismos técnicos de evaluación, se sustituyeron 
estructuras intermedias por transferencias directas “sin intermediarios” y se 
redujo la capacidad administrativa del Estado para generar información, se-
guimiento y control sobre los impactos reales de los programas.

En consecuencia, la política social adquirió un carácter autónomo y des-
conectado del sistema de políticas públicas, transformándose en un brazo dis-
tributivo con bajo anclaje institucional y escasa articulación con la planeación 
nacional, la política económica y la política educativa. De ahí la impresión, 
sustentada en los hechos y en los indicadores de desempeño, de que las polí-
ticas públicas y las políticas sociales caminan en carriles paralelos, cuando en 
realidad deberían formar parte de un solo proceso de gobernabilidad integral 
orientado al desarrollo humano y al bienestar colectivo.

El siguiente esquema sintetiza la relación estructural y funcional entre 
las políticas públicas y las políticas sociales en México. A lo largo de los 
distintos sexenios, ambas han operado como subsistemas relativamente au-
tónomos, con lógicas, objetivos y mecanismos institucionales diferenciados. 
Esta separación, más que teórica, ha sido práctica: mientras las políticas 
públicas se orientan a la planeación, regulación y gestión macro del Estado, 
las políticas sociales tienden a la atención asistencial, focalizada y de corto 
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plazo. El diagrama busca mostrar cómo esa fractura institucional impide la 
consolidación de una gobernabilidad sistémica capaz de articular los pro-
cesos de diseño, implementación y evaluación con una perspectiva integral 
del desarrollo humano.

El primer recuadro de esta figura representa el ámbito de las políticas 
públicas, centradas en la ideación, formulación, agendación e implementa-
ción con orientación económica, fiscal y normativa. Aunque poseen una 
estructura formal sólida, suelen carecer de transversalidad y de mecanismos 
de evaluación efectivos sobre sus impactos sociales. El segundo recuadro, 

Figura 1. Fractura institucional entre políticas públicas y políticas sociales en México

POLÍTICAS PÚBLICAS
Ideación, formulación, agendación,
implementación.
Orientación económica, �scal, y normativa.
Débil tranversalidad y de mecanismos
de evaluación de los impactos.

POLÍTICAS PÚBLICAS
Implementación asistencial y distributiva.
Focalización, clientelismo, subsidios,
constitucionalización, carencia de 
mecanismos de evaluación del impacto.

GOBERNABILIDAD
INTEGRAL PROPUESTA

Integración sistémica entre política pública
y política social para el desarrollo humano.

fractura institucional

necesidad de articulación

1. Coherencia interinstitucional.
2. Transversalidad de objetivos.
3. Evaluación de impactos y rendición de cuentas.

Fuente: elaboración propia.
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correspondiente a las políticas sociales, evidencia la lógica asistencial y dis-
tributiva predominante: focalización, subsidios, clientelismo y una consti-
tucionalización reciente que, si bien otorga rango jurídico, no garantiza 
institucionalidad técnica ni evaluación. Esta distancia entre ambos niveles 
se expresa en la llamada fractura institucional, donde las estrategias de bien-
estar quedan desvinculadas de la planeación estructural del Estado. Final-
mente, el tercer recuadro plantea una gobernabilidad integral propuesta, es 
decir, la articulación sistémica entre política pública y política social como 
una sola estrategia de desarrollo humano. 

Superar esa disociación exige comprender que la política social no es 
un apéndice benevolente del Estado, sino un subsistema funcional dentro 
del sistema mayor de políticas públicas. Ambos ámbitos deben integrarse 
en una arquitectura de gobernabilidad basada en tres principios:

•	 Coherencia interinstitucional entre la planeación económica, educa-
tiva, sanitaria y de bienestar.

•	 Transversalidad de objetivos, de manera que toda política pública 
contenga una dimensión social explícita.

•	 Evaluación de impactos y rendición de cuentas, asegurando que las 
decisiones de gobierno generen externalidades positivas medibles 
en bienestar, equidad y desarrollo humano.

En este sentido, la propuesta conceptual de este libro: Políticas públicas 
versus políticas sociales. El rezago educativo como factor de vulnerabilidad social 
en México, busca justamente tender ese puente analítico: demostrar que el 
rezago educativo es el síntoma más visible de una gobernabilidad escindida 
entre la planificación y la atención social, y que solo mediante un modelo 
integral de políticas públicas con vocación social podrá el Estado mexicano 
reducir de manera sostenible las brechas de vulnerabilidad y exclusión.

El texto plantea, por tanto, un diálogo entre teoría, evidencia empírica 
y realidad social. Su hilo conductor es el rezago educativo, entendido no 
solo como una carencia escolar, sino como un núcleo estructurante de la 
vulnerabilidad social. De acuerdo con el Coneval (2024), más de 23 millones 
de mexicanos mayores de 15 años presentan algún nivel de rezago educati-
vo (ya sea por analfabetismo, abandono escolar o falta de certificación bá-
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sica), con mayor incidencia en zonas rurales, comunidades indígenas y áreas 
urbanas periféricas. Esta carencia limita el acceso a empleos formales, res-
tringe la participación ciudadana y profundiza la desigualdad intergenera-
cional (Tuirán y Ávila, 2019; cepal y unesco, 2020).

El rezago educativo constituye un factor de riesgo estructural que atra-
viesa múltiples dimensiones del bienestar. No se trata únicamente de la 
falta de instrucción escolar, sino de una exclusión cognitiva que priva a las 
personas de participar plenamente en la vida democrática, tecnológica y 
productiva del país. Como advierten De la Torre y Chávez (2021), la edu-
cación es el eje articulador de los capitales sociales, económicos y simbóli-
cos que posibilitan la movilidad social. Su deterioro, por tanto, comprome-
te el desarrollo humano y perpetúa la vulnerabilidad.

La pandemia de covid-19 acentuó esta fractura: millones de estudiantes 
abandonaron la escuela por falta de conectividad o recursos digitales (sep, 
2022), lo que no solo amplió la brecha educativa, sino también la laboral y 
tecnológica. En muchos hogares, la escuela dejó de ser un espacio de ascen-
so social para convertirse en un lujo inaccesible. El rezago educativo se 
consolidó, así como un multiplicador de exclusiones, afectando de manera 
más severa a mujeres, poblaciones rurales e indígenas y sectores informales 
urbanos.

A partir de esta constatación, el libro busca analizar cómo las políticas 
públicas, al no abordar el problema desde una visión sistémica, terminan 
reproduciendo los mismos patrones de desigualdad que dicen combatir. La 
política social mexicana ha tendido a la focalización asistencialista, desliga-
da de la promoción de capacidades estructurales. Esta fragmentación gene-
ra programas que alivian síntomas, pero ignoran las causas profundas del 
rezago y la vulnerabilidad.

Desde esta perspectiva, el estudio se guía por una pregunta central: ¿por 
qué los problemas públicos en México como el rezago educativo, la pobre-
za o la informalidad, persisten a pesar de décadas de intervención estatal? 
La respuesta apunta hacia la fragmentación institucional y la racionalidad 
incremental (Lindblom, 1959), que privilegia soluciones parciales y corto-
placistas frente a desafíos estructurales. En este sentido, la política pública 
opera muchas veces como un mosaico de esfuerzos desconectados, incapaz 
de generar aprendizajes institucionales duraderos.
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El rezago educativo permite observar con claridad esta paradoja: polí-
ticas educativas diseñadas para ampliar la cobertura escolar coexisten con 
altos índices de abandono, precariedad docente y desigualdad territorial. 
Estas tensiones revelan que la política educativa no puede entenderse de 
forma aislada, sino como parte de un ecosistema mayor donde convergen 
factores económicos, culturales, tecnológicos y familiares. El aprendizaje, 
en última instancia, no depende solo de la escuela, sino de la trama social 
que la sostiene.

El propósito general de esta obra es, por tanto, analizar las políticas 
públicas y sociales desde el paradigma de la complejidad, para comprender 
las racionalidades que estructuran su ciclo y demostrar cómo el rezago edu-
cativo opera como un factor determinante de la vulnerabilidad social en 
México. En este marco, se persiguen varios objetivos complementarios: exa-
minar los fundamentos teóricos de una concepción compleja de las políticas 
públicas; analizar las racionalidades e interacciones que modelan su ciclo; 
estudiar el rezago educativo como problema estructurante de la marginación 
cognitiva, laboral y socioeconómica, y finalmente, proponer un marco ana-
lítico que oriente el diseño de políticas públicas más integrales, equitativas 
y sostenibles.

Esta propuesta asume que la vulnerabilidad no es un estado, sino un 
proceso que emerge de la interacción entre individuos, instituciones y en-
tornos. El rezago educativo actúa como catalizador de otras vulnerabilida-
des (económicas, tecnológicas, sanitarias y culturales) que, al entrelazarse, 
generan un círculo vicioso de exclusión. Por ello, la comprensión del rezago 
requiere un enfoque que integre dimensiones estructurales (pobreza, des-
igualdad), institucionales (capacidad estatal) y subjetivas (expectativas, mo-
tivaciones, agencia individual).

El libro plantea que el combate al rezago educativo debe trascender la 
lógica de los indicadores para inscribirse en una estrategia de reconstrucción 
del tejido social. No basta con aumentar la matrícula escolar o distribuir 
dispositivos digitales: se requiere transformar las condiciones que impiden 
que el aprendizaje se convierta en bienestar. Ello implica una nueva alianza 
entre Estado, comunidad y ciudadanía, capaz de redefinir los fines públicos 
de la educación en un contexto de incertidumbre global.
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Asimismo, la vulnerabilidad social se aborda como el resultado de in-
teracciones múltiples entre políticas (educativas, laborales, de salud, vivien-
da o seguridad) que raras veces se articulan entre sí. De ahí que el análisis 
propuesto sea necesariamente transdisciplinario: solo la integración de sa-
beres diversos permite comprender los mecanismos de producción y repro-
ducción de la desigualdad. En esta dirección, el paradigma de la complejidad 
ofrece no solo una herramienta teórica, sino un principio ético para repen-
sar la acción pública.

Adoptar esta mirada significa también reconocer el papel del conoci-
miento como mediador del cambio social. Las políticas basadas en eviden-
cia deben trascender la cuantificación y abrirse al conocimiento situado: 
aquel que surge de la experiencia comunitaria, la participación ciudadana 
y la inteligencia territorial. Este libro sostiene que, sin diálogo entre saberes 
técnicos y saberes sociales, la acción pública pierde legitimidad y eficacia.

La complejidad invita, además, a concebir la política pública como un 
proceso de aprendizaje institucional y social (Howlett, Mukherjee y Woo, 
2015). Las instituciones que aprenden son aquellas que reconocen sus erro-
res, adaptan sus estrategias y promueven la colaboración entre actores di-
versos. En este sentido, el aprendizaje colectivo constituye la base de la re-
siliencia pública, entendida como la capacidad de los sistemas para 
transformarse frente a la crisis.

A lo largo de sus capítulos, el libro combina tres planos de análisis: el 
epistemológico, el estructural y el empírico. El primero revisa las bases teó-
ricas de la complejidad como paradigma de conocimiento y acción; el se-
gundo examina las racionalidades que estructuran las políticas públicas y 
sociales contemporáneas, y el tercero aplica estas categorías al estudio del 
rezago educativo y sus implicaciones para la vulnerabilidad social. Este iti-
nerario permite articular una lectura sistémica que conecta los fundamen-
tos conceptuales con las dinámicas concretas de la realidad mexicana.

El enfoque adoptado es deliberadamente transdisciplinario. Reconoce que 
los problemas públicos no pertenecen a un solo campo del saber, sino que exi-
gen puentes entre la economía, la sociología, la educación, la psicología social 
y la ciencia política. En esta convergencia se encuentra la posibilidad de cons-
truir políticas más integrales, capaces de responder a la complejidad real de los 
fenómenos sociales.
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De manera transversal, la obra sostiene que toda política pública debe 
ser evaluada no solo por su eficiencia administrativa, sino por su capacidad 
para reducir la vulnerabilidad y fortalecer las capacidades humanas. La edu-
cación, entendida como derecho y como bien público, es el punto de parti-
da para ello: una sociedad educada es también una sociedad menos vulne-
rable, más participativa y más consciente de su destino colectivo.

Por todo lo anterior, este libro no se limita a describir la política social 
mexicana, sino que propone una lectura crítica de su devenir. Su argumen-
to central es que los problemas públicos en México no encuentran solucio-
nes integrales porque las respuestas institucionales siguen ancladas en la 
fragmentación y el cortoplacismo. Frente a esa tendencia, el paradigma de 
la complejidad ofrece una vía de rearticulación: pensar el desarrollo social 
como un proceso interdependiente que requiere coherencia entre fines, me-
dios y valores.

Asumir esta perspectiva implica concebir la política pública como una 
forma de ética aplicada, en la que la técnica se subordina al bien común y 
la gestión se convierte en acto de responsabilidad colectiva. No se trata de 
desechar la racionalidad técnica, sino de complementarla con la deliberati-
va, la ética y la participativa. La política pública eficaz, en este sentido, no 
es la que maximiza indicadores, sino la que reconstruye vínculos sociales y 
genera confianza.

Finalmente, esta obra aspira a contribuir a la construcción de un marco 
interpretativo que dialogue entre la teoría y la praxis, entre la ciencia y la 
política, entre la técnica y la humanidad. Frente a los desafíos contemporá-
neos (desigualdad, crisis educativa, polarización y fragilidad institucional), 
comprender las políticas públicas desde la complejidad no es un ejercicio 
intelectual, sino una urgencia moral y civilizatoria. Así, el lector encontrará 
en los capítulos siguientes un recorrido que parte de la reflexión epistemo-
lógica sobre el poder y el interés como vectores de legitimación de la acción 
política, para avanzar hacia el análisis sistémico de las políticas públicas, la 
metamorfosis de la política social y, finalmente, la exploración de las ten-
siones entre rezago educativo y vulnerabilidad. El objetivo último es con-
tribuir a un pensamiento público capaz de reimaginar la justicia social en 
tiempos de incertidumbre.
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1. Poder e interés: vectores de legitimación 
 de la acción política

Introducción 

El análisis de las políticas públicas y sociales requiere partir de una com-
prensión epistemológica amplia, capaz de reconocer que la realidad social 
no se explica mediante relaciones lineales de causa y efecto, sino a través de 
sistemas interdependientes, multidimensionales y en permanente transfor-
mación. En este sentido, abordar la conceptualización de las políticas pú-
blicas desde la complejidad implica trascender los modelos clásicos de ra-
cionalidad instrumental para situarlas dentro de una lógica adaptativa, 
relacional y evolutiva.

Las políticas públicas son, en esencia, respuestas institucionales ante 
problemas públicos que emergen de una red de actores, intereses y valores 
en conflicto. Por ello, su estudio demanda integrar dimensiones teóricas, 
normativas y prácticas que expliquen cómo las decisiones gubernamentales 
se estructuran, se negocian y se legitiman. La complejidad, como plantea 
Edgar Morin (1990, 2005), no significa desorden, sino la necesidad de com-
prender la realidad como un entramado donde lo económico, lo político y 
lo cultural se co-determinan.

Desde esta perspectiva, las políticas sociales no pueden reducirse a simples 
mecanismos de compensación económica o redistribución material. Repre-
sentan, más bien, procesos de construcción simbólica que expresan los modos 
en que el Estado interpreta la justicia, la equidad y el bienestar colectivo. Su 
conceptualización se convierte entonces en un espacio de disputa entre visio-
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nes del mundo: tecnocráticas o humanistas, centralizadas o participativas, 
reactivas o transformadoras.

Este primer capítulo propone, por tanto, explorar la evolución concep-
tual de las políticas públicas y sociales bajo el lente de la complejidad, iden-
tificando sus fundamentos teóricos, sus rupturas paradigmáticas y sus de-
safíos contemporáneos. Se busca demostrar que comprender su naturaleza 
sistémica no solo amplía el campo de análisis, sino que abre nuevas posibi-
lidades para el diseño y la evaluación de políticas más integrales, coherentes 
y sostenibles frente a la incertidumbre del mundo actual.

La configuración del poder y del interés en el seno de las políticas pú-
blicas constituye un eje estructurante del análisis. El poder no solo se ex-
presa en la capacidad coercitiva del Estado, sino también en su facultad de 
definir lo que se considera “público”, “problemático” o “legítimo”. Tal como 
sostiene Foucault (1980), el poder opera de forma difusa y capilar, generan-
do discursos, prácticas y saberes que moldean la acción institucional. Así, 
cada política pública traduce una correlación de fuerzas entre actores que 
pugnan por imponer su definición de la realidad.

Los intereses, en cambio, actúan como vectores de dirección dentro del 
proceso político-administrativo. A través de ellos, los individuos y los gru-
pos intentan orientar las decisiones públicas hacia la satisfacción de sus 
valores o aspiraciones particulares. Easton (1965) advertía que el sistema 
político no es una máquina neutra que procesa demandas sociales, sino un 
campo donde los intereses compiten por influencia y legitimidad. En este 
marco, las políticas sociales son la cristalización institucional de un equili-
brio siempre inestable entre intereses en conflicto.

A lo largo del siglo xx, la evolución de las políticas públicas ha transi-
tado por tres grandes etapas conceptuales: la tecnocrática, la participativa 
y la compleja. En la primera, predominó la racionalidad weberiana y el 
modelo burocrático jerárquico; en la segunda, emergieron la gobernanza y 
la inclusión de actores sociales, y en la tercera, se reconoce que los problemas 
públicos son wicked problems (Rittel y Webber, 1973), caracterizados por su 
indeterminación y su resistencia a soluciones únicas. México, como la ma-
yoría de las democracias latinoamericanas, ha oscilado entre estas tres ra-
cionalidades sin consolidar un modelo coherente y estable.
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Comprender las políticas públicas desde la complejidad supone también 
cuestionar el paradigma de la neutralidad técnica. Las decisiones guberna-
mentales no son actos objetivos guiados por la evidencia pura, sino proce-
sos cargados de valores, ideologías y disputas simbólicas. Fischer (2017) 
subraya que toda política pública implica una construcción narrativa que 
busca dotar de sentido y legitimidad a las acciones del Estado. En este sen-
tido, la ciencia de las políticas no puede desligarse de la ética y la política de 
las decisiones.

Además, el estudio de las políticas públicas en sociedades como la mexi-
cana demanda reconocer el peso de la desigualdad estructural y la debilidad 
institucional. La asimetría entre poder político, capacidad administrativa y 
participación ciudadana genera políticas fragmentadas, reactivas y de corto 
plazo. Ello explica por qué muchas políticas sociales, aunque técnicamente 
bien diseñadas, fracasan en su implementación: los intereses particulares, 
la captura burocrática y la falta de articulación interinstitucional distorsio-
nan su propósito original.

En el marco de este capítulo asumo que abordar el poder y el interés como 
vectores de legitimación implica aceptar que toda política pública es un acto 
de mediación. Su eficacia no depende solo de los recursos técnicos o presu-
puestales, sino de su capacidad para generar confianza, inclusión y reconoci-
miento social. En tiempos de polarización y crisis de legitimidad, repensar la 
acción pública desde la complejidad y la ética del bien común se vuelve im-
perativo. Este capítulo sienta, por tanto, las bases conceptuales para compren-
der cómo los sistemas políticos contemporáneos producen, reproducen y 
transforman las políticas que definen el destino colectivo. Para ello, es funda-
mental tomar posición frente al mismísimo concepto de la política. 

La política: la pauta  
de Maquiavelo y Kant 

La política ha sido, es y será para siempre una realidad extra-temporal, es 
decir, que rebase las lógicas subyacentes de la dimensión espaciotemporal. 
En este sentido, con respecto a la dimensión científica de la política, Ban-
dala (2012) afirma que hay un periodo extendido desde los orígenes de la 
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humanidad hasta finales del siglo xix, el cual es llamado “la prehistoria de 
la ciencia política”. En este periodo se conceptualiza con un acercamiento 
más científico desde diferentes enfoques a la política, optando por una ma-
yor objetividad. Asimismo, como ciencia, la política intenta cubrir el estudio 
de esos fenómenos propios de las sociedades.

De esa línea del tiempo destaca un sinfín de autores que han marcado 
la historia en la búsqueda de explicación de la política, entre otros: Platón, 
Aristóteles, Maquiavelo, Hobbs, Bodino, Montesquieu, Maquiavelo, Kant, 
Weber, Foucault, Morghentau… El denominador común de esos autores se 
refiere a que la política se manifiesta en el ejercicio del poder en las organi-
zaciones sociales. En efecto, desde las hordas, los clanes, las tribus, las co-
munidades, los Estados o cualquiera que sea alguna estructura social, el 
hombre siempre actúa de manera política a través de la estructuración del 
ejercicio del poder. 

Para no entrar en los interminables debates sobre los diversos intentos 
definitorios de la política (etimología, tradición, lexicología, estructura, etc.), 
en este libro la considero simple y sencillamente como el “arte de gobernar” 
(Carvajal, 2007; Ávila et al., 2012; Valencia, 2014). Arte como forma de ex-
presión de carácter creativo/estratégico y gobernar como forma de ejercer 
la dirección, la administración y el control de un Estado o una de cualquier 
colectividad humana. En este sentido, para mí, la política termina siendo el 
conjunto de estrategias llevadas a cabo para liderar una colectividad huma-
na. Todas las expresiones, orientaciones, definiciones, todos los adjetivos 
calificativos que se le cuelgan al sustantivo de política giran en torno a ese 
acercamiento.

Ahora bien, después de los aportes de Platón y Aristóteles (pilares de la 
conceptualización científica de la política), hay que reconocer que el análi-
sis del fenómeno político se ha focalizado en el dualismo ideológico de 
Nicolás Maquiavelo (1469-1527) e Immanuel Kant (1724-1804). Por una 
parte, a través del imperativo categórico (abundante en la literatura), Kant 
establece que la acción humana obedece a un conjunto de máximas que son 
inherentes al desarrollo del ser humano. La máxima kantiana aquí es cual-
quier regla que sustente o justifique el actuar del hombre. Rivera (2004) 
establece una larga letanía de máximas para ilustrar la relevancia de esa 
racionalidad kantiana: la máxima de no trabajar un día a la semana para 
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recuperar energías; de regresar a tiempo los libros a la biblioteca para evitar 
sanciones; de cumplir las promesas para mantener una buena reputación; 
de cumplir las promesas por respeto a los demás, etcétera. Para Kant, la 
política se perfila primordialmente como el ámbito en el que la voluntad de 
los hombres hace posibles los pasos jurídico-institucionales para crear las 
condiciones de convivencia en las que el género humano puede progresar 
de la brutalidad natural a la humanidad, en la creación de una constitución 
o estructura social siempre más adecuada a las “leyes de la libertad” (Attili, 
2006). 

Por otra parte, Maquiavelo es considerado como uno de los teóricos 
políticos más importantes del Renacimiento.1 Es más, Sartori (1984) citado 
por Guzman (2008) afirma que no es Aristóteles el descubridor de la polí-
tica (en tanto conciencia o reflexión política), sino que fue Maquiavelo, ya 
que es quien realmente autonomiza la política y la equipara al pensamiento 
y a la reflexión sobre la misma. Su planteamiento sobre la política abrió 
camino a la modernidad. Curzio (2004) consideró que las tesis de Maquia-
velo descansaban en un supuesto que inquietaba a la Iglesia: la autonomía 
de la esfera política del ámbito moral individual y que, en síntesis, Maquia-
velo planteó que la conducción de los asuntos del Estado no podía ser ana-
lizada o valorada a la luz de los principios religiosos individuales; además, 
el ejercicio del gobierno impide al príncipe o al gobernante limitarse a una 
esfera moral personal para cumplir con los grandes objetivos del Estado. 

Asimismo, la máxima maquiavélica “el fin justifica los medios” resume 
la visión, el acercamiento o la conceptualización de la política por Maquia-
velo. Esta máxima significa que en la vida en general y en la política en 
particular, solo el resultado justifica la acción; es decir, el logro del objetivo 
final es lo más importante, independientemente de cualquier medio nece-
sario para lograrlo. A raíz de ese planteamiento de Maquiavelo, varias otras 
máximas han sido construidas para denostar las lógicas subyacentes en la 
racionalidad del ser humano en la arena política. Como ejemplos podemos 
1	 El Renacimiento fue un movimiento cultural y artístico que surgió en Italia ente los siglos xiv y xvi. Se 

extendió a toda Europa (especialmente, en países como Alemania, los Países Bajos, Inglaterra, Francia, 
España y Portugal). Es considerado como un periodo de transición entre la Edad Media y los inicios de 
la Edad Moderna. Sus características principales fueron: el antropocentrismo, la secularización de la 
sociedad, la valoración de la antigüedad clásica, la aparición de la idea del gentil-hombre, el raciona-
lismo, cientificismo y el individualismo.
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mencionar: el oráculo de Baltasar Gracián (1601-1658): “Todo lo dora un 
buen fin, aunque lo desmientan los desaciertos de los medios”; la Ley de 
Hermann Busenbaun (1600-1668): “Cuando el fin es lícito, también los me-
dios son lícitos”; la tranza latinoamericana y africana: “Quien no tranza no 
avanza”, etcétera. 

Ese enfoque que puede concebirse como la plataforma de esas máximas 
fue bautizado razón de Estado2 por el propio Maquiavelo. Para ello, Maquia-
velo dijo: “si una persona desea fundar un Estado y crear sus leyes, debe 
comenzar por asumir que todos los hombres son perversos y que están 
preparados para mostrar su naturaleza, siempre y cuando encuentren la 
ocasión para ello” (Maquiavelo, 1959). Thomas Hobbes lo dijo de forma 
mucho más contundente: “El hombre es lobo del hombre”. En efecto, Hob-
bes destacó que el ser humano es malo por naturaleza y que, por lo tanto, 
el gobernante ha de ser muy consciente de ello a la hora de hacer las leyes. 
Porque si una persona puede hacer el mal y beneficiarse de ello, sin ningu-
na duda lo hará. Si no lo hace, es simplemente por temor (Cisneros, 2011). 
Esa versión del carácter adverso y perverso de la naturaleza humana sentó 
las bases para el despliegue del realismo político, cuyo máximo exponente 
fue Hanz Morghentau.

El realismo político y la naturaleza  
humana en los procesos de toma  
de decisiones en la política 

El realismo político es un modelo, una representación simplificada de la 
realidad que intenta revelar las características esenciales de la política, es 
2	 La razón del Estado es un concepto que articula en un sentido general un conjunto de objetivos supe-

riores y edificantes que legitiman el quehacer del político. Sin objetivos edificantes, el ejercicio del 
poder se convierte en una mediocre lucha cortesana. El Estado, a través de su gobierno, necesita dise-
ñar y proyectar objetivos superiores para ganar la legitimidad ante los gobernados. Asimismo, según 
Maquiavelo, el primero de los fines de todo Estado consiste en la garantía de su propia existencia y su 
conservación. Para conseguir este primordial doble objetivo es necesario neutralizar a todas las fuer-
zas internas o externas que intenten obstruir su consecución. El segundo objetivo es generar las con-
diciones para su expansión y crecimiento, y de esta manera elevar la riqueza y el esplendor del Estado 
que se trate. Por lo tanto, la razón de Estado se vincula entonces con una concepción que plantea que 
la política es el criterio último, es el fin supremo de la acción política del Estado (Curzio, 2004).
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decir, un modelo de explicación racional de la política; plantea como argu-
mento central que el actor principal en la política es el Estado. Desde esta 
perspectiva, el poder y la lucha por este se vuelven la plataforma analítica 
de la teoría realista. Asimismo, las aproximaciones realistas tienen funda-
mento en las concepciones maquiavélica y hobbesiana de las relaciones de 
poder. En la actualidad, esas acepciones se pueden interpretar a través del 
egocentrismo, avaricia y corrupción en el comportamiento humano, aunque 
la sociedad a través de sus instituciones intenta corregir tal comportamien-
to para favorecer la convivencia. Negarlo es como querer tapar el sol con un 
dedo.

Maquiavelo a este respecto utilizó ejemplos claros de este carácter ad-
verso de la naturaleza humana como generador de conflictos y de valora-
ciones que tienen un componente emocional a través del cual se pueden  
identificar las intenciones malsanas del ser humano, mismas que han gene-
rado todo tipo de violencia: guerras, invasiones, genocidios, terrorismo, 
esclavitud, colonización, racismo, etcétera. Una vez entendido el carácter 
adverso de la naturaleza humana en el ejercicio del poder, podemos visua-
lizar al realismo político como un modelo fundamental para comprender 
las lógicas subyacentes en la realidad política.

Hans Morgenthau es el autor más destacado del realismo político. En 
su planteamiento intenta formular una teoría general de la política con én-
fasis en la política internacional y también con incidencia en la política 
interna de los Estados. Su modelo corresponde al periodo de la Guerra Fría. 
Explorar el planteamiento realista desde la perspectiva de Hanz Morgenthau 
tiene toda su relevancia en el marco de este libro, debido a que las decisiones 
de políticas públicas representan un escenario donde el interés y el poder 
juegan un papel determinante. No se pretende describir cabalmente el rea-
lismo político (realpolitik), sino a través de los seis principios definidos por 
Hanz Morgenthau establecer la consubstancialidad del poder e intereses en 
la formulación e implementación de las políticas públicas y de las políticas 
sociales.

Asimismo, la intención de Morgenthau en su libro Política entre las 
naciones fue presentar una teoría racional de la política, no a través de con-
ceptos abstractos y preconcebidos ni desligados de la realidad, sino relacio-
nados a un doble sistema de comprobación en términos de la teoría políti-
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ca: la razón y la experiencia. A consideraciones del autor, es el Estado a 
través de sus gobernantes quien marca el punto de referencia final de la 
política. En consecuencia, la interacción entre los actores de toma de deci-
siones políticas está inmersa en la contingencia de la naturaleza humana tal 
como es, y por los procesos históricos, sociológicos, sociopolíticos y econó-
micos, tal como han ocurrido.

Oro (2009) sintetiza de forma puntual ese planteamiento al considerar 
que al realismo político le interesa conocer una dimensión de la realidad: 
la del hombre y sus relaciones con los demás seres humanos. Por tanto, es 
fundamental poner énfasis en ¿qué cosa es el hombre?, ¿cuáles son sus mo-
tivaciones básicas, sus instintos fundamentales, sus cualidades específicas y 
sus aspiraciones permanentes? Esto implica que el realismo político parta 
del supuesto de que, a pesar de todas las vicisitudes culturales y cambios 
históricos, hay algo que permanece inmutable en el hombre (supuesto on-
tológico) y que, además, es posible conocer ese algo (supuesto cognitivo). 
Ese algo es la naturaleza humana. Su conocimiento es crucial porque la 
naturaleza humana es el supuesto del cual parte de manera implícita o ex-
plícita todo tipo de teoría: teoría política, teoría de toma de decisiones, 
teoría administrativa, teoría de las relaciones internacionales, entre otras. 
Por lo tanto, la propuesta del realismo político consiste en propender la 
autonomía de la política a través del análisis y comprensión de los entrejue-
gos en cualquier proceso de toma de decisiones en los escenarios políticos. 
Para ir un poco más a fondo de este planteamiento, nos parece oportuno 
repasar los seis principios del realismo político de Morghentau.

Los seis principios  
del realismo político: diálogo  
con la praxis en el quehacer político 

Los principios del realismo son un aporte metodológico al momento de ana-
lizar los supuestos implícitos en los procesos de toma de decisiones en la 
política. Estos supuestos, entre otros, pueden ser los siguientes: a) la toma en 
cuenta de la naturaleza humana, ambivalente e impredecible de los actores de 
toma de decisión; b) la lucha por la busca del equilibrio de poder; c) el carác-
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ter inevitable del conflicto; d) la toma en cuenta de los intereses individuales 
y colectivos que moldean la acción humana. Estos supuestos se encuentran 
implícitos en el planteamiento de los seis principios siguientes.

Racionalidad de los actores  
y universalidad de las leyes:  
supuesto ontológico y cognitivo

Este principio parte del supuesto de que “la política, al igual que toda la so-
ciedad, obedece a leyes objetivas arraigadas en la naturaleza humana” (Mor-
genthau,1986: 12). El conocimiento es de naturaleza empírica en cuanto esté 
fundamentado en una realidad fáctica en la evidencia de los hechos y en la 
observación de la realidad. A grandes rasgos, este principio sostiene que la 
teoría es racional desde la óptica de que tanto la política, como la sociedad, 
están regidas por leyes objetivas que encuentran sus raíces en la naturaleza 
humana. A partir de los hechos y sus consecuencias puede plantearse una 
hipótesis racional sobre la actuación política. Morgenthau afirma que la po-
lítica logra separar la verdad de la opinión y la “teoría consiste en la verifica-
ción de los hechos dándoles sentido a través de la razón” (1986: 12-13). Asi-
mismo, es esta comprobación de los hechos reales y sus consecuencias lo que 
le da sentido a la política. Esto significa que el análisis teórico y metodológico 
de la política debe ser sometido a la doble prueba de la razón y la experiencia; 
lo cual implica que un análisis holístico de la política no debe presentar grie-
tas desde el supuesto ontológico para que este mismo análisis pueda ser em-
píricamente demostrable. En definitiva, la racionalidad de los actores y la 
universalidad de las leyes (supuesto ontológico y cognitivo) deben dar cuen-
ta de la complejidad que rige la praxis de la política.

El interés definido en términos de poder  
como principio rector del quehacer político

Bajo este principio que retomaremos más adelante, Morgenthau establece 
que “el elemento principal que permite al realismo político encontrar su 
rumbo en el análisis y explicación de la política en todas sus dimensiones, 
es el concepto de interés definido en términos de poder” (1986: 13). En este 
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aspecto, Morgenthau (citado en Del Arenal, 1984) expresa que “la política 
internacional, como toda política, es una lucha por el poder. Cualesquiera 
que sean los fines últimos de la política, el poder es siempre el fin inmedia-
to”. Asimismo, este principio comprende no sólo elementos teóricos, sino 
también factores normativos, por lo cual “una política racional de toma de 
decisiones minimiza los riesgos y maximiza los beneficios […] cumple si-
multáneamente con el precepto moral de la prudencia y el requerimiento 
político del éxito” (Morgenthau, 1986: 18-19). Por otro lado, es importante 
distinguir lo que son las motivaciones personales de los políticos frente al 
interés común, interés público e interés nacional.

Importancia del contexto  
en la dimensión espaciotemporal

Este principio, en relación con el anterior, supone que, en los escenarios 
políticos, el concepto clave de interés definido como poder es una categoría 
objetiva de validez universal pero que siempre está apegado a las dimensio-
nes contextuales y espaciotemporales. En este sentido, “el equilibrio de po-
der, por ejemplo, es indudablemente un elemento constante en todas las 
sociedades pluralistas, pero varía en función de los contextos y de las di-
mensiones espaciotemporales” (1986: 20). Es importante tomar en cuenta 
que son los mismos intereses concretos y singulares los que propulsan el 
comportamiento de los actores del gobierno. Oro (2009) asimila el concep-
to de interés a una cajita que se va rellenando con diferentes contenidos 
específicos.

La cajita es permanente en el tiempo, pero su contenido se va contex-
tualizando en función de las coyunturitas, las necesidades puntuales, los 
regímenes políticos, la cultura vigente, los cambios generacionales, etcétera; 
es decir, va cambiando con el tiempo, en función de las diferentes circuns-
tancias históricas concretas. En palabras de Morgenthau: “El tipo de interés 
determinante de las acciones políticas de un periodo particular de la histo-
ria, depende del contexto político y cultural dentro del que se formule la 
política” (1986: 20). Este principio, igual que los demás, presenta una rele-
vancia trascendental en el análisis y comprensión de los escenarios de toma 
de decisiones en el ámbito político.
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En México, este principio se puede diagnosticar a todos los niveles de 
gobierno en donde el diseño de las políticas públicas y sociales obedece a 
una lógica contextual que tiende a sobreponerse a la lógica institucional. En 
consecuencia, los cambios de gobernantes siempre se darán según la lógica 
constitucional, pero las relaciones de poder y el comportamiento interesado 
sobrevivirán y arrogarán nuevas formas políticas. Este argumento, al mismo 
tiempo, establece la consubstancialidad del interés y poder en cualquier 
escenario político, superando las posturas de quienes sostienen que el rea-
lismo político está obsoleto porque según esas posturas se empequeñeció el 
paradigma estado-céntrico en las teorías políticas posmodernas.

Tensión entre los valores morales y  
la acción política: ética de los resultados

El realismo político a través de este principio reconoce la existencia de 
imperativos morales y éticos con alcances universales. Toma en cuenta 
la significación de la moralidad en la política y al mismo tiempo recono-
ce la tensión existente entre los mandamientos morales y las necesidades 
sociales, para una exitosa acción política. Sin embargo, tanto la moral 
como la ética no pueden imponerse de forma mecánica en los escenarios 
políticos de toma de decisiones. Morgenthau ratifica que “el realismo 
político tiene conciencia de la inevitable tensión entre los preceptos mo-
rales y los requerimientos de una exitosa acción política, sin embargo, 
un análisis realista no debe pretender eludir rápidamente ese conflicto” 
(1986: 21).

Asimismo, para mitigar los efectos colaterales que puede generar la ten-
sión entre los preceptos ético-morales y la acción política, Morgenthau con-
sidera a la prudencia como “el valor de suprema virtud política” en tanto 
que logra diluir esta tensión. Esto significa que, en el ámbito político, esa 
tensión debe abordarse de manera flexible, teniendo en cuenta las circuns-
tancias específicas en las que los agentes de toma de decisiones actúan. 

La prudencia en su calidad de mediadora entre los preceptos morales y 
la acción política juega un rol de crucial importancia al ajustar la dimensión 
imperativa de los preceptos morales a la realidad singular de los agentes del 
gobierno. Es así como Morgenthau afirma que “la prudencia es la suprema 
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virtud de la política, siempre y cuando se convence de que los principios 
morales no pueden ser aplicados a las acciones políticas en su formulación 
universal abstracta, sino que deben ser filtrados a través de las circunstancias 
concretas de tiempo y lugar” (1986: 21).

Este principio pone en exergo la confrontación teórico-metodológica y 
bi-paradigmática entre el idealismo y el realismo. Por un lado, el idealismo 
juzga la acción política y los procesos de toma de decisiones por su recipro-
cidad con la ley moral universal independientemente de las circunstancias 
concretas en que se toman esas decisiones y se ejecuta dicha acción política. 
Por otro lado, el realismo conceptúa los actos y decisiones de los gobernan-
tes en función de sus consecuencias políticas, lo que Morgenthau denomi-
na “ética de los resultados” (1986: 21). Este argumento que ratifica la pers-
pectiva hobbesiana y maquiavélica (el fin justifica los medios) del realismo 
político es ilustrado en la retórica de Abraham Lincoln citada por Morgen-
thau: “Si el final me da la razón, lo que se haya dicho contra mí, no tendrá 
ninguna importancia. Si el final demuestra que estaba equivocado, ni diez 
ángeles jurando que estaba actuando correctamente me salvarán”; Lincoln 
también pudo haber afirmado: “Si gano esta guerra, la historia me absolve-
rá”. En definitiva, el juicio respecto al éxito o fracaso de una política pública 
o social depende de si esta alcanza o no sus objetivos (Oro, 2009).

Objeción al maniqueísmo en política

Este principio profundiza los anteriores al explicar el nexo entre interés y 
los valores universales. Con ello, se previene sobre la comisión de actos 
viles del gobierno con la bandera de los valores de paz, libertad, igualdad y 
otros tantos. La identificación del interés propio con el bien y el del opositor 
con el mal constituye una visión maniquea de la realidad política y enmas-
cara las verdaderas intenciones de los actores políticos. Es bajo la lógica de 
este principio que Bernal (2011) considera que paradójicamente los valores 
morales abstractos ofuscan la visión descarnada de la realidad política y 
pueden santificar atrocidades que, observadas desveladamente, no serían 
admisibles desde la moral.

Esto quiere decir que el realismo político admite la ley moral pero no 
como árbitro del bien y del mal en los escenarios políticos y procesos de 
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toma de decisiones. Este principio, al igual que el anterior, a final de cuentas 
representa un legado a la comunidad científica de las ciencias sociales y 
humanas, a los analistas de las ciencias políticas en general y de la adminis-
tración y/o gestión pública en particular, en el sentido de que permite cues-
tionar científicamente hablando los discursos políticos y procesos de toma 
de decisiones que recubren sus intereses con una retórica demagógica y 
engañosa basada en valores absolutos, constitucionales e incuestionables.

En materia de ideación de las políticas de los gobiernos en todos sus 
niveles, este principio exige el establecimiento de acuerdos y visiones com-
partidos entre los diferentes actores de toma de decisiones, lo cual exige al 
menos la implementación de tres habilidades: 1) la capacidad de balancear 
y potencializar diferentes recursos humanos, materiales, ideológicos, eco-
nómicos, políticos, etcétera, 2) la propensión a ponderar las circunstancias 
de formulación y ejecución de las políticas públicas; 3) la disposición para 
eludir a las soluciones que son idealmente perfectas, pero realmente inal-
canzables.

La primera habilidad es indispensable para resolver los dilemas que 
contraponen a aquellas decisiones que son dignas pero que en determinadas 
circunstancias son incompatibles. La segunda permite discernir cuál es el 
mejor momento para tomar una decisión de política pública o social y actuar 
al respecto. La tercera rechaza una perspectiva realmente inalcanzable para 
propiciar un enfoque integral con base en la complejidad de las necesidades 
de la sociedad. Estas tres habilidades encuentran su esencia bajo el supues-
to de que una fórmula idealmente perfecta no siempre es la más viable ni 
razonable por los costos que su aplicación conlleva. Esto significa que para 
la formulación de las políticas públicas y sociales “es indispensable que los 
polos de toma de decisiones establezcan un entrecruzamiento entre las di-
mensiones teórica y práctica, para que se diluya la tensión entre convicción 
e ilusión, entre retórica y realidad, entre lo que son y lo que deben ser las 
condiciones de vida de los ciudadanos” (Mballa, 2013).

Autonomía y especialidad de la política

Este principio enfatiza la autonomía y especificidad de la política. Sin em-
bargo, no ignora la existencia y relevancia de otros parámetros de pensa-
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miento distintos a los políticos siempre y cuando la política en su esencia 
no esté subordinada a esos parámetros. En este sentido, el quehacer políti-
co en su inmensa complejidad es sólo uno entre otros tantos tipos de que-
haceres que ejecuta el hombre en la sociedad. Lo que le imprime un sello 
específico a la política es la naturaleza impredecible e interesada del ser 
humano, debido a que el ser humano es una mezcolanza del ser económico, 
social, político, moral, religioso, etcétera.

A este respecto, Morgenthau sustenta que “la política es un microcosmo 
que está regido por su propia racionalidad y que, a pesar de que sea ejecu-
tada por seres humanos, funciona con una lógica que es irreductible a los 
caprichos de los individuos” (1986: 96). Por tanto, las inclinaciones perso-
nales, al igual que las preferencias ideológicas, no tienen la fuerza suficien-
te para doblegar la racionalidad y autonomía de la política. Así, por ejemplo, 
las intenciones (buenas o malas) de un político que desconoce la racionali-
dad y autonomía que rigen el campo de la política pronto colisionan con la 
realidad sociopolítica y con la racionalidad que está inherente en ella.

En este sentido, este principio invita a analizar el complejo y tumultuo-
so campo de la política y determinar sus racionalidades. Esto en la esfera 
de las políticas públicas y sociales implica que los resultados de las acciones 
políticas no deben evaluarse con criterios y parámetros que provengan de 
campos ajenos al político (parámetros religiosos y artísticos, entre otros).

Poder e interés: vectores  
de legitimación de la acción política

El poder es un aspecto potencial en toda relación social y se caracteriza por 
su condición de asimetría; esto significa que el sujeto que lo posee ejerce 
mayor control sobre la conducta del sujeto que no lo tiene. Existe una infi-
nidad de definiciones, interpretaciones y enfoques de análisis sobre el con-
cepto de poder. Una consideración muy atinada que compartimos amplia-
mente con Buchheim es que “el quid del poder se encuentra en la ecuación 
de intereses en la cual quien posee el poder tiene la capacidad de influir 
sociopolítica y económicamente en los demás, voluntaria o involuntaria-
mente” (Buchheim, 1985). Esto significa que el poder implica la adopción 
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de decisiones por medio de las cuales quienes las toman tienen la posibilidad 
de ejercer el control sobre el resto de la sociedad (Carpizo, 1999).

La legitimidad del poder en la realidad política hace referencia a la justi-
ficación de la autoridad gubernamental de tomar decisiones para atender las 
necesidades del pueblo. Por su parte, el pueblo se inscribe en una lógica de 
convencimiento de que las decisiones de políticas públicas y sociales son to-
madas no sólo con el fin de beneficiar a todos, sino también para servir un 
interés personal del gobernante de favorecerse a sí mismo y favorecer a los 
demás sectores de la sociedad (compromiso con la ciudadanía). Esta perspec-
tiva le proporciona al gobernante la posibilidad de ejercer legítimamente el 
poder que le ha sido otorgado según el régimen político vigente.

En esa tónica, Cruz (2001) considera que no obstante, al menos teóri-
camente hablando, la legitimidad política en un momento y contexto dados 
puede provenir de dos fuentes: por un lado, puede entenderse como un 
resultado parcialmente atribuible a la legitimidad del régimen político y del 
gobierno que la diseña y la pone en marcha; esto, más allá de la legitimidad 
sistémica o institucional basada en la creencia de que las instituciones po-
líticas operan con base en las leyes de que son democráticas y de que son 
aptas para el ejercicio del poder político; por otro lado, esa legitimidad 
puede entenderse como una categoría parcialmente atribuible al proceso de 
toma de decisiones al cual se haya sometido el escenario político en cuestión 
y dentro del cual opere su ejecución.

Por su parte, Easton plantea que la legitimidad del gobierno en los pro-
cesos de diseño de las políticas de gestión del Estado se ve reforzada con la 
variable del soporte o apoyo multifactorial: soporte a la vez difuso y espe-
cífico. En este sentido, el soporte difuso se refiere a la legitimidad que goza 
el sistema político, sus instituciones y sus gobernantes (actores de toma de 
decisiones). El soporte específico hace referencia a la dimensión concreta 
que se manifiesta sobre determinada acción política (Easton, 2007: 221-230).

El concepto de interés viene del latín interesse que significa “importar”. 
La noción de interés tiene, entre otras, tres principales aceptaciones: a) Hace 
referencia a la afinidad o tendencia de una persona hacia otro sujeto, cosa 
o situación: “mi principal interés es la música”; b) se denomina interés a la 
utilidad o conveniencia que se busca a nivel moral o material. En este caso, 
su acepción puede tener un trasfondo peyorativo al denotar la actitud de 
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una persona o grupos de personas legalmente establecidas que buscan apro-
vecharse de otras: “Valentín está contigo sólo por interés”. A esta clase de 
personas se las nombra como interesadas; c) el interés en economía y finan-
zas representa el índice que se emplea para indicar la rentabilidad de un 
ahorro o inversión, o el costo de un crédito: “el último plazo fijo me otorgó 
un interés del 10.1%”. Esta noción de interés indica qué cantidad de dinero 
se obtiene (o hay que pagar) en un cierto periodo temporal.

El interés público, interés general o interés nacional es una denominación 
de un concepto esencial de las ciencias políticas con muy distintas expresiones 
(res pública, Commonwealth, procomún, etcétera), pero siempre identificable 
con el bien común de la sociedad en su conjunto. La atención a los intereses 
públicos a través de la implementación de las políticas públicas es en términos 
constitucionales el propósito declarado de los gobiernos.

Asimismo, los seis principios del realismo políticos de Morgenthau que 
acabamos de examinar presentan una doble dimensión para el análisis de 
la política: una dimensión epistemológica y una existencial. Esas dos di-
mensiones cristalizan el punto de encuentro entre el poder y el interés en 
los escenarios políticos. La dimensión epistemológica orienta hacia la com-
prensión de la lógica subyacente en el ámbito de la política en general y de 
las políticas públicas en particular. La dimensión existencial induce a los 
protagonistas del quehacer político, por una parte, a asumir las compleji-
dades de la sociedad y, por otra, a llevar a cabo cierto tipo de acciones para 
atender las necesidades multidimensionales de esa misma sociedad.

En realidad, el interés en las cúpulas de toma de decisiones políticas 
siempre ha constituido a la vez un principio integrador y desintegrador 
de la cohesión social. Desde el utilitarismo de Jeremy Bentham (1780), 
viene la idea de que la community-(interés común) es una ficción y que 
no hay un interés general, sino la suma de los intereses de los miembros 
del gobierno, responsables de las decisiones de políticas públicas. Una 
pregunta interesante aquí es: ¿por qué poder e interés son inseparables y 
consustanciales en la política? Con base en lo que se ha planteado hasta 
el momento, la respuesta a esta pregunta es fácil: porque si el primero no 
está asistido por el segundo y viceversa, ambos resultan indiscutiblemen-
te inoperantes e inútiles. Asimismo, si el interés carece de recursos de 
poder, no se pueden establecer las reglas del juego en los escenarios de 
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toma de decisiones políticas y aún menos imponer o implementarlas. Esto 
significa que la política está conducida por reglas esencialmente interesa-
das, porque es el interés el que dicta las reglas del juego para proteger y 
promover las conveniencias particulares. 

En realidad, el interés definido en términos de poder articula la relación 
entre la razón y los hechos, es decir, entre las decisiones políticas que se 
toman y la ejecución efectiva de esas mismas. Estas dos variables hacen de 
la política una esfera autónoma de decisiones y acciones con una lógica 
propia que permite distinguir entre la política y el político (estadista-miem-
bro del gobierno), específicamente en su deber oficial, que consiste en pen-
sar y actuar para el bien de los ciudadanos. 

Oro (2009: 26) plantea que el interés, en la medida que se sustente en 
los recursos de poder, por una parte, puede transgredir las normas impu-
nemente y, por otra, crear reglas que estén orientadas a favorecer unas pe-
culiares utilidades. En el primer caso, el interés se emancipa y obra de ma-
nera autónoma, definiendo las orientaciones normativas. En el segundo, el 
poder crea de manera autónoma las reglas del juego. Este escenario se ha 
manifestado en los últimos cuatro sexenios de la vida pública en México 
bajo las administraciones presidenciales respectivas de Vicente Fox, Felipe 
Calderón y Enrique Peña Nieto, y la Cuarta Transformación encabezada 
por Andrés Manuel López Obrador. 

En definitiva, el interés, en la medida de que dispone de los recursos ade-
cuados de poder, puede obrar de manera autónoma en cuanto tiene la capa-
cidad suficiente para crear normas, aplicarlas, derogarlas y también transgre-
dirlas impunemente. Por eso, primero es el interés y después la racionalidad 
en el proceso de toma de decisiones en el quehacer político. Estos plantea-
mientos, por un lado, dan pie a considerar al poder y al interés como vectores 
de legitimación de la acción gubernamental en la gestión política del Estado; 
por otro, nos llevan a entablar una conceptualización de las políticas públicas 
y sociales, concibiéndolas como escenarios complejos. 
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Conclusiones 

La exploración teórica realizada en este primer capítulo permite reconocer 
que las políticas públicas y sociales no son simples dispositivos técnicos, 
sino sistemas complejos de interacción donde confluyen dimensiones es-
tructurales, simbólicas y éticas. En ellas se entrelazan la racionalidad del 
Estado, las demandas ciudadanas y los límites institucionales que definen 
el modo en que las sociedades enfrentan sus problemas públicos.

Asumir la complejidad como marco de análisis significa abandonar las 
explicaciones lineales y reduccionistas que dominaron buena parte del pen-
samiento administrativo y económico del siglo xx. Desde esta perspectiva, 
las políticas deben entenderse como procesos dinámicos de aprendizaje y 
adaptación, donde los errores, las resistencias y las contradicciones forman 
parte constitutiva de su evolución.

El capítulo mostró que la acción pública no puede comprenderse sin 
reconocer las interdependencias entre los distintos sistemas sociales: el po-
lítico, el económico, el educativo, el cultural y el ambiental. Esta red de re-
laciones convierte cada política en un fenómeno emergente, cuyas conse-
cuencias no siempre son previsibles ni controlables, pero sí analizable bajo 
modelos de retroalimentación y complejidad sistémica.

Asimismo, se reafirma que la dimensión social de las políticas públicas 
no se limita a la gestión de recursos, sino que involucra procesos de legiti-
mación, participación y construcción de sentido. Una política social no solo 
distribuye bienes materiales, sino también define quiénes son visibles o in-
visibles para el Estado.

Comprender la complejidad en la conceptualización de las políticas pú-
blicas y sociales es condición indispensable para repensar la acción guber-
namental contemporánea. Solo a partir de una visión sistémica, crítica y 
transdisciplinaria será posible construir políticas públicas que respondan 
efectivamente a la naturaleza multidimensional de los problemas sociales y 
que fortalezcan la cohesión y el bienestar colectivo.
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2. Las políticas públicas como sistema complejo  
y sus unidades de análisis

Introducción

Este capítulo propone leer las políticas públicas desde la racionalidad de la 
complejidad. Partimos de la teoría general de sistemas (tgs) de Ludwig Von 
Bertalanffy (1968) para concebir la acción pública como un todo organiza-
do compuesto por múltiples unidades interrelacionadas, con propósito y 
totalidad, abierto al entorno y dependiente de sus intercambios. Esa mirada 
desplaza los enfoques lineales causa-efecto y habilita un análisis holístico 
donde variaciones en una parte del sistema —como las necesidades sociales, 
las decisiones políticas o la implementación administrativa— repercuten en 
el conjunto, generando efectos no previstos o emergentes.

Desde esta óptica, los sistemas públicos deben entenderse como estruc-
turas vivas en constante interacción con su entorno político, social y eco-
nómico. A diferencia de la visión mecanicista del siglo xx, que concibió la 
política pública como una secuencia racional de etapas (definición del pro-
blema, diseño, implementación, evaluación), el enfoque sistémico reconoce 
que los actores se influyen mutuamente, que los límites entre fases son di-
fusos y que la retroalimentación es inherente a la vida institucional. Las 
políticas, por tanto, son sistemas abiertos donde el flujo de información, 
recursos y valores redefine permanentemente los objetivos iniciales.

Sobre esa base, recuperamos los principios sistémicos, subsistemas ani-
dados, apertura y dependencia estructural de la función y los conectamos 
con el paradigma de la complejidad: no linealidad, emergencia, retroali-
mentación y co-determinación entre orden y desorden. La pauta moriniana 
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(dialógico, recursivo y hologramático) permite pensar políticas que se pro-
ducen en la tensión entre estabilidad y cambio, y comprender por qué los 
efectos de una decisión pública rara vez son proporcionales o previsibles a 
partir de sus causas. En la gestión pública contemporánea, este reconoci-
miento es crucial: un cambio menor en la asignación de recursos o en la 
comunicación institucional puede alterar de forma significativa los resulta-
dos esperados.

El tránsito hacia el pensamiento complejo no solo constituye un avan-
ce epistemológico, sino también un imperativo político y ético. Como 
advierten Morin (2005) y Romero (2007), la sobreespecialización frag-
menta el conocimiento y produce soluciones parciales a problemas estruc-
turalmente interconectados. En materia de políticas públicas, esta frag-
mentación se traduce en programas inconexos, duplicidad institucional y 
carencia de articulación intersectorial. En contrapartida, la mirada com-
pleja propicia una comprensión transversal, donde economía, cultura, 
educación y medio ambiente se entienden como partes de un mismo tejido 
de interdependencias.

Adoptar una lectura compleja de las políticas públicas implica también 
reconocer su carácter dinámico y adaptativo. Los sistemas sociales, tal como 
sostiene Prigogine (1984), no buscan un equilibrio estático, sino un estado 
de autoorganización constante frente a la incertidumbre. En este sentido, la 
política pública debe entenderse como un proceso de aprendizaje colectivo 
más que como un producto terminado. La gestión gubernamental se trans-
forma así en un laboratorio de interacciones donde los errores y retroaccio-
nes generan conocimiento institucional.

El capítulo, además, discute las consecuencias epistemológicas y meto-
dológicas de adoptar esta perspectiva: la política pública deja de reducirse 
a “programas” o “instrumentos” y se entiende como proceso de interacción 
entre actores, reglas, recursos y contextos. Ello obliga a articular tradiciones 
analíticas (del positivismo al constructivismo y al postempiricismo) para 
comprender la política no solo como administración técnica del poder, sino 
como campo de construcción simbólica y disputa por el sentido de lo pú-
blico. La complejidad, en consecuencia, no niega la racionalidad, pero la 
amplía al incorporar incertidumbre, creatividad y conflicto como compo-
nentes legítimos de la acción colectiva.
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Asimismo, el enfoque sistémico redefine la noción misma de causalidad 
en la política pública. La relación entre causas y efectos deja de ser lineal 
para volverse circular y multidireccional. Cada decisión pública genera re-
troacciones que modifican el entorno del cual surgió, configurando un bu-
cle continuo de coevolución. Por ello, comprender la política pública exige 
atender tanto a las relaciones estructurales (normas, instituciones) como a 
las interacciones contingentes (valores, narrativas, coaliciones).

En este marco, se propone un mapa operativo para investigar y gestionar 
políticas como sistemas complejos: el tetragrama necesidad–conocimiento–
contexto–poder. Estas unidades de análisis (y sus interacciones) explican cómo 
una necesidad social deviene problema público; cómo el conocimiento (téc-
nico, práctico y experiencial) configura alternativas; cómo el contexto permi-
te o constriñe la acción gubernamental; y cómo el poder traduce intereses en 
decisiones y reglas. Este andamiaje metodológico, de orientación holística, 
articula los distintos niveles de análisis (estructural, institucional y simbólico) 
que se desarrollan en los apartados posteriores.

Finalmente, el capítulo sienta las bases para una relectura integral del 
proceso de políticas públicas, desde la teoría de la complejidad como antí-
doto al reduccionismo, pasando por la pauta moriniana y su aplicación en 
la comprensión del orden-desorden, hasta llegar a la estructuración sisté-
mica de las políticas públicas, sus unidades de análisis, su mapa conceptual  
y el tetragrama final de la complejidad aplicada. Con ello se pretende no 
solo construir una visión coherente del fenómeno político-administrativo, 
sino ofrecer un marco epistemológico robusto para repensar la acción pú-
blica en contextos de creciente incertidumbre y cambio global.

Aproximación sistémica de la complejidad

Durante la segunda mitad del siglo xx, a través de la teoría general de 
sistemas (tgs), Ludwig Von Bertalanffy (1968) propició herramientas con-
ceptuales y metodológicas apropiadas para generar un conocimiento ho-
lístico de la realidad. Este método ha permitido considerar a la realidad 
como un todo organizado compuesto de múltiples dimensiones y elemen-
tos interrelacionados. En general, un sistema se define como un módulo 
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ordenado de elementos que se encuentran interrelacionados y que inte-
ractúan entre sí, lo que Bertalanffy llamó “un conjunto de unidades recí-
procamente relacionadas”.

Este acercamiento deja en claro dos características fundamentales del 
sistema: el propósito y la totalidad. La primera característica (el propósi-
to) implica que todo sistema tiene un fin, es decir, sus unidades, elemen-
tos y eslabones, así como sus interacciones, definen una participación 
mutua que siempre busca alcanzar una meta. La segunda característica (la 
totalidad) implica que todo sistema tiene un ecosistema somático, por lo 
cual, una acción que provoque una variación en una de las unidades del 
sistema, con mucha probabilidad ocasionará variaciones en todas las otras 
unidades de este. Esta característica indica claramente la existencia de una 
relación causa-efecto entre las diferentes unidades del sistema. 

Lejos de entrar en un análisis profundo de la tgs, nos limitamos sim-
plemente a recuperar algunos elementos esenciales que permiten una apro-
ximación sistémica de las políticas públicas. Asimismo, Berrien (1968) 
enunció tres principios básicos que constituyen el núcleo de la teoría: a) Los 
sistemas existen dentro de sistemas que, a su vez, pueden ser subsistemas 
de unidades más grandes: las moléculas existen dentro de células, las célu-
las dentro de tejidos, los tejidos dentro de órganos, los órganos dentro de 
organismos, los organismos dentro de colonias, las colonias dentro de cul-
turas, las culturas dentro de conjuntos mayores de culturas, y así sucesiva-
mente. En este caso, por ejemplo, las colonias pueden ser consideradas como 
subsistemas de los sistemas culturales; b) Los sistemas son abiertos. Es una 
consecuencia de la premisa anterior. Cada sistema que se examine, recibe y 
descarga algo en los otros sistemas, generalmente en aquellos que le son 
contiguos. Los sistemas abiertos se caracterizan por un proceso de inter-
cambio infinito con su ambiente, es decir, con los demás sistemas. Cuando 
el intercambio cesa, el sistema se desintegra y pierde sus fuentes de energía; 
c) Las funciones de un sistema dependen de su estructura. Los tejidos mus-
culares, por ejemplo, se contraen porque están constituidos por una estruc-
tura celular que permite contracciones.
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En esta figura, las unidades representan los elementos constitutivos del 
sistema, es decir, las variables más significativas que definen el rumbo, pro-
pósito y razón de ser del sistema. Las flechas indican el flujo de energías, de 
recursos, de información, esto es, la retroalimentación y retroacción que 
existen entre las diferentes unidades y los subsistemas del sistema, mismos 
que pueden construirse a partir de algunos rasgos socioculturales dominan-
tes (la corrupción, las necesidades, los problemas públicos, la religión, et-
cétera). Se puede también apreciar que el ambiente externo influye de forma 
determinante en el sistema.

Interpretar a la realidad desde este método implicó una ruptura episte-
mológica de enorme relevancia científica. A raíz de la tgs, en los círculos 
académicos y de investigación, la preponderancia de los paradigmas domi-
nantes (pospositivismo y postempiricismo) cedió el paso a la vocación de una 
nueva ciencia: la sistémica (Romero, 2007). En efecto, el último tercio del 

Figura 2.1. Complejidad de los sistemas

SISTEMA

Unidad 1

Subsistema 1

Unidad 2

Unidad 3

Unidad 4

Unidad n

Subsistema n

Entrada
Información

Energía
Recursos

Salida
Información

Energía
Recursos

Ambiente externo
(macrosistema)

Fuente: elaboración propia.
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siglo xx proporcionó nuevos aciertos y modelos científicos de interpretación 
de la realidad, lo cual llevó al sistemista Lorenzo Ferrer (1998) a afirmar que 
“por primera vez en la historia de la ciencia, un pensamiento sistémico com-
pacto, heredero de todos se ha consolidado como alternativa al paradigma 
mecanicista (pospositivista y postempiri cista)”. Es de esta manera que una 
vertiente del enfoque sistémico se ha ido consolidando para establecerse re-
cientemente bajo el sustantivo de paradigma de la complejidad. 

La complejidad como teoría:  
el antídoto del reduccionismo

Las teorías de la complejidad (complexity theories) conforman un emergen-
te método de conocimiento y análisis científicos de la realidad, que surgen 
en los años ochenta del siglo xx, construidas en gran medida a partir de la 
teoría de sistemas y la teoría del caos. Se fundamentan en un enfoque inte-
gral, holístico y dinámico, que incluye el análisis para poder exponer las 
potencialidades, deficiencias y contradicciones de las sociedades. Asimismo, 
la complejidad como teoría busca explicar la realidad y sus fenómenos como 
un todo, a través de las interacciones entre sus partes.

Hayles (1998) ha considerado que este esfuerzo por descubrir el orden en 
un cosmos caótico es lo que se conoce como la nueva ciencia de la complejidad, 
debido a que representa una nueva forma de pensar sobre el comportamiento 
colectivo de muchas unidades básicas que interactúan entre sí, sean átomos, 
moléculas, neuronas, bits de una computadora o grupos humanos. De forma 
muy atinada, Weisz (2002) estipuló que el conjunto de las teorías de la com-
plejidad es una extensión metafórica que permite trasladar el pensamiento de 
un horizonte cognoscitivo a otro. En este sentido, autores como Heinz Pagels, 
Roger Lewin, Edgar Morin, Gaston Bachelard, François Jacob, Michel Serres, 
Michell Waldrop, Iliya Prigogine y otros pensadores y científicos estadouni-
denses y europeos han estimado que la complejidad como teoría es la ciencia 
del siglo xxi.

Desde una perspectiva socioantropológica, Mier (2002) estipula que 
hablar de la complejidad de los fenómenos ha de rebasar la expresión habi-
tual para calificar lo que se resiste a la comprensión, lo que ofrece dificulta-
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des para su aprehensión según los modelos en uso; la complejidad de los 
fenómenos tampoco puede reducirse a un lugar común en donde la edad 
se pierde entre los pliegues de las reflexiones filosófico-científicas, ni mucho 
menos es un calificativo impreciso para afirmar los límites de todo conoci-
miento u otra fuente de suspicacia, que busca ofrecer unas respuestas con-
fusas a la naturaleza de dichos fenómenos.

Más bien, en las concepciones epistemológicas contemporáneas, la noción  
de complejidad acota un campo de reflexiones que, aunque difuso, ha lo-
grado identificar problemas y ejes conceptuales particulares para explicar 
esos problemas. Esta perspectiva le otorga una fisonomía propia a la actual, 
vasta y dispersa congregación de inquietudes, puntos de vista, invenciones 
y conjeturas provenientes de diversas disciplinas. Lo más relevante de la 
complejidad como teoría es que tiende a revelar una convergencia no pro-
gramática, pero inequívoca entre dominios de conocimiento aparentemen-
te distantes entre sí. En este sentido, la concepción de las sociedades desde 
el paradigma la complejidad surge de la capacidad de la horda sociocientí-
fica, de realizar un pliegue recursivo sobre sí misma, es decir, de la capacidad 
de considerar que las sociedades disponen del potencial de combinarse 
consigo mismas (Mier, 2002: 77-78).

La hipótesis principal de la teoría de la complejidad gira en torno a la 
no linealidad característica de las dinámicas funcionales de los sistemas o 
subsistemas sociales, culturales, económicos, políticos, entre otros. Con base 
en esta orientación hipotética de la teoría de la complejidad, Cárdenas y 
Rivera (2004) sostienen que para las teorías positivistas, pospositivistas, 
empiristas (por lo general reduccionistas), al no estar diseñadas para ver las 
conexiones propias de los fenómenos, la magnitud de una causa se corres-
ponde y se confunde con su efecto (linealidad); este enfoque reduccionista 
que ha producido grandes avances en áreas como la física, la tecnología, la 
química, la biología y las matemáticas siempre busca explicar los fenómenos 
a partir de sus partes. Como consecuencia de ello, se ha perdido la visión 
del mundo y del hombre como un todo integrado e intrínsecamente rela-
cionado con su ecosistema.

En respuesta y como antídoto al reduccionismo dominante en los círculos 
de investigación sociohumanística, Conveney y Highfield (1995) han estima-
do que la teoría de la complejidad surge como paradigma científico con el 
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propósito de analizar y comprender los nexos entre los componentes de la 
vida en las sociedades. Asimismo, las funciones no lineales de los componen-
tes de los sistemas socioculturales, económicos y políticos justifican los ava-
tares frecuentemente sorprendentes entre la causa y su efecto. Sin embargo, 
la especialización y la racionalidad incremental de los enfoques tradicionales 
(paradigmas dominantes) han llevado a la simplificación de los problemas 
sociales, que, en esencia, tienen un alto grado de complejidad.

En efecto, la mayoría de los problemas y coyunturas que surgen en el 
mundo real no encuentra soluciones integrales porque estos problemas y 
coyunturas son encajados en una metodología de la sobreespecialización, 
caracterizada por la linealidad de los procesos. Esto se observa en todos los 
círculos de investigación, en donde las fronteras entre las líneas de investi-
gación parecen estar claramente marcadas. En México, por ejemplo, el pro-
pio Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología (Conacyt) tiende a fortalecer 
esta opción de sobreespecialización, propiciando una opción de comunica-
ción aislada entre los expertos de las diferentes áreas de conocimiento. El 
resultado de ello dificulta el logro de una visión integral y/o sistémica ba-
sada en las interrelaciones entre el todo, sus componentes y su medio in-
mediato, lo cual, sin duda, lleva a la negación o a la simplificación de la 
complejidad de los fenómenos sociopolíticos, económicos y culturales. Para 
resolver esta perspectiva reduccionista de la realidad, la teoría de la com-
plejidad plantea la urgencia de establecer nexos de intercomunicación entre 
las diferentes áreas de investigación con el propósito de trabajar de manera 
integrada y colaborativa para obtener una explicación de los fenómenos 
complejos en su totalidad. En este sentido, el sociólogo, antropólogo y filó-
sofo francés Edgar Morin, incansable y pertinaz especialista de la comple-
jidad, plantea que “el mundo como un todo, está cada vez más presente en 
cada una de sus partes”. Esta afirmación, al consolidar la hipótesis de la no 
linealidad, finca el argumento central de la teoría de la complejidad; esta 
afirmación desnuda en toda su infinita profundidad la complejidad de lo 
real, lo cual permite asociar de forma complementaria elementos antagóni-
cos para comprender la cohabitación del orden y del desorden en todos los 
fenómenos.
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La pauta de Edgar Morin y  
su relación con las políticas públicas

Gómez et al. (2011) consideran que los valores epistemológicos que moti-
varon la reestructuración del pensamiento para analizar a la realidad desde 
el paradigma de la complejidad, entre otros, son:

•	 Conocer para hacer, es decir, combinar los conocimientos teóricos 
con los de acción.

•	 Conocer para innovar, es decir, conocer para crear nuevos conoci-
mientos, más allá del saber técnico-aplicacionista.

•	 Conocer para repensar lo conocido o pensado, es decir, epistemolo-
gizar el conocimiento, poner a prueba las categorías conceptuales 
con las que el científico o el tecnólogo trabajan para hacer inteligible 
o manipulable la realidad que se desea estudiar o sobre la que se de-
sea intervenir.

Cuando en medio de esta reestructuración del pensamiento Morin 
(1977) afirma que “todo sistema es uno y múltiple […] su diversidad es 
necesaria para su unidad y su unidad es necesaria para su diversidad”, se 
abre una metodología de comprensión de la realidad que a priori se podía 
pensar inalcanzable para la mente humana; por lo tanto, Morin tuvo el 
cuidado de precisar que “la idea de unidad compleja va a tomar densidad, 
si presentimos que no podemos reducir ni el todo a las partes, ni las partes 
al todo, ni lo uno a lo múltiple, ni lo múltiple a lo uno, sino que es preciso 
que intentemos concebir juntas, de forma a la vez complementaria y anta-
gónica, las nociones del todo, de las partes, del uno y del diverso”. Es la fi-
losofía de la unidad en la diversidad. En este sentido, la noción de comple-
jidad indica que, a pesar de la diversidad constitutiva de un sistema, las 
partes que lo componen, aun teniendo identidad propia, también tienen 
una identidad común hacia el mismo sistema porque están sujetas a sus 
reglas organizacionales.

Esta perspectiva le da todo sentido y significado a la tan debatida y 
discutida dialógica moriniana orden-desorden-interacción-organización, 
como esencia de todo sistema y como un tetragrama necesario para enten-
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der la noción de complejidad. Reynoso (2007) resume de forma muy atina-
da ese planteamiento de Morin al hablar de los tres principios fundamen-
tales de inteligibilidad que pueden ayudarnos a pensar la complejidad: a) el 
principio dialógico que encarna dos lógicas contrapuestas, pero mutuamen-
te necesarias. Por ejemplo, orden y desorden parecen antagónicos, pero en 
ocasiones colaboran y producen la organización y la complejidad; b) el 
principio recursivo que rompe con la linealidad de causa-efecto; c) el prin-
cipio hologramático, mediante el cual no sólo la parte está en el todo, sino 
el todo está en la parte. Esta idea trasciende al reduccionismo que sólo ve 
las partes y al holismo que sólo que sirven para reabsorber las fuerzas an-
tiorganizacionales internas y externas.

La implicación que subyace aquí es que los términos orden/desorden 
dejan de ser solamente antagónicos, para convertirse al mismo tiempo en 
complementarios y antagónicos en la organización del sistema, ya que las 
tensiones y reacomodamientos generados por la pugna de estos términos, 
provocan la reestructuración constante del sistema (Collella, 2011).

Asimismo, un análisis de la realidad reduccionista que se limite a las 
partes queda corto; de igual manera, un punto de vista holístico que se li-
mite al todo presentaría muchas inconsistencias. Por lo cual es necesario 
considerar al mismo tiempo el todo, las partes de manera aislada y la inte-
rrelación entre el todo y las partes.

Con esos antecedentes, el paradigma de la complejidad bajo una caracte-
rización inter y transdisciplinaria obliga a adoptar nuevos modelos teóri-
co-metodológicos, es decir, una nueva epistemología que, a consideraciones 
de Romero (2007), “permiten a la comunidad científica elaborar teorías más 
ajustadas y cercanas a la realidad y que permitan al mismo tiempo, diseñar y 
poner en prácticas modelos de intervención —social, sanitaria, educativa, 
política, económica, ambiental, cultural, etcétera— más eficaces y que ayuden 
a regular las acciones individuales y colectivas”. Esta reestructuración del pen-
samiento ha influido contundentemente en la racionalidad de los actores so-
ciopolíticos y culturales, en la ciencia y en la innovación tecnológica.

Sin lugar a duda, esta reforma epistemológica ha venido mediando 
imparcialmente tanto a las ciencias empírico-naturales, como a las ciencias 
políticas, sociales, humanas y, por ende, en lo que Lasswell y Lerner lla-
maron The Policy Sciences (lo retomaremos más adelante) como antesala 
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de la conceptualización científica de las políticas públicas. La tabla 2.1 
condensa algunos paradigmas dominantes, los enfoques de análisis y al-
gunos autores de referencia, consolidándose ese camino hacia el pensa-
miento complejo. Como muestra la tabla, algunos autores aparecen como 
referencia en más de un paradigma. Esto denota la ambigüedad y la no 
marcada frontera entre un paradigma y otro. Esta ambigüedad también 
se manifiesta en la dimensión espaciotemporal de esos paradigmas. Sin 
embargo, la esencia multidimensional e integradora del pensamiento com-
plejo construye puentes entre los diferentes niveles espaciotemporales de 
esos paradigmas (ley sistémica de la totalidad), generando enfoques inte-
grados del conocimiento.

Tabla 2.1. Paradigmas y enfoques de análisis

Paradigmas Enfoques de análisis y teorías relacionadas Autor (referencia)

Positivismo

Normativo-prescriptivo, sinóptico, 
empírico, analítico
“Conocimiento en” la política
Racionalidad en el “Análisis de” la política
Tecnocrático, positivismo lógico
Conductismo, behaviorismo

Karl Popper
Lasswell H.
Lerner
Khun
Parsons W.
Cruz C.,
Petrizzo M.
Dryzek,
Garsón D.

Sociohistórico

Anti sinóptico, pluralismo
“Conocimiento de” la política
“Análisis de” la política
Burocracia 
Neopluralismo, humanismo

Izuzquiza
Garsón D.
Lerner
Lasswell H.

Pospositivismo

Racionalismo crítico
Constructivismo
Neoinstitucionalismo
Neoestructuralismo

Torgerson D.
Landeau
Roth D.
Eslava J.
Salazar
Aguilar Villanueva

Complejidad 

Teoría de sistemas
Posmodernismo
Teoría crítica  
Posestructuralismo
Deconstruccionismo

Rincón
Burgos
Collella
Fontalvo
Gödel
E. Morín
Piaget 
Lorenzo Ferrer
Luhmann
Bertalanffy
Mballa

Fuente: elaboración propia con base en diferentes referencias.
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Analizar la complejidad que gira en torno a las políticas públicas impli-
ca indagar las relaciones dinámicas del todo (políticas públicas como siste-
ma) con las partes (elementos constitutivos-unidades de análisis de las po-
líticas públicas). Se trata de alguna manera de concebir las políticas públicas 
como una estructura diferenciada (totalidad), con identidad propia (auto-
nomía). Esto significa que las políticas públicas dejan de ser sólo la culmi-
nación de un proceso de toma de decisiones, sino que responden a un tipo 
de estructura en funcionamiento como resultado de una acción conjugada 
de varios actores. Esta estructura o sistema está compuesto por elementos 
interrelacionados que actúan y retroactúan en el interior del sistema en un 
flujo dinámico, transformándolo por los intercambios con el medio (entor-
no del sistema). Es lo que a continuación llamamos: estructuración sistémica 
de las políticas públicas.

Estructuración sistémica  
de las políticas públicas 

En el libro Los ocho pasos para el análisis de políticas públicas, Bardach (1998) 
considera que el análisis de las políticas públicas es más un arte que una 
ciencia, se basa tanto en la intuición como en el método; es la manera como 
se utiliza el conocimiento desde una perspectiva multidisciplinaria para 
descifrar los enigmas de la política pública y para predecir o describir sus 
impactos sin contar con una alternativa preferida conscientemente prees-
tablecida.

Salazar (2010) puntualiza esa idea al considerar que cuando se habla de 
análisis de políticas públicas es necesario no sólo mirar el proceso global y 
dentro de él, sino también indagar la forma singular y característica cómo 
se involucran todas las unidades de ese sistema con el fin de intentar dar 
explicación de lo que sucede con la acción del gobierno y derivar elementos 
que permitan contribuir a mejorar la gestión pública. Esto significa que 
estructurar las políticas públicas desde sus unidades de análisis no sólo 
tiene un carácter explicativo y académico, sino que también puede tener 
implicaciones en la administración de las decisiones del gobierno, lo cual 
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nos lleva a replantear algunas acepciones sobre las políticas públicas para 
descifrar sus unidades de análisis (Fischer y Miller, 2006).

A través del pensamiento complejo, nos aproximamos a una nueva for-
ma de pensar las políticas públicas. En realidad, más allá de los debates 
sobre el surgimiento del Estado como actor de regulación de la vida econó-
mica y política de las sociedades, debe reconocerse que varios autores han 
influido de manera contundente en la investigación actual sobre las políticas 
públicas; sobre todo en la consideración de la multifactorialidad/multidi-
mensionalidad como germen de la organización social. A principios del 
siglo xx no se hablaba tanto de políticas públicas debido en parte a la pre-
ponderancia de los principios liberales europeo-céntricos y norteamericanos 
(el occidente) que propendían por Estados no interventores.

La crisis económica de la posguerra obligó a las democracias liberales 
a adoptar modelos intervencionistas que desarrollaron las políticas públicas 
como dispositivos de control. Asimismo, la investigación sobre las políticas 
públicas surgió y se ensanchó formalmente bajo el enfoque positivista con 
la ambición de fundar una ciencia de la política pública (Policy Science), 
sobre todo en Estados Unidos después de la Segunda Guerra Mundial. En 
efecto, se admite que el libro de Lasswell y Lerner: The Policy Sciences, cons-
tituye la primicia del planteamiento que invita a indagar el papel del cono-
cimiento y racionalidad en el proceso de elaboración de la política pública.

Lasswell empezó a impulsar el estudio de las políticas públicas desde dos 
enfoques: el primero sobre el conocimiento “en la política”, orientado hacia los 
métodos y habilidades para la toma de decisiones. Este enfoque, fue consolida-
do por los Estados intervencionistas que suscitaron la formación conductista 
de profesionales relacionados con las políticas de gobierno en Estados Unidos 
principalmente. Se trataba de “adaptar las prácticas de la democracia a la reali-
dad de la sociedad técnico-industrial moderna, en la cual la ciencia de la polí-
tica debía transmitir los conocimientos científicos necesarios a los tomadores 
de decisión política, para la resolución de los problemas sociales” (Roth, 2007).

El segundo sobre el conocimiento “de las políticas públicas”, relacionado 
con la democracia y la resolución de problemas sociales. Este segundo enfo-
que sobre las políticas públicas, predominantemente sociohistórico, se refor-
zó con las ideas de Kuhn (1970) en cuanto a la importancia del contexto en 
la elaboración de las políticas públicas. Estos postulados de Lasswell implican 
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que la epistemología de los fenómenos políticos requiere de una investigación 
y análisis de sistemas, estructuras, límites y eficiencias políticas de la sociedad, 
para que se pueda comprender la razón de ser de las políticas públicas, ya que 
constituyen el punto de enlace entre el poder del Estado y las necesidades 
individuales y sociales.

Según Dryzek (1993), esta lógica de investigación corresponde mayori-
tariamente al desarrollo científico tradicional, incluido el análisis de las po-
líticas públicas. Desde esta perspectiva racional instrumentalista, la con-
ducción de las políticas públicas responde a un modelo normativo de 
comportamiento de los individuos y de las organizaciones. Roth (2007) lo 
enfatiza al plantear que la racionalidad política de los actores de toma de 
decisiones debe llevar al investigador a asumir una posición de objetividad 
frente a los hechos de la sociedad (free of value) y que las hipótesis sobre las 
políticas públicas deben ser verificadas empíricamente. De este modo, Roth 
(2014) identifica cuatro elementos esenciales como fundamento de las po-
líticas públicas: la implicación del gobierno, la percepción de los problemas, 
la definición de los objetivos y los procesos. Esto significa, según Roth, que 
una política pública existe siempre y cuando el Estado a través de sus insti-
tuciones asume parcial o totalmente la tarea de alcanzar objetivos estimados 
como deseables o necesarios por medio de una serie de procesos de cambio.

En este sentido, la afirmación de Landau y Villanueva (2003) encuentra 
todo su sentido al postular que las políticas públicas son procesos raciona-
les que incorporan datos y evidencia objetiva para predecir cursos de acción 
y tomar mejores decisiones. Esto indica que las políticas públicas no son 
relaciones mecánicas del tipo medio-fin, de ejecución automática, en las 
que lo decidido en la fase de formulación es o debe ser lo que va a dar sen-
tido a la ontología de las políticas públicas. Por el contrario, es una comple-
ja interconexión de procesos en la que los problemas y sus soluciones son 
constantemente redefinidos o reinventados.

Rincón y Burgos (2003), por su parte, consideran que, para fincar las 
bases científicas de las políticas públicas, es imperante considerar la relación 
sistémica que se da en el contexto en el cual se insertan la preparación, la 
formulación y la aplicación de una política pública, además de considerar 
las necesidades y situaciones problemáticas que pueden ser institucionali-
zadas para que de una manera generalizada pueda considerarse como un 
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sistema organizacional socialmente diferenciado. En ese contexto, toman 
lugar las intervenciones gubernamentales, es decir, una postura hacia un 
cambio social, política o administrativamente planificado, de preferencia de 
medidas políticas y programas públicos.

A consideración de Salazar (2009), toda política pública involucra tres 
subsistemas: el político, el administrativo y el social. El político es funda-
mentalmente en este ámbito donde se toman las decisiones. El social es el 
subsistema donde se cristalizan problemas, demandas y necesidades de la 
sociedad, susceptibles a ser considerados por el subsistema político como 
problemas públicos. El subsistema administrativo es el que ejecuta las de-
cisiones para poner en marcha las posibles soluciones que impactan en los 
demás subsistemas. Esta consideración plantea y reafirma la complejidad 
que gira en torno a las políticas públicas, ya que según Bloj (2005), remiten 
a los mecanismos que institucionalizan el poder de los Estados, para afron-
tar las cuestiones de orden colectivo y público. 

Estas diferentes acepciones nos permiten conjeturar y construir un mapa 
conceptual de las políticas públicas con base en las ideas centrales propues-
tas por los autores precedentes.

Mapa conceptual  
de las políticas públicas

Con base en la anterior estructuración sistémica de las políticas públicas, 
podemos redefinirlas como el conjunto de decisiones y acciones racionales 
del gobierno para dar solución bajo una normativa definida, a diversos pro-
blemas públicos suscitados por las necesidades de las personas. Esto signi-
fica que una política pública emana de una decisión del gobierno con la 
finalidad de atender y solucionar un problema público específico. Elabora-
do con base en esa definición, la figura 2.2 representa la estructura concep-
tual de las políticas públicas.
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En este esquema, el subsistema de las necesidades representa el ecosistema 
en el cual se gestan y articulan las demandas multidimensionales de la sociedad. 
Las necesidades de la sociedad provienen generalmente de las carencias de las 
personas en su deseo de elevar su nivel de vida. El estudio de la satisfacción de 
las necesidades humanas ha dado lugar a la elaboración de diferentes teorías, 
siendo la más conocida es la teoría de las necesidades humanas, elaborada por 
el psicólogo estadounidense, doctor Abraham Maslow (Mballa, 2017). La agu-
dización de las necesidades básicas lleva a un grado de pobreza que está rela-
cionado con la falta de capacidad para generar fuentes de empleo, servicios 
comercializables e infraestructura que permitan a los individuos relacionarse 
económica y laboralmente con otros sectores.

El gobierno, independientemente del régimen político, es el ente encar-
gado de la conducción política del Estado a través del ejercicio del poder: 
es el ecosistema de la toma de decisiones. Asimismo, una de las metas, entre 
otras, de los gobiernos a todos sus niveles, al menos en su retórica, es pre-
cisamente tomar decisiones cuya ejecución permite proveer recursos a los 
individuos para que puedan satisfacer sus necesidades. En este sentido, 
cuando el gobierno decide tomar en cuenta un determinado problema, este 

Figura 2.2. Estructuración conceptual de las politicas públicas

Subsistema de
necesidades Gobierno

Racionalidad
actores

Racionalidad
actores

Ra
ci

on
al

id
ad

ac
to

re
s

Rede�nición de 

nuestras necesidades

Reestr
ucturación de 

los p
roblemas p

úblic
os

Ca
m

bi
o 

y 
de

sa
rro

llo
pe

rm
an

en
te

Ejecución de
las acciones

Ad
m

in
ist

ra
ci

ón
 d

e
de

ci
sio

ne
s

Solución Acciones

Racionalidad compleja

Decisiones Subsistema
problemas públicos

Fuente: elaboración propia.



	 L A S  P O L Í T I C A S  P Ú B L I C A S  C O M O  S I S T E M A  C O M P L E J O  Y  S U S  U N I D A D E S  D E  A N Á L I S I S � 65

hecho se concreta en una decisión o conjunto de decisiones no necesaria-
mente expresadas en actos formales. 

De esta manera, un problema se vuelve público cuando deja de ser par-
ticular y afecta en forma negativa el bienestar social, el medio ambiente, la 
armonía social o inclusive la existencia de la misma comunidad; asimismo, 
la inclusión de una situación problemática en la agenda del gobierno pone 
las bases para la formulación de una política pública en pro de solucionar 
dicha situación. Las acciones son los actos concretos que permiten trascen-
der las decisiones del gobierno y trasladarlas en el diario vivir de la sociedad; 
es transformar la retórica del gobierno en algo medible, evaluable y apro-
vechable por la sociedad. Esto implica que si las decisiones son el compro-
miso político y el ejercicio del poder que tiene el gobierno frente a la ciuda-
danía, las acciones representan el momento cumbre del contrato 
sociopolítico y económico entre la ciudanía y las fuerzas representativas del 
Estado, es decir, el gobierno. Lo que intentamos decir es que las acciones 
proceden de un proceso de administración o gestión de las decisiones gu-
bernamentales por parte de un grupo de actores con capacidades y conoci-
mientos técnicos (gestión pública). 

Las acciones promovidas por los administradores de las decisiones del 
gobierno no tendrían sentido ni razón de ser, si no se traducen realmente 
en soluciones de los problemas públicos. En este aspecto, la solución impli-
ca ipso facto la satisfacción de una inquietud, una necesidad, un problema, 
en este caso, un problema público. Este panorama, conformado por distin-
tos actores, con disímiles recursos, distintas posiciones, variadas proceden-
cias, innumerables intencionalidades, desiguales potencialidades y dispare-
jos procedimientos, con el fin de dar respuestas a las demandas de la 
sociedad, alude a que las políticas públicas se puedan concebir, entender y 
comprender como un escenario de alta complejidad que trasciende el sim-
ple hecho de tomar buenas o malas decisiones por parte del gobierno.

Esto significa que las políticas públicas no son herramientas ambiguas, 
sino que ponen en acto determinadas orientaciones y estilos de gobierno 
que reflejan: a) qué tipo de problemas se privilegian y cuáles quedan fuera 
de consideración; b) qué concepción de administración de las decisiones 
del gobierno subyace; c) qué tipos de intervención y metodologías se pro-
ponen para solucionar los problemas públicos y establecer un nuevo con-
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trato entre la ciudadanía y el gobierno. Este planteamiento nos lleva a ana-
lizar los avatares de las políticas sociales en México.

Las políticas públicas  
como sistema complejo  
y sus unidades de análisis

Para concebir a las políticas públicas desde el paradigma de la complejidad, 
hace falta un cuerpo conceptual elaborado a partir de las aportaciones an-
teriores, que permita transformar tal complejidad en algo manejable. Una 
cosa debería de quedar bien clara y es una postura sistémica que comparti-
mos ampliamente con Rincón y Burgos (2003). La política pública no pue-
de ser reducida y explicada: por la suma de sus propiedades; por la natura-
leza de los procesos que se dan en sus componentes tomados de manera 
aislada; ni tampoco ser vista desde esquemas cerrados de análisis de causa-
lidad de un solo sentido. Su comprensión exige tanto el conocimiento de 
sus partes, como el de las relaciones que se dan entre ellas. 

Para lograrlo se requiere un método analítico distinto que pueda abor-
dar la complejidad de las políticas públicas, a partir de la interrelación entre 
un número grande, aunque finito, de componentes. Los planteamientos de 
los autores precedentes nos han llevado a sistematizar los elementos cons-
titutivos de las políticas públicas, como se muestra en la figura 2.3. Este 
esquema presenta las ideas principales de algunos autores sobre las políticas 
públicas. Destaca que no se puede hablar de políticas públicas fuera del 
Estado. Es decir, el Estado es el lugar donde se generan y se aplican las po-
líticas públicas. En este sentido, el Estado es considerado como el macro-
sistema dentro del cual se formulan y ejecutan las políticas públicas.

Asimismo, las unidades que permiten analizar las políticas públicas des-
de el enfoque de la complejidad son las que denominamos estructura sisté-
mica de las políticas públicas en la misma figura 2.3. Se trata de las necesi-
dades sociales, del conocimiento, del contexto y del poder e intereses 
(unidades de análisis de las políticas públicas, así como las interacciones 
entre esas unidades).
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La figura 2.4 indica que la construcción de las políticas públicas pasa 
necesariamente por diferentes momentos (unidades) cuya comprensión es 
posible mediante un ejercicio de análisis holístico de cada uno de esos mo-
mentos, así como el examen de las interacciones entre cada uno de ellos. El 
análisis de las políticas públicas, desde ese enfoque, permite no solo com-
prender sus potencialidades y disfunciones, sino también reformular un 
marco explicativo de la realidad sociopolítica, económica y administrativa 
con una sólida fundamentación epistemológica.

Figura 2.3. Estructuración sistémica de las políticas públicas
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A final de cuentas, concebir las políticas públicas como un sistema com-
plejo implica asumir que su racionalidad no reside en la linealidad de las 
causas, sino en la interacción dinámica de sus componentes. Cada decisión, 
cada acción y cada resultado emergen de un entramado de relaciones entre 
las necesidades sociales, el conocimiento disponible, los contextos institu-
cionales y los intereses de poder que las configuran. Comprenderlas exige 
pasar del análisis fragmentado al pensamiento relacional, donde las partes 
solo cobran sentido en función del todo que integran.

Desde esta perspectiva, las políticas públicas son estructuras vivas den-
tro del macrosistema estatal, atravesadas por flujos de información, saber y 
conflicto que les confieren identidad y dirección. Su estudio bajo el para-
digma de la complejidad no busca reducir esa multiplicidad, sino transfor-
marla en inteligibilidad operativa, permitiendo descubrir las regularidades 
que emergen del desorden aparente. Así, el siguiente apartado profundiza 
en los cuatro ejes que constituyen el tetragrama fundamental de dicha com-
plejidad (necesidad, conocimiento, contexto y poder), cuyas interacciones 

Figura 2.4. Las unidades de análisis de las políticas públicas
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revelan la esencia sistémica y evolutiva de toda política pública y social 
contemporánea.

Necesidad-conocimiento-contexto-poder:  
tetragrama de la complejidad de las políticas 
públicas y sociales 

Para cerrar este capítulo, es necesario retomar el argumento utilizado en el 
análisis de las políticas públicas. En ese apartado, determinamos que la 
complejidad de las políticas públicas emana, entre otros, de sus unidades 
subyacentes, como son: las necesidades sociales, el conocimiento, el con-
texto y del poder. Esto significa que la ideación, implementación, evaluación 
de las políticas públicas y sociales nacen de las necesidades multidimensio-
nales y multifactoriales de la sociedad y se estructuran a través del conoci-
miento, del contexto y del interés definido en términos de poder. Es preci-
samente la interacción entre esas unidades la que edifica la complejidad de 
las políticas públicas y de las políticas sociales. 

En efecto, las políticas públicas y las políticas sociales son las dos caras 
de una misma moneda, porque su fin último es atender los problemas pú-
blicos y sociales. Son la manifestación de la intervención del Estado en la 
sociedad. Si bien, en términos conceptuales, cada una de esas unidades 
tiene sus características propias desde un acercamiento sistémico, esas ca-
racterísticas propias se diluyen en un conjunto de unidades recíprocamen-
te relacionadas; esto se debe a que se encuentran interrelacionadas e inte-
ractuando entre sí, en todo el ciclo de las políticas públicas y de las políticas 
sociales.

El gran reto para el analista de las políticas públicas y sociales es poseer 
la capacidad de ampliar la mente lo máximo posible para poder tener una 
mayor y mejor comprensión holística de éstas. En efecto, se trata de consi-
derar a las interacciones entre necesidades conocimiento-contexto y poder 
como la culminación de dos características fundamentales de los sistemas 
complejos: el propósito y la totalidad. El propósito implica que el sistema 
de las políticas públicas y de las políticas sociales tiene un fin: el de aportar 
una respuesta a los problemas públicos y sociales. Esto significa que las 
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necesidades sociales, el conocimiento, el contexto político y el interés defi-
nido en términos de poder, así como sus interacciones, definen una parti-
cipación mutua que siempre busca alcanzar ese fin.

La totalidad implica que el sistema de las políticas públicas y sociales 
tiene un ecosistema somático, por lo cual una acción que provoque una 
variación en una de sus unidades con mucha probabilidad ocasionará va-
riaciones en todas las otras unidades de éste. Estos dos principios indican 
claramente la existencia de una relación causa-efecto entre las necesidades 
sociales, el conocimiento, el contexto político y el interés definido en tér-
minos de poder en el ciclo de las políticas públicas.

Asimismo, el análisis de las políticas públicas y sociales desde el para-
digma de la complejidad lleva a la compresión de éstas como un todo a 
través de las interacciones entre sus unidades de análisis (principio holísti-
co). Las funciones no lineales de las necesidades, del conocimiento, del 
contexto y del poder justifican los avatares frecuentemente sorprendentes 
entre las causas y los efectos de las políticas públicas y de las políticas socia-
les. Sin embargo, la racionalidad incremental e instrumental de los enfoques 
tradicionales ha llevado a la simplificación no solamente de los problemas 
públicos y/o sociales (con un alto grado de complejidad), sino también a la 
fragmentación de los escenarios subyacentes en los ciclos de las políticas 
públicas y sociales.

Por lo tanto, la mayoría de los problemas públicos y sociales, así como 
las coyunturas que surgen en el mundo real, no encuentra soluciones inte-
grales porque estos problemas y esas coyunturas son encajonados en una 
metodología de la sobreespecialización, caracterizada por la linealidad de 
los procesos. 

En realidad, el ámbito del análisis de las políticas públicas y sociales 
desde la complejidad de los fenómenos sociopolíticos y económicos nos 
lleva a comprender que no podemos reducir: a) ni el ciclo de las políticas 
públicas y sociales a sus unidades, b) ni sus unidades al sistema de las polí-
ticas públicas, sino que es preciso que; c) intentemos concebir juntas, de 
forma a la vez complementaria y antagónica, las nociones de las políticas 
públicas, políticas sociales, sus unidades de análisis y las interacciones entre 
éstas. Esta metodología ratifica la realidad de que políticas públicas y polí-
ticas sociales son las dos caras de una misma moneda.
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Integrar la complejidad:  
criterios epistemológicos para articular  
necesidad, conocimiento, contexto y poder

La complejidad inherente al ciclo de las políticas públicas y sociales indica 
que a pesar de la diversidad constitutiva de los actores que intervienen en 
ese ciclo, las unidades que lo componen, aun teniendo identidad propia, 
también tienen una identidad común hacia el mismo ciclo porque están 
sujetas a sus reglas sistémicas. Las funciones de retroacción-retroalimenta-
ción feedback entre las unidades del ciclo de las políticas públicas y sociales 
en caso de ser canalizadas de manera constructiva por los agentes del go-
bierno, sin lugar a duda, pueden favorecer la solución de los problemas 
públicos y sociales, absorbiendo las fuerzas antisistémicas internas y exter-
nas a este ciclo.

Para que se logre una integración del tetragrama necesidad-conocimien-
to-contexto-poder en la ideación, implementación y evaluación de las po-
líticas públicas y de las políticas sociales, es imprescindible apegarse a los 
ya mencionados criterios epistemológicos del paradigma de la complejidad 
(Gómez et al., 2011) que vale la pena recordar aquí: 

a)	Conocer para hacer, es decir, combinar los conocimientos teóricos con 
los de acción; esto significa que el gobierno, antes de tomar cualquier 
decisión para atender un problema público y/o social, ha de apoyar-
se en una sólida visión teórico-conceptual sobre la ontología misma 
de ese problema público. En la práctica de la acción gubernamental 
actual se observa un brinco hacia las acciones públicas sin fundamen-
tos teóricos previos (programas sociales sin un sólido soporte teórico 
conceptual). Esto es una característica de las cúpulas de toma de de-
cisión al no establecer un nexo entre las variables de las necesidades 
sociales, el conocimiento, el contexto político y el poder que gozan 
los integrantes de esas cúpulas de toma de decisiones. El cumplimien-
to con este criterio de la complejidad ha de permitir combinar, fusio-
nar, integrar y potenciar los conocimientos teóricos con los de acción.

b)	Conocer para innovar, es decir, conocer para crear nuevos conoci-
mientos, más allá del saber técnico-aplicacionista; este criterio rela-
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cionado con el anterior implica refrescar constantemente las perspec-
tivas de abordaje de las políticas públicas y sociales. Es momento de 
superar los límites conceptuales sobre las políticas públicas y de las 
políticas sociales para que éstas ya no sean pensadas sólo como una 
decisión, sino como un sistema complejo que rebase el simple hecho 
de tomar decisiones por parte del gobierno. Con ese argumento, se 
entiende mucho mejor la desarticulación que apreciamos en el aná-
lisis de los modelos de políticas sociales implementados en los últimos 
cuatro sexenios. 

c)	Conocer para repensar lo conocido o pensado, es decir, epistemologizar 
el conocimiento. Este criterio es muy importante porque pone a prue-
ba las categorías conceptuales con las que el científico o el tecnólogo 
trabajan para hacer inteligible o manipulable la realidad que se desea 
estudiar o sobre la que se desea intervenir. Aquí algo interesante con 
este criterio es la necesidad de repensar las fronteras conceptuales (si 
es que existen) entre las políticas públicas, las políticas sociales y la 
gestión pública, ya que cualquier acción pública es precedida por un 
conjunto de escenarios decisionales (debate que valdría la pena reto-
mar con mayor profundidad argumentativa).

A final de cuentas, este acercamiento nos ha permitido ratificar que las 
políticas públicas y sociales son procesos racionales que incorporan datos 
y evidencia objetiva para atender una situación problemática en la sociedad. 
Además, consideradas como sistema complejo y con base en el criterio de 
la no linealidad de sus procesos, nos damos cuenta de que las políticas pú-
blicas y sociales no son relaciones mecánicas del tipo medio-fin, de ejecu-
ción automática, en las que lo decidido en la fase de formulación es o debe 
ser lo que va a dar sentido a la razón de ser (ontología) de las políticas pú-
blicas y/o de las políticas sociales. Por el contrario, es una compleja inter-
conexión de procesos en la cual los problemas públicos y sociales son cons-
tantemente redefinidos, reinventados y reorientados hacia su solución. 
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Conclusiones

El capítulo demostró que comprender las políticas públicas exige pensarlas 
como sistemas abiertos: su comportamiento depende tanto de la arquitec-
tura institucional como de los flujos de información, recursos y legitimidad 
que circulan entre subsistemas políticos, administrativos y sociales. Esta 
apertura explica la sensibilidad al entorno y la naturaleza no lineal de sus 
resultados.

La adopción del paradigma de la complejidad no es un ornamento teó-
rico, sino una necesidad analítica y práctica. El principio dialógico (orden/
desorden), el recursivo (los efectos reingresan como causas) y el hologra-
mático (el todo en las partes y las partes en el todo) ofrecen claves para 
entender por qué las políticas producen efectos emergentes y por qué la 
gestión pública debe privilegiar el aprendizaje adaptativo sobre el control 
mecánico.

El tetragrama necesidad–conocimiento–contexto–poder se consolida como 
unidad mínima de inteligibilidad del ciclo de políticas. Permite: (i) problema-
tizar cómo se construye públicamente una necesidad; (ii) valorar la calidad, 
pertinencia y pluralidad del conocimiento utilizado; (iii) situar la acción en 
restricciones y ventanas de oportunidad del contexto; y (iv) transparentar la 
gramática del poder que decide prioridades, diseña reglas y asigna recursos. 
Analizar políticas fuera de estas interacciones conduce a diagnósticos parciales 
y a soluciones frágiles.

Metodológicamente, el enfoque sistémico integra tradiciones que antes 
operaban separadas: el análisis normativo-prescriptivo (Lasswell), la mira-
da sociohistórica y el posempiricismo deliberativo. Ello habilita combinar 
evidencia cuantitativa con interpretación cualitativa, así como mapear in-
terdependencias entre actores, incentivos e instituciones. En términos de 
gestión, desplaza la lógica de “programa-isla” hacia ecosistemas de inter-
vención con reglas claras de coordinación, retroalimentación y evaluación.

Una implicación central es que la efectividad de las políticas no depen-
de solo del diseño técnico, sino de la gobernanza: capacidades instituciona-
les, arreglos de cooperación, mecanismos de rendición de cuentas y circui-
tos de aprendizaje. La política pública eficaz es la que reduce la entropía del 
sistema sin sofocar su capacidad de adaptación.
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Por último, el tránsito hacia los siguientes capítulos se vuelve natural: si 
las políticas son sistemas complejos, entonces fenómenos como el rezago 
educativo no pueden abordarse con instrumentos lineales ni con respuestas 
sectoriales aisladas. Requieren arquitecturas interdependientes que articu-
len necesidad, conocimiento, contexto y poder. Desde aquí se abre el aná-
lisis de las políticas sociales y, más adelante, la exploración del rezago edu-
cativo como factor estructurante de la vulnerabilidad en México.
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3. Las políticas sociales: metamorfosis  
de alcance multidimensional

Introducción 

El análisis de la política social, como herramienta de vinculación entre el 
Estado y la sociedad, surge en el siglo xix como corolario de la Revolución 
Industrial. Desde entonces, la política social se ha estudiado desde aportes 
científicos procedentes de la economía, la filosofía, la sociología y la políti-
ca ya que, teóricamente hablando, no se ha logrado establecer principios 
científicos autónomos de la política social. Es en este sentido que Molina 
(2012) considera que, a lo largo del siglo xx, la política social se ha aborda-
do en su singularidad en términos de una acción del poder público, como 
“actividad eminentemente estatal que, dando carácter a una época histórica, 
se realiza jurídicamente en un doble sentido: globalmente a través de la 
socialización del derecho y específicamente a través de su configuración 
institucional a través del impuesto, la meritocracia, la negociación laboral 
y el aseguramiento colectivo en sus diferentes variantes”.

A finales del siglo xx y principios del xxi, las ciencias políticas, sociales, 
humanas y jurídicas han pretendido estudiar los cambios y desafíos que se 
han ido imponiendo a la civilización humana. En efecto, los cambios ocu-
rridos en el mundo, las perturbaciones y coyunturas que han acontecido en 
los escenarios local, regional, nacional e internacional, han suscitado una 
revisión constante de los elementos de reflexión, de análisis e indagación 
sobre la condición humana. Ciertos acontecimientos de trascendencia ex-
tra-temporal lo ratifican: la esclavitud, la colonización, los conflictos inter-
nacionales, la globalización, la regionalización de los intercambios, la inno-
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vación científica y tecnológica con sus corolarios, las migraciones que 
generan una interrelación de ideas e idearios, la tecnificación creciente de 
la vida cotidiana etc. Esos acontecimientos articulan una metamorfosis po-
lítica y sociocultural de alcance multidimensional. 

Con base en esa argumentación, Fernández y Caravaca (2011) afirman 
que las tradiciones seculares que ligaban al hombre con su entorno material 
y espiritual parecen haber entrado en trance; sin embargo, las nuevas formas 
de vivir y de pensar, propias de la modernidad, se suceden, unas a otras, sin 
solución de continuidad aparente y a una velocidad que apenas deja rastros 
en los anales contemporáneos. En este marco, nos interesa abordar tres 
aspectos esenciales de la política social. En primer lugar, establecer una 
breve reseña sobre la conceptualización de la política social. En segundo 
lugar, abordar a la política social como una función del Estado, por último, 
explorar los avatares de la política social en México. 

La dimensión polisémica del concepto  
de política social: problemas de enfoque

Los avatares de la intervención del Estado en el ámbito socioeconómico como 
garante del equilibrio institucional y del crecimiento económico de un país 
son resultado de la metamorfosis de la política económica global en el pe-
riodo de posguerra, marcado por la crítica a la política social tradicional. En 
ese contexto, el acercamiento científico y conceptual de la política social 
empezó a cristalizarse a mediados del siglo xix. Autores como Montero 
(2013) atribuyen su autoría a Robert Von Mohl por haber empleado por 
primera vez la expresión sozialpolitik en 1845 para referirse a una especie de 
teoría de regulación de los fines sociales que fuese diferente de la política 
jurídica imperante en aquellos momentos dentro de la teoría del Estado. Sin 
embargo, el mismo autor reconoce que las aproximaciones científicas a la 
política social más originales han sido de Julien Freund (1921-1993).

En realidad, la política social como realidad científica y realidad insti-
tucional emerge del Estado capitalista y constituye, como lo hemos men-
cionado, un campo de análisis multidisciplinar y principalmente un campo 
de análisis de la ciencia política. Según Montero (2013), la idea misma de 
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política social surge de cuatro parámetros principales sin los cuales no po-
dría entenderse su significado. Se trata de: 1) el concepto de Estado social; 
2) la idea de Estado de bienestar (Welfare State); 3) la concepción liberal del 
orden socioeconómico; y 4) la concepción socialista y socialdemócrata.

En el modelo de desarrollo capitalista existen diferentes modelos de 
gestión de la política social. Por lo pronto, Titmus (1981) subraya tres pa-
radigmas esenciales: 1) El paradigma residual de la política social de bienes-
tar. Este paradigma parte del principio de la existencia de “senderos natu-
rales” por medio de los cuales los individuos satisfacen sus necesidades: el 
mercado y la familia. Sin embargo, las instituciones de bienestar social tie-
nen más bien un carácter temporal y funcionan si esos dos caminos llegan 
a desaparecer. 2) El paradigma de la política social basado en el logro perso-
nal. Aquí, las instituciones de bienestar social son consideras como “auxi-
liares” del sistema económico. Basado en teorías económicas y psicológicas 
que destacan los incentivos, el esfuerzo y la recompensa, así como las leal-
tades de clase y de grupo, este paradigma entiza que las necesidades deben 
satisfacerse de acuerdo con los méritos en el trabajo y la productividad.  
3) El paradigma de política social institucional-redistributivo. Éste considera 
al bienestar como algo elemental, esencial y fundamental en el sistema de 
desarrollo social. Aquí, la política social proporciona servicios simultáneos 
al funcionamiento del mercado de acuerdo con el principio de necesidades. 
Es decir, el paradigma considera que las relaciones de mercado son insufi-
cientes para garantizar la satisfacción plena de las necesidades sociales y por 
ello el bienestar se desarrolla como complemento. 

Esos parámetros indican que la política social se ha configurado histó-
ricamente como una actividad estatal. Como lo sustenta Molina (2012), bien 
se trate de la Socialpolitik germánica o de la Social Policy anglosajona, la 
política social tiende a responder a los patrones del Estado. Asimismo, Or-
tiz (2007) afirma que, durante la década de los ochenta, la política social fue 
asistencialista, centrada en proporcionar asistencia social (safety nets) y ser-
vicios básicos, completamente insuficiente para lograr un desarrollo socioe-
conómico equilibrado. Las teorías socioeconómicas se concentraban en la 
idea de que el desarrollo económico era prioritario, ya que era el medio para 
obtener mayor capital, concibiendo a la política social exclusivamente como 
“apoyo social” (Ziccardi, 2001). 
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En los círculos académicos y de investigación predominaba una corrien-
te minimalista que consideró a la política social como “residual” o secun-
daria en términos de importancia debido a una financiación insignificante, 
a menudo centrada en mitigar los efectos no deseados del cambio econó-
mico en vez de fomentar activamente un mejor desarrollo social para todos. 
A principios de los noventa emergen nuevos enfoques de análisis de la po-
lítica social, los cuales incorporan conceptos como: focalización, modeliza-
ción, privatización y descentralización “como alternativas al déficit de la 
política social tradicional” (Sottoli, 2002).

Hoy en día, abordar a profundidad la problemática de las políticas so-
ciales obliga a escudriñar sus umbrales histórico-sociales, su evolución mul-
tidimensional y su contexto espaciotemporal. Se trata, pues, de un fenóme-
no de alta complejidad. Posiblemente, esa complejidad se deba a la 
ambigüedad de los componentes de la política social, además de su carácter 
fundamentalmente dinámico, multívoco, polisémico y variable. Donati y 
Lucas (1985), en periodo de posguerra, advirtieron que ya existían tantas 
definiciones de política social como autores que han escrito sobre ese tema. 

Sin muchos rodeos y de la forma más básica, Ceja (2004) conceptualiza 
a la política social como el conjunto de directrices, orientaciones, criterios y 
lineamientos conducentes a la preservación y elevación del bienestar social, 
procurando que los beneficios del desarrollo alcancen a todas las capas de la 
sociedad con la mayor equidad. En esa misma perspectiva, Repetto (2016) 
manifiesta que las políticas sociales y sus expresiones programáticas en un 
sentido amplio incluyen intervenciones sectoriales clásicas (educación, salud, 
seguridad social, vivienda, infraestructura básica) así como las tendencias a 
desarrollar acciones focalizadas en la pobreza y marginación social. 

Por su parte, Rico de Alonso (2005) estima que la política social expre-
sa el contenido específico de los servicios, la financiación, las prestaciones 
y las protecciones sociales, para garantizar el acceso de quienes carecen de 
recursos; ello con el objetivo de proteger a individuos, familias y grupos 
contra determinados riesgos y situaciones de vulnerabilidad específica. 
Ceja (2004) define a la política social como la forma en que, por medio de 
estrategias y políticas concretas, el Estado construye una sociedad cohesio-
nada y equitativa con el propósito de facilitar la convergencia entre los in-
tereses individuales y los intereses comunes de la sociedad.
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Maingon (2004), reconociendo la dimensión polisémica de la política 
social, la considera como un conjunto de medidas que contribuyen al mejo-
ramiento de una situación socioeconómica determinada, dándole un carácter 
transitorio; en este sentido, la política social se erige en una especie de salva-
vidas de una política socioeconómica inoperante en términos de resultados 
ante la sociedad. Esta apreciación de Maingon quizás se explica por el hecho 
de que en los años setenta, la distinción entre lo público y privado tuvo un 
giro derivado de las fallas del Estado y sobre todo del mercado. 

Para Rodríguez y Rodríguez (2009), la política social es formulada e 
implementada desde el gobierno, es decir, como política gubernamental, 
tiene un carácter limitativo que no fomenta una participación ciudadana 
real. Este acercamiento sitúa a la ciudadanía en el núcleo de la política social, 
no solo mediante el suministro de la asistencia social, sino incorporando 
sus necesidades y su voz en todos los sectores.

En este sentido, al situar al ciudadano en el núcleo de los escenarios de 
toma de decisiones del gobierno, McClelland (2014) considera que la defi-
nición y el análisis de la política social deben incorporar tres consideracio-
nes o enfoques fundamentales:

1)	La intención y objetivo del gobierno; es decir que la política social 
lleva una carga intencional de voluntad política del gobierno, para 
alcanzar objetivos de atención a las necesidades sociales de los ciu-
dadanos. En este caso, la política social puede establecerse mediante 
instrumentos formales, institucionales y también informarles a través 
de declaraciones de intencionalidad política. 

2)	El compromiso administrativo y financiero; aquí, la política social de-
nota la forma en que el gobierno a través de instituciones logra aten-
der las necesidades sociales de la ciudadanía, mediante un financia-
miento establecido en el presupuesto público.  En este caso, el diseño 
y gestión del presupuesto del gobierno incluyen sectores de la ciuda-
danía en desventaja para atender temas de pobreza, marginación so-
cial, salud, seguridad social, vivienda, etcétera.

3)	El resultado de la acción gubernamental; en este caso, la política social 
es un marco de evaluación de la política general del gobierno en ma-
teria de atención de las necesidades sociales de la ciudadanía; es decir, 
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que la política social, a través de indicadores multiniveles, cuali y 
cuantitativos pone a la luz los impactos de las decisiones del gobierno 
para mejorar la calidad de vida general de la población.

Obviamente esos acercamientos que usan varios diccionarios, investi-
gadores, académicos, etc., hacen de la política social un verdadero rompe-
cabezas; más que nada, reafirman la complejidad misma que implica acer-
carse a su definición y comprensión. Complejidad que conlleva a entender 
varios otros aspectos para así poder comprender su contenido epistemoló-
gico. Esto significa que atribuir una definición unívoca de la política social 
aparece muy riesgoso debido a esa complejidad y, sobre todo, por la plura-
lidad de variables que habría de tomar en cuenta. El propio Titmuss (1968; 
1974), uno de los más prominentes autores que hayan conceptualizado a la 
política social, afirmó que pretender generar una definición inequívoca de 
la política social es, en sí mismo, meterse en un callejón sin salida. Esto 
ratifica la existencia de un reto real al momento de atribuirle un contenido 
epistemológico consistente a la política social. A final de cuentas, se debe 
de entender que la realidad científica y/o institucional de la política social 
es producto esencial del peso de la historia y de los cambios que han expe-
rimentado las sociedades.

La política social  
como una función del Estado 

En este apartado no pretendemos entrar en los múltiples debates que existen 
sobre el Estado. Reconocemos que es uno de los conceptos más estudiados 
en ciencias sociales y, por ende, sólo nos enfocaremos en la responsabilidad 
del Estado a través de sus funciones sociales. En efecto, al menos, tres factores 
definen y determinan las bases fundamentales del Estado. Se trata del espacio 
territorial o nacional; de la población cuyos rasgos varían según los Estados 
y que sienta los fundamentos en recursos humanos del Estado; y de los recur-
sos económicos que permiten la sobrevivencia del Estado. La eficiencia o 
debilidad de los Estados depende en gran medida del control de estos factores 
(Mballa, 2008). Para poder alcanzar sus metas, el Estado tiene que actuar, a 
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través de la ideación, implementación y evaluación de un conjunto de activi-
dades desde un marco institucional bien definido. El logro de esas metas 
depende fundamentalmente de su estructura orgánica adyacente. 

Asimismo, de las innumerables definiciones que existen sobre el con-
cepto del Estado, en este marco nos quedamos con el acercamiento de We-
ber (1978, 1991, 2012…), que lo conceptualiza como un cuerpo autónomo 
con potestad territorial y monopolio sobre el uso coercitivo de la fuerza 
dentro de su jurisdicción. Definición que se complementa con la de John 
Hall y Ikenberry (1993), que consideran que ese cuerpo autónomo no es 
otra cosa que un conjunto de instituciones enmarcadas dentro de un terri-
torio geográficamente delimitado, para regular el comportamiento de todos 
los individuos y cualquier otra organización dentro de sus fronteras. 

Según Kresalja (1998), la nueva concepción del Estado lo convierte en 
un garante “responsable” del crecimiento económico y del progreso sociopo-
lítico y cultural; es lo que Becerra (2017) llama “compromiso del gobierno 
hacia la ciudadanía”. Esto significa que la evolución de los fines históricos 
del Estado sirve para poner de manifiesto la importancia de la actuación 
multinivel del Estado para enfrentar retos posmodernos como son: la glo-
balización, la regionalización de los intercambios, los procesos inter y trans-
culturales entre otros. Esa apreciación de finales del siglo xx denota que las 
funciones del Estado han cambiado en su dimensión espaciotemporal. Para 
ello, Heller (1998) insistió en que la función/responsabilidad social del Es-
tado, con apoyo a las demás funciones (económicas, políticas, jurídicas etc.) 
(véase Hall y Ikenberry, 1993), implica ipso facto, la organización y activa-
ción de la cooperación socio-territorial, fundada en la necesidad de armo-
nizar todos los grupos de interés dentro del Estado. 

En los círculos de investigación francés (Leroy, 1900; Perrot, 2002; Che-
vallier, 2004, Zeng: 2010), la tesis que se maneja es que la función social del 
Estado es básicamente tridimensional: 

La función de delimitación y asignación de recursos

Al producir bienes y servicios, el Estado participa de manera decisiva en la 
delimitación y asignación de recursos para atender las necesidades sociales 
de la población. Esta función trasciende la dimensión técnica del gasto pú-
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blico y se convierte en una manifestación del contrato social que vincula al 
gobierno con la ciudadanía. A través de la asignación presupuestal, el Esta-
do no solo financia servicios públicos básicos —como educación, salud, 
vivienda y seguridad— sino que también determina prioridades políticas y 
define qué sectores sociales son visibilizados y atendidos, y cuáles perma-
necen en condición de rezago o exclusión (Oszlak, 2013).

La delimitación de recursos implica establecer marcos normativos, pre-
supuestales e institucionales que definan las áreas prioritarias de interven-
ción social. Este proceso se concreta en los planes nacionales de desarrollo, 
presupuestos anuales y programas sectoriales, que funcionan como instru-
mentos de planeación y racionalización de los recursos disponibles. En paí-
ses en desarrollo como México, donde la presión fiscal es históricamente 
baja —con una recaudación cercana al 16% del pib, por debajo del prome-
dio latinoamericano de 22% y muy lejos del 34% de la ocde (cepal, 2023)—
, las decisiones de delimitación se tornan especialmente complejas. La res-
tricción de recursos obliga al Estado a priorizar ciertos rubros, con el riesgo 
de invisibilizar problemáticas estructurales como el rezago educativo o la 
pobreza multidimensional.

Por su parte, la asignación de recursos se convierte en un proceso pro-
fundamente político. No se trata únicamente de cálculos técnicos de cos-
to-beneficio, sino de decisiones que responden a correlaciones de poder, 
intereses partidistas y presiones sociales. De hecho, la política social ha sido 
históricamente utilizada como un instrumento de legitimación política. En 
México, desde los programas asistenciales del pri en el siglo xx (ej. Solida-
ridad en los años noventa) hasta las transferencias monetarias condiciona-
das como Progresa/Oportunidades y, más recientemente, los programas 
sociales universales de la llamada Cuarta Transformación (Becas Benito 
Juárez, Jóvenes Construyendo el Futuro, Pensión para Adultos Mayores), la 
asignación de recursos ha sido también un mecanismo para consolidar ba-
ses de apoyo político-electoral (Yaschine y Orozco, 2020).

Díaz (1997) ya había señalado que la delimitación y asignación de re-
cursos cristalizan la responsabilidad del gobierno frente a la ciudadanía, al 
mitigar necesidades sociales y al mismo tiempo consolidar la legitimidad 
del Estado. En la actualidad, esta afirmación cobra mayor vigencia si con-
sideramos que las políticas sociales se ejecutan en un entorno de crecientes 
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demandas ciudadanas, desigualdades persistentes y crisis recurrentes (sa-
nitarias, económicas y climáticas). Así, la función de asignación de recursos 
funge como un esquema de mediación entre Estado y ciudadanía, donde 
las decisiones presupuestales no solo reflejan la capacidad técnica de gestión, 
sino también la voluntad política de garantizar derechos.

La evidencia empírica muestra que la efectividad de la política social no 
depende exclusivamente del monto asignado, sino de la calidad y pertinen-
cia en el uso de los recursos. Países con presupuestos sociales relativamen-
te altos pueden mostrar bajos impactos si los recursos se canalizan de forma 
fragmentada, clientelar o sin mecanismos adecuados de evaluación. En 
contraste, una asignación transparente, participativa y basada en evidencia 
puede multiplicar los efectos redistributivos y fortalecer la cohesión social 
(Cejudo y Michel, 2020).

Finalmente, la delimitación y asignación de recursos no debe entender-
se como un proceso estático, sino como un campo de disputa en el que 
confluyen múltiples actores: el Poder Legislativo, los organismos interna-
cionales, los gobiernos locales, la sociedad civil y el sector privado. Cada 
uno incide en la definición de prioridades y en la distribución de los recur-
sos, configurando un espacio de negociación permanente. En este sentido, 
la política social no solo refleja la estructura de poder vigente, sino también 
la capacidad de los ciudadanos para incidir en ella a través de la participa-
ción y la rendición de cuentas (Grindle, 2019).

La función de redistribución

El objetivo último de la política económica y social del Estado, al menos en 
la retórica, es elevar el bienestar de la ciudadanía, no solo para reducir las 
desigualdades, sino también para proteger a las personas contra una serie 
de riesgos sociales (Ospina, 1975). En este sentido, la función redistributiva 
constituye uno de los pilares fundamentales del Estado moderno, ya que 
busca corregir las fallas inherentes al mercado y garantizar un piso mínimo 
de equidad para toda la población.

La redistribución puede entenderse como el conjunto de medidas orien-
tadas a reconfigurar la distribución del ingreso, el acceso a oportunidades 
y el goce de derechos sociales, con el propósito de avanzar hacia la justicia 
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social. El mecanismo central consiste en la recaudación de impuestos y 
contribuciones de los actores socioeconómicos con mayor capacidad de 
pago y su posterior reasignación mediante: a) transferencias monetarias 
(condicionadas o universales), b) inversión en infraestructura social (escue-
las, hospitales, vivienda, agua potable), y c) provisión de bienes y servicios 
públicos esenciales. De este modo, la redistribución no es solo financiera, 
sino también institucional, territorial y simbólica (Barr, 2020).

Como señalan Pateiro y Rodríguez (2017), la redistribución es un fenó-
meno multifactorial y multidimensional. No basta con atender el ingreso 
monetario: deben considerarse también la concentración geográfica de la 
población, la capacidad adquisitiva de los hogares y la vulnerabilidad de cier-
tos segmentos en momentos específicos de su ciclo vital. Esto significa que el 
Estado no solo redistribuye riqueza, sino también riesgos y oportunidades, 
compensando a quienes enfrentan desventajas estructurales o contingentes.

En el caso mexicano, esta función se vuelve particularmente compleja. 
La estructura tributaria del país presenta un carácter regresivo: la recauda-
ción de impuestos sobre la renta y la propiedad es baja, mientras que una 
parte considerable proviene de impuestos indirectos como el iva, que afec-
tan proporcionalmente más a los sectores de menores ingresos (cepal, 
2023). Esta debilidad fiscal limita la capacidad redistributiva del Estado, 
obligándolo a depender de rentas petroleras o deuda pública en diversos 
periodos históricos (Moreno-Brid y Ros, 2019).

Los programas sociales han sido el principal vehículo redistributivo en 
México desde finales del siglo xx. Experiencias como Progresa/Oportuni-
dades/Prospera buscaban redistribuir ingresos a través de transferencias 
condicionadas ligadas a salud y educación. Actualmente, con la Cuarta 
Transformación, se ha impulsado un modelo de transferencias universales 
(Becas Benito Juárez, Pensión para Adultos Mayores, Sembrando Vida) con 
un discurso de justicia social y derechos. Sin embargo, críticos señalan que 
aunque estos programas han ampliado la cobertura, presentan riesgos de 
clientelismo y no siempre logran romper los ciclos intergeneracionales de 
pobreza (Yaschine y Orozco, 2020; Levy, 2022).

La redistribución también enfrenta el dilema de su sostenibilidad a lar-
go plazo. Si bien las transferencias directas alivian la pobreza inmediata, su 
impacto estructural es limitado si no se acompañan de políticas que forta-
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lezcan capacidades productivas, amplíen la base tributaria y reduzcan las 
brechas regionales. En este sentido, organismos internacionales como la 
ocde (2022) han advertido que México debe combinar la política redistri-
butiva con reformas fiscales progresivas y con inversiones en capital huma-
no, especialmente en educación, ciencia y tecnología.

En un plano más amplio, la redistribución debe concebirse como una 
función de cohesión social. No se trata únicamente de transferir recursos, 
sino de generar las condiciones para que la ciudadanía perciba que la polí-
tica pública contribuye a construir un horizonte de equidad y solidaridad. 
Esto implica que la redistribución actúa como un mecanismo de legitima-
ción del Estado y como un canal para fortalecer el pacto social. En socieda-
des altamente desiguales, como las latinoamericanas, la redistribución es 
condición indispensable no solo para el desarrollo, sino también para la 
estabilidad democrática (Lustig, 2018).

El mayor reto para los gobiernos, en cualquier caso, es diseñar políticas 
públicas capaces de redistribuir de manera racional, eficiente y justa los 
activos del Estado. Esto requiere transparencia en la gestión, evaluación 
constante de resultados y la incorporación de criterios de equidad intersec-
cional (género, etnia, territorio) en la asignación de beneficios. Solo así la 
función redistributiva dejará de ser un discurso retórico para convertirse 
en un eje estructural de la política social.

La función de regulación

La función de regulación constituye una de las formas más visibles y per-
manentes de la intervención del Estado en la economía y en la vida social. 
Mientras que la redistribución busca corregir desigualdades mediante trans-
ferencias y gasto social, la regulación establece un marco institucional y 
normativo que orienta el comportamiento de actores públicos y privados, 
con el fin de garantizar tanto el crecimiento económico como la elevación 
del bienestar colectivo. Como advierte Flores (2009), esta función puede 
desglosarse en seis dimensiones fundamentales:

1)	Establecimiento de una estructura legal básica para la definición y 
protección de los derechos de propiedad. El reconocimiento y garan-
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tía de los derechos de propiedad es una condición indispensable para 
el funcionamiento de una economía moderna. Sin un marco jurídico 
claro, los individuos carecen de certidumbre para invertir y producir. 
En México, reformas constitucionales y legales en torno a la propie-
dad social y privada (ej. la reforma al artículo 27 de 1992) ilustran 
cómo la regulación estatal redefine la relación entre territorio, recur-
sos naturales y mercado. La falta de seguridad jurídica en la tenencia 
de la tierra, sin embargo, sigue siendo un obstáculo para miles de 
comunidades rurales e indígenas, lo que limita su acceso a crédito, 
inversión y oportunidades productivas (Deininger, 2020).

2)	Regulación de la actividad económica mediante reglas, premios y 
castigos. La economía de mercado requiere de la intervención estatal 
para corregir fallas estructurales como los monopolios, la especula-
ción o las externalidades negativas. En este sentido, las comisiones 
reguladoras (ej. Comisión Federal de Competencia Económica en 
México) juegan un papel crucial para promover la competencia y 
sancionar prácticas anticompetitivas. La regulación incluye también 
incentivos (subsidios, apoyos fiscales) para sectores estratégicos, y 
sanciones (multas, restricciones legales) para actividades dañinas 
como la contaminación ambiental o la evasión fiscal. La pandemia de 
covid-19 reveló la importancia de reglas claras para regular el comer-
cio electrónico, los servicios digitales y el acceso equitativo a medi-
camentos y vacunas (ocde, 2021).

3)	Vigilancia de la calidad de los bienes y de la información brindada a la 
ciudadanía. El Estado también regula garantizando estándares de cali-
dad y transparencia informativa. Instituciones como la Procuraduría 
Federal del Consumidor (Profeco) o la Comisión Federal para la Pro-
tección contra Riesgos Sanitarios (Cofepris) vigilan que los bienes y 
servicios cumplan con estándares mínimos y que la información no 
induzca a error a los consumidores. En la era digital, esta función se ha 
ampliado hacia la regulación de la protección de datos personales y la 
ciberseguridad, ámbitos en los que México enfrenta rezagos importan-
tes respecto a estándares internacionales (ocde, 2022).

4)	Financiamiento: impuestos y subvenciones. El financiamiento cons-
tituye otra dimensión central de la regulación. A través de impuestos, 
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el Estado asegura ingresos para financiar sus funciones; mientras que 
mediante subvenciones, incentiva o corrige comportamientos econó-
micos. En México, los estímulos fiscales a sectores como el energéti-
co o la agricultura han tenido impactos desiguales, beneficiando en 
ocasiones a grandes corporaciones más que a pequeños productores. 
En contraste, la ausencia de una reforma fiscal progresiva limita la 
capacidad regulatoria del Estado para enfrentar los retos de pobreza 
y desigualdad (Moreno-Brid y Ros, 2019; cepal, 2023).

5)	Producción pública de bienes y servicios. El Estado no se limita a 
regular al sector privado: también produce directamente bienes y ser-
vicios estratégicos. Áreas como la educación, la salud, la seguridad o 
la infraestructura básica son ejemplos claros de producción pública. 
En México, la presencia estatal en sectores estratégicos como la ener-
gía (Pemex, cfe) refleja la tensión entre la lógica de mercado y la 
defensa de la soberanía nacional. El debate reciente sobre la reforma 
eléctrica (2021-2022) muestra cómo la función reguladora del Estado 
se redefine frente a los retos de transición energética y sostenibilidad 
ambiental (Maldonado, 2022).

6)	Transferencias de renta como forma indirecta de redistribución. Final-
mente, la regulación incluye mecanismos de transferencia indirecta de 
ingresos, que funcionan como herramientas de cohesión social. Estas 
pueden tomar la forma de subsidios cruzados (ej. tarifas diferenciadas 
de electricidad o transporte público) o de apoyos focalizados a sectores 
vulnerables. Aunque no constituyen una redistribución directa del in-
greso vía gasto social, sí inciden en el acceso desigual a bienes y servi-
cios, y forman parte del entramado regulatorio del Estado.

Estas seis funciones permiten entender que la regulación no es un proce-
so neutral ni meramente técnico, sino un campo de disputa política y social. 
Como advierte Rosenzweig (2010), la regulación depende de las circunstan-
cias históricas, de los objetivos de modernización económica del Estado y de 
las correlaciones de poder entre actores sociales. En sociedades desiguales 
como la mexicana, el desafío es diseñar marcos regulatorios que equilibren 
eficiencia económica con justicia social, evitando que la regulación se con-
vierta en un instrumento de captura por parte de élites económicas o políticas.
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Los avatares (up and down)  
de la política social en México

En México, la política social ha buscado alcanzar tres objetivos interrelacio-
nados: la mejora en las condiciones de vida de la población, la legitimación 
del régimen político y la legitimación del modelo económico vigente. La 
vinculación de estos tres objetivos se ha expresado de manera diferente en 
los grandes periodos recientes de la vida nacional: el periodo sustitutivo (de 
los años cuarenta a los ochenta), el periodo de las reformas liberales (los 
años noventa), además del periodo de la alternancia democrática (a partir 
del año 2000) (Valencia, 2008). Según Moyado (1996), el proyecto de nación 
delineado en la Constitución de 1917 dio origen a un nuevo estilo en la 
gestión de la política social en México; aquí, las arcaicas ideas de asistencia 
y beneficencia se transformaron dando paso a la seguridad social como 
síntesis de las aspiraciones del Estado posrevolucionario. La lucha por los 
derechos sociales dio paso al establecimiento de un marco institucional para 
hacer de la justicia y el bienestar social dos prioridades de la política guber-
namental. Cabe mencionar que la política social en México se ha cristaliza-
do en la creación y gestión de diferentes programas sociales (Pronasol, Pro-
gresa, Oportunidades etcétera).

Resumiendo la línea de tiempo sobre la instrumentalización de la polí-
tica social en México, podemos destacar que, si bien la Revolución de 1910 
hizo posible que la “administración de la vida social” fuese la característica 
principal del Estado mexicano entre 1917 y 1940, fue efectivamente a partir 
de 1934 que surge adecuadamente la administración del bienestar social en 
México. Después de la Revolución Mexicana de 1910 y la catálisis del des-
contento social a través de la Constitución de 1917, la mayoría de la pobla-
ción permaneció pobre en las décadas de los veinte y treinta. Los primeros 
indicios de seguridad social fueron para funcionarios públicos, militares y 
maestros. En 1933 se fija el salario mínimo y se fueron creando instituciones 
tales como la Secretaría de Asistencia Pública, además de la adscripción de 
materias como la seguridad social, la previsión social y la seguridad indus-
trial en el Departamento del Trabajo, dependencia responsable de la apli-
cación de la Ley Federal del Trabajo (Guerrero, 1989). 
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De forma muy sintética y sustancial, Moyado (1996: 135-146) establece los 
momentos esenciales de la institucionalización de la política social en México: 

1)	Institucionalización de la política social, 1917-1940: La lucha por los de-
rechos sociales dio paso al establecimiento de un marco institucional para 
hacer de la justicia y el bienestar social dos prioridades de la política 
gubernamental (González y Cordera; 1992). Asimismo, la instituciona-
lización de la política social en México se estableció desde tres bases 
fundamentales: 1) la constitucionalización del derecho social; 2) la regu-
lación del derecho social a través de leyes y códigos detallados; 3) la 
creación de una estructura institucional dependiente directa e indirecta-
mente del Poder Ejecutivo; y 4) la corporativización de los integrantes 
del sector social. Asimismo, la institucionalización de los derechos so-
ciales avanzó a través de: a) la constitucionalización del derecho social; 
b) la regulación del derecho social mediante leyes y códigos detallados; 
c) la creación de una estructura institucional dependiente directa e indi-
rectamente del Poder Ejecutivo y c) la corporativización de los integran-
tes del sector social. Hasta el final de la década de los treinta el Estado en 
materia de política social se dedicó a definir las bases legales de su ope-
ración en función de las necesidades de seguridad que fue demandando 
la clase trabajadora y el incipiente desarrollo industrial.

2)	La política social ligada al desarrollo industrial 1940-1959: A partir de 
1940, la política y la seguridad sociales fueron ligadas estrechamente 
al desarrollo industrial y su instrumentación acorde con el tipo de 
intervención del Estado en la economía. Con la creación en 1943 del 
Instituto Mexicano del Seguro Social (imss) y del Instituto de Segu-
ridad y Servicios Sociales para los Trabajadores del Estado (issste) 
en 1959, las acciones en materia de bienestar social dejaron sentir sus 
efectos en el ámbito laboral y las prestaciones sociales.  La inclusión 
en las leyes orgánicas de estas dos instituciones, de la necesidad de 
otorgar atención médica en el primero y segundo nivel de atención, 
prestaciones sociales, así como organizar actividades recreativas para 
los trabajadores y sus familias, representaron por mucho tiempo una 
importante base del bienestar social en México. En tanto el crecimien-
to económico y el desarrollo industrial permitieron mayores empleos, 
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amplios grupos sociales resultaron beneficiados de este patrón por la 
implementación de esquemas institucionalizados de seguridad social.

3)	La política social base de legitimación del Estado, 1959-1982:  Los pro-
blemas sociales que surgieron en 1958 obligaron al gobierno a efec-
tuar un cambio en la política laboral, con el fin de extender la segu-
ridad y las prestaciones sociales; como parte de este cambio, se 
incrementaron los ingresos de los sectores medios. Asimismo, entre 
1950 y 1963 el nivel absoluto del ingreso familiar pasó de 928 pesos 
a 1821 mensuales y el número de derechohabientes del imss, pasó de 
899 504 en 1958 a 2 191 160 en 1965. Sin duda, la ampliación de los 
beneficios sociales redituó a un régimen urgido de apoyo social ante 
la represión de los conflictos recientes. En ese contexto, la política 
social dejó sentir sus beneficios en favor de la clase trabajadora a 
condición de participar en las organizaciones sindicales oficiales. Asi-
mismo, la política social se constituyó en pilar de la legitimidad del 
Estado, manifestándose a través del corporativismo mismo. A partir 
de los años setenta, el desarrollo institucional en materia de bienestar 
social creció de manera importante. La enorme cantidad de institu-
ciones reflejaba la intención del gobierno en tumo por atender a todos 
los sectores sociales a través de políticas y programas de bienestar, las 
cuales respondían a la necesidad de recuperar el apoyo social que se 
había perdido hacia finales de la década anterior. Ciertamente, cada 
vez más ciudadanos accedían a los beneficios de la política social, 
pero al mismo tiempo, la gestión del bienestar social se desvinculaba 
de los ámbitos económico-productivos para responder a principios 
políticos relacionados con la legitimidad del régimen.

4)	La modernización de la política social en los años ochenta:  El gobier-
no de Miguel de la Madrid, con el afán de lograr una sociedad más 
igualitaria, elevó a rango constitucional el derecho a la salud; a través 
de una nueva ley de salud, se diseñó el Programa Nacional de Edu-
cación, Cultura, Deporte, Recreación, Salud y Alimentación. Asi-
mismo, se llevó a cabo la descentralización de los servicios de salud 
hacia 14 entidades federativas. Durante el gobierno de Carlos Salinas 
de Gortari se propuso, a través del Plan Nacional de Desarrollo 1989-
1994, el incremento del nivel de vida por medio de la creación de 
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empleos bien remunerados y el incremento de los salarios reales con 
base en el aumento de la demanda de trabajo, la productividad y el 
equilibrio de los factores de la producción. Dentro de las prioridades 
de la política social, se planteó el combate a la pobreza, para lo cual 
se diseñó el Programa Nacional de Solidaridad con los objetivos de: 
mejorar las condiciones de vida de los grupos campesinos, indígenas 
y colonos populares; promover el desarrollo regional y equilibrado; 
crear las condiciones para el mejoramiento productivo de los nive-
les de vida de la población; promover y fortalecer la participación y 
la gestión de las organizaciones sociales y de las autoridades locales.

5)	La focalización de la política social mediante los programas sociales: Du-
rante los años ochenta las tradicionales políticas de bienestar social em-
pezaron a dar muestras de un profundo deterioro, inadaptación a la 
realidad socioeconómica y agotamiento. Con el golpeteo de los Progra-
mas de Ajuste Estructural (pae) implementados por la s Instituciones 
de Breton Woods, los signos de ese agotamiento se expresaron en la 
disminución de empleos, la reducción del gasto social y una pérdida 
creciente del poder adquisitivo desde 1982. En consecuencia, los para-
digmas universalista y corporativista de gestión de las políticas sociales 
mostraron durante los años ochenta y principios de los noventa impor-
tantes signos de transformación, lo que dio pase a la focalización de la 
política social. En efecto, el crecimiento del desempleo, de las actividades 
informales y de los grupos sociales, urbanos y rurales, al margen de las 
instituciones encargadas de la implementación de las políticas sociales, 
así como la reducción de los recursos gubernamentales para atender 
estas políticas, dieron como resultado el diseño de una serie de progra-
mas emergentes y focalizados enmarcados en las diferentes áreas del 
bienestar social durante la década de 1980-1990. Entre estos programas 
se pueden citar los siguientes: el Programa Rural de Abasto; el Programa 
de Abasto a Zonas Populares Urbanas; el Programa de Abasto Social de 
Leche; el Programa Maíz-tortilla; el Programa de Asistencia Alimenta-
ria Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia; el Programa de 
Orientación Alimentaria del Instituto Nacional del Consumidor; el Pro-
grama imss-Solidaridad; los Programas de Vivienda; el Programa Na-
cional de Solidaridad. El funcionamiento de estos programas puso en 
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tela de juicio los temas de efectividad, de participación social, de con-
solidación de las bases productivas, de eficacia y de eficiencia de la po-
lítica social; la vía para lograr esas variables de la nueva gestión pública 
pasó indudablemente por la descentralización, la regionalización, la 
sub-regionalización y la localización de la política social.

6)	La descentralización de la política social en los noventa: Como puede 
observarse en ese recorrido, la política social había sido tradicional-
mente centralizada, con intervención directa de la administración 
central y sus órganos territoriales desconcentrados de forma homo-
génea y con pretensiones universalistas. Sin embargo, la década de 
los noventa marcó un punto de quiebre en la conceptualización de la 
política social en México. Al tanto quizás de esta situación y como 
producto de un reclamo constante de los gobiernos estatales y muni-
cipales, en el Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000, el gobierno 
federal propuso la descentralización de las políticas sociales para 
combatir la pobreza, la desigualdad y la marginación social. En este 
sentido, los escenarios inmediatos de descentralización llevaron a la 
política de combate a la pobreza manejada a través del Programa 
Nacional de Solidaridad (Pronasol)1 a transformarse en la Alianza 
para el Bienestar, con el propósito de concentrar la política social en 
regiones prioritarias, y en los grupos más pobres, a través de un es-
quema descentralizado (Acosta, 2010). La descentralización políti-
co-administrativa de la política social le dio un nuevo impulso en el 
marco de la reforma del Estado, a ser el instrumento más apropiado 
para la revitalización del federalismo frente a los rendimientos decre-
cientes de la centralización enraizada en la cultura política para hacer 
frente a las necesidades del desarrollo social. Asimismo, la descentra-
lización de la política social como detonante del desarrollo regional 

1	 Con la llegada de Ernesto Zedillo en 1995, se termina Pronasol bajo el argumento 
de que la experiencia acumulada permita ahora la construcción de una política 
integral que se concentre en los grupos y en las regiones con menores oportuni-
dades de desarrollo y aglutine los esfuerzos de la federación, los estados y los 
municipios, gobierno y sociedad. En su lugar se crea el Programa para la Educa-
ción, Salud y Alimentación (Progresa) en 1997, con la finalidad de contribuir a la 
formación de capital humano, mediante acciones en materia de alimentación, 
educación y salud.
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requirió de una serie de lineamientos orientados a la participación 
de estados y municipios, en forma coordinada, en la formulación e 
implementación de los programas específicos a nivel regional y local, 
en un marco de prioridades y competencias claramente delimitados. 

En fin, las políticas sociales siempre han generado un gran debate en 
México debido a su enorme importancia como instrumento para garantizar 
un nivel de vida adecuado para la población, en especial la más desprotegi-
da. Como lo acabamos de ver en esta línea de tiempo, gran parte de dichos 
debates se ha centrado en el universalismo y la focalización.

Conclusiones 

La revisión histórica y conceptual mostró que las políticas sociales en Mé-
xico y América Latina han transitado de esquemas asistenciales y compen-
satorios hacia aproximaciones que, al menos en el plano normativo, aspiran 
a la universalidad de derechos y a la integralidad de las intervenciones. Este 
tránsito no ha sido lineal: coexisten dispositivos focalizados, programas de 
transferencia condicionada y marcos de derechos sociales, lo que configura 
un campo híbrido donde el discurso de la inclusión convive con prácticas 
de gestión fragmentadas y con capacidad estatal desigual.

La metamorfosis “multidimensional” no consiste solo en aumentar el 
catálogo de beneficios, sino en reconocer la complejidad del bienestar: in-
greso, educación, salud, vivienda, seguridad social, cuidados, tiempo y par-
ticipación. Esa comprensión amplía el horizonte de la política social, pero 
también eleva sus exigencias de coordinación intersectorial y de gobernan-
za multinivel. Cuando estas condiciones no están presentes, la multidimen-
sionalidad se vuelve una sumatoria de programas que no modifica los de-
terminantes estructurales de la desigualdad.

El capítulo evidenció que la focalización —útil para aliviar privaciones 
inmediatas— no sustituye una estrategia de universalización progresiva de 
derechos. Sin un piso común de protección social y sin servicios públicos 
de calidad, la política social se vuelve paliativa y reproduce dependencias. 
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La clave no es oponer focalización y universalidad, sino articularlas: foca-
lizar para llegar, universalizar para permanecer.

Se mostró, además, que una política social contemporánea debe incor-
porar de manera sustantiva la perspectiva de género y de cuidados, así como 
la interseccionalidad (territorio, etnicidad, ciclo de vida). Sin un sistema 
nacional de cuidados y sin medidas de corresponsabilidad, las mujeres con-
tinúan asumiendo costos desproporcionados que limitan su educación, su 
empleabilidad y su bienestar. La multidimensionalidad, en términos prác-
ticos, exige redistribuir tiempo, poder y recursos.

Desde el punto de vista institucional, la metamorfosis demanda capacidad 
de Estado: reglas claras, profesionalización, sistemas de información intero-
perables y evaluación de resultados e impactos que vaya más allá de la cober-
tura. La política social efectiva es aquella que genera integraciones: conecta 
educación con empleo, salud con cuidados, transferencias con movilidad, y 
lo hace con métricas comparables y mecanismos de aprendizaje continuo.

Territorialmente, la multidimensionalidad obliga a diferenciar estrate-
gias. No es viable el mismo paquete de intervención para una metrópoli con 
alta informalidad que para una comunidad indígena con rezago de infraes-
tructura. La política social debe “pensar desde el territorio” y construir 
alianzas con actores locales, evitando la lógica de programas “isla” y avan-
zando hacia ecosistemas de intervención con liderazgo municipal y estatal.

Finalmente, el capítulo preparó el terreno para los análisis posteriores: 
si la política social es, por naturaleza, multidimensional y sistémica, enton-
ces el rezago educativo, abordado en los capítulos 6 a 9, no puede tratarse 
como una falla escolar aislada. Es un núcleo estructurante de vulnerabilidad 
cognitiva, laboral y de bienestar. La metamorfosis de la política social será 
creíble en la medida en que coloque a la educación de calidad, los puentes 
educación–empleo y los cuidados en el centro de su arquitectura, con vo-
cación universalista, enfoque de derechos y capacidad de transformar tra-
yectorias de vida.
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4. Cuatro sexenios, cuatro visiones por un mismo 
destino: la política social en el amanecer  

del siglo XXI en México

Introducción 

La promulgación de la Ley General de Desarrollo Social (lgds) en enero de 
2004 constituye un hito en la política social del México contemporáneo por 
al menos dos razones fundamentales: en primer lugar, porque definió de ma-
nera analítica las características y alcances de la política social, y en segundo, 
porque estableció un marco institucional para la sistematización de la acción 
pública, orientada explícitam|ente a la resolución de problemas estructurales 
como la pobreza, la desigualdad y la exclusión social (Acosta, 2010).

En términos sustantivos, la lgds dio origen al Sistema Nacional de De-
sarrollo Social (snds), concebido como un mecanismo de concurrencia 
permanente en el que se delimitan las obligaciones y responsabilidades de 
los distintos actores públicos y sociales en el diseño, implementación, mo-
nitoreo y evaluación de la política social. El snds integró instituciones con 
atribuciones específicas, entre las que destacan: la Comisión Nacional de 
Desarrollo Social (cnds), la Comisión Intersecretarial de Desarrollo Social 
(cids), el Consejo Consultivo de Desarrollo Social (ccds) y el Consejo Na-
cional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval).

Particular relevancia adquirió el Coneval, que desde 2006 se consolidó 
como un organismo autónomo encargado de medir la pobreza multidimen-
sional y evaluar programas sociales bajo criterios técnicos y metodológicos 
rigurosos. Este diseño institucional buscaba garantizar una política social 
basada en evidencia, con mecanismos de rendición de cuentas y participación 
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ciudadana, rasgos que en el papel representaban un giro paradigmático fren-
te a los esquemas asistenciales y clientelares del pasado (Coneval, 2021).

La promulgación de la lgds coincidió con la alternancia política que 
puso fin a más de 70 años de hegemonía de un solo partido en la Presiden-
cia. La llegada de Vicente Fox (2000-2006) y, posteriormente, de Felipe Cal-
derón (2006-2012), generó expectativas de que la economía mexicana in-
gresaría en una fase de crecimiento sostenido y que, con ello, se lograría 
reducir de manera significativa la pobreza y la desigualdad. No obstante, 
dichas expectativas no se materializaron plenamente.

Según López (2014), los resultados económicos y sociales de ambas 
administraciones no fueron sustancialmente mejores que los de sus prede-
cesores. Durante los dos sexenios panistas, la tasa de crecimiento promedio 
del producto interno bruto (pib) se mantuvo cercana al 2.5% anual, un nivel 
insuficiente para absorber al aproximadamente un millón de personas que 
se incorporaba cada año a la población económicamente activa (pea). Esta 
debilidad estructural del crecimiento económico limitó el impacto potencial 
de la política social, la cual operaba en un entorno caracterizado por el es-
tancamiento productivo, la persistencia de la informalidad laboral y la baja 
capacidad recaudatoria del Estado.

A ello se sumaron otros factores coyunturales. Durante el sexenio de Vi-
cente Fox, el programa Oportunidades se consolidó como el eje de la política 
social, centrado en transferencias monetarias condicionadas a la asistencia 
escolar y médica. Aunque fue reconocido internacionalmente como una in-
novación en el combate a la pobreza, también fue criticado por su alcance 
limitado en términos de movilidad social estructural. Por su parte, el sexenio 
de Felipe Calderón se vio marcado por la crisis financiera global de 2008-2009, 
que provocó una caída del pib de casi 6% en 2009, lo que deterioró los indi-
cadores sociales y neutralizó en gran medida los avances logrados en materia 
de reducción de pobreza (Esquivel, 2015; Coneval, 2020).

En síntesis, aunque la lgds y el snds marcaron un antes y un después 
en el marco institucional de la política social en México, su efectividad prác-
tica se vio condicionada por factores económicos, políticos y estructurales 
que limitaron su alcance. La política social se convirtió en un componente 
fundamental del discurso gubernamental, pero sus resultados estuvieron 



	 C U AT R O  S E X E N I O S ,  C U AT R O  V I S I O N E S  P O R  U N  M I S M O  D E S T I N O � 97

lejos de responder a la magnitud de los desafíos de pobreza y desigualdad 
que arrastraba el país.

Vicente Fox frente a la complejidad  
de los problemas sociales (2000-2006)

La llegada de Vicente Fox a la Presidencia en el año 2000 fue vista como un 
parteaguas en la historia política de México. Tras más de siete décadas de 
hegemonía priista, el cambio de gobierno despertó expectativas sobre un 
viraje sustantivo en la política social. El discurso del “cambio” no solo im-
plicaba un relevo partidista, sino también la promesa de atacar de raíz los 
problemas estructurales de pobreza, desigualdad y marginación que aque-
jaban al país. En este contexto, la política social se convirtió en un eje central 
del proyecto foxista, tanto para legitimar su gobierno como para responder 
a las demandas ciudadanas de inclusión y bienestar.

Sin embargo, las limitaciones políticas y administrativas pronto marca-
ron el rumbo de la estrategia social de Fox. Lejos de abandonar los esquemas 
heredados, su administración optó por reconfigurarlos: Progresa se trans-
formó en Oportunidades, reforzando la lógica de transferencias condicio-
nadas, mientras que el Seguro Popular emergió como la innovación más 
significativa en materia de salud. Paralelamente, se impulsó la estrategia 
“Contigo”, presentada como un intento de articular más de 200 programas 
federales alrededor de ejes como ampliación de capacidades, protección 
social y formación de patrimonio. En la práctica, no obstante, las inercias 
institucionales, la falta de mayoría legislativa y la débil coordinación inter-
gubernamental impidieron consolidar un modelo integral.

En síntesis, la política social de Fox se caracterizó por un doble movi-
miento: por un lado, logró avances en institucionalización de programas y 
en la expansión de coberturas; por el otro, dejó en evidencia la incapacidad 
del Estado para articular de manera consistente la lucha contra la pobreza 
con una estrategia de desarrollo económico incluyente. Esta tensión entre 
expectativas de transformación y realidades estructurales se convirtió en la 
huella distintiva de su sexenio en materia social.
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Entre la expansión de programas y  
las limitaciones estructurales del cambio

El triunfo en 2000 de Vicente Fox Quesada, candidato presidencial del 
Partido Acción Nacional (pan), significó una ruptura histórica con más 
de siete décadas de hegemonía del Partido Revolucionario Institucional 
(pri) y abrió un horizonte de expectativas sobre la transformación insti-
tucional y social del país. En el centro del debate estuvo la continuidad del 
Programa de Educación, Salud y Alimentación (Progresa), creado en 1997. 
Aunque diversos sectores académicos exigían una reforma más profunda 
del andamiaje de la política social, la correlación de fuerzas en el Congre-
so y las inercias administrativas colocaron rápidamente al nuevo gobierno 
ante el dilema entre la retórica del “cambio” y las restricciones estructu-
rales de gobernabilidad (Coneval, 2019).

Ante ese escenario, el gobierno optó por reconfigurar sin desmantelar: 
en 2002 Progresa cambió de nombre y ciertos mecanismos operativos para 
convertirse en Oportunidades, reforzando las corresponsabilidades en edu-
cación, salud y nutrición, y ampliando gradualmente su presencia urbana. 
Hacia 2004, el programa alcanzó el umbral simbólico de cinco millones de 
familias atendidas, consolidándose como el eje de la política social del se-
xenio. La reconversión y su masificación respondieron a la lógica de prote-
ger el capital humano de los hogares pobres y atenuar la transmisión inter-
generacional de la pobreza, manteniendo la arquitectura de transferencias 
condicionadas (Levy y Rodríguez, 2005; Coneval, 2019).

En paralelo, se impulsó una segunda palanca institucional: el Seguro 
Popular, lanzado en 2003, con el objetivo de expandir la cobertura financie-
ra en salud a la población sin seguridad social, mediante un paquete explí-
cito de servicios y un esquema de financiamiento compartido. Esta inicia-
tiva, coherente con la narrativa de universalismo gradual, fue uno de los 
cambios estructurales más relevantes del periodo en materia de protección 
social, aunque su diseño y progresividad fueron objeto de debates posterio-
res respecto a su sostenibilidad financiera y calidad de los servicios ofrecidos 
(Frenk et al., 2003; Nigenda y González, 2009).

El gobierno presentó su narrativa integradora bajo la estrategia “Conti-
go”, articulada en el Programa Nacional de Desarrollo Social 2001-2006 y 
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difundida políticamente con el eslogan “Fox está contigo”. La promesa con-
sistía en coordinar más de dos centenares de programas alrededor de ejes 
como ampliación de capacidades, protección social, generación de ingresos 
y formación de patrimonio, y en mejorar la coordinación entre niveles de 
gobierno y dependencias federales. En la práctica, “Contigo” funcionó como 
un marco paraguas para ordenar esfuerzos preexistentes y legitimar la ex-
pansión de Oportunidades y de intervenciones focalizadas como Hábitat, 
Microrregiones y Desarrollo de Comunidades Indígenas, con resultados 
desiguales en integración territorial y multisectorialidad (Gobierno de Mé-
xico, 2001; Cámara de Diputados, 2006).

Los límites de implementación fueron notorios. La minoría legislativa del 
Ejecutivo, las capacidades administrativas heterogéneas entre estados y mu-
nicipios, y la coordinación interinstitucional incompleta mermaron la pro-
mesa de integralidad. Aunque la expansión de Oportunidades dejó evidencia 
de efectos positivos en asistencia escolar y uso de servicios de salud, la reduc-
ción sostenida de la pobreza fue más acotada de lo esperado, en parte por 
choques macroeconómicos y por la débil creación de empleo formal (Cone-
val, 2019; Cortés y Rubalcava, 2004). La literatura y las evaluaciones coinciden 
en que las transferencias condicionadas, por sí solas, no sustituyen políticas 
del lado de la oferta (productividad, empleo, desarrollo regional) ni resuelven 
desigualdades estructurales (Levy, 2006; Székely, 2005).

Desde una lectura de complejidad, el sexenio de Fox enfrentó la tensión 
entre programas de alto rendimiento medible (focalización, corresponsabi-
lidades, cobertura) y la insuficiente articulación con estrategias de desarro-
llo económico incluyente. El énfasis en capital humano individual convivió 
con rezagos en capacidades institucionales locales y en políticas de empleo 
y productividad, por lo que la intervención quedó sesgada hacia la deman-
da y con integración sectorial parcial. En suma, Fox avanzó en institucio-
nalización (Oportunidades, Seguro Popular; narrativa de “Contigo”), pero 
no logró “descifrar” plenamente la trama multidimensional de la pobreza: 
la combinación de restricciones políticas, capacidad estatal desigual y cho-
ques externos terminó moderando el alcance transformador de su política 
social (Cámara de Diputados, 2006; Cortés y Rubalcava, 2004).
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Fox y la política social: logros puntuales,  
rezagos estructurales 

La política social del sexenio de Vicente Fox (2000-2006) se configuró en 
un momento de transición política que generó altas expectativas de cambio. 
Sin embargo, la administración optó por reforzar y expandir programas 
heredados como Progresa (rebautizado como Oportunidades), lanzar el 
Seguro Popular como un esquema de protección en salud y promover la 
estrategia “Contigo” como paraguas de coordinación interinstitucional. Con 
ello, Fox buscó legitimar su gobierno mediante logros visibles en cobertura 
y focalización, aunque los resultados estructurales fueron más limitados de 
lo esperado.

Principales hitos

•	 2000: Inicio de sexenio con debate sobre continuidad de Progresa.
•	 2002: Progresa cambia de nombre a Oportunidades, ampliando co-

bertura urbana.
•	 2003: Lanzamiento del Seguro Popular como esquema de protec-

ción en salud para población sin seguridad social.
•	 2003: Presentación oficial de la estrategia integral “Contigo”, con el es-

logan “Fox está contigo”, agrupando más de 200 programas sociales.
•	 2004: Oportunidades alcanza la meta de cinco millones de familias 

beneficiadas.
•	 2004: Creación del Comité Técnico para la Medición de la Pobreza 

(ctmp), antecedente del Coneval.
•	 2006: Se estima que más de 25 millones de personas eran beneficia-

rias de Oportunidades.

Métricas y resultados

•	 Presupuesto de Oportunidades: de 9 518 millones de pesos en 2000 
a más de 33 500 millones en 2006.

•	 Cobertura: más del 25% de los hogares mexicanos recibió transfe-
rencias de Oportunidades hacia 2006.
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•	 Seguro Popular: cerró el sexenio con más de cinco millones de fami-
lias afiliadas, sentando las bases de expansión posterior.

•	 Gasto social federal: creció alrededor de un 30% en términos reales 
en comparación con 1994-2000, aunque con concentración en trans-
ferencias y patrimonialización.

Impactos medidos: mejoras en nutrición infantil y asistencia escolar; 
reducción más limitada en indicadores de pobreza por ingresos, debido al 
bajo crecimiento económico (2.2% promedio anual).

Limitaciones: baja articulación interinstitucional, dispersión de programas 
y débil creación de empleos formales que sostuvieran la movilidad social.

El sexenio de Fox consolidó programas de transferencias condicionadas 
y abrió el camino hacia la cobertura universal en salud. No obstante, la 
política social mostró alta dependencia de programas asistenciales, con 
avances puntuales en capital humano, pero sin resolver desigualdades es-
tructurales ni articular una política integral de desarrollo social. En defini-
tiva, la administración foxista sentó bases institucionales, pero dejó pen-
diente el desafío de integrar bienestar social con desarrollo económico 
incluyente.

Especificidad del paradigma foxista

El llamado paradigma foxista de política social buscó diferenciarse de sus 
predecesores al apostar por la integración programática como mecanismo 
de eficiencia gubernamental. Por primera vez se planteó la idea de articular 
en una sola estrategia nacional las acciones de 15 dependencias de la admi-
nistración pública federal. El objetivo era reorganizar los 223 programas 
federales existentes, agrupándolos en cuatro grandes vertientes: ampliación 
de capacidades (educación, salud, nutrición y capacitación; 123 programas), 
protección social (previsión social y riesgos; nueve programas), generación 
de ingresos (desarrollo local, acceso al crédito y empleo; 38 programas) y 
formación de patrimonio (ahorro, vivienda, derechos de propiedad; 53 pro-
gramas). La lógica de esta arquitectura era clara: atender las causas estruc-
turales de la pobreza a lo largo del ciclo de vida de los individuos y las fa-
milias, desde la atención prenatal hasta la vejez (Franco y Canela, 2016).
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En la práctica, esta integración se materializó en el Programa de Desa-
rrollo Humano Oportunidades (pdho), que adquirió carácter emblemáti-
co. Dicho programa contenía dos componentes centrales: (1) la provisión 
de beneficios sociales esenciales (transferencias monetarias, educación, 
salud, nutrición), y (2) la activación de palancas de desarrollo humano 
concebidas como detonadores del crecimiento económico. Aunque esta 
bi-dimensionalidad se enunciaba con fuerza retórica, su implementación 
mostró tensiones entre la visión integral y la fragmentación operativa, de-
bido a las dificultades de coordinación entre los tres niveles de gobierno. 
No obstante, Oportunidades marcó un nuevo tipo de relación entre Estado 
y ciudadanía, centrada en la corresponsabilidad y en la focalización de 
beneficios (Rodríguez y Rodríguez, 2007).

La estrategia se sustentó en cinco líneas de acción: (1) ampliación de ca-
pacidades (educación, salud y capacitación laboral); (2) generación de empleo 
y acceso al crédito; (3) promoción de la protección y los derechos sociales; (4) 
formación de patrimonio mediante inversión en vivienda, ahorro e infraes-
tructura social; y (5) equidad, garantizando igualdad de trato y oportunidades 
sin distinción de raza, sexo, origen étnico o condición social (Valencia, 2008). 
Estas líneas buscaban ofrecer un marco normativo y operativo amplio, en el 
que la política social se integrara con objetivos de desarrollo económico y 
cohesión social.

Desde el plano discursivo, el paradigma foxista insistió en dotar a la 
política social de calidad, eficiencia y productividad, alejándose de mode-
los previos como Pronasol, que privilegiaban la construcción de capital 
social comunitario, para centrarse en la formación de capital humano in-
dividual. Este énfasis respondía al paradigma del Banco Mundial y de or-
ganismos internacionales, que desde la década de los noventa promovían 
programas focalizados con transferencias condicionadas como herramien-
ta de reducción de pobreza (Moreno et al., 2004; Acosta, 2010; Tetreault, 
2012; López, 2014).

En términos cuantitativos, el paradigma mostró un crecimiento acelerado. 
Para 2004, el número de familias incorporadas a Oportunidades alcanzó la 
meta de cinco millones, consolidando la narrativa del éxito gubernamental. 
El presupuesto pasó de 9 518.2 millones de pesos en 2000 a 33 532.7 millones 
en 2006, convirtiéndose en uno de los rubros de gasto social de mayor expan-
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sión del periodo. Este crecimiento reflejaba tanto la prioridad política que el 
gobierno otorgó al programa como la presión social por resultados tangibles 
en la reducción de la pobreza.

Un elemento clave de institucionalización fue la creación del Comité Téc-
nico para la Medición de la Pobreza (ctmp), conformado por siete expertos 
independientes y supervisado por autoridades gubernamentales. Su manda-
to consistía en diseñar un método oficial para medir la pobreza, con el fin de 
evaluar objetivamente los avances de la estrategia social. Esta medida buscó 
otorgar legitimidad técnica y transparencia al discurso gubernamental de 
“guerra contra la pobreza”. Más adelante, este Comité dio paso al Consejo 
Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval), que 
consolidó la evaluación basada en evidencia como práctica institucional del 
Estado mexicano.

Tabla 4.1. Especificidad del paradigma foxista de política social (2000-2006)

Ejes / Acciones Resultados clave

Integración 
programática

Articulación de 15 dependencias federales y 223 programas sociales 
bajo una estrategia nacional.

Vertientes principales

1. Ampliación de capacidades (123 programas: educación, salud, 
nutrición, capacitación). 
2. Protección social (9 programas: previsión social y riesgos). 
3. Generación de ingresos (38 programas: desarrollo local, crédito, 
empleo). 
4. Formación de patrimonio (53 programas: vivienda, ahorro, 
propiedad).

Cinco líneas de acción

1. Ampliación de capacidades. 
2. Generación de empleo y acceso a crédito. 
3. Promoción de protección y derechos sociales. 
4. Formación de patrimonio. 
5. Equidad y no discriminación.

Programa emblemático
Programa de Desarrollo Humano Oportunidades (PDHO): 
transferencias monetarias condicionadas y corresponsabilidades en 
salud y educación.

Cobertura Meta alcanzada de 5 millones de familias beneficiadas en 2004 (más 
de 25 millones de personas).

Presupuesto Creció de 9,518 millones de pesos en 2000 a 33,532 millones en 2006.

Institucionalización Creación del Comité Técnico para la Medición de la Pobreza (CTMP), 
antecedente directo del Coneval.

Fuente: elaboración propia.
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Fox y un modelo carente de visión integral

Un análisis profundo de la estrategia social implementada durante el sexe-
nio de Vicente Fox evidencia la existencia de un modelo fragmentado, asis-
tencialista y carente de visión integral. Aunque el discurso oficial hablaba 
de una política social “de nueva generación” y de una coordinación inte-
rinstitucional inédita, la realidad mostró que el 85% del presupuesto social 
se concentró en solo dos ejes: las transferencias monetarias condicionadas 
(Oportunidades) y la formación de patrimonio (particularmente a través 
del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social, fais). En 2003, 
ambos rubros representaban más de 45 000 millones de pesos, más de la 
mitad del gasto federal en política social, mientras que las iniciativas orien-
tadas a la generación de empleo absorbían apenas el 12.5% de los recursos 
(Tetreault, 2006). Esta desproporción revela una política de corto plazo, 
enfocada en aliviar carencias inmediatas sin incidir en los detonadores es-
tructurales de la pobreza: empleo, productividad, educación de calidad e 
innovación regional.

Como señalan Rodríguez y Rodríguez (2007), el gobierno foxista no 
logró descifrar la complejidad de los problemas sociales. El aumento en la 
asignación presupuestal, 25 000 millones de pesos en 2004 y 33 000 millones 
en 2005, más un financiamiento internacional del Banco Interamericano de 
Desarrollo por 1 200 millones de dólares, no se tradujo en mejoras sustan-
tivas en los sistemas de salud, educación o seguridad social. De hecho, múl-
tiples indicadores muestran que las desigualdades estructurales permane-
cieron prácticamente inalteradas, lo cual puso en entredicho la eficacia de 
la estrategia. Cortés Banegas y Solís (2007) lo resumieron de manera con-
tundente: la política social de Fox no tuvo efectos estadísticamente signifi-
cativos en la reducción de la pobreza.

La focalización extrema del gasto, a menudo presentada como sinónimo 
de eficiencia, terminó consolidando un sesgo distributivo. Investigaciones 
como las de Ordóñez y Ortega (2006) evidencian que la distribución territorial 
de los programas sociales durante el foxismo reflejaba y reproducía las des-
igualdades regionales ya existentes, con recursos desproporcionados entre 
entidades federativas y entre programas supuestamente orientados al mismo 
perfil de beneficiarios. En consecuencia, la política social se convirtió en un 
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instrumento que, lejos de equilibrar, contribuyó a profundizar las asimetrías 
entre regiones, municipios e incluso comunidades dentro de un mismo estado.

Otro problema estructural fue la ausencia de articulación sectorial. 
Como advierten Franco y Canela (2016), la estrategia Contigo, presentada 
como un modelo integral de combate a la pobreza, careció de mecanismos 
claros de vinculación entre programas, aun aquellos pertenecientes al mis-
mo sector. Las reglas de operación de la Secretaría de Desarrollo Social no 
establecían criterios de coordinación ni lineamientos para atender de forma 
integral a las familias beneficiarias de Oportunidades junto con otros pro-
gramas. Este vacío normativo y operativo debilitó cualquier intento de ge-
nerar sinergias y terminó produciendo un mosaico de acciones aisladas, 
redundantes y con escasa capacidad transformadora.

La paradoja del foxismo radica en que, mientras se consolidaron institu-
ciones clave como el Comité Técnico para la Medición de la Pobreza (antece-
dente del Coneval), el modelo careció de un proyecto de desarrollo social de 
largo aliento. Su política social descansó en buena medida en la inercia del 
programa Oportunidades, incrementando cobertura y presupuesto, pero sin 
replantear sus límites estructurales ni complementarla con estrategias robustas 
de empleo, innovación productiva o desarrollo regional. En otras palabras, se 
administró la pobreza, pero no se combatieron sus causas profundas.

Quizás el error más evidente fue asumir que la retórica del cambio y el 
carisma presidencial podían sustituir la ausencia de estrategias políticas 
sólidas. La visión de Fox privilegió la visibilidad mediática de sus programas 
(como el eslogan “Fox está contigo”) sobre la construcción de un modelo 
integral de política social. Al final del sexenio, la percepción pública fue de 
desencanto: se ampliaron transferencias y se crearon instituciones técnicas, 
pero la paz social, el bienestar y la equidad permanecieron en niveles críti-
cos. En este sentido, el sexenio de Fox dejó más lecciones de lo que no debe 
repetirse en política social que avances sustantivos en la construcción de un 
sistema nacional de desarrollo humano.

Promesas y resultados del modelo “Contigo” (2000-2006)

El modelo “Contigo”, impulsado durante el sexenio de Vicente Fox, fue pre-
sentado como una estrategia integral para articular más de dos centenares 
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de programas sociales bajo un mismo paradigma. Su objetivo central era 
atender la pobreza desde una perspectiva multidimensional, cubriendo todo 
el ciclo de vida de los ciudadanos y garantizando coordinación interinstitu-
cional, equidad territorial y sostenibilidad en la política social. Sin embargo, 
la implementación mostró una distancia considerable entre la retórica de las 
promesas y los resultados observados. La siguiente tabla sintetiza esta brecha 
entre el discurso y la práctica, evidenciando tanto los avances institucionales 
como las limitaciones estructurales del paradigma foxista.

La tabla 4.2 muestra que el paradigma “Contigo” funcionó más como un 
marco discursivo que como un instrumento de cambio estructural. Aunque 
se avanzó en institucionalización y cobertura de programas, la falta de coor-
dinación efectiva, la concentración presupuestal en transferencias y la esca-
sa atención a la generación de empleo limitaron su impacto en la reducción 
de la pobreza y en la construcción de un modelo sostenible de política social.

Tabla 4.2. Promesas y resultados del modelo “Contigo” 
Promesas del modelo “Contigo” Resultados observados

Integrar más de 200 programas federales 
en una estrategia coordinada e integral.

Persistió la fragmentación programática y la duplicidad 
de acciones; ausencia de articulación entre sectores y 
niveles de gobierno.

Priorizar el combate estructural a la 
pobreza mediante acciones a lo largo del 
ciclo de vida (desde la infancia hasta la 
vejez).

La estrategia se redujo principalmente a transferencias 
monetarias condicionadas (Oportunidades) y a 
inversiones en infraestructura básica (FAIS).

Generar sinergia entre dependencias y 
fomentar coordinación interinstitucional.

Falta de mecanismos de vinculación entre programas; 
cada dependencia operó con criterios propios sin 
atender integralmente a los beneficiarios.

Promover equidad territorial y social con un 
enfoque de inclusión.

Recursos distribuidos de forma desigual entre regiones 
y entidades, reproduciendo brechas ya existentes 
(Ordóñez y Ortega, 2006).

Impulsar empleo, desarrollo local y 
acceso al crédito como detonadores del 
crecimiento.

El gasto en generación de empleo representó apenas 
12.5% del presupuesto social en 2003; empleo precario 
e informalidad se mantuvieron.

Elevar la eficiencia y productividad de 
la política social mediante innovación 
institucional.

Se creó el CTMP (antecedente del Coneval), pero 
la evaluación basada en evidencia no corrigió los 
sesgos estructurales ni modificó las prioridades 
presupuestales.

Garantizar una política social de largo 
plazo, sostenible y con resultados visibles.

A pesar del aumento del presupuesto (de 9 518 mdp en 
2000 a 33 532 mdp en 2006), la pobreza no disminuyó 
significativamente y las desigualdades persistieron.

Fuente: elaboracion propia.
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Conclusiones generales del modelo  
de política social foxista

El sexenio de Vicente Fox Quesada (2000-2006) significó una ruptura po-
lítica histórica al inaugurar la alternancia partidista en México, pero en el 
terreno de la política social sus resultados estuvieron lejos de corresponder 
a las expectativas generadas. Si bien se impulsaron innovaciones relevantes 
(como la consolidación de Oportunidades, el lanzamiento del Seguro Po-
pular y la creación del Comité Técnico para la Medición de la Pobreza, 
antecedente del Coneval), estas medidas no lograron articularse en un ver-
dadero paradigma integral de desarrollo social.

El modelo “Contigo” buscó proyectarse como una estrategia incluyente 
y estructural, pero en la práctica funcionó como un marco discursivo que 
agrupó programas preexistentes sin generar sinergias efectivas entre depen-
dencias ni niveles de gobierno. La fragmentación institucional, la falta de 
coordinación intersectorial y la ausencia de una estrategia territorial clara 
limitaron la capacidad del Estado para enfrentar los problemas estructura-
les de pobreza y desigualdad.

Las transferencias condicionadas lograron impactos positivos en dimen-
siones específicas como la asistencia escolar, la nutrición infantil y el acceso 
a servicios de salud, pero estas mejoras no se tradujeron en reducciones 
significativas y sostenidas de la pobreza por ingresos, debido a la persisten-
te informalidad laboral, la baja creación de empleos formales y un creci-
miento económico insuficiente (2.2% promedio anual). El modelo foxista, 
centrado en la construcción de capital humano individual, careció de polí-
ticas complementarias orientadas al fortalecimiento de capacidades pro-
ductivas, el desarrollo regional y la movilidad social ascendente.

Desde un enfoque de complejidad, la política social de Fox adoleció de 
una visión sistémica capaz de articular el corto plazo de los programas asis-
tenciales con el largo plazo de las transformaciones estructurales. La depen-
dencia en subsidios focalizados y en esquemas de corresponsabilidad indi-
vidual reforzó la lógica de contención social, pero no transformó los 
determinantes de la desigualdad ni del rezago educativo y laboral. La tabla 
siguiente ilustra un blance general del paradigma foxista.
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El legado del foxismo en política social se ubica en una paradoja: con-
solidó instrumentos institucionales que perduraron y fueron retomados por 
administraciones posteriores, pero no descifró la complejidad de los pro-
blemas sociales ni construyó un modelo integral capaz de reducir de ma-
nera sostenida la pobreza y la marginación. Su sexenio representa el trán-
sito de la esperanza de cambio hacia la constatación de los límites de un 
enfoque fragmentado y asistencialista, que sentó las bases de las tensiones 
que marcarían la política social en los sexenios subsecuentes.

Tabla 4.3. Balance del modelo de política social foxista (2000-2006)
Dimensión Avances Limitaciones Legado

Programas Consolidación de 
Oportunidades como 
eje de transferencias 
condicionadas.

Alta concentración 
del presupuesto en 
transferencias; descuido 
de políticas de empleo y 
productividad.

Oportunidades se 
mantuvo y evolucionó 
en sexenios posteriores 
(Prospera, Becas Benito 
Juárez).

Salud Creación del Seguro 
Popular para población 
sin seguridad social.

Cobertura inicial 
limitada; problemas de 
financiamiento y calidad 
en los servicios de salud.

Antecedente directo del 
debate sobre cobertura 
universal en salud en 
México.

Institucionalidad Creación del CTMP como 
antecedente del Coneval.

Débil coordinación 
interinstitucional 
y fragmentación 
programática.

Coneval se consolidó 
como referente en 
medición y evaluación de 
la política social.

Estrategia integral Lanzamiento del marco 
“Contigo” con narrativa de 
integralidad.

Persistió la dispersión de 
más de 200 programas; 
falta de articulación 
territorial y multisectorial.

Quedó como precedente 
discursivo de la necesidad 
de coordinar políticas 
sociales.

Impactos Mejoras en asistencia 
escolar, nutrición y acceso 
a servicios de salud.

Crecimiento económico 
insuficiente (2.2% anual) y 
baja creación de empleos 
formales limitaron 
reducción de pobreza.

Se instaló la discusión 
sobre la necesidad de 
vincular política social con 
política económica.

Fuente: elaboracion propia.
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Las inconsistencias de la intencionalidad  
en la política social de Felipe Calderón  
2006-2012

El cierre del sexenio de Vicente Fox dejó un sabor agridulce: por un lado, 
avances significativos en institucionalización de programas sociales como 
Oportunidades y el Seguro Popular, y por otro, un rezago persistente en la 
reducción estructural de la pobreza. Con este escenario, México entró al 
periodo 2006-2012 bajo el liderazgo de Felipe Calderón Hinojosa. Su llega-
da al poder estuvo marcada por la conflictividad poselectoral y la necesidad 
urgente de legitimación política, lo que convirtió a la política social en una 
herramienta clave para reconstruir confianza y gobernabilidad. Sin embar-
go, las promesas de continuidad y ampliación de programas heredados 
coexistieron con un nuevo discurso de integralidad, cristalizado en la estra-
tegia “Vivir Mejor” que, en la práctica, enfrentó límites estructurales, ten-
siones de implementación y una creciente subordinación frente a las polí-
ticas de seguridad y combate al crimen organizado que caracterizaron el 
sexenio.

Felipe Calderón: del discurso del empleo  
a la dependencia de las transferencias

El arribo de Felipe Calderón Hinojosa a la Presidencia de México en 2006 
se produjo en un contexto político altamente polarizado. La elección fue 
una de las más cerradas en la historia moderna del país y estuvo marcada 
por acusaciones de fraude electoral, plantones multitudinarios y un ambien-
te de desgaste institucional. Las descalificaciones de sus opositores, que lo 
llamaron “presidente espurio” y lo vincularon con el polémico rescate ban-
cario del Fobaproa, evidenciaron una crisis de legitimidad que lo acompa-
ñaría durante todo su sexenio (Mballa, 2014). Frente a este panorama, Cal-
derón buscó reposicionarse como el “presidente del empleo”, presentando 
un discurso de esperanza orientado a mejorar las condiciones de vida de 
millones de mexicanos.

Desde sus primeros meses de gobierno, Calderón enfrentó dos desafíos 
adicionales: la crisis alimentaria internacional de 2007-2008 y la crisis fi-
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nanciera global de 2008-2009, que provocó una caída histórica del pib mexi-
cano de casi 6% en 2009. Estas coyunturas limitaron el margen de maniobra 
de su política económica y social, forzando a su gobierno a incrementar la 
focalización de los programas de transferencias y a reforzar las medidas 
asistenciales para mitigar los efectos inmediatos del deterioro económico 
en la población más vulnerable.

En el terreno de la política social, Calderón optó por la continuidad con 
el modelo foxista, manteniendo a Oportunidades como eje articulador. Más 
aún, lo utilizó como una herramienta de legitimación política: la expansión 
del programa y el aumento en los montos de apoyo eran presentados como 
evidencia de compromiso con los más pobres, en un contexto de cuestio-
namientos a su victoria electoral (López, 2014). El monto promedio mensual 
de los apoyos pasó de 529 pesos en 2007 a 830 pesos en 2012, mientras que 
el presupuesto asignado a Oportunidades creció en casi 60% en términos 
reales, alcanzando los 65 141 millones de pesos en 2011 (Ramírez, 2011; 
Gutiérrez, 2012).

No obstante, este fortalecimiento de Oportunidades mostró rápidamen-
te sus contradicciones estructurales. Por un lado, permitió una mayor co-
bertura y mejoró ciertos indicadores en asistencia escolar y acceso a servi-
cios de salud. Por otro, evidenció la dependencia excesiva del gasto social 
en transferencias monetarias, sin generar paralelamente estrategias robustas 
de empleo formal, productividad e inclusión laboral. La paradoja era clara: 
un presidente que se autoproclamaba como “del empleo” terminó subordi-
nando la política social a un esquema asistencialista que paliaba carencias 
inmediatas, pero no transformaba las condiciones estructurales de desigual-
dad y pobreza.

Además, la política social calderonista se desarrolló en medio de la mi-
litarización de la seguridad pública y la llamada “guerra contra el narcotrá-
fico”, que absorbió gran parte de los recursos y la atención del gobierno. Esto 
generó un contexto de violencia generalizada que no solo deterioró el tejido 
social, sino que también redujo la eficacia de los programas sociales: en 
muchas regiones, la inseguridad limitaba la operación de programas y desin-
centivaba la participación comunitaria. En ese sentido, la política social de 
Calderón se vio subordinada a la estrategia de seguridad, con un impacto 
menor al esperado en términos de cohesión y bienestar social.
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En suma, el sexenio de Calderón heredó y profundizó las limitaciones 
de la política social focalizada en transferencias monetarias condicionadas. 
Si bien amplió la cobertura y el presupuesto, no logró articular una visión 
integral de desarrollo social que conectara la asistencia con la creación de 
empleo, la reducción de desigualdades regionales y el fortalecimiento de la 
seguridad social. Por ello, los avances en indicadores puntuales de bienestar 
quedaron eclipsados por el aumento de la pobreza patrimonial, la precarie-
dad laboral y la crisis de violencia, configurando un sexenio marcado por 
las inconsistencias entre discurso e intencionalidad política.

Estructuración programática  
de la política social de Calderón

Felipe Calderón heredó de Vicente Fox un entramado institucional y pro-
gramático centrado en el Programa de Desarrollo Humano Oportunidades. 
Su decisión inicial fue mantener esa estructura como columna vertebral de 
la política social, lo que implicó continuidad en el modelo de transferencias 
monetarias condicionadas, pero también un cierto empobrecimiento de la 
visión integral de la política social. A partir de 2008, su gobierno buscó 
diferenciarse a través de una estrategia llamada “Vivir Mejor” (vm), conce-
bida como un paraguas programático y de comunicación política que inte-
graba acciones de desarrollo social, económico y ambiental, con un fuerte 
énfasis mediático (Ordóñez, 2012).

Vivir Mejor, que abarcaba una gama de programas (Oportinidades, fais, 
Acciones de Apoyo a la Economía Familiar, Seguro Popular (sp) entre otros), 
se construyó alrededor de cinco objetivos principales:

1.	Permitir a las personas y familias una participación social plena, libre 
y equitativa a través del acceso a la alimentación, educación, salud, 
vivienda, infraestructura social básica.

2.	Otorgar protección y certeza a las personas y las comunidades para 
enfrentar contingencias, las condiciones de vulnerabilidad, los gastos 
catastróficos, las fluctuaciones económicas, los desastres naturales y 
ambientales.
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3.	Cuidar y mejorar el entorno, propiciando la cohesión del tejido social 
a través del fortalecimiento del tejido social, del ordenamiento del 
territorio y de un desarrollo regional equilibrado.

4.	Elevar la productividad de las personas para que cuenten con mejores 
opciones de empleo e ingreso que permitan reducir la pobreza me-
diante el desarrollo de capacidades productivas, la dotación de ele-
mentos complementarios a estas capacidades básicas y productivas 
de los individuos, la facilidad de acceso a los mercados laborales y la 
garantía de tener certeza jurídica.

Incorporar criterios de sustentabilidad en la política social buscando 
la preservación del patrimonio natural de las familias y comunidades a 
través de: la asignación de un verdadero valor económico al patrimonio 
natural de las zonas más pobres del país y el aprovechamiento de manera 
sustentable de los recursos naturales (Franco y Canela, 2016).

En el plano discursivo, Vivir Mejor pretendía articular la política social 
con la política económica, superando la visión asistencialista. Para ello se 
plantearon cinco grandes objetivos: garantizar el acceso a servicios básicos 
(educación, salud, vivienda, alimentación), proteger a la población de riesgos 
sociales y económicos, mejorar el entorno y la cohesión territorial, elevar la 
productividad mediante el desarrollo de capacidades y empleo, e incorporar 
criterios de sustentabilidad en la gestión de los recursos naturales (Franco y 
Canela, 2016). En teoría, esta estrategia respondía a un planteamiento integral 
del desarrollo humano, donde la protección social debía combinarse con el 
impulso al empleo y la preservación del medio ambiente.

Sin embargo, en la práctica, “Vivir Mejor” se convirtió en una marca 
política más que en un rediseño institucional profundo. Los programas in-
cluidos bajo este paraguas —entre ellos Oportunidades, el Fondo de Aporta-
ciones para la Infraestructura Social (fais), el Seguro Popular, las Acciones 
de Apoyo a la Economía Familiar y el Programa de Empleo Temporal— no 
fueron reestructurados de manera significativa, sino reagrupados bajo un 
discurso de integralidad que pocas veces se materializó en la operación coti-
diana. En otras palabras, el gobierno de Calderón buscó proyectar una imagen 
de modernización y coherencia, pero sin modificar sustantivamente las reglas 
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de operación, la lógica de focalización ni la fragmentación administrativa 
heredada (Cejudo y Michel, 2011).

Un rasgo relevante de Vivir Mejor fue su intento de enfatizar la dimen-
sión productiva de la política social, planteando la necesidad de articular 
programas de empleo, crédito y capacitación con las transferencias condi-
cionadas. No obstante, los recursos destinados a este componente fueron 
marginales frente al gasto en subsidios directos, lo que provocó que los 
efectos en la generación de empleos formales y productivos fueran prácti-
camente nulos (Coneval, 2012). Así, mientras se buscaba dar un salto hacia 
la política social promotora del desarrollo, se terminó consolidando un mo-
delo asistencialista dependiente del presupuesto público y vulnerable a los 
ciclos económicos y políticos.

Además, la estrategia no logró reducir las desigualdades regionales que 
se planteó atender. Estados como Chiapas, Oaxaca y Guerrero continuaron 
registrando los mayores niveles de pobreza y rezago social, lo que demuestra 
que el discurso de cohesión territorial no se tradujo en políticas efectivas de 
redistribución ni en una planeación territorial diferenciada (Esquivel, 2015). 
A ello se sumó el impacto de la violencia generalizada derivada de la guerra 
contra el narcotráfico, que debilitó la cohesión comunitaria y limitó la capa-
cidad de los programas sociales para generar confianza y capital social.

En términos de institucionalización, “Vivir Mejor” no generó una nueva 
arquitectura ni consolidó organismos con mayor capacidad técnica. A dife-
rencia de la creación del Coneval durante el foxismo, el calderonismo se cen-
tró más en la mercadotecnia política que en el fortalecimiento institucional. 
La marca Vivir Mejor fue un intento de legitimación frente a un sexenio 
cuestionado por su origen electoral y su violencia creciente. Pero como polí-
tica pública, representó un catálogo de buenas intenciones con escasa inno-
vación programática y sin capacidad de resolver los problemas estructurales 
de la pobreza y la desigualdad.

Deficiencias de mecanismos de implementación  
del paradigma de Calderón

Desde su lanzamiento, la estrategia Vivir Mejor fue percibida como un ca-
tálogo de buenas intenciones más que como un rediseño sustantivo de la 
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política social. Sus ejes centrales eran loables en términos discursivos, pero 
carecieron de mecanismos claros de implementación, coordinación y eva-
luación. En la práctica, el paradigma calderonista se configuró como una 
reagrupación de programas ya existentes bajo una nueva marca publicitaria, 
sin introducir reformas estructurales que fortalecieran la capacidad insti-
tucional del Estado para combatir la pobreza de manera integral. En este 
sentido, Serdán (2008) señalaba que Vivir Mejor se caracterizó por una 
sobredimensión mediática y propagandística, mientras sus vacíos técnicos 
impedían que las dependencias federales lograran articular experiencias 
previas en diagnóstico, diseño y evaluación de política social.

Uno de los principales problemas fue la fragmentación programática. 
Aunque Calderón prometió integrar los programas en una estrategia cohe-
rente, en la práctica cada secretaría operaba con criterios propios, generan-
do duplicidades, sobreposiciones y falta de coordinación territorial. La au-
sencia de mecanismos de articulación intergubernamental entre federación, 
estados y municipios debilitó la capacidad de los programas para generar 
impactos sinérgicos en las comunidades beneficiarias (Cejudo y Michel, 
2011). Esto significó que, mientras algunos programas como Oportunidades 
ampliaban su cobertura, otros permanecían aislados o mal diseñados, re-
produciendo la dispersión que ya se había criticado en administraciones 
anteriores.

En materia de empleo, la situación fue aún más crítica. A pesar de que 
Calderón se autoproclamó “el presidente del empleo”, los programas desti-
nados a este rubro representaron un porcentaje ínfimo del presupuesto to-
tal para combate a la pobreza. Según Tetreault (2012), los cuatro proyectos 
principales de creación de empleo (Programa Nacional de Financiamiento 
al Microempresario, Fondo Nacional de Apoyo para Empresas en Solidari-
dad, Programa Opciones Productivas y Programa de Empleo Temporal) 
apenas alcanzaron el 1.99% del gasto social en 2010. Esta marginalidad 
presupuestal reflejó la falta de una estrategia robusta para articular asisten-
cia social con inclusión laboral, lo que derivó en la proliferación de empleos 
precarios y un incremento de la informalidad.

Las cifras oficiales muestran la magnitud del fracaso. Entre 2006 y 2010, 
la pobreza patrimonial aumentó 7.4%, alcanzando a más del 51% de la pobla-
ción (Enciso, 2012). Aún más contundente, los datos del Coneval revelaron 
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que para 2010 más del 80% de los mexicanos se encontraba en condiciones 
de pobreza o vulnerabilidad social bajo la metodología de medición multidi-
mensional. Es decir, pese al incremento del presupuesto social (que alcanzó 
cifras históricas), no se lograron avances sustantivos en la reducción de la 
pobreza ni en la disminución de las desigualdades estructurales.

Otra de las grandes deficiencias de la estrategia calderonista fue la au-
sencia de cambios institucionales que acompañaran la narrativa de vincu-
lación entre política social y política económica. Franco y Canela (2016) 
han señalado que, aunque Vivir Mejor planteaba la construcción de puentes 
entre ambas dimensiones, la realidad fue que no se impulsaron reformas 
consistentes en materia laboral, fiscal o de seguridad social que permitieran 
sostener el combate a la pobreza en el mediano plazo. En lugar de un redi-
seño integral, se reforzó un esquema asistencialista, vulnerable a los vaive-
nes del ciclo económico y de la política electoral.

Finalmente, las deficiencias en la implementación de la política social 
de Calderón estuvieron acompañadas de un contexto de violencia sin pre-
cedentes derivado de la militarización de la seguridad pública. Como seña-
la Jusidman (2009), la pobreza y la desigualdad social convivieron con ba-
laceras, secuestros y desplazamientos forzados, generando la percepción de 
que México había transitado de un Estado con debilidad institucional a un 
“estado de pánico”. En este escenario, los programas sociales no solo resul-
taron insuficientes, sino también ineficaces para reconstruir el tejido social. 

Indicadores sociales y tensiones estructurales  
durante el sexenio de Calderón

Los indicadores sociales durante el sexenio de Felipe Calderón (2006-2012) 
reflejan con claridad la paradoja de su política social: un aumento conside-
rable del presupuesto y de la cobertura de programas focalizados coexistió 
con un deterioro del bienestar estructural y del entorno social. Mientras que 
se lograron ciertos avances en afiliación al empleo formal y en la reducción 
marginal de algunas carencias sociales, la pobreza patrimonial creció, la 
desigualdad apenas se modificó y la violencia alcanzó niveles históricos.

La tabla 4.4 y la gráfica 4.1 resumen los principales resultados del sexenio 
en materia de desarrollo social, mostrando cómo la expansión de programas 
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como Oportunidades no fue suficiente para contrarrestar el impacto de la 
crisis económica internacional ni la escalada de la violencia interna. 

Estos datos permiten comprender por qué, pese al discurso oficial del 
“presidente del empleo”, la administración de Calderón quedó marcada más 
por la precarización laboral y la inseguridad que por avances sustantivos en 
inclusión social.

La tabla 4.4 y la gráfica 4.1 muestran la paradoja del sexenio de Felipe 
Calderón: mientras el presupuesto social creció de manera histórica (más 
de 250 000 millones de pesos adicionales), la pobreza en número absoluto 
aumentó, la desigualdad no mejoró significativamente y la violencia se dis-
paró. Esto refleja que la estrategia Vivir Mejor careció de mecanismos inte-
grales de implementación y coordinación. El énfasis en transferencias mo-
netarias condicionadas no logró articularse con políticas productivas y 
laborales, lo que mantuvo a millones de mexicanos en condiciones de vul-
nerabilidad. La violencia generalizada deterioró aún más el tejido social, 
convirtiéndose en un factor adicional de exclusión y fragilidad comunitaria.

Tabla 4.4. Indicadores sociales durante el sexenio de Felipe Calderón (2006-2012)

Indicador 2006 2012 Variación / Observaciones

Pobreza 
multidimensional 
(Coneval)

44.5% (≈48.8 millones) 45.5% (≈53.3 millones)

Aumentó en número 
absoluto; reducción 
marginal en pobreza 
extrema.

Pobreza patrimonial 43.7% 51.3% Crecimiento de 7.4 pp.

Población vulnerable 
por carencias sociales 34.8% 33.5%

Ligerísima reducción, 
persisten carencias en 
educación y salud.

Empleo formal 
(IMSS, afiliados) 13.7 millones 16.0 millones

Se crearon 2.3 millones; 
la mayoría precarios/
informales.

Presupuesto en 
desarrollo social 460 mil mdp 720 mil mdp

Incremento de 56%, 
concentrado en 
Oportunidades.

Índice Gini 0.49 0.48
Cambio marginal, 
desigualdad estructural se 
mantiene.

Homicidios dolosos 10,452 25,967 Incremento del 148%, 
deterioro del tejido social.

Fuente: elaboración propia con datos del INEGI y Coneval.
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La gráfica muestra con claridad la paradoja del sexenio de Felipe Calderón: 
mientras el presupuesto destinado al desarrollo social creció de manera his-
tórica —más de 250 000 millones de pesos adicionales en seis años—, los 
indicadores de pobreza y desigualdad no experimentaron mejoras significa-
tivas. Al contrario, en términos absolutos, el número de personas en situación 
de pobreza pasó de 48.8 a 53.3 millones, lo que refleja que el modelo asisten-
cialista de transferencias monetarias no logró atacar las causas estructurales 
de la marginación.

En materia laboral, aunque se reportó la creación de 2.3 millones de 
empleos formales, la mayoría de los nuevos puestos fueron precarios o in-
formales, sin acceso a seguridad social ni estabilidad, lo que limitó su im-
pacto en la reducción de la pobreza. Esto confirma la falta de conexión real 
entre la política social (centrada en programas como Oportunidades) y la 
política económica (orientada a la liberalización y la desregulación).

Otro aspecto crítico es el de la violencia generalizada. El número de ho-
micidios dolosos se duplicó en el periodo, lo que deterioró la cohesión comu-

Gráfica 4.1. Presupuesto social, pobreza y violencia en el sexenio de Calderón
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Fuente: elaboración propia con datos del INEGI y Coneval.
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nitaria y redujo la capacidad de los programas sociales para generar capital 
social. La violencia no solo representó un problema de seguridad, sino tam-
bién un factor de vulnerabilidad social, ya que afectó la movilidad, la inversión 
local, el acceso a servicios y la confianza en las instituciones.

En realidad, la gráfica evidencia que las deficiencias de implementación 
del paradigma calderonista no fueron meramente técnicas, sino estructu-
rales: el incremento presupuestal no se tradujo en resultados palpables por-
que los recursos se concentraron en programas asistenciales, sin articulación 
con políticas productivas, laborales o de seguridad. Así, al cierre del sexenio, 
México enfrentaba un panorama de mayor pobreza, desigualdad y violencia, 
lo que debilitó aún más la legitimidad del gobierno y preparó el terreno para 
el regreso del pri en 2012.

El sexenio de Felipe Calderón dejó una política social marcada por la 
continuidad asistencialista, la fragmentación institucional y la subordina-
ción del gasto social a fines de legitimación política. Aunque se incremen-
taron los recursos y se amplió la cobertura de programas como Oportuni-
dades, los resultados en términos de reducción de pobreza y desigualdad 
fueron limitados, mientras que la violencia generalizada debilitó el tejido 
comunitario y multiplicó las condiciones de vulnerabilidad. La estrategia 
Vivir Mejor, concebida como un puente entre política social y económica, 
terminó reducida a un discurso mediático sin capacidad transformadora, 
incapaz de enfrentar la complejidad de los problemas estructurales del país.

Al cierre de su administración, Calderón entregó un país con más pobres 
en números absolutos, un mercado laboral debilitado y un entorno social 
desgarrado por la violencia, lo que erosionó aún más la legitimidad del 
Partido Acción Nacional. Este escenario abrió la puerta al retorno del Par-
tido Revolucionario Institucional (pri) con Enrique Peña Nieto en 2012, 
bajo la promesa de restaurar la paz social, modernizar las instituciones y 
relanzar la política social con una visión más integral. No obstante, como 
veremos en el siguiente apartado, las expectativas depositadas en el nuevo 
gobierno pronto se enfrentarían a los dilemas de la continuidad y las limi-
taciones estructurales de la política social mexicana.
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Los avatares del paradigma de política  
social de Enrique Peña Nieto (2012-2018)

La política social: complemento  
de las reformas estructurales 

Después de las inconsistencias en materia de política social de los dos sexe-
nios panistas, Enrique Peña Nieto retomó la fórmula del retorno priista al 
poder desde el arranque de su campaña presidencial en abril de 2012. Con 
un método proselitista basado en la disciplina, la planeación y la ausencia 
de improvisación, Peña Nieto logró consolidar su marca política a través del 
lema “Compromiso por México” y la promesa “Te lo firmo y te lo cumplo”, 
que se convirtieron en sellos propagandísticos de su candidatura. Estas ex-
presiones, minuciosamente instrumentadas por la maquinaria electoral 
del pri y el pvem constituyeron no solo un eslogan, sino una estrategia de 
comunicación política que proyectó orden, certidumbre y eficacia en con-
traste con la percepción de desgaste que arrastraban los gobiernos del pan.

El uso eficaz de la publicidad y la mercadotecnia política fue un rasgo 
característico de la campaña peñista. Los spots impecablemente producidos, 
la narrativa del candidato joven y moderno, y la proyección de un pri re-
novado contribuyeron a devolver al partido hegemónico de antaño al poder 
presidencial. Con ello, Peña Nieto no solo capitalizó el desencanto con la 
violencia y las carencias sociales del calderonismo, sino que también repo-
sicionó al pri como un actor capaz de encabezar una nueva etapa de mo-
dernización institucional en México.

El sexenio de Enrique Peña Nieto inició con un gesto político inédito: 
la firma del Pacto por México en diciembre de 2012, suscrito por las tres 
principales fuerzas políticas del país (pri, pan y prd). Este acuerdo plantea-
ba un ambicioso programa de reformas estructurales en diversos ámbitos: 
energético, educativo, político-electoral, de telecomunicaciones, financiero, 
hacendario y laboral. El alegato central del presidente Peña Nieto y de sus 
aliados fue que dichas reformas sentarían las bases para resolver los proble-
mas nodales de la vida pública mexicana, modernizar la economía e impul-
sar la competitividad global del país.
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Las modificaciones al marco normativo generaron un entusiasmo inicial 
tanto en la esfera nacional como en la internacional. Diversos organismos 
financieros y gobiernos extranjeros aplaudieron el nuevo impulso reformista 
de México, al punto de que en febrero de 2014 la revista Time dedicó su por-
tada a Enrique Peña Nieto con el título “Saving Mexico”, presentándolo como 
el político capaz de transformar al país (Rocha, 2016). Esta narrativa, sin 
embargo, pronto sería cuestionada por la brecha entre la promesa reformista 
y los efectos reales de dichas reformas en la vida cotidiana de los mexicanos.

En ese marco, la política social de Peña Nieto se concibió como comple-
mento y legitimación de las reformas estructurales: mientras el discurso de 
cambio giraba en torno a la modernización económica, la política social debía 
sostener el piso mínimo de bienestar para enfrentar la desigualdad persistente 
y contener las tensiones derivadas de la liberalización económica. Esta doble 
función —instrumento de apoyo político y herramienta de gestión social— 
marcó el rumbo de los programas sociales durante su administración.

El hambre como plataforma del paradigma  
de política social de Peña Nieto

Más allá de su desarticulada y frenética carrera hacia las reformas estructu-
rales, Enrique Peña Nieto buscó legitimar su proyecto político a través de 
un emblema social: la Cruzada Nacional Contra el Hambre (cnch). Bajo la 
coordinación de la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol), esta estrategia 
fue presentada como la punta de lanza de su modelo de política social, con 
el propósito de atacar de manera frontal uno de los rezagos más persistentes 
de México: la inseguridad alimentaria. La cnch se institucionalizó median-
te un decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación en enero de 
2013 bajo la nomenclatura Sistema Nacional para la Cruzada contra el Ham-
bre (Sinhambre). En dicho decreto se establecía que la Cruzada sería “una 
estrategia de inclusión y bienestar social, que se implementaría a partir de 
un proceso participativo de amplio alcance, cuyo propósito era conjuntar 
esfuerzos y recursos de la Federación, las entidades federativas y los muni-
cipios, así como de los sectores público, social y privado y de organismos e 
instituciones internacionales” (dof, 2013).
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La estrategia planteó cinco objetivos específicos que pretendían articu-
lar la política alimentaria con el desarrollo social:

1.	Eliminar el hambre mediante la garantía de alimentación y nutrición 
de las personas en situación de pobreza extrema.

2.	Erradicar la desnutrición infantil, considerada una de las formas más 
graves de vulneración de derechos sociales.

3.	Aumentar la producción alimentaria y los ingresos de campesinos y 
agricultores, reconociendo la centralidad del sector rural en la segu-
ridad alimentaria.

4.	Reducir las pérdidas poscosecha que impactaban negativamente la 
disponibilidad de alimentos en comunidades rurales y semiurbanas.

5.	Promover la participación activa de las comunidades y de los propios 
beneficiarios como sujetos de derecho y no solo receptores pasivos 
de apoyos.

Para su implementación, la cnch se sustentó en cuatro componentes 
institucionales:

1.	La creación de una Comisión Intersecretarial que integraba a 19 de-
pendencias federales para coordinar acciones.

2.	La firma de acuerdos con entidades federativas y municipios con el 
fin de ampliar la corresponsabilidad y descentralizar los esfuerzos.

3.	La instauración de un Consejo Nacional de la Cruzada contra el Ham-
bre, con participación de actores públicos, privados y sociales.

4.	La formación de Comités Comunitarios, integrados por los propios 
beneficiarios, como mecanismo de participación social y contraloría 
ciudadana (Huesca, López y Palacios, 2016; de la Cruz, 2013; Garza 
et al., 2018).

Un rasgo distintivo de la cnch frente a los programas de sexenios an-
teriores fue su fundamentación en el marco de derechos sociales estableci-
dos en la Ley General de Desarrollo Social (lgds). Esto supuso un viraje 
discursivo: ya no se trataba solo de combatir la pobreza con transferencias, 
sino de garantizar derechos humanos básicos, como la alimentación, a los 
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grupos más vulnerables. En este sentido, la estrategia priorizó a la población 
en pobreza extrema, definida como aquellos mexicanos con tres o más ca-
rencias sociales (una de ellas, el derecho a la alimentación) y con ingresos 
inferiores a la línea de bienestar (Franco y Canela, 2016).

No obstante, aunque el diseño normativo parecía sólido, la cnch enfren-
tó retos significativos desde su concepción. En primer lugar, el énfasis en la 
articulación intersectorial se topó con la rigidez de las dependencias federales 
y las resistencias locales. En segundo lugar, el objetivo de incrementar la 
producción agrícola y reducir las pérdidas poscosecha chocó con proble-
mas históricos del campo mexicano, como la falta de infraestructura, la 
desigualdad en el acceso al crédito y la dependencia de importaciones. 
Finalmente, la participación comunitaria, aunque innovadora en el discur-
so, se tradujo en muchos casos en mecanismos de legitimación política más 
que en auténticos procesos de empoderamiento social (Boltvinik, 2014).

A pesar de ello, la cnch se convirtió en el emblema social del sexenio 
de Peña Nieto, presentándose como una respuesta integral al hambre y la 
desnutrición. Su narrativa de inclusión y bienestar reforzaba el discurso de 
modernización asociado al Pacto por México y pretendía mostrar un rostro 
sensible y cercano de un gobierno concentrado en reformas estructurales 
de corte económico. Sin embargo, como veremos en los apartados poste-
riores, la distancia entre los ambiciosos objetivos declarados y los resultados 
tangibles de la Cruzada terminó por evidenciar las tensiones entre retórica 
y realidad que caracterizaron la política social peñista.

Crítica generalizada a la política  
social de Peña Nieto

El sexenio de Enrique Peña Nieto (2012-2018) se caracterizó por un fuerte 
desgaste político e institucional que se tradujo en una reprobación genera-
lizada no solo en materia de gobernabilidad, corrupción e inseguridad, sino 
también en el terreno de la política social. La percepción negativa se exten-
dió desde la ciudadanía hasta los círculos académicos, de investigación e 
incluso entre dirigentes de la propia coalición que lo llevó al poder. En este 
sentido, Rocha (2016) sostuvo que, a medio camino de su gestión, el balan-
ce en materia social era claramente adverso, pues no se resolvió ningún tema 
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sustantivo de la agenda nacional y lo que quedó de manifiesto fue un país 
en crisis económica, con altos niveles de violencia, promesas incumplidas 
y un nivel de aprobación presidencial históricamente bajo.

Como ejemplo de esos fracasos, Gutiérrez (2016) documentó el caso del 
Programa para la Formalización del Empleo 2013, cuya meta inicial era in-
corporar a 200 000 trabajadores por año al sector formal. En teoría, ello sig-
nificaría 480 000 empleos en un bienio. Sin embargo, la realidad fue opuesta: 
la informalidad siguió creciendo al mismo ritmo, dejando millones de traba-
jadores sin seguridad social, prestaciones ni acceso a servicios básicos. La 
promesa de combatir la precariedad laboral quedó en mera retórica.

El mismo destino tuvo la Cruzada Nacional Contra el Hambre (cnch). 
Según la Auditoría Superior de la Federación (asf), la estrategia no cum-
plió con sus objetivos de manera alguna. Se criticó la falta de coordinación 
interinstitucional, la ausencia de un plan estratégico, y la inexistencia de 
un marco legal que reglamentara de manera efectiva el derecho a la ali-
mentación. Vega (2018) señaló que, en 2017, la cnch apenas logró atender 
al 0.1% de la población en pobreza extrema alimentaria (8 696 personas 
de un universo de 7.4 millones). La asf concluyó que la estrategia se eje-
cutó sin indicadores claros de desempeño, sin transparencia presupues-
taria y sin resultados tangibles.

La evidencia empírica mostró un panorama alarmante: entre 2013 y 
2017 la población en pobreza alimentaria creció en 7.1%, pasando de 6.9 a 
7.4 millones de personas, mientras que los recursos asignados disminuyeron 
en 14.8%, al pasar de 55 094 millones a 46 964 millones de pesos. Esta con-
tradicción expuso la brecha entre discurso y acción gubernamental: se pro-
metió “cero hambre” pero se terminó debilitando la inversión social en los 
grupos más vulnerables (Vega, 2018).

En este contexto, es pertinente señalar que no existió un verdadero mo-
delo de política social en el sexenio de Peña Nieto. La noción de desarrollo 
endógeno, capaz de detonar cambios estructurales en la calidad de vida, 
nunca fue incorporada a la lógica gubernamental. Más bien, las acciones 
sociales se subsumieron a la narrativa de reformas estructurales, dejando en 
segundo plano los derechos sociales básicos. El medio Sin Embargo (2018) 
destacó que, de los 266 compromisos firmados ante notario, Peña Nieto dejó 
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132 sin cumplir, lo que lo colocó como el presidente con peor evaluación en 
materia social desde Salinas de Gortari.

La década 2008-2018, que abarca el final de Calderón y todo el sexenio de 
Peña Nieto, fue calificada por Infobae (2019) como una “década de fracaso en 
programas sociales”. Según datos del Coneval (2018), el número de personas 
en situación de pobreza pasó de 49.5 millones en 2008 a 52.4 millones en 2018, 
lo que mostró que los programas sociales, lejos de revertir el fenómeno, fueron 
incapaces de contenerlo. No sorprende, entonces, que en campaña Andrés 
Manuel López Obrador afirmara que en México “no existe un sistema de pro-
tección social articulado y consolidado” como en Chile o Brasil, prometiendo 
construir uno desde un enfoque territorial y participativo.

CNCH: la brecha entre diseño institucional  
y resultados sociales (2013-2017)

La Cruzada Nacional contra el Hambre (cnch), presentada como la estra-
tegia insignia de política social durante el sexenio de Enrique Peña Nieto, 
terminó evidenciando severas limitaciones en diseño, financiamiento y 
ejecución. A continuación se resumen las principales discrepancias entre 
los objetivos planteados y los resultados alcanzados:

Tabla 4.5. Balance de la CNCH

Indicador Meta oficial Resultado real Balance

Población objetivo
7.4 millones en 
pobreza extrema 
alimentaria

8 696 atendidas Apenas 0.1%

Recursos asignados 55 094 mdp (2014) 46 964 mdp (2017) -14.8%

Coordinación 
interinstitucional

10 dependencias y 
16 entidades

Ninguna reportó 
recursos claros Fracaso total

Impacto esperado “Cero hambre”
Aumento del 
7.1% en pobreza 
alimentaria

Meta incumplida

  Fuente: Vega (2018), ASF, Coneval.
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La gráfica 4.2 resume las principales fallas estructurales de la política 
social de Peña Nieto:

La Cruzada Nacional contra el Hambre careció de planeación estratégica, 
coordinación interinstitucional y recursos transparentes. Aunque se procla-
maba como un esfuerzo nacional, apenas benefició al 0.1% de la población 
en pobreza extrema alimentaria, mostrando su ineficacia. El presupuesto dis-
minuyó (–14.8%) mientras la población en pobreza alimentaria aumentó 
(+7.1%). En síntesis, la política social del sexenio quedó marcada por la des-
articulación, la ineficiencia y la falta de visión de largo plazo, lo que generó 
un fuerte rechazo ciudadano y académico. La gráfica 4.2 muestra la evolución 
de la pobreza en México (2008-2018). 

Gráfica 4.2. Evolución de la pobreza en México (2008-2018)
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El análisis de la política social en el sexenio de Enrique Peña Nieto evi-
dencia una profunda desconexión entre discurso y resultados. La llamada 
Cruzada Nacional contra el Hambre se presentó como la gran estrategia de 
inclusión y bienestar, pero en los hechos careció de planeación estratégica, 
coordinación interinstitucional y asignación transparente de recursos. La 
Auditoría Superior de la Federación concluyó que, tras cinco años de ope-
ración, apenas benefició al 0.1% de la población en pobreza extrema ali-
mentaria, al tiempo que el presupuesto disminuyó en casi 15% y la pobreza 
alimentaria aumentó más de 7%. Esta contradicción entre metas y resultados 
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reflejó una política social desarticulada, ineficaz y sin visión de largo plazo, 
lo que reforzó la percepción ciudadana y académica de fracaso.

La gráfica del Coneval (2008-2018) confirma esta tendencia: lejos de dis-
minuir, el número de personas en situación de pobreza pasó de 49.5 a 52.4 
millones, es decir, casi tres millones más de pobres en una década. Ello mues-
tra que ni los programas de Fox, ni los de Calderón, ni los de Peña Nieto lo-
graron revertir estructuralmente las condiciones de vulnerabilidad social. En 
conjunto, estas cifras revelan una década perdida en materia de política social, 
donde los programas se multiplicaron sin articularse ni responder a las causas 
estructurales de la pobreza. Tal vez sea  la razón por la que en una entrevista 
preelectoral, el candidato presidencial Andrés Manuel López Obrador 
(AMLO) de la coalición Juntos Haremos Historia, conformada por el Movi-
miento Regeneración Nacional (Morena), el Partido del Trabajo (pt) y el Par-
tido Encuentro Social (pes) para la elección de 2018, consideró que “En Mé-
xico no existe un sistema de protección social articulado y consolidado como 
sí, existe en países de similares condiciones de desarrollo como Chile y Brasil 
[…] por ello construiremos las bases para que de manera progresiva se edifi-
quen mecanismos de protección social, priorizando a los grupos poblaciona-
les en mayores condiciones de pobreza y marginación desde un enfoque te-
rritorial y participativo” (S.A, 2018). Esto nos lleva a acercarnos al modelo de 
política social implementado por AMLO.

Andrés Manuel López Obrador: 
constitucionalización y desinstitucionalización 
de la política social (2018-2014)

Andrés Manuel López Obrador, el primer presidente de izquierda en la 
historia reciente de México, tomó posesión de su cargo el 1.° de diciembre 
de 2018, dando pie a un reacomodo de la esfera política de una nación que, 
durante casi un siglo, había sido gobernada por el pri y de manera esporá-
dica por el pan. AMLO llegó a la magistratura suprema de México con un 
amplio capital social, que acompaña su trayectoria política desde hace más 
de dos décadas y con ello inició oficialmente la llamada Cuarta Transfor-
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mación1 (4T) de México. El gobierno de AMLO empezó tambor batiente, 
favorecido por el vacío de poder que propició EPN después de la proclama-
ción de los resultados de la elección presidencial en julio de 2018. Una vez 
elegido aún en calidad de candidato electo, AMLO tomó las riendas del país, 
influyendo de manera contundente en decisiones fundamentales como la 
negociación del actual Tratado entre México, Estados Unidos y Canadá 
(T-Mec) y la cancelación del Nuevo Aeropuerto de la Ciudad de México con 
sede en Texcoco. 

El documento “Proyecto de Nación 2018-2024” destaca que uno de los 
mayores flagelos de la sociedad mexicana es, sin duda, la corrupción; de ella 
se desprenden los principales problemas sociales. La política social de AMLO 
puede resumirse en la figura siguiente:

1	 La llamada Cuarta Transformación (4T) ha sido un término recurrente en la retórica pre y poselectoral de 
AMLO. El término se refiere a la visión que tiene López Obrador sobre su modelo de gobernanza, para 
eliminar los abusivos privilegios de los gobiernos anteriores en México. Asimismo, la 4T sería la manifes-
tación de un cuarto hecho histórico en México. Los tres anteriores siendo: 1) La Independencia: el movi-
miento armado para liberarse de los 300 años de dominio español y que tuvo lugar de 1810 a 1821. 2) 
La Reforma: la guerra entre liberales y conservadores de 1858 a 1861. Tras este conflicto surgieron las 
Leyes de Reforma, entre las que destaca la separación de la Iglesia y el Estado. Benito Juárez, el personaje 
que más admira López Obrador, fue el protagonista central de este momento; 3) La Revolución: conflicto 
armado contra el régimen de Porfirio Díaz entre 1910 y 1917. Al final de la Revolución se promulgó la 
Constitución que rige actualmente en México. Al igual que estos eventos históricos, a través de la 4T 
AMLO visualiza que su presidencia conlleve un cambio profundo para México (Fuentes, 2018).

Figura 4.1. Conceptualización de la política social de AMLO

Política social 
de AMLO

Desinstitucionalización

Uso discrecional de la
política social 

Baja jerarquización 
en la normativa

Falta de reglas
de operación

Constitucionalización Reforma al artículo 4

Fuente: elaboración propia.
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La apuesta inicial: constitucionalizar  
el bienestar como derecho

Uno de los movimientos políticos más trascendentes del sexenio de Andrés 
Manuel López Obrador fue su decisión de elevar a rango constitucional los 
programas sociales prioritarios. Desde el inicio de su gobierno quedó claro 
que la estrategia no se limitaba a diseñar políticas públicas, sino a blindarlas 
legalmente, de modo que ni sus sucesores ni los vaivenes políticos pudieran 
desmantelarlas. Esta apuesta se tradujo en la reforma al artículo 4º constitu-
cional, aprobada por el Congreso en 2020, que estableció la obligatoriedad 
del Estado para garantizar la pensión universal para adultos mayores, la pen-
sión para personas con discapacidad permanente, las becas para estudiantes 
en condiciones de vulnerabilidad y la gratuidad de los servicios de salud y 
medicamentos para quienes carecen de seguridad social (dof, 2020).

Con esta reforma, AMLO buscó cimentar un nuevo pacto social, donde 
el acceso a la protección social no dependiera de la voluntad política o de 
las prioridades presupuestales de cada gobierno, sino que se reconociera 
como un derecho humano fundamental. La lógica detrás de esta decisión 
partió del diagnóstico de que, durante tres décadas, los programas sociales 
habían sido utilizados como herramientas clientelares, sujetos a recortes y 
rediseños sexenales (Levy, 2020). Al constitucionalizarlos, se pretendió rom-
per con esa fragilidad y garantizar certidumbre a millones de beneficiarios.

El propio presidente López Obrador presentó esta reforma como un 
“blindaje social”, afirmando que con ella se impedía que “los programas del 
Bienestar fueran cancelados por los tecnócratas neoliberales del futuro” 
(Presidencia de la República, 2020). De este modo, el discurso presidencial 
vinculó la reforma constitucional no solo con un acto de justicia social, sino 
también con una narrativa política de ruptura con el pasado neoliberal. Así, 
la Constitución se convirtió en el espacio privilegiado para anclar el para-
digma de la Cuarta Transformación (4T).

Analistas críticos, sin embargo, han señalado que esta estrategia supuso 
una constitucionalización expansiva, es decir, el uso de la Constitución no 
como un marco normativo de principios generales, sino como un catálogo 
de programas específicos. Para el Instituto de Investigaciones Jurídicas de 
la unam (iij-unam, 2021), ello representa un riesgo de “programatización 
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constitucional”, que reduce la flexibilidad del Estado para adaptar sus polí-
ticas sociales a nuevas necesidades, además de generar tensiones fiscales 
para garantizar derechos de carácter progresivo.

A nivel internacional, organismos como la cepal celebraron la reforma, 
subrayando que México se alineaba con la tendencia de reconocer derechos 
sociales exigibles como la pensión universal y el acceso gratuito a la salud 
(cepal, 2021). Alicia Bárcena, entonces secretaria ejecutiva, señaló que el 
modelo mexicano significaba un avance hacia un Estado de bienestar trans-
versal, en contraste con el modelo focalizado heredado de Progresa-Oportu-
nidades-Prospera (Rivera, 2019). Sin embargo, otros estudios, como los del 
Centro de Investigación Económica y Presupuestaria (ciep, 2022), advirtieron 
que si bien la reforma ofrecía estabilidad jurídica, carecía de un diseño finan-
ciero sostenible, ya que los programas absorbían entre 3 y 4 puntos del pib sin 
estar acompañados de una estrategia fiscal de largo plazo.

La constitucionalización, entonces, puede interpretarse como un movi-
miento doblemente político: por un lado, fue un acto de justicia redistribu-
tiva al reconocer como derechos universales lo que antes eran concesiones 
discrecionales; por otro, funcionó como estrategia de legitimación y per-
manencia del proyecto obradorista más allá de su sexenio. En palabras de 
De la Cruz (2022), “la 4T hizo de la Constitución no solo un instrumento 
normativo, sino el vehículo de continuidad de su narrativa social”.

En síntesis, la primera mitad del sexenio de AMLO se caracterizó por 
esta apuesta constitucional, que convirtió en letra constitucional los progra-
mas del Bienestar y con ello transformó la relación entre ciudadanía y Es-
tado. No obstante, esta decisión también abrió un debate mayor: ¿es sufi-
ciente constitucionalizar derechos sociales sin fortalecer las instituciones 
encargadas de implementarlos? Esta tensión entre constitucionalización y 
desinstitucionalización será clave para evaluar el legado social del lopezo-
bradorismo, y servirá de puente para el siguiente subapartado.

Resultados, tensiones y límites  
de la constitucionalización extrema del bienestar

La constitucionalización de la política social bajo López Obrador tuvo efec-
tos inmediatos en términos de legitimidad política y aceptación ciudadana. 
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Millones de beneficiarios percibieron los programas del Bienestar como una 
conquista irreversible, un blindaje jurídico que garantizaba seguridad en el 
acceso a transferencias y apoyos básicos. No obstante, esta apuesta extrema 
por inscribir en la Constitución programas específicos generó tensiones 
profundas tanto en el diseño institucional como en la sostenibilidad del 
Estado social mexicano.

En primer lugar, si bien el Coneval (2022, 2023) reportó una disminu-
ción de la pobreza multidimensional de 41.9% en 2018 a 36.3% en 2022, 
estudios como los del ciep (2023) advirtieron que dicha reducción se debió 
más al aumento sostenido del salario mínimo y al flujo histórico de remesas 
que a la eficacia estructural de los programas sociales. La constitucionali-
zación, por sí misma, no garantizó mejores resultados en materia de inclu-
sión social, sino que consolidó un esquema de transferencias universales 
sin atender los factores de desigualdad en educación, salud y empleo.

En segundo lugar, el costo fiscal de blindar estos programas como de-
rechos universales fue significativo. Entre 2019 y 2023, los programas so-
ciales representaron entre 3 y 4 puntos del pib, cifra inédita en México para 
este rubro (ciep, 2022). Este gasto creciente no estuvo acompañado por una 
reforma fiscal progresiva, lo que generó presiones presupuestales en secto-
res como infraestructura, salud pública y educación, los cuales mostraron 
rezagos en indicadores de cobertura y calidad. Así, la constitucionalización 
extrema creó una asimetría: se garantizaban transferencias monetarias, pero 
sin fortalecer los sistemas públicos que deberían acompañarlas.

Un tercer límite fue de carácter institucional. Al blindar constitucional-
mente programas sociales, se redujo la capacidad de rediseño, evaluación y 
adaptación de políticas públicas. La asf (2022) documentó deficiencias en 
padrones de beneficiarios, duplicidades e inconsistencias operativas, pro-
blemas que, al estar constitucionalmente blindados, se volvieron más difí-
ciles de corregir. En la práctica, esto significó una especie de rigidez insti-
tucional, donde el derecho garantizado no necesariamente implicaba 
eficiencia ni calidad en su ejecución.

En cuarto lugar, surgieron tensiones en el ámbito político-electoral. El 
hecho de que los programas sociales se convirtieran en derechos universa-
les amplificó la percepción de que se trataba de mecanismos de legitimación 
política más que de políticas redistributivas con efectos estructurales. Di-
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versos críticos, como Levy (2020), advirtieron que esta estrategia corría el 
riesgo de consolidar un Estado clientelar constitucionalizado, donde la re-
distribución se vuelve menos progresiva y más uniforme, beneficiando in-
cluso a grupos que no se encuentran en situación de pobreza.

Además, la pandemia de covid-19 expuso otro límite de la constitucio-
nalización extrema. El gobierno se aferró a los programas ya establecidos 
como única respuesta social, sin desplegar medidas contracíclicas más 
amplias para apoyar al empleo formal o a las pequeñas empresas (Esquivel, 
2021). Esto provocó pérdidas laborales y un repunte de la informalidad, 
evidenciando que la rigidez de los programas constitucionalizados no era 
suficiente para enfrentar crisis extraordinarias.

En síntesis, la constitucionalización del bienestar en México bajo López 
Obrador representó un avance jurídico de gran calado, pero su aplicación 
mostró tres límites principales:

•	 Sostenibilidad fiscal frágil, sin una base tributaria que asegure la 
continuidad de los derechos.

•	 Rigidez institucional, que reduce la capacidad de rediseñar y evaluar 
los programas.

•	 Resultados sociales limitados, pues las transferencias monetarias no 
lograron transformar estructuralmente las condiciones de desigual-
dad y vulnerabilidad.

El gran dilema que deja este modelo es si la constitucionalización extre-
ma puede sostenerse como un sistema de protección social real o si queda-
rá como una conquista simbólica y electoral, incapaz de resolver las causas 
estructurales de la pobreza y la desigualdad en México.

Desinstitucionalización de la política social

La política social de Andrés Manuel López Obrador se distinguió por un 
movimiento contradictorio y, en muchos sentidos, paradójico. Por un lado, 
el presidente logró blindar constitucionalmente un conjunto de programas 
sociales prioritarios, dotándolos de un carácter de derecho universal. Este 
hecho fue celebrado en múltiples espacios académicos y políticos como un 
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avance histórico. Sin embargo, de manera simultánea, su administración 
emprendió un proceso de desinstitucionalización, debilitando las estructu-
ras técnicas, normativas y evaluativas que dan sustento y viabilidad a cual-
quier política pública. Dicho contraste, entre la fuerza jurídica de la consti-
tucionalización y la fragilidad institucional de la implementación, define 
uno de los aspectos más polémicos de su sexenio.

En este subapartado se analizan seis dimensiones de esta contradicción:

•	 los programas sociales sin instituciones sólidas, bajo un modelo te-
rritorial y directo;

•	 los problemas de financiamiento y ausencia de marcos jurídicos se-
cundarios;

•	 el desmantelamiento de instituciones preexistentes como Prospera y 
Seguro Popular;

•	 la opacidad y debilitamiento de los mecanismos de evaluación;
•	 el dilema político del legado de AMLO;
•	 un balance crítico que sintetiza los alcances y límites de esta estrategia.

a) Programas sin instituciones sólidas: la fragilidad del modelo territorial. 
Desde el arranque de la administración, López Obrador enfatizó que 
los programas sociales se entregarían “sin intermediarios”, privilegiando 
la operación directa desde el territorio. La intención era cortar cadenas 
de corrupción y clientelismo que, históricamente, se habían asociado a 
operadores políticos y a organizaciones intermediarias. Sin embargo, 
esta narrativa escondía un problema mayor: la ausencia de instituciones 
sólidas que aseguraran la correcta aplicación de los recursos.

En 2019, organismos como México Evalúa y Animal Político documen-
taron que más de 119 500 millones de pesos se destinaron a programas 
prioritarios sin reglas de operación claras ni criterios de elegibilidad trans-
parentes. Sin manuales, lineamientos o metodologías estandarizadas, los 
programas se convirtieron en ejercicios de discrecionalidad. La falta de 
marcos normativos generó un vacío en la planeación, seguimiento y eva-
luación de impactos, lo que debilitó la rendición de cuentas.
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El modelo territorial, que apostaba por la cercanía entre el Estado y la 
ciudadanía, trasladó el poder de gestión a los llamados “servidores de la nación”, 
figuras sin carrera profesional ni mecanismos institucionales de control. Lejos 
de reducir el clientelismo, este esquema generó dudas sobre su papel políti-
co-electoral, pues en muchos casos se les vinculó directamente con tareas de 
promoción del gobierno y de su partido. Así, el modelo que buscaba desburo-
cratizar terminó creando una nueva burocracia paralela sin legitimidad técni-
ca ni independencia.

La fragilidad del modelo territorial se hizo evidente durante la pandemia 
de covid-19. Sin una infraestructura institucional sólida, la entrega directa 
de apoyos se retrasó o se dispersó sin criterios de focalización, dejando 
fuera a comunidades que enfrentaban múltiples carencias. El resultado fue 
un modelo eficaz para construir lealtades políticas, pero limitado para trans-
formar estructuralmente la pobreza y la desigualdad.

b) Financiamiento incierto y ausencia de marcos jurídicos secundarios. 
Aunque el blindaje constitucional de los programas sociales fue pre-
sentado como una victoria histórica, el financiamiento de estos dere-
chos universales nunca quedó asegurado. La reforma al artículo 4º 
estableció la obligación del Estado de garantizar pensiones, becas y 
gratuidad en salud, pero no se acompañó de una reforma fiscal pro-
gresiva que asegurara fuentes permanentes de ingreso.

En promedio, entre 2019 y 2023, los programas sociales absorbieron 
entre 3 y 4 puntos del pib (ciep, 2023). Este nivel de gasto es alto para un 
país con baja recaudación tributaria como México. El problema se agravó 
por la ausencia de legislación secundaria que estableciera metodologías de 
diseño, evaluación y fiscalización de cada programa. En la práctica, se cons-
titucionalizó el gasto sin construir los instrumentos legales que garantizaran 
su sostenibilidad.

Durante la pandemia, esta debilidad se hizo evidente. Con la caída de 
la recaudación y los mayores gastos en salud, el gobierno se vio obligado a 
recortar recursos a otros rubros —como infraestructura o educación— para 
mantener el financiamiento de los programas sociales. El modelo, entonces, 
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descansó más en la voluntad política del presidente que en una estrategia 
institucional de largo plazo.

Además, la ausencia de marcos jurídicos secundarios provocó incerti-
dumbre en la aplicación de los programas. Como advirtió Ramírez (2019, 
2020), la baja jerarquía normativa de los documentos rectores de los pro-
gramas contraviene el principio de institucionalización de los derechos hu-
manos, que exige reglas claras y permanentes. Sin ellas, el blindaje consti-
tucional corre el riesgo de quedarse en un reconocimiento formal sin 
garantías efectivas de operación.

c) El desmantelamiento institucional: Prospera y Seguro Popular como 
ejemplos. La estrategia de AMLO no solo implicó crear nuevos pro-
gramas, sino también eliminar instituciones preexistentes. Dos casos 
son paradigmáticos: Prospera y el Seguro Popular.

Prospera, heredero de Progresa y Oportunidades, era considerado uno 
de los programas más evaluados de América Latina. Su transformación en 
un esquema limitado a becas educativas implicó la desaparición de sus com-
ponentes de nutrición infantil y salud preventiva, pilares para romper el 
ciclo intergeneracional de la pobreza (Vega, 2019). Esta decisión redujo un 
programa integral a una transferencia parcial sin enfoque multidimensional.

El Seguro Popular, aunque imperfecto, daba cobertura a más de 50 mi-
llones de mexicanos sin seguridad social. Su sustitución por el Insabi (y 
luego por la reciente transición hacia el imss-Bienestar) generó una crisis 
en la atención médica. La falta de planeación, los vacíos en la transición y 
la recentralización de la gestión se tradujeron en desabasto de medicamen-
tos, reducción de consultas y mayor desigualdad regional en acceso a ser-
vicios de salud (Gutiérrez y Martínez, 2022).

En ambos casos, la narrativa presidencial fue que se combatía la corrup-
ción y el despilfarro. Sin embargo, el costo social fue alto: millones de fami-
lias perdieron acceso a servicios integrales. La eliminación de instituciones 
sin construir marcos sustitutos sólidos fue un claro ejemplo de desinstitu-
cionalización, en el que la recentralización política debilitó la capacidad 
técnica del Estado.
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d)	Opacidad y debilitamiento de mecanismos de evaluación. Uno de los 
pilares de cualquier política social efectiva es la evaluación indepen-
diente. En México, el Coneval jugó ese papel, midiendo pobreza y 
evaluando programas. Bajo el sexenio de AMLO, sin embargo, esta 
institución sufrió recortes presupuestales y presiones políticas que 
limitaron su autonomía.

La asf (2022) también reportó deficiencias en padrones, duplicidades 
y ausencia de transparencia en el ejercicio de recursos de programas prio-
ritarios. Sin reglas de operación claras, la evaluación de impacto se volvió 
casi imposible. La narrativa presidencial, que privilegiaba la confianza en la 
entrega directa, desplazó la importancia de los mecanismos de monitoreo 
y rendición de cuentas.

La opacidad alcanzó incluso a la Secretaría de Bienestar, donde diversas 
auditorías revelaron que los padrones de beneficiarios contenían errores 
significativos. En lugar de fortalecer los sistemas de información y control, 
se consolidó un modelo dependiente de la discrecionalidad política. Este 
debilitamiento de los mecanismos de evaluación impidió responder a pre-
guntas esenciales: ¿los programas redujeron la pobreza de manera estruc-
tural? ¿Cuál fue su impacto real en desigualdad, salud o educación? La 
ausencia de datos confiables alimentó la percepción de que los programas 
sociales de la 4T se concibieron más como instrumentos de legitimidad 
política que como políticas públicas basadas en evidencia.

e)	El dilema del legado de AMLO. La contradicción entre constitucionali-
zación y desinstitucionalización configura un dilema central del  
legado de López Obrador. Por un lado, el presidente pasará a la historia 
como quien convirtió en derechos constitucionales pensiones, becas y 
gratuidad en salud, un acto con fuerte legitimidad simbólica. Por otro, 
el debilitamiento de las instituciones que debían implementar esos  
derechos plantea dudas sobre la sostenibilidad y efectividad del modelo.

Desde la perspectiva política, esta estrategia fue exitosa: permitió a 
AMLO consolidar una base electoral amplia y fidelizada. Sin embargo, des-
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de la perspectiva de la política pública, creó un Estado de bienestar frágil, 
dependiente de recursos fiscales inestables y de una operación centralizada.

Este dilema plantea interrogantes para el futuro. ¿Podrá el próximo go-
bierno mantener los programas sociales sin una reforma fiscal que asegure 
su financiamiento? ¿Será posible reconstituir las instituciones debilitadas 
durante la 4T? ¿Cómo garantizar que los derechos sociales reconocidos 
constitucionalmente se traduzcan en mejoras efectivas en salud, educación 
y bienestar?

La respuesta a estas preguntas determinará si el legado de AMLO se 
recuerda como un parteaguas histórico en la ampliación de derechos socia-
les o como una oportunidad desperdiciada por la falta de institucionalidad.

f) Balance crítico. En conclusión, la política social del sexenio de López 
Obrador se mueve entre dos polos: un avance jurídico innegable con 
la constitucionalización de los programas sociales, y una desinstitu-
cionalización operativa que minó su efectividad.

Los puntos analizados muestran tres grandes límites:

•	 Fragilidad técnica y normativa, con programas sin reglas claras de 
operación.

•	 Incertidumbre fiscal, al no acompañar el gasto con una reforma tri-
butaria progresiva.

•	 Debilitamiento institucional, con la eliminación de programas inte-
grales y el retroceso en mecanismos de evaluación.

La 4T apostó por blindar jurídicamente los derechos, pero sin consoli-
dar los instrumentos que los hicieran viables. Así, la constitucionalización 
extrema puede convertirse en una victoria simbólica y política, pero insu-
ficiente para transformar de raíz las condiciones de pobreza y desigualdad 
que persisten en México.
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La tabla 4.6 sintetiza cómo los programas sociales de AMLO, aunque am-
biciosos en cobertura y rentables políticamente, muestran un patrón común: 
se blindaron en la Constitución, pero se operaron debilitando marcos institu-
cionales previos. En cada caso, se sustituyó la planeación técnica y la articula-
ción intersectorial por entrega directa y control centralizado, lo que generó 
resultados ambiguos: ampliación de cobertura en el corto plazo, pero con li-
mitaciones estructurales, falta de evaluación e impactos de dudosa sostenibi-
lidad.

Impacto de los programas sociales de AMLO

El análisis del impacto de los programas sociales implementados durante la 
administración de Andrés Manuel López Obrador (2018-2024) muestra una 

Tabla 4.6. Programas emblemáticos del sexenio de AMLO y evidencias de desinstitucionalización

Programa Objetivo declarado Cambios/Acciones Resultados / Críticas Evidencia de 
desinstitucionalización

Prospera 
(eliminado)

Combate 
multidimensional 
a la pobreza 
(salud, nutrición, 
educación).

Eliminado en 2019 y 
sustituido por becas 
educativas.

Se perdió el 
componente 
integral; retroceso 
en nutrición y salud 
preventiva.

Se eliminó un 
marco intersectorial 
consolidado.

Seguro 
Popular  
InsabI   
IMSS-Bienestar

Acceso universal 
a la salud para 
población sin 
seguridad social.

Eliminación del 
Seguro Popular 
(2020), creación de 
Insabi y posterior 
reemplazo por IMSS-
Bienestar (2023).

Número de personas 
sin acceso a salud 
se duplicó (20.1 a 
39.1 millones entre 
2018-2022).

Improvisación, sin 
reglas claras, con 
vaivén institucional.

Jóvenes 
Construyendo 
el Futuro

Capacitación laboral 
para jóvenes que no 
estudian ni trabajan.

Becas directas de 
capacitación en 
empresas.

Solo 25-30% 
logró empleo 
formal; detectados 
beneficiarios 
fantasma (ASF, 
2021).

Sin mecanismos 
sólidos de seguimiento 
laboral.

Sembrando 
Vida

Reforestación y 
empleo rural.

Apoyo directo a 
campesinos para 
siembra de árboles.

Generó ingresos, 
pero incentivó 
deforestación y 
tuvo escaso control 
ambiental.

Débil articulación con 
políticas ambientales.

Becas Benito 
Juárez

Reducir abandono 
escolar y garantizar 
apoyo universal.

Becas masivas en 
todos los niveles 
(12 millones de 
estudiantes).

Cobertura amplia, 
pero sin evidencia 
clara de impacto en 
deserción escolar 
(Coneval, 2021).

Padrón centralizado, 
sin indicadores de 
impacto.

Fuente: elaboración propia.
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paradoja importante: mientras la inversión alcanzó cifras históricas, los re-
sultados en términos de reducción de la pobreza fueron modestos. La grá-
fica 4.3 ilustra la diferencia entre los recursos asignados y el impacto medi-
do en la disminución de la pobreza.

El análisis del impacto de los programas sociales implementados duran-
te la administración de Andrés Manuel López Obrador (2018-2024) exige 
ir más allá del volumen de recursos destinados y revisar los resultados ob-
tenidos en términos de reducción de la pobreza, movilidad social y bienes-
tar integral de la población. La evidencia muestra que, si bien la inversión 
en política social alcanzó montos históricos, los efectos sobre la pobreza 
fueron limitados y, en algunos casos, inconsistentes.

La gráfica 4.3 resume esta paradoja. En el eje azul se observa la inversión 
aproximada destinada a programas prioritarios como la Pensión para Adultos 
Mayores, Becas Benito Juárez, Sembrando Vida y Jóvenes Construyendo el 
Futuro, con montos que superaron los 300 000 millones de pesos anuales 
hacia el final del sexenio. Sin embargo, el eje rojo muestra la variación en la 
reducción de la pobreza (en puntos porcentuales), la cual fue mucho menor 
en comparación con el esfuerzo financiero realizado. En otras palabras, los 

Gráfica 4.3. Diferencia entre los recursos asignados y el impacto  
medido en la disminución de la pobreza
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programas absorbieron un gasto social sin precedentes, pero los resultados 
en términos de movilidad social fueron modestos, lo que refleja la falta de 
capacidad estructural para traducir inversión en transformación duradera.

Un fenómeno similar se observa en los programas de Jóvenes Constru-
yendo el Futuro y Sembrando Vida. Aunque estos absorbieron recursos 
considerables, los indicadores de empleo formal y productividad agrícola 
apenas mostraron mejoras marginales. En el primer caso, se cuestiona la 
sostenibilidad laboral de los jóvenes al concluir su capacitación; en el se-
gundo, se señala la falta de evidencia sobre incrementos sustantivos en la 
producción agrícola o mejoras ambientales duraderas.

En términos agregados, los datos del Coneval muestran que entre 2018 y 
2022 la población en situación de pobreza pasó de 41.9 a 36.3% de los mexi-
canos. Si bien esta disminución representa a más de cinco millones de personas 
que salieron de la pobreza, el indicador de pobreza extrema prácticamente no 
varió, y las brechas en acceso a salud, educación y seguridad social incluso se 
ensancharon en algunos rubros. Esto sugiere que las transferencias directas 
tuvieron un efecto paliativo inmediato, pero no modificaron de manera es-
tructural los determinantes de la pobreza (Coneval, 2023).

Un aspecto clave del impacto es la concentración del gasto: de acuerdo 
con México Evalúa (2022), más del 70% del presupuesto social se destinó a 
tres programas (Pensión Adultos Mayores, Becas Benito Juárez y Sembran-
do Vida), lo que redujo el margen de acción para políticas públicas comple-
mentarias como la salud preventiva, la mejora de infraestructura básica o 
el fortalecimiento de capacidades institucionales. Este sesgo presupuestal 
refuerza el carácter asistencialista y electoral de la política social, en detri-
mento de un enfoque integral de derechos.

El impacto de los programas sociales de AMLO puede calificarse como 
alto en inversión, pero bajo en transformación estructural. Si bien millones 
de mexicanos recibieron apoyos económicos que contribuyeron a amorti-
guar los efectos de la pandemia y la inflación, las condiciones estructurales 
de vulnerabilidad —como la informalidad laboral, la desigualdad regional 
y la debilidad institucional— permanecieron prácticamente intactas. La 
gráfica sintetiza esta contradicción: recursos crecientes no se tradujeron en 
reducciones equivalentes de la pobreza. Esto refuerza la necesidad de re-
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plantear el modelo de política social en México, transitando del asistencia-
lismo electoral hacia un enfoque institucional, integral y sostenible.

Conclusiones 

El análisis comparativo de los cuatro sexenios que marcaron el amanecer 
del siglo xxi en México revela una constante: la política social ha oscilado 
entre la promesa de transformación estructural y la realidad de una gestión 
fragmentada, asistencialista y dependiente de los ciclos políticos. A lo largo 
de los gobiernos de Vicente Fox, Felipe Calderón, Enrique Peña Nieto y 
Andrés Manuel López Obrador, la acción social del Estado mexicano se ha 
presentado como emblema de legitimidad política más que como una ver-
dadera estrategia de desarrollo sostenible.

La promulgación de la Ley General de Desarrollo Social (2004) fue un 
punto de inflexión, pues institucionalizó un marco jurídico e intersectorial para 
la política social y dio origen al Sistema Nacional de Desarrollo Social y al 
Coneval. No obstante, esta arquitectura no logró trascender la lógica de pro-
gramas sexenales y la falta de articulación entre política económica y social. 
Desde Fox hasta AMLO, los intentos por articular bienestar con productividad 
quedaron atrapados entre la retórica y la fragmentación institucional.

El sexenio de Vicente Fox (2000-2006) inauguró la alternancia política 
con grandes expectativas. Logró consolidar Oportunidades y el Seguro Po-
pular, y sentó bases para la medición técnica de la pobreza. Sin embargo, su 
modelo careció de una visión integral: priorizó la focalización sobre la uni-
versalidad, el capital humano sobre el desarrollo productivo y la expansión 
de programas sobre la transformación estructural. El foxismo instituciona-
lizó la pobreza sin erradicarla, administrando la desigualdad bajo la prome-
sa de un cambio que nunca se materializó plenamente.

Felipe Calderón (2006-2012) profundizó el modelo foxista con la estra-
tegia “Vivir Mejor”, pretendiendo vincular política social y económica. En 
los hechos, reforzó el asistencialismo y subordinó la política social a la cri-
sis de seguridad y al combate al crimen organizado. El aumento del gasto y 
de la cobertura convivió con un deterioro del bienestar estructural y con el 
crecimiento de la pobreza patrimonial. Su sexenio evidenció que sin coor-
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dinación territorial ni institucional, el incremento presupuestal no se tra-
duce en movilidad social ni en cohesión comunitaria.

Con Enrique Peña Nieto (2012-2018), la política social se convirtió en un 
dispositivo de legitimación de las reformas estructurales. La Cruzada Nacio-
nal contra el Hambre (cnch) simbolizó esa contradicción: prometió inclusión 
y bienestar, pero su ejecución fue deficiente, sin articulación intersecretarial 
ni impacto tangible. La Auditoría Superior de la Federación documentó que 
apenas benefició al 0.1% de su población objetivo. En ese sentido, la política 
social peñista representó la continuidad del fracaso: un discurso de moder-
nización sustentado en marketing político y en la inercia de la focalización.

El ciclo se completa con la llegada de Andrés Manuel López Obrador 
(2018-2024), quien propuso una ruptura al elevar los programas sociales a 
rango constitucional. La reforma al artículo 4º transformó las transferencias 
en derechos exigibles, un hito jurídico de alcance histórico. Sin embargo, la 
llamada “constitucionalización del bienestar” vino acompañada de un pro-
ceso paralelo de desinstitucionalización: se eliminaron programas y estruc-
turas técnicas consolidadas (Prospera, Seguro Popular) sin construir susti-
tutos sólidos. Así, la expansión del gasto social coexistió con rigidez 
institucional, opacidad y sostenibilidad fiscal incierta.

Desde una mirada de complejidad, los cuatro modelos de política social 
estudiados revelan un patrón sistémico de desajuste entre diseño, imple-
mentación y resultados. Cada administración redefinió los símbolos y las 
narrativas de la política social —Contigo, Vivir Mejor, Cruzada contra el 
Hambre, Bienestar—, pero mantuvo intactos los nudos estructurales: des-
igualdad regional, informalidad laboral, debilidad fiscal y escasa articulación 
intergubernamental. El Estado mexicano ha privilegiado la visibilidad po-
lítica sobre la integralidad del desarrollo humano.

El Coneval se erige como uno de los pocos legados institucionales du-
raderos de este periodo. Su papel en la medición de la pobreza y evaluación 
de programas consolidó una cultura de política pública basada en evidencia. 
Sin embargo, su autonomía ha sido recurrentemente tensionada por los 
gobiernos en turno, lo que demuestra la fragilidad de los mecanismos de 
rendición de cuentas frente al poder político.

La secuencia histórica analizada permite distinguir tres grandes etapas 
de la política social contemporánea:
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•	 La institucionalización asistencialista (2000-2006), centrada en trans-
ferencias condicionadas.

•	 La expansión y dispersión presupuestal (2006-2018), donde el gasto 
crece sin mejorar resultados estructurales.

•	 La constitucionalización populista (2018-2024), que transforma dere-
chos en anclajes políticos sin base institucional sólida.

En todas ellas, el dilema central persiste: el bienestar se ha tratado como 
política compensatoria, no como eje estructural del desarrollo nacional. Sin 
políticas de empleo, educación de calidad, salud universal y cuidados, las 
transferencias se vuelven paliativos sin capacidad transformadora.

El capítulo muestra que la evolución de la política social mexicana es 
también una historia de tensiones entre legitimidad y efectividad. Cada 
sexenio ha buscado legitimarse mediante programas emblemáticos, pero la 
falta de continuidad técnica, la escasa coordinación y la captura política del 
gasto social impiden construir un sistema sostenible. En ese sentido, la vul-
nerabilidad social sigue siendo el reflejo de un Estado que ha confundido 
protección con subsidio y equidad con distribución electoral.

El balance general indica que el Estado mexicano necesita transitar de un 
modelo de programas sexenales hacia un sistema nacional de bienestar universal, 
articulado, evaluable y financieramente sostenible. Tal sistema deberá combinar 
la protección social con la promoción de capacidades productivas, articulando 
educación, empleo y cuidados bajo un marco fiscal progresivo. Solo así será 
posible romper el círculo vicioso entre rezago educativo, informalidad laboral y 
vulnerabilidad social que ha marcado las últimas dos décadas.

Los cuatro sexenios analizados constituyen un espejo de la modernidad 
inacabada de México. El país ha logrado construir instituciones, pero no 
sistemas; ha expandido derechos, pero sin garantizar su cumplimiento; ha 
elevado el gasto social, pero sin reducir la desigualdad. La política social 
mexicana, en su metamorfosis de las últimas décadas, revela una constante 
lección: sin articulación estructural, sin gobernanza y sin visión de largo 
plazo, ningún modelo podrá convertir la asistencia en bienestar ni la trans-
ferencia en justicia social.
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5. Los avatares de la vulnerabilidad social en México

Introducción 

La vulnerabilidad social en México constituye una de las expresiones más 
complejas de las desigualdades estructurales acumuladas a lo largo de las 
últimas décadas. Su análisis implica comprender las múltiples intersecciones 
entre pobreza, rezago educativo, precariedad laboral, exclusión territorial y 
fragilidad institucional. En este marco, la vulnerabilidad no puede reducirse 
a una condición temporal o coyuntural, sino que representa una dimensión 
estructural de la desigualdad social, donde los individuos y grupos se encuen-
tran expuestos a riesgos constantes que afectan su bienestar, su seguridad y 
su capacidad de desarrollo humano (Pizarro, 2001; Cortés y Rubalcava, 2019).

A lo largo de los últimos sexenios, las transformaciones económicas y 
políticas en México (marcadas por la apertura comercial, la flexibilización 
laboral y las limitaciones del Estado social) han generado un escenario 
donde amplios sectores de la población enfrentan precarización sistemáti-
ca. Según datos del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de De-
sarrollo Social (Coneval, 2023), más del 36% de los mexicanos vive en si-
tuación de pobreza multidimensional y alrededor del 27% presenta al 
menos una carencia social severa. Estas cifras evidencian la persistencia de 
un patrón estructural de desigualdad que, pese a la expansión de programas 
asistenciales, no ha logrado modificar las bases que reproducen la exclusión.

La vulnerabilidad social en México es, por tanto, el resultado de un 
entramado de factores históricos, económicos, políticos y culturales que 
impactan directamente en las oportunidades de vida de las personas. Desde 
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la perspectiva de la teoría de la complejidad social (Morin, 2008; Kliksberg, 
2016), esta vulnerabilidad no debe entenderse como un fenómeno aislado, 
sino como una configuración multidimensional donde interactúan distintos 
tipos de desprotección: la económica (bajos ingresos), la educativa (rezago 
escolar), la sanitaria (carencia de servicios de salud), la laboral (empleo 
precario o informal) y la territorial (marginación regional).

Además, la vulnerabilidad social se intensifica con fenómenos contem-
poráneos como la violencia estructural, el cambio climático, las migraciones 
internas y transfronterizas, y la creciente brecha digital. Estos factores am-
plifican la exposición de millones de personas a situaciones de riesgo y 
dependencia, configurando un mosaico de exclusión que se perpetúa inter-
generacionalmente (cepal, 2022).

En este capítulo se propone analizar los avatares de la vulnerabilidad 
social en México, entendidos como los distintos rostros, transformaciones 
y contradicciones que adopta este fenómeno en la realidad nacional. Se 
abordará la evolución de la política social mexicana, sus aciertos y limita-
ciones frente a la complejidad de la pobreza; se examinarán las dimensiones 
del rezago educativo, laboral y cognitivo como núcleos de vulnerabilidad; 
y se evaluarán las implicaciones éticas e institucionales de los programas 
sociales en la búsqueda de un Estado garante de derechos.

Así, el objetivo central del capítulo es comprender cómo las distintas 
expresiones de la vulnerabilidad social se entrelazan en un ciclo que com-
bina exclusión, dependencia y fragilidad institucional, afectando la capaci-
dad de agencia de los individuos y la cohesión del tejido social. De esta 
forma, se busca aportar elementos para repensar la política social mexicana 
desde una perspectiva integral, humanista y de derechos.

Un acercamiento teórico-conceptual  
a la vulnerabilidad social

La delimitación y definición de los ejes paradigmáticos de las ciencias po-
líticas, sociales y humanidades están en continuo debate teórico, ideológico 
y metodológico. Tal es el caso, entre otros, de los conceptos de pobreza, 
marginación, exclusión y vulnerabilidad social. La vulnerabilidad surge como 
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un concepto analítico en las ciencias ambientales para el estudio de la po-
blación afectada por los riesgos naturales (Prowse, 2003). Los estudios sobre 
la vulnerabilidad han adquirido una dimensión multidisciplinar, lo que ha 
propiciado que se identifiquen e investiguen grupos vulnerables desde di-
ferentes perspectivas metodológicas y a distintas escalas, apareciendo así 
numerosas líneas de investigación (Sánchez y Egea, 2011). En términos 
genéricos, la vulnerabilidad hace referencia a la potencialidad de sufrir da-
ños a raíz de fenómenos o acontecimientos de orden ajeno, es decir, se en-
marca esencialmente a la situación de riesgo a la que se ven expuestas co-
munidades, familias y personas ante cambios en las condiciones del 
entorno (Labrunée y Gallo, 2005).

Sin embargo, Bell y Morce (2000) advierten que a principios del siglo 
xxi el concepto de vulnerabilidad mostró una marcada carencia de una 
teoría desarrollada, de métodos de medición (procedimientos metodológi-
cos) y, sobre todo, de indicadores aceptados y avalados por la comunidad 
científica. De Oliveira et al. (2017) consideran que más allá de los esfuerzos 
académicos realizados desde diferentes áreas, la vulnerabilidad como cate-
goría analítica aún se encuentra en debate; definirla teóricamente y pensar 
su abordaje metodológico es todavía una tarea en construcción. Asimismo, 
resulta muy complejo comprender y determinar los factores que explican 
el hecho de que personas, comunidades y grupos tengan mayor capacidad 
que otros, para enfrentar situaciones de desventaja social. 

En el ámbito teórico-conceptual, varios autores latinoamericanos des-
tacan la importancia de las investigaciones sobre la vulnerabilidad social y 
coinciden en que los enfoques teóricos centrados en el concepto de vulne-
rabilidad social desde el inicio del siglo xxi, constituyen  la base de un 
cuerpo teórico emergente que aspira a generar una interpretación sintética, 
multidimensional y de pretensiones integradoras sobre los fenómenos de la 
desigualdad y la pobreza en América Latina (González, 2009; Kaztman, 
1999b; Rodríguez, 2000; Moreno Crossley, 2008). 

En el ámbito social, la delimitación precisa de la vulnerabilidad resulta 
más compleja, aunque en algunas disciplinas es posible especificar los riesgos 
de manera relativamente uniforme, toda vez que el aspecto (dimensión) al 
que afectan esté claramente identificado. No obstante, la vulnerabilidad social 
es un componente esencial del riesgo que se manifiesta de forma diferenciada 
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entre los actores que componen un escenario adverso, por lo que en general 
se aborda de manera segmentada, ya sea por tipos o por grupos; es decir, 
enmarca una condición de padecer la incertidumbre, el riesgo, la indefensión 
o la susceptibilidad a sufrir algún tipo de daño o perjuicio (Rubio, 2012; Mo-
reno, 2008). Ya que la literatura sobre la vulnerabilidad social hoy en día es 
abundante, presentamos en la tabla 5. 1 los postulados de algunos enfoques 
teóricos. 

Tabla 5.1. Enunciados de algunos enfoques teóricos sobre la vulnerabilidad

Enfoques teóricos Enunciados/supuestos

El estructuralismo 

Este enfoque establece que la vulnerabilidad es un atributo de individuos, hogares o 
comunidades, que están vinculados a procesos estructurales que configuran situaciones 
de fragilidad, precariedad, indefensión o incertidumbre. Se trata de condiciones 
dinámicas que afectan las posibilidades de integración, movilidad social ascendente o 
desarrollo, mismas que están correlacionadas con procesos de exclusión social, que se 
traducen en trayectorias sociales irregulares y fluctuantes (González, 2009).

La teoría social

Los protagonistas de la teoría social plantean que la vulnerabilidad social es producto de 
los procesos sociales que generan una exposición desigual frente a riesgos, situaciones 
de crisis y estrés donde determinados individuos y grupos, como los adultos mayores, los 
niños y las personas con discapacidad son más propensos a sufrir los efectos de dichos 
riesgos. Esto significa que la vulnerabilidad social es producto de la combinación de 
características e interacciones entre los riesgos sociales (amenazas y exposiciones) y los 
activos/potencialidades (capacidades de afrontamiento) en contextos socioculturales 
específicos. Por la relevancia social de la vulnerabilidad, la teoría social la relaciona con 
la pobreza, marginación, exclusión social para expresar una condición de ausencia o 
limitación de recursos personales, familiares, comunitarios y socioeconómicos (Delor y 
Hubert, 2000; Schröder y Marianti, 2006; Hilhorst y Bankoff, 2004).

La teoría de riesgo 

Ese enfoque teórico establece que la especificación del riesgo o de los riesgos es 
fundamental para entender la vulnerabilidad social; dependiendo del tipo de riesgo, la 
vulnerabilidad se establece como el diferencial de capacidades de las entidades sociales 
involucradas en un escenario de riesgo; por ejemplo, se puede ser vulnerable a una 
epidemia sin serlo a un deslizamiento. Asimismo, la posibilidad de que una contingencia 
implique efectos adversos para alguna unidad de referencia (comunidad, hogar, persona, 
empresa, ecosistema, etc.) es característica esencial de dicha contingencia. Desde esta 
perspectiva, la vulnerabilidad no alude a un acontecimiento intrínsecamente negativo, 
sino a uno que puede generar daño o incertidumbre y cuyas consecuencias concretas 
pueden ser ambiguas o mixtas, combinando adversidad y oportunidad (Rubio, 2012; 
Díaz, 2018; Ocampo, 2001; Andrade y Laporta, 2009).

Las teorías 
ambientales

Este enfoque sostiene que los grupos sociales en desventaja se encuentran más 
expuestos a cualquier riesgo ambiental o medioambiental (terremotos, sequía, huracanes, 
erupciones volcánicas etc.), en tanto sus capacidades de respuesta sean limitadas, sus 
potenciales pérdidas relativas serán más importantes y sus efectos son más duraderos. 
Esos acontecimientos que se generan de forma natural o provocada en la dimensión 
espaciotemporal tendrán efectos diferenciados y marcarán esquemas de vulnerabilidad 
(con sus derivados) en particular, en zonas desfavorecidas (zonas pobres, desérticas, 
inseguras, etc.). Además, las condiciones ambientales y medioambientales tienden a ser 
preestablecidas y el proceso de exposición de diferentes tipos de actores (personas, familias, 
comunidades, hogares, empresas, ecosistemas etc.) a sus amenazas las reconstituyen en 
unidades vulnerables (Bocco, 2019; Lavell, 2004).
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El liberalismo

El liberalismo plantea la importancia del individuo y su capacidad de trascender al grupo 
o la identidad colectiva. En este sentido, este enfoque pone énfasis en los mecanismos 
susceptibles de mitigar los efectos de la vulnerabilidad social a través de la promoción 
del individuo emprendedor y flexible: una persona que desde sí misma, desde su fuerza, 
se construye sin exigirle demasiado a las instituciones públicas ni a la sociedad. Aquí, la 
vulnerabilidad social emerge la relación de interdependencia entre los actores de toma 
de decisión y el resto de la ciudadanía; las instituciones y regímenes constitucionales se 
encargan de regular las modalidades de estas relaciones, para que sean beneficiosas a 
todos los actores involucrados en la dinámica funcional de la sociedad. En este marco de 
regulación institucional, la mejor posibilidad de sobrevivencia del individuo para mitigar 
los efectos de la vulnerabilidad social consiste en autoemprenderse, desarrollando 
iniciativas propias (Rojas, 2010; Smith y Baylis, 2014).

El realismo 

El realismo parte del supuesto de que la naturaleza humana es conflictiva en esencia, 
por lo tanto, el individuo y sus grupos de intereses están en permanente la lucha por el 
poder. Asimismo, la vulnerabilidad social se torna más un resultado que un hecho casual 
o natural; más bien, es resultado de la pugna permanente por el poder entre diferentes 
tipos de actores, pugna que permite a algunos actores mantener el dominio sobre otros. 
Desde este enfoque, la vulnerabilidad social se concibe en términos utilitarios y obedece 
al segundo principio del realismo político “el interés definido en términos de poder”. 
En función de sus diferentes lógicas, intereses y sistemas de creencias, los actores del 
gobierno, responsables de la gobernanza, justifican los métodos de mitigación de la 
vulnerabilidad social a través de su legitimidad constitucional, como muestra del ejercicio 
de su poder. En este sentido, la vulnerabilidad social se nutre de outputs orgánicos, de 
la evidencia empírica y de su transformación en juicios e interpretaciones tanto por 
el gobierno como por el resto de la sociedad. Eso es lo que explica los paradigmas 
desarticulados de políticas sociales de combate a la pobreza y marginación social en 
América Latina (Smith y Baylis, 2014; Oro, 2009; Herbert, 1994; Morgenthau, 1986).

El constructivismo 

Este enfoque considera que las dimensiones estructurales de la vulnerabilidad 
sociodemográfica y ambiental son producto de una construcción social generada a partir 
de desigualdades sociales, falta de oportunidades y acceso a la protección social. En este 
sentido, la percepción social de la vulnerabilidad como constructo social, tiene como 
origen concepciones e interpretaciones que derivan de la sociedad y, como tal, resulta ser 
independiente del porvenir de individuos, grupos y sociedades diferentes que generan 
múltiples interpretaciones a partir de sus variadas percepciones. Desde esta perspectiva 
teórica, la vulnerabilidad social relacionada al riesgo no es un ente material objetivo, sino 
una elaboración, una construcción intelectual de los miembros de la sociedad que se 
presta particularmente para llevar a cabo evaluaciones sociales de probabilidades y de 
valores (Hilhorst y Bankoff, 2004; Douglas, 1987; García, 2005).

Teorías de la justicia 
distributiva

Según este enfoque, si bien los factores que generan la vulnerabilidad social están 
asociados a la distribución desigual de bienes y recursos, el foco está puesto en la 
forma que se distribuyen los factores de riesgo en una sociedad. Se trata de factores 
dinámicos que afectan el derecho a la emancipación y al desarrollo individual y/o 
colectivo. En este sentido, la vulnerabilidad social está relacionada con procesos de 
exclusión, que se traducen en trayectorias sociales irregulares y fluctuantes. Ese enfoque 
puntualiza la estructura básica de la sociedad y en ello, especialmente el modo en que 
las instituciones sociales distribuyen deberes y derechos al interior de la sociedad. 
Ese modo de redistribución en sí, se vuelve un barómetro de medición del auge o no, 
de la vulnerabilidad social. Esto significa que, a través de las instituciones, se puede 
favorecer ciertos posicionamientos de los sujetos en la sociedad, y generar, asimismo, 
desigualdades entre las personas que indudablemente influirán en sus expectativas de 
vida (Moreno, 2008; Pizarro, 2001; Vidal, 2009).
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Los supuestos vertidos en esta tabla instituyen el campo ya explorado en el 
análisis de la vulnerabilidad social, poniendo en exergo las áreas de opor-
tunidad por explorar. 

Caracterización de la vulnerabilidad social 

El denominador común de todas las acepciones precedentes puede identi-
ficarse en el enfoque cepalino1 de la vulnerabilidad social. En efecto, al con-
ceptualizar la vulnerabilidad social como el resultado de la suma entre los 
riesgos y los mecanismos para enfrentarlos, la cepal pone a la luz dos va-

1	 Desde la teoría de riesgos, la CEPAL plantea que la relevancia del concepto de riesgo para 
la noción de vulnerabilidad exige una acotación. Aquí, el riesgo hace referencia a la posibi-
lidad de que una contingencia implique efectos adversos para una unidad de referencia 
(comunidad, hogar, persona, empresa, ecosistema, etc.). Es decir, como lo vimos en el pos-
tulado de la teoría de riesgo, el riesgo puede generar daño o incertidumbre y cuyas conse-
cuencias concretas pueden vulnerar a la unidad de referencia en cuestión. 

La síntesis 
(debate neo-neo) 
neorrealismo 
neoliberalismo 
neoestructuralismo 
neorrepublicanismo

Estos enfoques, siendo racionalista por esencia, admiten que la vulnerabilidad social 
emerge, por cuestiones de intereses y estrategias de negociación e intercambios. Ven a 
la vulnerabilidad social en términos utilitarios. Es decir, plantean la problemática de como 
las condiciones estructurales del poder y de la autoridad dentro de unidades territoriales 
soberanas, pueden emplearse para fortalecer la posición de algún grupo de actores 
frente a otros. En este caso, el gobierno vs. ciudadanía (Smith y Baylis, 2014; Rojas 2010) 

La teoría de la 
complejidad

Este enfoque expresa la compleja interacción de los diferentes factores que configuran la 
vulnerabilidad social y sus impactos. Concibe a la vulnerabilidad social como un proceso 
integral, holístico y dinámico desde el supuesto de que “todo fenómeno social es uno 
y múltiple […] su diversidad es necesaria para su unidad y su unidad es necesaria para 
su diversidad”. Asimismo, expone las potencialidades, deficiencias y contradicciones 
de los actores que confluyen en la dinámica funcional de vulnerabilidad social. Por lo 
tanto, la teoría de la complejidad, indica que, a pesar de los avatares constitutivos de la 
vulnerabilidad social, los factores que la generan aun teniendo identidad propia cada 
uno, también tienen una identidad común porque están sujetas a sus reglas sustantivas 
(Fritzsche et al, 2016; Mballa, 2017). 

El pluralismo

Según este enfoque, un individuo, hogar o una comunidad es vulnerable como resultado 
del efecto conjugado de múltiples factores de riesgo; esto configura el síndrome de 
vulnerabilidad social. En este sentido, en la compleja configuración de la vulnerabilidad 
social, el pluralismo enfatiza la diversidad de actores (Estados, empresas transnacionales, 
instituciones, individuos, influencia de las élites, etc.). Una ampliación de los patrones de 
comunicación y de intercambio entre estos diferentes actores, puede reforzar el grado 
de desarrollo de la vulnerabilidad social. Asimismo, el nivel de vulnerabilidad de un 
hogar por ejemplo depende de la posesión o control de activos, es decir, de los recursos 
requeridos para el aprovechamiento de las oportunidades que brinda el medio en que 
se desenvuelve. En este sentido, la vulnerabilidad social se vuelve resultado de una 
coparticipación entre varios actores (Butler, 2017; Sanches, 2018).

Fuente: elaboración propia con base en diferentes autores. 
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riables fundamentales para analizar y, en su caso, cuantificar la vulnerabi-
lidad social; se trata de la exposición a un riesgo, así como la capacidad de 
cada actor para enfrentarlo. Con ese planteamiento, la cepal estableció, 
entre otras, la ecuación siguiente: Vulnerabilidad social = exposición a ries-
gos + incapacidad de respuesta (cepal, 2002). Esa vision cepalina nos ha 
permitido concebir la vulnerabilidad según la formulación : Vulnerabilidad 
social = carencias sociales + ineficiencia de las políticas públicas y sociales.

En el marco de este libro, la caracterización de la visión cepalina nos lleva 
a establecer que Vulnerabilidad social = exposición a riesgos + incapacidad 
de respuesta. En efecto, en este marco, la exposición a riesgos2 es determina-
da por el índice de carencia social definido por el Coneval en el estudio “Me-
dición de la pobreza en México 2008-2018”.3 El objetivo de este estudio fue 
proporcionar elementos para mejorar las políticas públicas y sociales tendien-

2	En este contexto, consideramos a la carencia social como un factor de riesgo, es decir, un 
vestibulo para que las personas sean vulnerables. Esto significa que la población en situación 
de carencia social en México es propensa a la vulnerabilidad para alcanzar el bienestar social. 

3	 Según el Coneval, ese estudio se realizó en cumplimiento de las disposiciones establecidas 
en la Ley General de Desarrollo Social (LGDS) con la finalidad de proporcionar elementos 
para mejorar las políticas públicas tendientes a la superación de la pobreza en México. En 
este sentido, las estimaciones de la pobreza en México 2018 se calcularon a partir de las ba-
ses de datos del Modelo Estadístico para la continuidad del Módulo de Condiciones Socioe-
conómicas de la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares​ 2018 (MEC del 
MCS-ENIGH 2018) que realizó el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) entre 
agosto y noviembre de 2018, y que fueron publicadas el 31 de julio 2019 (Coneval, 2018).

Figura 5.1. Concepción cepalina de la vulnerabilidad 

Vulnerabilidad

Exposición a 
riesgos

Incapacidad de 
respuesta a los 

riesgos

Fuente: elaboración propia con datos de CEPAL, 2002.
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tes a la superación de la pobreza en México. En dicho estudio, el Coneval 
realizó una medición de la pobreza en la década 2008-2018, considerando los 
cuatro indicadores siguientes: 1) la pobreza con las dimensiones: población 
en situación de pobreza, población en situación de pobreza moderada, po-
blación en situación de pobreza extrema, población en situación vulnerable 
por carencias sociales, población vulnerable por ingresos, población no pobre 
y no vulnerable; 2) la privación social con las dimensiones: población con al 
menos una carencia social, población con al menos tres carencias sociales; 3) 
los indicadores de carencia social con las dimensiones: rezago educativo, ca-
rencia por acceso a los servicios de salud, carencia por acceso a la seguridad 
social, carencia por calidad y espacios de la vivienda; carencias por acceso a 
los servicios básicos en la vivienda, carencia por acceso a la alimentación; 4) 
el bienestar con las dimensiones: población con ingreso inferior a la línea de 
pobreza extrema por ingresos, población con ingreso inferior a la línea de 
pobreza por ingreso al conceptualizar a la vulnerabilidad social como el re-
sultado de la suma de los riesgos con los mecanismos, capacidades y recursos 

Figura 5.2. Concepción propia de la vulnerabilidad
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Fuente: elaboración propia.
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para enfrentarlos. Eso nos lleva a las carencias sociales como campo de aná-
lisis para este libro.

Las carencias sociales como antesala  
para la vulnerabilidad social 

La sociedad moderna se caracteriza por los numerosos y crecientes signos 
de riesgos, inseguridad, incertidumbre y desprotección que se manifiestan 
en las esferas políticas, económicas, ambientales y socioculturales, entre 
otras. Dichos riesgos se relacionan estrechamente con algunos rasgos cen-
trales de la sociedad, como la globalización, la complejidad inherente a la 
diferenciación institucional, la revolución tecnológica, la pobreza, la mar-
ginación social y la aplicación de la reflexividad en todos los campos de la 
vida humana. Ulrich Beck sintetizó esos riesgos en su libro La sociedad del 
riesgo: Hacia una nueva modernidad (1986).  En este sentido, la pobreza, 
siendo un foco central de esos riesgos, y más allá de sus innumerables de-
finiciones y acercamientos teórico-conceptuales, es considerada como una 
condición socioeconómica y política en la cual las personas viven con muy 
bajos niveles de bienestar (Mballa, 2013); por lo cual un ambiente de po-
breza conlleva notables diferencias históricas entre distintas sociedades y 
países (Alonso, 2008). 

Desde la  economía  convencional,  el  ingreso y los valores materiales 
configuran el modo de conceptualización y medición de la pobreza al inte-
grar variables sociales como la educacion, alimentación, salud, entre otras; 
es decir, la pobreza se entiende como la falta de capacidades y oportunida-
des en la sociedad para el alcance de mejores condiciones de vida (Márquez 
y Ramírez, 2020). Un acercamiento holístico o multidimensional de la po-
breza engloba conceptos de bienestar económico y de derechos sociales, 
concentrados en el concepto de carencias sociales (Huerta, 2016). 

En la literatura especializada sobre el tema de la pobreza, se rescatan 
aquellas características estructurales que impiden el desarrollo individual y 
grupal y que, por extrapolación, disminuyen las posibilidades de alcanzar 
el bienestar. Se trata principalmente de características relacionadas con la 
acumulación diferencial de capacidades de desarrollo integral de las perso-
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nas. El supuesto aquí es que un ciudadano requiere como condición nece-
saria —mas no suficiente para su desarrollo— de un adecuado entorno 
familiar y social, un ingreso mínimo, una atención sanitaria temprana, una 
alimentación sana, adecuadas condiciones sanitarias en la vivienda, un am-
biente seguro y limpio en la comunidad, buena educación y crucialmente 
un mercado laboral con oportunidades (Sales, 2012). La falta de esas con-
diciones básicas enmarca la plataforma de las carencias sociales. 

En este sentido, el término carencia se refiere a la falta o privación de 
algo a una unidad de referencia (seres humanos, vegetales, animales, comu-
nidades etc.). En el ámbito social, la carencia implica la privación de una o 
múltiples variables sociales, susceptibles de determinar el grado de desen-
volvimiento de alguna unidad de referencia (individuo, familia, grupo, co-
munidad…) dentro de la sociedad. En el contexto mexicano, Cano y Fuen-
tes (2019) estiman que la carencia social se determina cuando una persona 
se ve restringida para ejercer uno o más derechos definidos por los seis 
indicadores señalados en el artículo 35 de la Ley General de Desarrollo 
Social: rezago educativo, acceso a los servicios de salud, acceso a la seguri-

Figura 5.3. Dimensiones del indicador de carencias sociales
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Fuente: elaboración propia con base en Coneval, 2018.
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dad social, calidad y espacios de la vivienda, servicios básicos de la vivien-
da y acceso a la alimentación. 

Asimismo, el Coneval, como ya se ha mencionado, congrega seis facto-
res o dimensiones que componen el indicador de carencia social como lo 
indica la figura siguiente:

Como lo indica este esquema, los factores que componen el indicador de 
carencias sociales son: el rezago educativo, la carencia por acceso a los servi-
cios de salud, la carencia por acceso a la seguridad social, la carencia por ca-
lidad y espacios de la vivienda, la carencia por acceso a los servicios básicos 
en la vivienda y la carencia por acceso a la alimentación. Estas dimensiones 
conforman el contenido factorial para que se pueda medir la carencia social, 
bajo la hipótesis4 de que la medición del pleno ejercicio de un derecho tiene 
limitaciones metodológicas, en aspectos observables y no observables.

En este sentido, el Coneval considera que los componentes del indicador 
de carencia social deben llevar a la identificación de elementos mínimos o esen-
ciales del derecho social de las personas definidos en el artículo 36 de la lgds. 
Si bien este criterio permite disponer de una aproximación operativa para la 
identificación de las carencias, implica por necesidad que aun si una persona 
no presenta una carencia determinada, no podrá suponerse que tiene asegura-
do el ejercicio pleno del derecho correspondiente (Coneval, 2010, p. 51). 

Con fundamento en esos antecedentes, el Coneval a partir de los siguien-
tes criterios generales definió el marco factorial del indicador de carencia social:

•	 Unidad de análisis: son las personas; cuando no es posible hacer una 
medición a nivel individual, se hace a nivel del hogar o de la vivien-
da y se asigna el valor correspondiente a todas las personas dentro 
de una misma unidad doméstica o vivienda.

4	 Para construir esta hipótesis, el Coneval toma el ejemplo del caso del derecho a la educación. A ese 
respecto, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) establece que “Todo indi-
viduo tiene derecho a recibir educación. El Estado —federación, estados, Distrito Federal y munici-
pios— impartirá educación preescolar, primaria y secundaria. La educación preescolar, primaria y la 
secundaria conforman la educación básica obligatoria. La educación que imparta el Estado tenderá a 
desarrollar armónicamente todas las facultades del ser humano y fomentará en él, a la vez, el amor a la 
Patria y la conciencia de la solidaridad internacional, en la independencia y en la justicia”. Si bien es 
posible identificar el nivel educativo alcanzado por una persona, es difícil obtener información acerca 
de si la educación recibida le ha permitido desarrollar armónicamente todas sus facultades, así como 
los otros elementos mencionados (Coneval, 2010).
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•	 Pertinencia conceptual: los componentes del indicador de carencia 
social deben expresar aspectos fundamentales del ejercicio de cada 
derecho social.

•	 Factibilidad empírica: los componentes del indicador de carencia so-
cial deben estimarse de manera confiable, válida y precisa a nivel 
estatal y municipal, con información generada por el inegi.

•	 Especificidad: los componentes del indicador de carencia social de-
ben identificar claramente a la población con carencia, a fin de cons-
truir indicadores dicotómicos.

•	 Utilidad para las políticas públicas: debe ser posible la reducción del 
nivel de carencia, incluso a cero, lo que implica que debe ser factible 
superar la carencia asociada.

Indicadores de las carencias sociales  
y el énfasis en el rezago educativo

El estudio de las carencias sociales en México requiere comprender la articu-
lación entre los distintos componentes que integran el sistema de medición 
de la pobreza multidimensional propuesto por el Consejo Nacional de Eva-
luación de la Política de Desarrollo Social (Coneval). Dicho sistema reconoce 
que la pobreza no puede ser entendida exclusivamente desde la insuficiencia 
de ingresos, sino como un fenómeno estructural que implica la privación del 
ejercicio efectivo de los derechos sociales fundamentales (Coneval, 2023). En 
este marco, los indicadores de carencias sociales constituyen una herramien-
ta clave para diagnosticar las desigualdades y orientar las políticas públicas 
hacia la equidad y la inclusión social (Cano y Fuentes, 2019).

De acuerdo con el Coneval como se muestra en la figura 5.3, los indi-
cadores que conforman las carencias sociales son seis:

•	 Rezago educativo,
•	 Carencia por acceso a servicios de salud,
•	 Carencia por acceso a la seguridad social,
•	 Carencia por calidad y espacios en la vivienda,
•	 Carencia por acceso a servicios básicos en la vivienda, y
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•	 Carencia por acceso a la alimentación (Coneval, 2020).

Cada uno de estos componentes refleja una dimensión específica del 
bienestar humano y social. En conjunto, proporcionan un retrato amplio de 
las limitaciones estructurales que impiden a millones de mexicanos ejercer 
sus derechos en condiciones de dignidad. Por ejemplo, la carencia por ac-
ceso a servicios de salud no sólo implica la falta de cobertura médica, sino 
también la imposibilidad de garantizar una vida saludable y productiva. Del 
mismo modo, la falta de seguridad social se traduce en precariedad laboral, 
desprotección ante riesgos y ausencia de una red institucional de apoyo ante 
contingencias.

En el caso de las carencias relacionadas con la vivienda, el acceso limi-
tado a espacios dignos y servicios básicos como agua potable, electricidad 
y drenaje sigue siendo un factor crítico de desigualdad territorial. Estas 
condiciones inciden directamente en la calidad de vida y en el desarrollo 
cognitivo y emocional de las personas, especialmente en los hogares con 
presencia de niñas, niños y adolescentes (Pérez y Hernández, 2021). La 
carencia alimentaria, por su parte, constituye un obstáculo para el desarro-
llo físico y mental adecuado, afectando las capacidades de aprendizaje, pro-
ductividad y participación social de los individuos (fao, 2022).

La siguiente tabla presenta los seis indicadores de carencia social defi-
nidos por el Coneval, los cuales constituyen una base esencial para el aná-
lisis de la pobreza multidimensional en México. Estos indicadores permiten 
evaluar el grado de privación en el ejercicio de los derechos sociales funda-
mentales, así como las desigualdades estructurales que configuran la vul-
nerabilidad social en distintos contextos territoriales y poblacionales.

La tabla 5.2 sintetiza los principales indicadores de carencia social uti-
lizados por el Coneval. Cada uno de estos indicadores refleja una dimensión 
del bienestar humano, y en conjunto, conforman una visión integral del 
grado de vulnerabilidad en México. De todas ellas, el rezago educativo des-
taca como la carencia más transversal, ya que afecta directamente la posi-
bilidad de acceder a los demás derechos, condicionando la movilidad social 
y la equidad. Este enfoque justifica que el presente libro profundice en el 



	 L O S  AVATA R E S  D E  L A  V U L N E R A B I L I D A D  S O C I A L  E N  M É X I C O �156

estudio del rezago educativo como núcleo de la vulnerabilidad estructural 
mexicana.

Sin embargo, dentro de este conjunto de carencias, el rezago educativo 
emerge como la más transversal y determinante. A diferencia de las demás 
dimensiones, el rezago educativo no sólo limita el acceso a otros derechos, 
sino que condiciona la posibilidad misma de romper los ciclos intergene-
racionales de pobreza y vulnerabilidad. El acceso, permanencia y aprove-
chamiento educativo son el punto de partida para el ejercicio de la ciuda-
danía plena, la empleabilidad, la movilidad social y el fortalecimiento del 
capital humano.

Por esta razón, el presente libro centra su análisis en el rezago educativo 
como núcleo estructural de la vulnerabilidad social en México. A través de 
este eje, se busca comprender cómo las deficiencias en el acceso, la calidad 
y la equidad educativa generan brechas cognitivas, laborales y sociales que 
perpetúan la exclusión. Asimismo, se analizarán las políticas públicas, los 
programas institucionales y los marcos normativos que han intentado abor-
dar esta problemática, valorando su impacto real en la reducción de las 
desigualdades y en la construcción de una ciudadanía más justa e inclusiva.

Tabla 5.2. Indicadores de las carencias sociales en México

Indicador de carencia 
social Definición operativa Impacto en la vulnerabilidad social

Rezago educativo
Personas que no han concluido la 
educación básica obligatoria (primaria y 
secundaria) según su edad.

Limita el acceso a empleos formales, 
ingresos dignos y participación 
ciudadana plena.

Acceso a servicios de salud
Personas sin afiliación o cobertura 
médica en instituciones públicas o 
privadas.

Aumenta la exposición a enfermedades 
y reduce la estabilidad económica de 
los hogares.

Acceso a seguridad social

Personas sin acceso a prestaciones 
laborales o mecanismos de protección 
social ante riesgos laborales, 
enfermedad o vejez.

Propicia dependencia económica y 
precariedad intergeneracional.

Calidad y espacios de la 
vivienda

Hogares con materiales precarios, 
hacinamiento o sin condiciones 
adecuadas de habitabilidad.

Impacta negativamente en la salud, 
el desarrollo infantil y el bienestar 
psicológico.

Acceso a servicios básicos 
en la vivienda

Hogares sin agua potable, electricidad o 
drenaje adecuados.

Aumenta los riesgos sanitarios y 
limita las oportunidades de desarrollo 
humano.

Acceso a la alimentación Personas con inseguridad alimentaria 
moderada o severa, según la Ensanut.

Afecta el crecimiento físico y cognitivo, 
perpetuando los ciclos de pobreza.

Fuente: elaboración propia con base en Coneval (2022).
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Conclusiones 

El análisis realizado en este capítulo ha permitido establecer que la vulne-
rabilidad social en México es una realidad estructural, sostenida por un 
entramado de desigualdades históricas y por un modelo económico que ha 
limitado la capacidad redistributiva del Estado. Los avatares de la vulnera-
bilidad se expresan en múltiples planos —económico, educativo, sanitario 
y territorial—, configurando un escenario donde amplios sectores |de la 
población permanecen expuestos a condiciones de precariedad y exclusión.

Las carencias sociales representan la manifestación empírica de esa vul-
nerabilidad. Cada dimensión —educación, salud, vivienda, seguridad social, 
alimentación y servicios básicos— constituye tanto un indicador como una 
expresión de la desigualdad estructural. Su persistencia evidencia que las 
políticas públicas, aunque bien intencionadas, han resultado insuficientes 
para revertir los mecanismos que reproducen la pobreza y la exclusión.

El rezago educativo se perfila como la carencia más estratégica y trans-
versal. No sólo incide directamente en las demás dimensiones del bienestar, 
sino que actúa como un factor multiplicador de la vulnerabilidad social. La 
falta de acceso a una educación equitativa y de calidad limita la empleabi-
lidad, reduce las oportunidades de participación ciudadana y deteriora las 
capacidades cognitivas necesarias para el desarrollo humano.

Asimismo, el rezago educativo reproduce de manera intergeneracional 
las brechas de desigualdad. Las familias con bajos niveles de instrucción 
enfrentan mayores dificultades para acceder a empleos formales, garantizar 
la salud y el bienestar de sus hijos o participar activamente en la vida públi-
ca. En este sentido, el rezago educativo no sólo es un problema individual 
o sectorial, sino un desafío estructural que compromete la cohesión social 
y el desarrollo sostenible del país (unesco, 2023).

Por lo tanto, el paso hacia el siguiente capítulo representa un tránsito 
analítico necesario: del estudio de las carencias sociales como expresión de 
la vulnerabilidad, al examen del rezago educativo como su causa y multi-
plicador más profundo. En el capítulo 6 se explorará cómo el déficit educa-
tivo constituye una forma de vulnerabilidad acumulada que impacta en la 
productividad, la ciudadanía y la estabilidad social.
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6. El rezago educativo como factor 
 de riesgo a la vulnerabilidad

Introducción 

El rezago educativo constituye uno de los problemas estructurales más per-
sistentes en México y, al mismo tiempo, un factor determinante en la repro-
ducción de la vulnerabilidad social. A diferencia de otras carencias que 
pueden mitigarse con intervenciones de corto plazo, la insuficiencia en los 
niveles de escolaridad, las brechas en el acceso a la educación de calidad y 
la deserción escolar generan impactos de largo alcance en la vida de las 
personas y en el desarrollo de las comunidades. La educación, entendida no 
solo como acceso a la escuela sino como un proceso de formación integral 
y de adquisición de capacidades, se convierte en la puerta de entrada o de 
exclusión frente a oportunidades económicas, sociales, políticas y culturales.

En México, el rezago educativo se manifiesta en múltiples dimensiones: 
analfabetismo persistente en zonas rurales e indígenas, baja conclusión de la 
educación básica y media superior, desigual acceso a la educación superior, 
y fuertes disparidades regionales y de género. Estas condiciones refuerzan 
un círculo vicioso en el que la falta de escolaridad limita el acceso a empleos 
formales, disminuye el ingreso familiar, restringe la movilidad social y redu-
ce la capacidad de los hogares para enfrentar riesgos y contingencias.

Desde una perspectiva de política social, el rezago educativo no puede 
entenderse como un problema aislado, sino como un factor estructurante 
de la vulnerabilidad social. A mayor déficit educativo, mayor exposición a 
condiciones de pobreza, marginación laboral y exclusión del bienestar so-
cioeconómico. De ahí que este capítulo busque demostrar cómo la educa-

http://comunicacion-cientifica.com


	 E L  R E Z A G O  E D U C AT I V O  C O M O  FA C T O R  D E  R I E S G O  A  L A  V U L N E R A B I L I D A D �160

ción, además de ser un derecho humano fundamental, constituye un bien 
estratégico para la cohesión social, la productividad y la competitividad de 
la nación.

El análisis se enfocará en tres dimensiones clave:

•	 El sistema educativo mexicano y las causas del rezago: incluyendo 
factores institucionales, económicos y socioculturales.

•	 El impacto del rezago en la ciudadanía: desde la marginación cognitiva 
hasta la exclusión del mercado laboral y del bienestar socioeconómico.

•	 Retos y alternativas institucionales: hacia una política pública capaz de 
enfrentar esta problemática desde un enfoque de complejidad y de de-
rechos humanos.

Este capítulo plantea que atender el rezago educativo no es únicamente 
un desafío pedagógico, sino un imperativo político y social de primer orden. 
Mientras no se logre reducir de manera significativa esta condición estruc-
tural, las políticas públicas y sociales estarán condenadas a enfrentar, una y 
otra vez, los mismos problemas de pobreza, desigualdad y vulnerabilidad 
que caracterizan a la sociedad mexicana.

Para comprender al rezago educativo como componente del indicador 
de carencia social, es indispensable conocer la visión constitucional e insti-
tucional de la estructura del sistema educativo mexicano.  

Delimitación del campo de análisis del rezago  
educativo por el Coneval

El Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) 
ha establecido parámetros claros para delimitar el rezago educativo en México. 
De acuerdo con la Norma de Escolaridad Obligatoria del Estado Mexicano 
(neoem), una persona se considera en rezago educativo si tiene al menos 15 
años y no ha concluido la secundaria, o si no cumple con los niveles de escola-
ridad obligatoria correspondientes a su generación (Coneval, 2019). Los criterios 
específicos son:
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1.	Tener entre tres y 15 años, sin haber completado la educación básica 
obligatoria y sin asistir a un centro educativo formal.

2.	Haber nacido antes de 1982 y no contar con primaria completa.
3.	Haber nacido a partir de 1982 y no haber concluido la secundaria.

En síntesis, el rezago educativo implica que las personas no logran al-
canzar el nivel de escolaridad correspondiente a su edad, lo que las coloca 
en condiciones de desventaja social y limita su inserción laboral, cultural y 
ciudadana (dof, 2013; Muñoz, 2009).

Los datos disponibles de 2008 a 2018 muestran una reducción modera-
da del rezago educativo en México, pasando de 21.9% en 2008 a 16.9% en 
2018, lo que equivale a una disminución de 24.5 a 21.1 millones de personas 
(Coneval, 2019). Sin embargo, el avance no ha sido uniforme entre grupos 
de edad ni entre entidades federativas.

La población de tres a 15 años redujo significativamente su rezago, de 
10.6% (3.2 millones) en 2008 a 8% (2.3 millones) en 2018, reflejando los 
esfuerzos de universalización de la educación básica. En contraste, la po-
blación de 16 años o más nacida después de 1982 mostró un estancamiento, 
al pasar de 5.1 millones en 2008 a 6.3 millones en 2018, evidenciando difi-
cultades para garantizar la conclusión de la secundaria y el tránsito hacia la 
media superior.

Por su parte, el análisis territorial evidencia fuertes disparidades. Mien-
tras Chiapas (29.2%), Oaxaca (27.1%), Veracruz (25%) y Michoacán (24.2%) 
registraron los niveles más altos de rezago educativo en 2018, entidades 
como la Ciudad de México (8.1%), Nuevo León (10.1%) y Sonora (11.4%) 
se ubicaron en el extremo opuesto (Coneval, 2019). Esto revela que la des-
igualdad estructural entre regiones sigue siendo un factor determinante.

La ocde (2021) refuerza esta perspectiva al señalar que solo el 23% de 
los mexicanos de entre 25 y 64 años cuenta con estudios universitarios, cifra 
muy por debajo del promedio de 39% de los países miembros. Además, 
persisten brechas de género y edad: cerca del 18% de los adultos mayores son 
analfabetas, y dos de cada tres en esta condición son mujeres (inegi, 2020).

En conjunto, estos datos muestran que, aunque se ha logrado cierta 
reducción en el rezago educativo en la última década, el fenómeno perma-
nece como un problema estructural que afecta principalmente a poblaciones 
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rurales, indígenas y en situación de pobreza. La política educativa, en con-
secuencia, debe atender no solo la cobertura, sino también la calidad de los 
aprendizajes y la reducción de brechas regionales y de género para cumplir 
con la promesa de universalización de la educación obligatoria.

El sistema educativo mexicano  
para la comprensión del rezago educativo

En las últimas décadas, la disminución del rezago educativo en México se 
ha constituido como una meta central de las políticas públicas, dado que la 
educación es reconocida como un factor estratégico para el desarrollo social 
y económico (Alcántara, 2008; Latapí, 2009). Desde la promulgación de la 
Ley General de Educación de 1993 y, posteriormente, su actualización en 
2019, se estableció la responsabilidad del Estado no solo de garantizar el 
acceso universal a la educación, sino de ejercer una función compensatoria 
encaminada a eliminar las carencias que afectan con mayor gravedad a de-
terminadas regiones y grupos sociales (Pérez, 2017; sep, 2019).

El sistema educativo mexicano, bajo la conducción de la Secretaría de 
Educación Pública (sep), se estructura en diversos niveles y modalidades 
que reflejan tanto la aspiración de universalidad como las tensiones histó-
ricas de desigualdad, cobertura y calidad. A continuación se presenta la 
estructura general del sistema, acompañada de un análisis sobre su papel 
en la comprensión del rezago educativo.

a)	 Educación preescolar en México: avances, retos y perspectivas

La educación preescolar se ha consolidado en México como un nivel fun-
damental para el desarrollo de habilidades cognitivas, socioemocionales y 
lingüísticas en la infancia temprana. Desde la reforma de 2002, que estable-
ció su obligatoriedad en la Constitución, se reconoció que el acceso a este 
nivel debía ser universal, como un paso estratégico para reducir desigual-
dades futuras (dof, 2002). Según la unesco (2021), la educación inicial y 
preescolar es determinante en la preparación escolar, pues mejora la capa-
cidad de aprendizaje y contribuye a romper los ciclos intergeneracionales 
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de pobreza. No obstante, la calidad y cobertura de este servicio aún enfren-
tan desigualdades significativas entre áreas urbanas y rurales, así como en-
tre sectores indígenas y no indígenas (inee, 2019).

Uno de los principales avances ha sido la expansión de la matrícula: de 
acuerdo con datos de la Secretaría de Educación Pública (sep, 2022), más del 
70% de los niños de tres a cinco años están inscritos en instituciones de prees-
colar. Sin embargo, esta cifra oculta disparidades, ya que la cobertura en co-
munidades rurales y en estados con mayor marginación, como Oaxaca y Chia-
pas, se mantiene por debajo del promedio nacional (inegi, 2020). En este 
sentido, Pérez y Valdez (2014) señalan que el acceso por sí solo no garantiza 
igualdad de oportunidades, puesto que los beneficios dependen en gran me-
dida de la calidad pedagógica y de los recursos materiales disponibles.

En términos de calidad, los retos son múltiples. Estudios recientes del 
Banco Mundial (2021) destacan que en México la proporción alumno-do-
cente es elevada, lo cual limita la atención personalizada y la detección 
temprana de problemas de aprendizaje. Asimismo, la falta de infraestruc-
tura adecuada, la escasa disponibilidad de materiales didácticos y la insufi-
ciente formación continua de los docentes reducen el potencial del prees-
colar como herramienta de equidad social. Tal como afirman Berlinski y 
Schady (2015), la inversión en educación temprana es la más costo-efectiva 
en comparación con otras etapas educativas, pero requiere planeación es-
tratégica y financiamiento sostenido.

Otro aspecto crucial es el enfoque intercultural y bilingüe. México, al 
ser un país pluricultural, enfrenta la necesidad de desarrollar currículos 
pertinentes para niños indígenas que fortalezcan su lengua y cultura. De 
acuerdo con Skrobot (2014), la ausencia de programas bilingües efectivos 
en la primera infancia contribuye al rezago educativo y a la pérdida de len-
guas originarias. En este sentido, los esfuerzos por implementar modelos 
interculturales aún son fragmentarios y dependen de iniciativas locales más 
que de una política nacional sólida (inee, 2019).

Por último, es importante señalar que el impacto del rezago en la edu-
cación preescolar se refleja directamente en los niveles posteriores. Investi-
gaciones de Heckman (2006) muestran que los déficits de la primera infan-
cia difícilmente se compensan en etapas posteriores. Por lo tanto, la atención 
integral al preescolar en México no solo implica garantizar cobertura uni-
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versal, sino también mejorar la calidad pedagógica, promover la inclusión 
cultural y lingüística, y diseñar políticas con perspectiva territorial que atien-
dan a la población más vulnerable. La falta de atención en este nivel cons-
tituye uno de los factores estructurales que perpetúan la desigualdad social 
y educativa en el país.

b)	 Educación primaria: el pilar del sistema educativo mexicano

La educación primaria es considerada la columna vertebral del sistema edu-
cativo mexicano. Desde la promulgación de la Ley General de Educación 
de 1993, este nivel ha sido obligatorio y constituye el punto de partida para 
la formación de capital humano básico (Pérez, 2017). Su importancia radi-
ca en que garantiza el dominio de competencias esenciales como la lectura, 
la escritura, el cálculo matemático elemental y la comprensión del entorno 
social. Sin embargo, los avances logrados en cobertura y permanencia con-
trastan con los desafíos en calidad, equidad y aprendizajes efectivos.

En términos de cobertura, la educación primaria en México ha alcan-
zado niveles cercanos a la universalización. Según el inegi (2020), la tasa 
neta de escolarización en primaria supera el 95%, lo que refleja un logro 
histórico en acceso. No obstante, este indicador debe analizarse junto con 
las tasas de eficiencia terminal y de abandono escolar. El inee (2019) repor-
ta que cerca del 10% de los estudiantes no concluye este nivel en el tiempo 
establecido, y que la repetición de grado sigue siendo un problema recu-
rrente en contextos rurales y marginados. Estos datos evidencian que la 
universalización del acceso no equivale a garantizar aprendizajes plenos.

En materia de calidad, las evaluaciones nacionales e internacionales han 
mostrado resultados preocupantes. El Estudio Internacional de Progreso en 
Comprensión Lectora (pirls, 2016) y el Programa para la Evaluación Inter-
nacional de Estudiantes (pisa, 2018) sitúan a México por debajo del pro-
medio de la ocde en competencias básicas de lectura y matemáticas. Estos 
resultados ponen de relieve que, aunque la cobertura es amplia, los apren-
dizajes adquiridos son insuficientes para enfrentar los retos de la sociedad 
del conocimiento. De acuerdo con Latapí (2009), la educación primaria en 
México se ha caracterizado por una tensión constante entre cantidad y ca-
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lidad, privilegiando la expansión de matrícula sobre la mejora de contenidos 
y métodos.

Un aspecto clave del rezago en primaria está asociado a las desigualda-
des regionales y socioeconómicas. Estudios del Coneval (2022) confirman 
que los niños de hogares en situación de pobreza extrema tienen menor 
probabilidad de concluir la primaria en comparación con aquellos de ho-
gares no pobres. La falta de infraestructura escolar adecuada, la escasez de 
materiales didácticos y las carencias en capacitación docente afectan prin-
cipalmente a comunidades rurales e indígenas, perpetuando brechas que se 
reflejan en la educación secundaria y media superior. Así, la primaria, en 
lugar de ser un espacio compensatorio, reproduce las desigualdades estruc-
turales de la sociedad mexicana (Martínez, 2012).

Asimismo, la calidad docente sigue siendo un tema de debate. A pesar 
de la reforma educativa de 2013 y los esfuerzos posteriores por mejorar la 
formación inicial y continua de los maestros, persisten deficiencias en ac-
tualización pedagógica, métodos de enseñanza y dominio de contenidos 
(Ornelas, 2015). La dependencia de un currículum homogéneo a nivel na-
cional ha limitado la posibilidad de atender las necesidades locales, lo que 
reduce la pertinencia educativa y el impacto en comunidades diversas.

Finalmente, la educación primaria enfrenta el reto de preparar a los 
estudiantes para la transición a la secundaria. Según la sep (2022), el rezago 
en comprensión lectora y matemáticas en sexto grado es uno de los factores 
que explican el fracaso escolar en la secundaria. Por ello, fortalecer este 
nivel implica no solo garantizar la cobertura, sino también mejorar la per-
tinencia de los contenidos, la calidad de la enseñanza y la equidad en la 
asignación de recursos. La primaria, como nivel fundacional, es decisiva 
para romper o perpetuar los ciclos de vulnerabilidad educativa en México.

c)	 Educación secundaria: entre la obligatoriedad y el rezago persistente

Desde 1993, la educación secundaria en México se estableció como obliga-
toria, representando un paso crucial para consolidar la educación básica 
(dof, 1993). Se imparte en distintas modalidades: general, técnica, telese-
cundaria y secundaria para trabajadores o adultos. En la práctica, constitu-
ye un nivel puente entre la educación primaria y la media superior, pero 
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también uno de los eslabones más frágiles del sistema educativo mexicano. 
De acuerdo con el inee (2019), aunque la tasa neta de escolarización alcan-
za alrededor del 88%, el abandono escolar en este nivel ronda el 5%, con 
mayor incidencia en zonas rurales e indígenas.

Uno de los principales problemas radica en la calidad del aprendizaje. 
Según datos de Planea (2017), más del 60% de los estudiantes de secundaria 
obtuvo resultados insuficientes en matemáticas y comprensión lectora. Esto 
refleja que el rezago educativo se acumula desde primaria y se agrava en se-
cundaria. Martínez Rizo (2012) advierte que este nivel se convierte en un 
filtro social: mientras los jóvenes de sectores urbanos y con mayores ingresos 
tienden a continuar hacia la media superior, los de zonas marginadas enfren-
tan barreras que los conducen al abandono escolar y al empleo informal.

La telesecundaria, diseñada para atender comunidades rurales y disper-
sas, ha sido clave en la expansión de cobertura. No obstante, diversos estu-
dios revelan que esta modalidad presenta limitaciones en infraestructura, 
capacitación docente y acceso a tecnologías (inegi, 2020). Ornelas (2015) 
señala que aunque la telesecundaria cumple una función compensatoria, en 
realidad refleja un modelo educativo de segunda categoría, con programas 
y recursos insuficientes para garantizar aprendizajes equivalentes a los de la 
secundaria general.

Otro aspecto relevante es el papel de la secundaria como nivel prope-
déutico. Se espera que al concluir este ciclo los estudiantes cuenten con 
competencias básicas para ingresar al bachillerato, sin embargo, los altos 
índices de reprobación y abandono limitan esa transición. De acuerdo con 
la sep (2022), uno de cada cinco jóvenes no logra concluir este nivel en la 
edad normativa. Esta situación coloca a miles de adolescentes en riesgo de 
exclusión educativa y laboral temprana, lo cual contribuye al círculo vicio-
so de pobreza y vulnerabilidad social.

Finalmente, la educación secundaria en México enfrenta el reto de rein-
ventarse en el marco de la globalización y la sociedad digital. El acceso 
desigual a internet y dispositivos electrónicos se hizo evidente durante la 
pandemia de covid-19, cuando millones de estudiantes quedaron excluidos 
del modelo de educación a distancia (cepal-unesco, 2020). Este episodio 
puso de relieve la urgencia de fortalecer competencias digitales, actualizar 
los planes de estudio y garantizar la equidad en el acceso a recursos tecno-
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lógicos. Sin una transformación profunda, la secundaria seguirá siendo un 
punto crítico del rezago educativo nacional.

d)	 Educación indígena: pluriculturalidad, rezago y resistencia

México es un país pluricultural que alberga más de 68 pueblos indígenas y 
364 variantes lingüísticas, organizadas en 11 familias lingüísticas indoame-
ricanas (Skrobot, 2014). En este contexto, la educación indígena constituye 
uno de los mayores desafíos del sistema educativo nacional. Aunque desde 
1992 la Constitución reconoció el carácter pluricultural del país, los avances 
en políticas educativas para los pueblos originarios han sido limitados y 
fragmentarios. De acuerdo con el Coneval (2022), los indígenas son el gru-
po poblacional con mayores rezagos en todos los indicadores sociales, in-
cluida la educación.

Uno de los principales problemas es la cobertura insuficiente y desigual. 
La dispersión geográfica de las comunidades indígenas dificulta la instala-
ción de escuelas completas, lo que genera planteles multigrado con un solo 
docente para varios niveles (inee, 2019). Esta situación impacta la calidad 
del aprendizaje, ya que los profesores enfrentan condiciones precarias de 
trabajo, falta de materiales didácticos pertinentes y carencia de formación 
en educación intercultural bilingüe. Como advierte Muñoz Izquierdo (2008), 
la ausencia de un modelo pedagógico robusto perpetúa la marginación edu-
cativa de estos pueblos.

En cuanto a los aprendizajes, la situación es aún más crítica. Evaluacio-
nes nacionales muestran que los niños indígenas obtienen resultados signi-
ficativamente más bajos que sus pares no indígenas en matemáticas y com-
prensión lectora (inee, 2019). Esto se explica en parte por el uso de 
programas escolares diseñados desde una perspectiva homogénea y urbana, 
que no consideran las lenguas, cosmovisiones ni los contextos comunitarios 
de los pueblos indígenas (Dietz y Mateos, 2011). Como resultado, la escue-
la se convierte en un espacio de asimilación cultural más que de fortaleci-
miento identitario.

Un aspecto positivo ha sido el desarrollo gradual de modelos de educa-
ción intercultural y bilingüe. La sep ha impulsado programas de educación 
inicial y básica en lenguas originarias, aunque con avances desiguales entre 
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estados. Investigaciones de Hamel (2016) sostienen que la educación bilin-
güe puede fortalecer la identidad cultural y mejorar los aprendizajes, siem-
pre que se implementen con pertinencia pedagógica y recursos suficientes. 
Sin embargo, la falta de continuidad presupuestal y la débil capacitación 
docente han limitado el alcance de estas iniciativas.

Por último, es importante señalar que la educación indígena está ligada 
al ejercicio de derechos humanos fundamentales. La unesco (2021) subra-
ya que garantizar educación pertinente para pueblos indígenas no solo es 
una cuestión de justicia social, sino también un requisito para cumplir con 
la Agenda 2030 en su objetivo de “no dejar a nadie atrás”. En México, la 
deuda histórica con las comunidades originarias se refleja en los rezagos 
educativos persistentes, que son tanto una expresión como un motor de 
desigualdad estructural. Mientras no se consolide un modelo intercultural 
robusto, la educación indígena seguirá siendo un ámbito de exclusión y 
resistencia.

e)	 Educación para adultos: rezago acumulado y políticas compensatorias

La educación para adultos en México ha sido históricamente un terreno de 
compensación frente al rezago acumulado en los niveles básicos. Desde la 
creación del Instituto Nacional para la Educación de los Adultos (inea) en 
1981, el objetivo ha sido ofrecer alternativas flexibles para jóvenes y adultos 
que no concluyeron su educación básica (Latapí, 2009). Según datos del 
inegi (2020), cerca de 4.4 millones de personas mayores de 15 años son 
analfabetas, y más de 30 millones no han concluido la educación básica, lo 
que evidencia la magnitud del desafío.

Uno de los pilares de esta modalidad ha sido el Modelo de Educación 
para la Vida y el Trabajo (MEVyT), implementado desde 2001, que incor-
pora contenidos vinculados a la vida cotidiana y la inserción laboral. Sin 
embargo, investigadores como Muñoz Izquierdo (2008) destacan que los 
programas del inea enfrentan altos índices de deserción, debido a la falta 
de incentivos económicos, limitaciones de tiempo por parte de los adultos 
y condiciones socioeconómicas adversas. La flexibilidad de horarios y mo-
dalidades (presencial, semipresencial y en línea) no siempre logra compen-
sar estas barreras estructurales.
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Además, la calidad de los servicios educativos para adultos ha sido ob-
jeto de críticas. Rodríguez Gómez (2015) señala que la dependencia exce-
siva de figuras solidarias (alfabetizadores voluntarios) genera precariedad 
laboral y afecta la continuidad de los programas. A ello se suma la insufi-
ciencia de materiales didácticos adaptados a las realidades socioculturales 
de las comunidades, lo que limita la apropiación del aprendizaje. Como 
afirma Rivera (2019), la educación de adultos requiere más que alfabetiza-
ción: implica un proceso de formación integral que fortalezca la ciudadanía 
y la participación social.

En el marco de la pandemia de covid-19, el rezago educativo de los adul-
tos se profundizó. La unesco (2021) advirtió que los programas de alfabeti-
zación y educación para adultos en México sufrieron recortes presupuestales 
y dificultades de continuidad, dejando a miles de personas sin acceso a opor-
tunidades de aprendizaje. Este retroceso demuestra que la educación de adul-
tos no ha sido priorizada dentro de la política educativa nacional, pese a su 
relevancia en la construcción de una sociedad más equitativa.

En conclusión, la educación para adultos en México se mantiene como un 
espacio compensatorio y fragmentado, insuficiente para revertir el rezago es-
tructural acumulado. Su fortalecimiento requiere una política pública con fi-
nanciamiento estable, formación docente especializada y articulación con 
programas de empleo, desarrollo comunitario y bienestar social. De lo con-
trario, seguirá siendo un mecanismo paliativo y no una estrategia de transfor-
mación social.

f)	 Educación media superior: expansión, desigualdad y nuevos retos

La educación media superior (ems) se consolidó como obligatoria en 2012, 
mediante la reforma al artículo 3° constitucional (dof, 2012). Este nivel 
representa un punto de inflexión en la trayectoria educativa, pues su con-
clusión es determinante para el acceso al empleo formal y la continuidad 
hacia la educación superior. En México, la ems se ofrece en tres grandes 
modalidades: bachillerato general, bachillerato tecnológico y educación 
profesional técnica (anuies, 2021).

A pesar de la expansión de la cobertura, persisten grandes desigualda-
des. De acuerdo con la sep (2022), la tasa neta de escolarización en este 
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nivel alcanzó 63% en 2020, con brechas significativas entre entidades fede-
rativas y estratos socioeconómicos. La deserción escolar es particularmen-
te crítica: más del 13% de los jóvenes abandona sus estudios en este nivel, 
siendo la pobreza y la necesidad de incorporarse al mercado laboral las 
principales causas (Coneval, 2022).

Los resultados en aprendizajes también reflejan grandes retos. Evalua-
ciones internacionales como pisa (ocde, 2019) muestran que más del 40% 
de los jóvenes mexicanos de 15 años no alcanza niveles básicos en matemá-
ticas y lectura, lo que limita su inserción en el mundo laboral y académico. 
Según Backhoff (2018), la ems en México se ha expandido cuantitativamen-
te, pero sin asegurar calidad ni pertinencia en los programas de estudio.

Otro desafío radica en la desconexión entre la ems y el mercado laboral. 
Aunque el bachillerato tecnológico y la educación profesional técnica bus-
can formar competencias específicas, muchos egresados enfrentan desem-
pleo o subempleo. Rodríguez (2016) advierte que el modelo educativo no 
está alineado con las necesidades productivas regionales, lo que deriva en 
una sobreoferta de egresados en áreas poco demandadas y una carencia en 
sectores estratégicos como ciencia, tecnología e innovación. Finalmente, la 
pandemia de covid-19 intensificó las desigualdades en este nivel. Miles de 
jóvenes abandonaron sus estudios por falta de conectividad y recursos tec-
nológicos (cepal–unesco, 2020). Este retroceso amenaza con incrementar 
el rezago educativo y perpetuar el ciclo de pobreza intergeneracional. En 
este sentido, fortalecer la ems no es solo un compromiso educativo, sino 
una condición indispensable para la competitividad económica y la cohesión 
social del país.

g)	 Educación superior: expansión, desigualdad y retos de calidad

La educación superior en México ha experimentado un proceso de expan-
sión sin precedentes en las últimas tres décadas. De acuerdo con la anuies 
(2022), la matrícula de educación superior pasó de 2.2 millones de estu-
diantes en el año 2000 a más de 4.9 millones en 2021, lo que refleja una 
ampliación sustancial de la cobertura. Sin embargo, este crecimiento no se 
ha distribuido de manera equitativa: mientras que entidades como Ciudad 
de México y Nuevo León alcanzan tasas de cobertura cercanas al 50%, es-
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tados como Chiapas y Oaxaca apenas superan el 25% (sep, 2022). Esta dis-
paridad territorial constituye una manifestación del rezago educativo que 
contribuye a la reproducción de la desigualdad social.

La calidad de los aprendizajes es otro desafío central. Según la ocde 
(2021), la educación superior mexicana presenta una baja productividad 
científica en comparación con países de la región como Brasil o Chile. El 
número de investigadores por cada 1 000 integrantes de la pea es de apenas 
1.2, muy por debajo del promedio regional. Además, aunque el país ha in-
crementado la generación de patentes y publicaciones indexadas, la mayo-
ría se concentra en unas pocas universidades públicas y privadas de élite, 
dejando a la mayoría de las instituciones en rezago.

Las políticas públicas recientes han buscado ampliar el acceso median-
te programas como la creación de las Universidades para el Bienestar Beni-
to Juárez García (ubbjg). No obstante, especialistas como Gil Antón (2020) 
cuestionan su viabilidad a largo plazo, señalando problemas en financia-
miento, infraestructura, personal académico y pertinencia curricular. La 
fragmentación institucional, sumada a presupuestos insuficientes, limita la 
capacidad de este nivel educativo para responder a los retos de la globaliza-
ción y la digitalización.

Un reto adicional es la vinculación entre educación superior y mercado 
laboral. El Observatorio Laboral de México (stps, 2022) muestra que más 
del 40% de los egresados universitarios trabaja en áreas distintas a las que 
estudiaron, lo que refleja una desconexión entre la formación académica y 
las demandas del aparato productivo. La sobreoferta de profesionales en 
áreas saturadas contrasta con la escasez de especialistas en ingeniería, tec-
nologías digitales y energías renovables.

En síntesis, aunque la educación superior mexicana se ha democrati-
zado en términos de acceso, enfrenta retos de calidad, pertinencia y equi-
dad. Superar el rezago educativo en este nivel implica fortalecer la inves-
tigación, profesionalizar al personal docente, invertir en innovación 
tecnológica y mejorar la vinculación con sectores estratégicos de desarro-
llo económico y social.
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h)	 Educación tecnológica: pertinencia y vinculación productiva

La educación tecnológica en México ha sido reconocida como una herra-
mienta clave para impulsar el desarrollo regional y atender las demandas 
del mercado laboral. Según datos del Tecnológico Nacional de México (Tec-
NM, 2022), actualmente más de 600 000 estudiantes cursan carreras de 
ingeniería y tecnología en 254 campus del sistema, lo que convierte al Tec-
NM en el principal formador de ingenieros en América Latina. Este esfuer-
zo busca responder al rezago histórico de capital humano especializado que 
limita la competitividad del país.

Sin embargo, la pertinencia de los programas aún es un desafío. Rodrí-
guez y Mendoza (2021) señalan que los planes de estudio de muchas insti-
tuciones tecnológicas permanecen desactualizados frente a los cambios 
acelerados de la cuarta revolución industrial, donde competencias digitales, 
inteligencia artificial y sostenibilidad energética se vuelven esenciales. La 
falta de actualización curricular genera un desajuste entre la formación de 
los estudiantes y las necesidades del sector productivo.

Además, persisten brechas de equidad en el acceso a la educación tec-
nológica. Mientras en regiones industriales como el Bajío la oferta educati-
va está orientada a la manufactura avanzada y la ingeniería automotriz, en 
zonas rurales y del sur del país la cobertura es menor y las carreras están 
menos diversificadas (inee, 2020). Esto amplía las desigualdades regionales 
y limita la posibilidad de que la educación tecnológica funcione como un 
verdadero mecanismo de movilidad social.

La vinculación con empresas e industrias representa un área de oportu-
nidad. La unesco (2021) recomienda fortalecer los programas de educación 
dual y prácticas profesionales para garantizar que los egresados adquieran 
experiencia en entornos reales de trabajo. Aunque algunos institutos tecno-
lógicos en México ya han adoptado este modelo, su alcance sigue siendo li-
mitado y poco homogéneo. En conclusión, la educación tecnológica mexica-
na tiene un enorme potencial para combatir el rezago educativo y generar 
movilidad social, pero requiere mayor inversión en innovación, actualización 
curricular y vinculación empresarial. Sin estas condiciones, su impacto segui-
rá fragmentado y desigual.
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i)	 Educación normal y especial: profesionalización docente e inclusión 
pendiente

La educación normal en México tiene como misión principal la formación 
de docentes para la educación básica. Desde la reforma constitucional de 
2013 y su posterior reversión parcial en 2019, el debate se ha centrado en la 
calidad y profesionalización de los futuros maestros. De acuerdo con la sep 
(2021), existen 264 escuelas normales públicas y 131 privadas en el país, que 
atienden a más de 120 000 estudiantes. Sin embargo, la anuies (2020) se-
ñala que muchas normales enfrentan carencias en infraestructura, actuali-
zación académica y profesionalización de su planta docente.

La profesionalización docente se ha vuelto un reto clave. Tras la creación 
de la Unidad del Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros 
(Usicamm) en 2019 se establecieron mecanismos de ingreso y promoción 
más transparentes, aunque persisten críticas sobre la burocratización del 
proceso (Maldonado, 2021). Para mejorar la calidad de la educación básica, 
resulta indispensable elevar los estándares de las escuelas normales y garan-
tizar que sus egresados cuenten con competencias pedagógicas, digitales e 
inclusivas.

En paralelo, la educación especial ha ganado relevancia bajo el paradig-
ma de la inclusión educativa. El inegi (2020) reporta que en México hay 
alrededor de dos millones de personas en edad escolar con alguna discapa-
cidad, pero solo el 60% tiene acceso efectivo a servicios educativos adapta-
dos. La Ley General de Educación (2019) obliga al Estado a garantizar con-
diciones de inclusión, sin embargo, la insuficiencia de personal 
especializado, materiales didácticos adaptados y políticas claras de integra-
ción limitan el cumplimiento de este mandato (dof, 2019).

En este contexto, la unesco (2020) subraya que la educación inclusiva 
debe ser vista como un derecho humano y no como un servicio comple-
mentario. Ello implica pasar de modelos segregados a estrategias de inte-
gración plena, con apoyo de tecnologías asistivas, capacitación docente y 
adecuaciones curriculares. En México, aunque existen avances normativos, 
la práctica cotidiana sigue marcada por rezagos estructurales.

En síntesis, la educación normal y la educación especial son pilares para 
garantizar el derecho a una educación inclusiva y de calidad. El fortaleci-
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miento de las normales permitirá contar con docentes preparados para en-
frentar los retos del siglo xxi, mientras que la consolidación de un sistema 
de educación especial inclusivo será crucial para reducir las brechas de des-
igualdad que afectan a millones de niños y jóvenes con discapacidad.

Contenido epistemológico  
del rezago educativo en México 

El rezago educativo en México constituye una problemática compleja y mul-
ticausal que rebasa los límites de los sistemas escolares y se enraíza en las 
condiciones sociales, económicas, culturales e institucionales en que éstos 
operan. Como bien señalan Muñoz (2009) y Schmelkes (2010), el desem-
peño educativo no puede comprenderse únicamente desde la escuela, sino 
que está atravesado por inequidades estructurales que reproducen la exclu-
sión social. Así, el rezago educativo refleja tanto la pauperización de la edu-
cación formal —marcada por limitaciones presupuestales, infraestructura 
deficiente y baja calidad de los procesos de enseñanza— como la persisten-
cia de estratos sociales vulnerables en los que los estudiantes enfrentan ba-
rreras insalvables para acceder, permanecer y concluir sus estudios.

Los primeros enfoques teóricos (Mosteller, 1972; Bowles y  Gintis, 1976) 
subrayaron la colinealidad entre factores exógenos al sistema escolar —como 
el nivel socioeconómico, la condición laboral de los padres o el capital cultural 
familiar— y los endógenos —como los currículos, la organización escolar o la 
formación docente—. Posteriormente, investigaciones mexicanas (Ezpeleta, 
1989; Ávalos, 1986; Schmelkes, 2004) confirmaron que las trayectorias educa-
tivas están profundamente condicionadas por la interacción de esas variables, 
generando círculos viciosos que perpetúan la desigualdad educativa.

En la actualidad, organismos como el Coneval (2020) y la ocde (2022) 
ratifican que México sigue enfrentando rezagos estructurales persistentes, 
donde la calidad del aprendizaje, la desigualdad territorial y la exclusión de 
grupos indígenas y rurales constituyen los principales núcleos de reproduc-
ción del problema. A pesar de los avances en cobertura, la tasa de abando-
no escolar en media superior aún supera el 10% y cerca del 20% de la po-



	 E L  R E Z A G O  E D U C AT I V O  C O M O  FA C T O R  D E  R I E S G O  A  L A  V U L N E R A B I L I D A D � 175

blación adulta mayor de 25 años no cuenta con la secundaria concluida 
(inegi, 2022).

Por lo tanto, el rezago educativo en México debe entenderse no como 
una deficiencia individual atribuible al estudiante, sino como una expresión 
de vulnerabilidad estructural, resultado de la convergencia de múltiples fac-
tores. Los factores más contundentes que se vinculan con otros se ilustran 
en la figura siguiente: 

•	 socioeconómicos (pobreza y desigualdad),
•	 estructurales (infraestructura y financiamiento),
•	 culturales (lengua, identidad y pertinencia),
•	 sistémicos (modelo educativo, gestión e innovación),
•	 familiares (capital cultural y apoyo escolar), y
•	 docentes (formación, condiciones laborales y prácticas pedagógicas).

Causas y consecuencias del rezago educativo 

La figura 6.1 ilustra las causas y consecuencias del rezago educativo en México.

Figura 6.1. Causas y consecuencias del rezago educativo
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Fuente: elaboración propia.
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A continuación analizamos a detalle el contenido epistemológico de 
cada una de esas causas. 

La pobreza y la marginación socioeconómica

El vínculo entre rezago educativo y pobreza constituye uno de los círculos 
viciosos más persistentes en la sociedad mexicana. Las necesidades educa-
tivas están íntimamente relacionadas con la capacidad adquisitiva de las 
familias, quienes deben cubrir no solo los costos directos de la escolaridad 
(uniformes, transporte, materiales), sino también los costos de oportunidad 
que implica enviar a un hijo a la escuela en lugar de incorporarlo al trabajo 
informal o doméstico. De esta manera, la pobreza y la marginación socioe-
conómica funcionan como causa y consecuencia del rezago educativo: las 
familias con bajos ingresos tienen mayores probabilidades de que sus hijos 
no ingresen al sistema escolar, lo abandonen prematuramente o permanez-
can con bajos logros de aprendizaje (Bazdresch, 2001; Martell, 2015).

El rezago educativo afecta particularmente a grupos históricamente vul-
nerables como los pueblos indígenas, las personas con discapacidad y los adul-
tos mayores. En las comunidades indígenas, la falta de pertinencia cultural y 
lingüística de la enseñanza genera condiciones de desigualdad que se suman 
a la pobreza estructural. Según Lenin y Delfín (2017), la brecha se manifiesta 
en indicadores como la tasa de analfabetismo: en 2020 alcanzaba el 12.4% en 
la población indígena, frente al 4.7% en la población general (inegi, 2021). En 
el caso de las personas con discapacidad, los problemas de accesibilidad física 
y pedagógica limitan su inclusión escolar y perpetúan su marginación.

Datos recientes del Coneval (2022) muestran que el 20.4% de la pobla-
ción mexicana se encuentra en rezago educativo, y esta proporción se ele-
va en los deciles de menor ingreso. El abandono escolar en educación me-
dia superior alcanza el 10.2%, y la asistencia escolar entre adolescentes de 
15 a 17 años es de apenas 77%, frente al 97% de los niños de seis a 11 años. 
Estas cifras revelan cómo las presiones económicas obligan a los jóvenes a 
incorporarse tempranamente al trabajo informal o a tareas de subsistencia, 
sacrificando la continuidad educativa. Así, la marginación socioeconómi-
ca amplifica la desigualdad intergeneracional: quienes provienen de hoga-
res pobres tienen menos probabilidades de acumular capital humano y, en 
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consecuencia, menos posibilidades de salir de la pobreza (Coneval, 2022; 
oecd, 2021).

Al mismo tiempo, la pobreza se alimenta del rezago educativo. Un adul-
to sin secundaria concluida enfrenta ingresos laborales hasta 40% menores 
que quienes poseen educación media superior o superior (inegi, 2022). De 
este modo, las carencias educativas se convierten en un factor estructural 
de reproducción de la desigualdad. Estudios de la unesco (2021) destacan 
que los países que no logran universalizar la educación básica enfrentan 
brechas persistentes de productividad y movilidad social, lo que restringe 
las posibilidades de desarrollo nacional. En México, esta relación es eviden-
te en las regiones con mayores niveles de rezago educativo (Chiapas, Oaxa-
ca y Guerrero), que son también las de mayor pobreza multidimensional.

En conclusión, la pobreza y la marginación socioeconómica no son úni-
camente variables explicativas del rezago educativo, sino componentes de 
un ciclo de exclusión que se retroalimenta. La falta de ingresos familiares 
limita el acceso y permanencia escolar; a su vez, el bajo nivel educativo re-
duce las oportunidades laborales y perpetúa la pobreza. Romper este círcu-
lo requiere políticas integrales que vinculen los programas de combate a la 
pobreza con estrategias educativas de calidad, con pertinencia cultural y 
territorial, así como con mecanismos de apoyo directo a las familias para 
disminuir los costos de oportunidad de la escolarización (Coneval, 2022; 
ocde, 2021).

La desintegración familiar  
como causa del rezago educativo

La desintegración familiar es un factor que incide de manera significativa 
en el rezago educativo, ya que afecta tanto la permanencia de los estudian-
tes en el sistema escolar como su rendimiento académico. Estudios han 
mostrado que los hogares monoparentales, marcados por separaciones, di-
vorcios o abandono, tienden a tener menores niveles de apoyo escolar y 
mayores dificultades para cubrir los gastos educativos, lo cual se traduce en 
trayectorias escolares interrumpidas (García y Vargas, 2018). En México, el 
inegi (2021) reportó que cerca del 30% de los hogares está encabezado por 
una sola persona adulta, lo que implica que las responsabilidades económi-
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cas y de cuidado recaen en un solo miembro, reduciendo las posibilidades 
de acompañamiento escolar.

Los niños, las niñas y adolescentes de las familias disfuncionales y des-
integradas representan un grupo significativo en la medición del rezago edu-
cativo en México. La desintegración familiar tiene varias consecuencias en 
la vida de los jóvenes al causar que las personas pierdan sus roles esenciales 
en la sociedad. Los padres en esas condiciones tienden a desresponsabilizar-
se de su rol de procreadores y asumir los imperativos que ello implica. Por 
su parte, los niños, las niñas, adolescentes y jóvenes tienden a perder el 
rumbo para preparar su futuro a través de los estudios. En esos casos, gran 
parte de la responsabilidad educativa de ese grupo recae en el propio sistema 
educativo a través del magisterio. Este factor genera varias otras causas del 
rezago educativo como el embarazo precoz, el trabajo infantil y la deserción 
escolar (Peña, Soto y Calderón, 2016; Bringas y García, 2013).

En este sentido, la desintegración familiar genera vulnerabilidades múl-
tiples: falta de supervisión en las tareas escolares, mayor propensión al tra-
bajo infantil y exposición a contextos de violencia. Según datos de la unicef 
(2020), los niños y adolescentes que viven en familias desintegradas tienen 
1.7 veces más probabilidades de abandonar la escuela antes de concluir la 
secundaria, en comparación con aquellos que habitan en familias nucleares 
estables. Esta situación se agrava en comunidades rurales e indígenas, don-
de la pobreza se combina con dinámicas familiares frágiles, dificultando el 
acceso y continuidad en la educación formal.

Otro aspecto relevante es el impacto emocional y psicológico de la desin-
tegración familiar. La ruptura de vínculos parentales puede producir senti-
mientos de inseguridad, ansiedad y desmotivación, lo que repercute en la 
asistencia y el aprovechamiento escolar (Rojas y Valdez, 2021). Desde la pers-
pectiva de la psicología educativa, el entorno familiar constituye un espacio 
de socialización primaria; cuando éste se ve debilitado, la escuela recibe estu-
diantes con mayores necesidades de apoyo socioemocional, pero sin contar 
siempre con los recursos para atenderlos. En este marco, el rezago educativo 
no solo se entiende como una falla estructural del sistema educativo, sino 
también como la consecuencia de la ausencia de entornos familiares estables 
que refuercen la importancia del aprendizaje.
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Asimismo, la corresponsabilidad de género se convierte en un elemen-
to crítico en la explicación de este fenómeno. En hogares desintegrados, las 
mujeres suelen asumir la doble carga de jefas de hogar y cuidadoras, lo que 
reduce las posibilidades de invertir tiempo y recursos en la educación de 
los hijos. Investigaciones de la cepal (2019) muestran que los hogares con 
jefatura femenina tienen menores ingresos promedio, lo que incrementa las 
probabilidades de que los hijos abandonen la escuela para integrarse tem-
pranamente al mercado laboral informal. La falta de políticas integrales de 
apoyo a estos hogares refuerza el ciclo intergeneracional de pobreza y reza-
go educativo.

Finalmente, la desintegración familiar debe entenderse como un fenó-
meno interconectado con otros factores estructurales como la pobreza, la 
violencia social y la migración. En regiones expuestas a altos niveles de 
violencia delictiva, el debilitamiento de los hogares no solo afecta la estabi-
lidad emocional de los menores, sino que también limita la movilidad es-
colar segura, aumentando los niveles de inasistencia (Martínez, 2022). Esto 
evidencia que el rezago educativo no puede analizarse únicamente desde 
las condiciones del sistema educativo, sino también desde la vulnerabilidad 
de los entornos familiares, donde la cohesión social y el apoyo parental 
resultan determinantes para el éxito escolar.

La delincuencia organizada y  
su impacto en el rezago educativo

La delincuencia organizada se ha convertido en un factor determinante en 
el rezago educativo en México. La creciente violencia vinculada al narcotrá-
fico y a las economías criminales no solo deteriora la seguridad pública, sino 
que afecta directamente las trayectorias escolares de niños, niñas y adoles-
centes. Diversos estudios han señalado que las comunidades con mayores 
índices de criminalidad presentan tasas más altas de deserción escolar, de-
bido a que la inseguridad limita la movilidad, genera miedo en los hogares 
y obliga a los estudiantes a priorizar su seguridad sobre la continuidad de 
sus estudios (Infante, Alvarado y Vera, 2010; Millán y Pérez, 2019).

En muchas regiones, la violencia ha transformado a las escuelas en te-
rritorios vulnerables, donde los alumnos no solo enfrentan el riesgo de la 
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violencia externa, sino también la presión de grupos delictivos que los re-
clutan como mano de obra. La unesco (2020) documenta que, en contex-
tos de violencia extrema, los jóvenes suelen ser presionados para abandonar 
la escuela e integrarse a actividades ilícitas, como el narcotráfico, la extor-
sión o el sicariato. Este fenómeno es especialmente grave en estados como 
Guerrero, Michoacán o Tamaulipas, donde la falta de oportunidades labo-
rales convierte a los adolescentes en blancos fáciles del crimen organizado 
(Nateras y Zaragoza, 2017).

La relación entre delincuencia y rezago educativo se explica también a 
través de la falta de expectativas de movilidad social. Cuando los jóvenes 
perciben que el esfuerzo escolar no les garantiza mejores condiciones de 
vida ni acceso a empleos formales, optan por abandonar sus estudios y 
buscar ingresos inmediatos en actividades ilícitas. De acuerdo con el Con-
sejo Ciudadano para la Seguridad y Justicia (2021), más del 40% de los 
adolescentes entrevistados en zonas de riesgo consideró que la escuela no 
era útil para mejorar sus condiciones económicas, mientras que la delin-
cuencia representaba una salida rápida, aunque peligrosa, de la pobreza.

Otro aspecto crítico es el impacto psicológico y emocional que la vio-
lencia del crimen organizado genera en los estudiantes. El Banco Mundial 
(2022) advierte que la exposición recurrente a balaceras, secuestros o ame-
nazas afecta la asistencia regular, disminuye la concentración y limita el 
desempeño académico. La violencia no solo expulsa a los jóvenes del siste-
ma escolar, sino que también deteriora la calidad del aprendizaje de quienes 
logran permanecer en él. Así, el rezago educativo se entiende no solo en 
términos de cobertura y permanencia, sino también de aprendizajes trun-
cados por la violencia estructural.

La violencia y la delincuencia organizada representan uno de los prin-
cipales factores estructurales que agravan el rezago educativo en México. 
Más allá de ser un problema de seguridad pública, la violencia impacta 
directamente en la permanencia escolar, obligando a niños, niñas y jóvenes 
a abandonar la escuela por miedo, desplazamiento forzado o cooptación del 
crimen organizado. En este sentido, los datos muestran una correlación 
preocupante entre las tasas de homicidios dolosos y el abandono escolar en 
diversos estados del país.
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La tabla 6.1 evidencia cómo las entidades con mayor tasa de homicidios 
registran también mayores niveles de abandono escolar. Esto confirma la 
hipótesis de que la violencia incide directamente en el rezago educativo, al 
limitar el acceso seguro a las escuelas y al generar condiciones de vulnera-
bilidad entre los jóvenes.

La gráfica 6.1 muestra la correlación entre la violencia homicida y el aban-
dono escolar en cinco entidades clave. Se aprecia una tendencia positiva: a 
mayor número de homicidios, mayor es también la proporción de estudiantes 

Tabla 6.1. Violencia y abandono escolar en México (2018)
Estado Tasa de homicidios (por 100 000 hab.) Tasa de abandono escolar (%)

Guerrero 63.3 6.2

Michoacán 47.5 5.9

Chihuahua 61.2 5.7

Baja California 80.0 6.5

Promedio nacional 29.1 4.4

Fuente: elaboración propia.

Gráfica 6.1. Relación entre violencia y abandono escolar en México (2020)
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que deserta del sistema educativo, reforzando la idea de que la inseguridad es 
una causa estructural del rezago educativo en México.

Finalmente, la ausencia de políticas públicas integrales que vinculen la 
seguridad con la educación ha permitido que la delincuencia organizada 
continúe afectando las trayectorias educativas. Aunque existen programas 
como Jóvenes Construyendo el Futuro, estos han sido insuficientes para 
contrarrestar la magnitud del problema, pues no logran atender las causas 
estructurales que convierten a los jóvenes en población de riesgo. La cndh 
(2020) ha señalado que el abandono escolar asociado a la violencia y al 
crimen organizado reproduce un círculo vicioso: la falta de escolaridad 
aumenta la vulnerabilidad frente al reclutamiento criminal, y la criminalidad 
incrementa el rezago educativo.

Las deficiencias estructurales  
del sistema educativo mexicano

El rezago educativo en México no puede entenderse sin atender las deficien-
cias históricas y estructurales del propio sistema educativo. Aunque el Es-
tado mexicano ha realizado esfuerzos importantes de inversión, estos no 
siempre han estado acompañados de una visión sistémica e integral que 
garantice resultados sostenibles. De acuerdo con la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde, 2019), entre 2013 y 2017 
México destinó alrededor del 5.2% de su pib a educación, una cifra compa-
rable con países de ingreso medio, pero con un retorno limitado en térmi-
nos de calidad educativa. Este fenómeno refleja una paradoja: aunque los 
recursos existen, los aprendizajes fundamentales siguen sin consolidarse.

Uno de los principales indicadores de estas deficiencias es el bajo desem-
peño en pruebas internacionales como el Programa para la Evaluación In-
ternacional de Estudiantes (pisa). Los resultados de la prueba pisa 2018 
mostraron que más del 50% de los estudiantes mexicanos de 15 años no al-
canzó el nivel mínimo de competencias en lectura, matemáticas y ciencias 
(ocde, 2019). Estos resultados no solo exhiben debilidades académicas, sino 
también inequidades estructurales: estudiantes de zonas rurales, indígenas 
o con menor nivel socioeconómico presentan un rezago aún mayor frente a 
sus pares urbanos y con mejores condiciones socioeconómicas (inee, 2018).
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El propio Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación (inee, 
antes de su desaparición en 2019) advirtió que “el Sistema Educativo Na-
cional sigue en deuda con las niñas, niños y jóvenes, pues la mayoría de los 
alumnos no logra los aprendizajes esenciales para su desarrollo académico 
y personal” (inee, 2018, p. 34). Este señalamiento expone que, más allá de 
la cobertura, persiste una profunda crisis en la calidad y pertinencia de los 
aprendizajes. Dichas deficiencias derivan, en buena medida, de una visión 
fragmentada y lineal de la educación, centrada en indicadores de acceso o 
permanencia, pero débil en enfoques de inclusión, equidad y evaluación 
formativa.

Además, las brechas educativas evidencian que los esfuerzos no han sido 
homogéneos en el territorio nacional. Según datos de la sep (2020), de cada 
100 niños y niñas que ingresan a la primaria, solo 57 logran cursar el bachi-
llerato y apenas 23 alcanzan estudios universitarios. Estas cifras se agravan 
en estados del sur y sureste del país, donde el abandono escolar es más 
elevado debido a factores de pobreza, falta de infraestructura y ausencia de 
modelos pedagógicos adecuados a la diversidad cultural (Velasco, Guillén 
y Galindo, 2018). Dicho fenómeno alimenta un círculo vicioso: el rezago 
educativo limita las oportunidades de empleo y movilidad social, lo que a 
su vez perpetúa la pobreza y la desigualdad.

Finalmente, es necesario reconocer que las deficiencias estructurales no 
solo son pedagógicas o presupuestales, sino también institucionales. La au-
sencia de continuidad en las reformas educativas y la frecuente politización 
del sector han generado inestabilidad en la implementación de políticas 
públicas. La reforma educativa de 2013, por ejemplo, centrada en la evalua-
ción docente, y la contrarreforma de 2019, con énfasis en la revalorización 
magisterial, reflejan cambios de enfoque más motivados por coyunturas 
políticas que por diagnósticos técnicos (Latapí, 2019). Esta volatilidad ins-
titucional ha obstaculizado la construcción de un sistema educativo sólido, 
integral y con visión de largo plazo.

En conclusión, las deficiencias estructurales del sistema educativo mexi-
cano explican en gran medida la persistencia del rezago educativo. Se trata 
de un problema complejo en el que convergen factores de calidad, equidad, 
continuidad institucional y pertinencia pedagógica. Superar estos retos exi-
ge un rediseño profundo de las políticas educativas que no se limite a in-
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crementar el gasto, sino que busque articular calidad, inclusión y equidad 
como ejes rectores del desarrollo nacional.

La ineficiencia de las políticas  
públicas y sociales

El rezago educativo en México no puede explicarse únicamente a partir de 
limitaciones internas de las escuelas o de factores familiares y comunitarios. 
Una de sus causas más persistentes es la ineficiencia de las políticas públicas 
y sociales que, en lugar de convertirse en palancas de transformación, se han 
quedado atrapadas en inercias asistenciales, clientelares y de corto plazo.

En las últimas décadas, la formulación de políticas sociales en México 
ha estado marcada por un enfoque (neo)positivista que privilegia la cuan-
tificación de coberturas, insumos y recursos ejercidos, pero sin construir 
diagnósticos integrales que orienten estrategias de largo plazo (Mballa, 
2018). Esta visión incrementalista —descrita por Lindblom (1959) como la 
ciencia de muddling through— se traduce en políticas que ajustan lo exis-
tente en lugar de replantear de raíz los problemas estructurales del rezago 
educativo.

Las consecuencias de esta lógica se observan en la repetida tendencia 
de los gobiernos a crear programas bandera como Contigo (Fox), Vivir 
Mejor (Calderón), la Cruzada Nacional contra el Hambre (Peña Nieto) o 
los Programas del Bienestar (AMLO). Todos prometieron combatir de ma-
nera integral la pobreza y, dentro de ella, el rezago educativo. Sin embargo, 
como han documentado Muñoz (2009) y Santizo (2019), en la práctica 
estas políticas se quedaron en la enunciación de objetivos generales, con 
poca articulación interinstitucional y sin mecanismos de evaluación que 
permitieran corregir el rumbo.

Un rasgo central de esta ineficiencia es la desarticulación intersectorial. 
El combate al rezago educativo requiere la convergencia de acciones en 
salud, empleo, desarrollo regional e inclusión social. Sin embargo, los pro-
gramas suelen operar de manera fragmentada, cada uno bajo sus propias 
reglas de operación, sin un marco común de planeación ni de evaluación 
(Coneval, 2020). El resultado es que millones de pesos se destinan a inter-
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venciones duplicadas o mal focalizadas, mientras que las carencias estruc-
turales permanecen intactas.

Además, la ausencia de evaluación rigurosa sigue siendo un obstáculo 
recurrente. Muchos programas carecen de indicadores de impacto más allá 
de la matrícula atendida o los apoyos entregados. Esta falta de evidencia 
sobre resultados reales ha permitido que políticas de bajo rendimiento se 
reproduzcan sexenio tras sexenio, legitimadas más por su potencial clien-
telar que por su efectividad transformadora (Van Dijk, 2012).

Finalmente, los efectos sociales de esta ineficiencia son palpables: de 
cada 100 niños y niñas que ingresan a primaria, apenas 23 llegan a la uni-
versidad (Gómez, 2017; inee, 2019). La cifra refleja cómo, más allá de las 
transferencias monetarias o las becas focalizadas, las políticas públicas no 
han logrado incidir en la calidad de los aprendizajes ni en la generación de 
oportunidades sostenibles de movilidad social.

En suma, la ineficiencia de las políticas públicas y sociales se traduce en 
un círculo vicioso donde los recursos se ejercen, pero los resultados perma-
necen estancados. México requiere de un cambio de paradigma, en el que 
la educación y el combate al rezago se conviertan en políticas de Estado, con 
continuidad, intersectorialidad y rendición de cuentas.

La siguiente tabla sintetiza los principales programas sociales y educativos 
implementados en México durante los últimos cuatro sexenios. A pesar de 
los recursos invertidos, persisten problemas de fragmentación, falta de eva-
luación rigurosa y desarticulación intersectorial. El cuadro permite visualizar 
las intenciones declaradas, los resultados reales y los aprendizajes institucio-
nales que pueden orientar una política social más efectiva y sostenible. 

La tabla 6.2 muestra cómo cada sexenio presentó un programa insignia 
con objetivos ambiciosos, pero con resultados limitados frente a la magnitud 
del rezago educativo y social. Los aprendizajes institucionales acumulados 
(como la creación del Coneval o la constitucionalización de derechos so-
ciales) constituyen avances, aunque aún insuficientes para transformar las 
condiciones estructurales.
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Conclusiones

El análisis presentado en este capítulo permite comprender que el rezago 
educativo en México no puede interpretarse únicamente como un déficit 
escolar individual, sino como un fenómeno estructural que refleja las pro-
fundas desigualdades sociales, económicas y territoriales que atraviesan al 
país. A lo largo del examen de las políticas educativas, de los indicadores 
del Coneval y de los factores externos como la pobreza, la marginación, la 
desintegración familiar o la violencia, se ha evidenciado que el rezago edu-
cativo constituye un determinante clave de la vulnerabilidad social.

Si bien las últimas décadas han mostrado avances cuantitativos en co-
bertura y acceso, los datos actualizados revelan que persisten brechas críti-
cas entre entidades federativas, entre población indígena y no indígena, y 
entre zonas rurales y urbanas. Estas brechas confirman que las estrategias 

Tabla 6.2. Programas sociales y educativos: entre la ineficiencia  
y los aprendizajes institucionales (2000-2024)

Sexenio Programa emblema Objetivo declarado Resultados 
observados

Aprendizajes 
institucionales

Fox  
(2000-2006)

Contigo / 
Oportunidades

Combatir pobreza 
estructural y rezago 
educativo mediante 
transferencias 
condicionadas

Expansión de 
cobertura (cinco 
millones de familias) 
pero sin articular 
políticas de empleo 
y desarrollo regional

Institucionalización 
de la medición de 
pobreza  
(CTMP  Coneval)

Calderón  
(2006-2012) Vivir Mejor

Integrar programas 
sociales y vincular 
política social con la 
económica

Fragmentación 
persistente, pobreza 
patrimonial 
aumentó, programas 
de empleo con bajo 
presupuesto

Necesidad de 
coordinación 
intersectorial y de 
indicadores claros

Peña Nieto 
(2012-2018) CNCH

Erradicar hambre 
y reducir pobreza 
extrema

Benefició apenas 
al 0.1% de la 
población objetivo; 
sin recursos claros 
ni planeación 
estratégica

Importancia de 
reglas de operación 
y evaluación con 
impacto verificable

López Obrador 
(2018-2024)

Programas del 
Bienestar

Blindar derechos 
sociales vía 
constitucionalización 
(pensiones, becas, 
apoyos)

Expansión 
de cobertura 
sin marcos 
institucionales 
sólidos; riesgo de 
clientelismo

Relevancia de 
articular derechos 
sociales con 
financiamiento 
sostenible y políticas 
complementarias

Fuente: elaboración propia.
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implementadas han sido insuficientes para generar igualdad de oportuni-
dades educativas sostenibles, y que el rezago educativo continúa reprodu-
ciendo ciclos de exclusión y pobreza intergeneracional.

En suma, el rezago educativo no solo limita el acceso a mejores condi-
ciones de vida, sino que afecta de manera directa la capacidad de inserción 
social, económica y política de amplios sectores de la población. De esta 
manera, se convierte en un factor de riesgo estructural de vulnerabilidad 
social, cuyo impacto se amplifica en contextos de precariedad laboral, vio-
lencia e inequidad territorial.

No obstante, para comprender a cabalidad las implicaciones del rezago 
educativo, es necesario ampliar el análisis hacia dimensiones menos visibles, 
pero igualmente determinantes: las capacidades cognitivas, emocionales y 
culturales que se ven afectadas cuando los individuos y comunidades per-
manecen fuera del circuito educativo formal.

En este sentido, el siguiente capítulo profundizará en el rezago educati-
vo como factor de vulnerabilidad cognitiva, abordando cómo la falta de 
formación académica incide en la construcción de habilidades críticas, en 
el ejercicio de los derechos ciudadanos y en la posibilidad de enfrentar de 
manera autónoma los retos de un mundo globalizado y digital. Este tránsi-
to permite reconocer que la exclusión educativa no solo condena a la po-
breza material, sino también a la pobreza cognitiva, ampliando las desigual-
dades en la sociedad mexicana contemporánea.
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7. El rezago educativo como factor  
de vulnerabilidad cognitiva

Introducción

El rezago educativo suele medirse como el incumplimiento de la escolaridad 
obligatoria por edad o cohorte. Sin embargo, su significado social rebasa el 
conteo de años de estudio: implica déficits en la adquisición, actualización 
y uso social del conocimiento, es decir, en las capacidades cognitivas que 
permiten comprender el entorno, deliberar con evidencia y ejercer derechos. 
Desde el enfoque de las capacidades (capability approach), la educación 
expande libertades reales al habilitar funcionamientos valiosos; cuando ese 
proceso se interrumpe o se vuelve de baja calidad, se estrecha la agencia de 
las personas y se amplían sus vulnerabilidades (Sen, 1999; Nussbaum, 2011). 
En clave sociológica, la escuela también distribuye capital cultural —dispo-
siciones, lenguajes y repertorios— que condiciona oportunidades; la ausen-
cia o precariedad de dicho capital profundiza la exclusión (Bourdieu, 1986). 
Por ello, en este libro entendemos el rezago como un factor estructurante 
de vulnerabilidad cognitiva.

Llamamos vulnerabilidad cognitiva a la condición en la que individuos 
y comunidades ven reducida su posibilidad de acceder, interpretar y pro-
ducir conocimiento con criterios de validez y relevancia pública. No es solo 
“saber menos”, sino poder menos a la hora de razonar, contrastar evidencias 
y tomar decisiones en contextos de incertidumbre. La literatura de justicia 
epistémica muestra que las asimetrías de conocimiento generan formas de 
injusticia —por ejemplo, desacreditar testimonios o negar marcos explica-
tivos— que terminan restando voz política y autonomía (Fricker, 2007). 
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Visto así, el rezago educativo no es únicamente un problema escolar: es 
también un problema democrático y de ciudadanía epistémica (National 
Academies of Sciences, Engineering, and Medicine, 2021).

En México, la delimitación oficial del rezago ha privilegiado criterios de 
escolaridad obligatoria por edad (Coneval, 2019). Esos parámetros son ne-
cesarios, pero insuficientes para captar la complejidad de los aprendizajes. 
La evidencia de evaluaciones nacionales e internacionales muestra que una 
fracción importante del alumnado asiste sin aprender lo esencial en com-
prensión lectora y matemáticas; después de la pandemia, múltiples estudios 
registran pérdidas de aprendizaje y ampliación de brechas por nivel socioe-
conómico, ruralidad y lengua indígena (inee, 2019; oecd, 2023; World 
Bank, unesco y unicef, 2022). En términos de política, esto obliga a leer 
el rezago no solo como cobertura o permanencia, sino como carencia de 
resultados de aprendizaje significativos.

La vulnerabilidad cognitiva opera por canales acumulativos. Primero, 
por la calidad y continuidad de la experiencia escolar: aulas multigrado sin 
apoyos, alta rotación docente, materiales insuficientes y currículos desco-
nectados del contexto dificultan la construcción de esquemas cognitivos 
profundos y transferibles (Bransford, Brown y Cocking, 2000). Segundo, 
por la desigualdad territorial y cultural: la distancia geográfica, la lengua de 
instrucción y la pobreza de tiempo y recursos en los hogares configuran 
entornos de aprendizaje con menores oportunidades (unesco, 2020). Ter-
cero, por la brecha digital: la exclusión de conectividad significativa y de 
alfabetización informacional expone a estudiantes y familias a la desinfor-
mación y limita el uso productivo de tecnologías (unesco, 2021).

La aceleración tecnológica, incluida la inteligencia artificial generativa, 
convierte a la alfabetización digital y mediática en una condición cívica: no 
basta con “estar conectado”, es imprescindible evaluar fuentes, comprender 
sesgos, citar y contrastar. Sin guía pedagógica y criterios éticos, las tecnolo-
gías pueden amplificar desigualdades y dependencia acrítica; con acompa-
ñamiento y diseño curricular, pueden personalizar práctica, expandir re-
troalimentación y abrir rutas de aprendizaje a quienes quedaron atrás 
(unesco, 2023). Este doble filo confirma la tesis: el rezago educativo deriva 
en marginación cognitiva cuando el sistema no garantiza acceso, calidad y 
uso crítico del conocimiento.
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En coherencia con el enfoque de derechos (artículo 3º constitucional) y con 
los compromisos de aprendizaje a lo largo de la vida, este capítulo sostiene 
que el rezago educativo expone a la ciudadanía a tres familias de riesgos: (1) 
marginación cognitiva —déficits en alfabetizaciones fundamentales y pen-
samiento crítico—; (2) marginación laboral-cognitiva —dificultad para 
adquirir y actualizar habilidades demandadas por el trabajo formal y de 
calidad—; y (3) vulnerabilidad del bienestar socioeconómico y digital —li-
mitaciones para navegar trámites, finanzas, salud y servicios públicos en 
ecosistemas crecientemente informatizados—. En las secciones siguientes 
desarrollamos la primera familia de riesgos, iniciando con “El conocimien-
to como modalidad de interiorización de múltiples datos interrelacionados”, 
y proponemos indicadores e intervenciones para mitigar esta vulnerabilidad.

El conocimiento como modalidad 
de interiorización de múltiples datos interrelacionados

El conocimiento es mucho más que acumulación de información: implica 
un proceso dinámico de interiorización, estructuración y aplicación de da-
tos interrelacionados que moldean la manera en que los individuos entien-
den y actúan en el mundo. Como plantean Davenport y Prusak (1999), el 
conocimiento resulta de la combinación de experiencias, valores, informa-
ción y marcos interpretativos que guían la acción. En este sentido, la edu-
cación formal opera como el mecanismo social privilegiado para facilitar 
esta interiorización, convirtiendo la información fragmentaria en un siste-
ma coherente de significados. No obstante, cuando existe rezago educativo, 
este proceso se interrumpe, generando lo que denominamos marginación 
cognitiva, es decir, la exclusión sistemática de amplios sectores de la pobla-
ción de la posibilidad de construir repertorios cognitivos sólidos.

Desde la perspectiva de Henao y Arango (2006), el conocimiento posee 
características particulares: es intangible, depende del aprendizaje, se trans-
forma en acción por la motivación, se reproduce sin consumirse, y orienta 
la toma de decisiones. Cada una de estas dimensiones se ve comprometida 
por el rezago educativo. Un niño que no concluye la primaria, por ejemplo, 
no logra consolidar competencias básicas en lectura y matemáticas, lo que 
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afecta su capacidad de interpretar información, de comunicarla y de em-
plearla en contextos cotidianos. Estudios recientes muestran que los estu-
diantes con carencias educativas persistentes tienen menor probabilidad de 
desarrollar habilidades de pensamiento crítico y de participar en procesos 
deliberativos o de innovación (oecd, 2023; inee, 2019).

El riesgo cognitivo asociado al rezago educativo no solo se expresa en li-
mitaciones individuales, sino también en consecuencias sociales más amplias. 
Al restringirse la capacidad de interpretar información compleja, amplios 
sectores de la ciudadanía se vuelven más vulnerables a la desinformación y a 
narrativas manipuladoras en la esfera pública (Fricker, 2007; National Aca-
demies, 2021). En este punto, la marginación cognitiva se traduce en vulne-
rabilidad epistémica, una forma de exclusión que reduce la posibilidad de 
ejercer derechos de manera informada y deliberativa. Por ello, el conocimien-
to entendido como interiorización de datos interrelacionados no solo es un 
bien individual, sino también un activo democrático.

En México, la Ley General de Educación (dof, 2019c) establece objetivos 
claros de desarrollo cognitivo en cada nivel educativo, desde la estimulación 
temprana hasta la educación media superior. Sin embargo, la distancia entre 
los objetivos normativos y los resultados efectivos es amplia. De acuerdo con 
el Plan Nacional para la Evaluación de los Aprendizajes (Planea), cerca del 
50% de los estudiantes de primaria y secundaria presenta niveles insuficien-
tes en lectura y matemáticas (inee, 2018). Esto significa que, aun asistiendo 
a la escuela, millones de alumnos no logran transformar la instrucción reci-
bida en aprendizajes significativos, consolidando una brecha entre escolari-
dad formal y apropiación real del conocimiento.

A nivel internacional, los resultados de la prueba pisa 2022 confirman 
esta tendencia: México se ubica por debajo del promedio de la ocde en las 
tres áreas evaluadas —lectura, matemáticas y ciencias— con puntuaciones 
de 407, 409 y 419 respectivamente, frente a los promedios de 487, 489 y 489 
(ocde, 2023). Estos datos reflejan que el país no logra garantizar la interio-
rización del conocimiento necesario para participar competitivamente en 
la sociedad global del conocimiento. Además, la pandemia de covid-19 am-
plió las pérdidas de aprendizaje, particularmente en contextos rurales e 
indígenas, donde la falta de conectividad y materiales adecuados limitó 
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gravemente la transmisión de datos estructurados en aprendizajes útiles 
(World Bank, unesco y unicef, 2022).

La marginación cognitiva tiene también implicaciones directas para la 
productividad y la economía. Como plantea Villegas (2017), el rezago en 
matemáticas repercute negativamente en la capacidad de los jóvenes para 
integrarse en sectores productivos de alto valor agregado. La carencia de 
competencias básicas limita las oportunidades laborales, reduce la innova-
ción y perpetúa la dependencia tecnológica de México (Rodríguez, 2011; 
González, 2017). Así, el rezago educativo no es únicamente un déficit esco-
lar: es un freno estructural al desarrollo nacional.

En suma, el conocimiento como modalidad de interiorización de datos 
interrelacionados requiere un sistema educativo capaz de transformar in-
formación en aprendizajes significativos. Cuando este proceso falla, los es-
tudiantes no solo dejan de adquirir conocimientos, sino que también ven 
restringida su capacidad de agencia, su participación democrática y sus 
oportunidades económicas. Por ello, el rezago educativo debe analizarse 
como un factor de vulnerabilidad cognitiva multidimensional, cuyos efectos 
atraviesan tanto el desarrollo individual como la cohesión social.

Brecha digital, alfabetización informacional e  
inteligencia artificial: hacia una ciudadanía  
epistémica en la esfera pública

La consolidación de sociedades del conocimiento en el siglo xxi exige que 
los individuos no solo tengan acceso a la educación formal, sino también a 
las competencias digitales e informacionales necesarias para desenvolverse 
en entornos crecientemente mediados por tecnologías digitales. La brecha 
digital, entendida como la desigualdad en el acceso, uso y aprovechamiento 
de las tecnologías de la información y la comunicación (tic), constituye una 
prolongación del rezago educativo, pues amplifica la marginación cognitiva 
y dificulta la apropiación del conocimiento. De acuerdo con la unesco 
(2023), la brecha digital en América Latina no es únicamente de infraes-
tructura, sino también de capacidades, lo que significa que aun teniendo 
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acceso a internet, millones de estudiantes carecen de las habilidades para 
usarlo de manera crítica y productiva.

En México, estas desigualdades son notorias. Según datos del inegi 
(2022), solo el 75.6% de los hogares cuenta con acceso a internet, pero esta 
cifra cae por debajo del 50% en comunidades rurales e indígenas. Ello im-
plica que una parte significativa de la población estudiantil no tiene las 
mismas oportunidades de aprender, acceder a recursos digitales o participar 
en plataformas de aprendizaje en línea. La pandemia de covid-19 evidenció 
con crudeza esta brecha: el Banco Mundial (2022) estima que las pérdidas 
de aprendizaje en la región se ampliaron hasta en 1.3 años escolares prome-
dio, afectando con mayor intensidad a los sectores más pobres y marginados.

En este contexto, la alfabetización informacional se vuelve un eje central. 
La unesco (2021) define la alfabetización informacional como la capacidad 
de identificar necesidades de información, localizarla, evaluarla críticamen-
te y utilizarla de manera ética y eficaz. En sociedades sobresaturadas de 
datos, estas habilidades son indispensables para discernir entre fuentes con-
fiables y contenidos engañosos. La ausencia de alfabetización informacional 
refuerza la vulnerabilidad epistémica: los estudiantes con rezago educativo 
y brecha digital son más propensos a reproducir información sin validación, 
lo que incide negativamente en su capacidad de agencia y participación 
ciudadana.

Un nuevo componente en esta ecuación es la irrupción de la inteligen-
cia artificial (ia) como mediadora del acceso y procesamiento de informa-
ción. Si bien la ia ofrece oportunidades inéditas para personalizar procesos 
de aprendizaje y ampliar el acceso a recursos educativos, también puede 
profundizar desigualdades si su uso queda restringido a quienes tienen ca-
pital digital y cognitivo suficiente. La oecd (2021) advierte que la falta de 
regulación y la escasa preparación docente frente a la ia pueden convertir-
la en un factor de exclusión educativa, consolidando un “rezago digital-cog-
nitivo” en amplias poblaciones que no logran incorporarla críticamente en 
sus trayectorias educativas.

En este sentido, el concepto de ciudadanía epistémica adquiere relevan-
cia. Según Medina (2020), ser ciudadano epistémico significa tener las com-
petencias cognitivas, digitales e informacionales necesarias para participar 
activamente en la construcción de conocimiento colectivo y en la delibera-
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ción pública. El rezago educativo, en interacción con la brecha digital, priva 
a millones de mexicanos de esta posibilidad, reduciendo su capacidad de 
intervenir en la esfera pública de manera informada. Esto se traduce en una 
exclusión múltiple: económica, política y cognitiva.

La relación entre esfera pública y alfabetización digital es particular-
mente crítica en democracias frágiles. La circulación masiva de noticias 
falsas, teorías conspirativas y discursos polarizantes encuentra terreno fér-
til en contextos donde el rezago educativo limita la capacidad crítica de la 
ciudadanía. De acuerdo con el Reuters Institute (2022), México es uno de 
los países con mayores niveles de exposición a la desinformación digital, lo 
que se conecta directamente con la baja alfabetización mediática de la po-
blación y su limitada apropiación del conocimiento. Así, el déficit cogniti-
vo-educativo se traduce en vulnerabilidad política, afectando la calidad de 
la democracia.

En síntesis, la brecha digital y la falta de alfabetización informacional 
refuerzan la vulnerabilidad cognitiva originada por el rezago educativo. En 
la era de la inteligencia artificial, no basta con garantizar acceso a disposi-
tivos o internet; es indispensable formar ciudadanos epistémicamente com-
petentes, capaces de filtrar información, de comprender los sesgos de los 
algoritmos y de participar en debates públicos con base en conocimiento 
validado. Sin esta formación integral, México corre el riesgo de consolidar 
una ciudadanía de “segunda categoría”, marginada de los procesos de pro-
ducción de conocimiento y del ejercicio pleno de sus derechos democráticos.

Evaluación de la apropiación  
del conocimiento en México

La evaluación de la apropiación del conocimiento en México es un punto 
nodal para comprender la profundidad del rezago educativo y sus conse-
cuencias en la construcción de ciudadanía, en la competitividad laboral y 
en la cohesión social. Si bien el Coneval ha delimitado el rezago educativo 
en términos de la edad y los grados escolares alcanzados, este enfoque re-
sulta insuficiente para captar la complejidad del fenómeno, ya que deja de 
lado el componente cualitativo: la capacidad de los estudiantes de interio-
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rizar, procesar y aplicar el conocimiento adquirido. En este sentido, las eva-
luaciones nacionales e internacionales constituyen un insumo indispensable 
para conocer los niveles reales de aprendizaje, así como las brechas cogni-
tivas que separan a México de otros países de la región y del mundo.

En el plano nacional, el Plan Nacional para las Evaluaciones de los 
Aprendizajes (Planea) ha evidenciado consistentemente bajos resultados. 
En 2018, por ejemplo, el 49.1% de los estudiantes de primaria obtuvo un 
nivel insuficiente en lenguaje y comunicación, y el 59.1% en matemáticas; 
en secundaria, la cifra ascendió a 33.8 y 64.5%, respectivamente; mientras 
que en educación media superior, 33.9% de los jóvenes mostró deficiencias 
en lenguaje y comunicación y 66.2% en matemáticas (inee, 2018). Estas 
cifras revelan que el problema no es solamente de acceso o permanencia, 
sino de la calidad de los aprendizajes adquiridos, confirmando que millones 
de estudiantes completan ciclos escolares sin alcanzar las competencias cog-
nitivas esperadas.

En el plano internacional, los resultados del Programa Internacional 
para la Evaluación de Estudiantes (pisa, 2022) muestran que México se 
ubica sistemáticamente en los últimos lugares entre los países de la ocde. 
Solo 1% de los estudiantes alcanzó niveles de competencia elevados en al 
menos un área de conocimiento, mientras que 35% no logró siquiera el 
nivel mínimo en lectura, matemáticas o ciencias (ocde, 2023). En lectura, 
México obtuvo 407 puntos frente al promedio ocde de 487; en matemáticas, 
409 contra 489; y en ciencias, 419 contra 489. Estos resultados no solo re-
flejan una brecha de aprendizaje, sino también una brecha cognitiva que 
condiciona la capacidad del país para generar capital humano competitivo 
en un entorno global.

La tabla 7.1 sintetiza los resultados de las evaluaciones nacionales (Planea) 
y las internacionales (pisa) para evidenciar las deficiencias estructurales en 
la apropiación del conocimiento en México. Se muestran los porcentajes de 
estudiantes con resultados insuficientes en lenguaje y comunicación, mate-
máticas, así como los puntajes obtenidos en la prueba pisa 2022 comparados 
con el promedio de la ocde.
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La tabla 7.1 muestra que, mientras los resultados de Planea reflejan 
altos niveles de insuficiencia en matemáticas y lenguaje, los resultados de 
pisa revelan una brecha de entre 70 y 80 puntos respecto al promedio de 
la ocde en lectura, matemáticas y ciencias. Esta diferencia equivale apro-
ximadamente a dos años de escolaridad, lo que evidencia la magnitud del 
rezago cognitivo en México.

La gráfica 7.1 muestra de manera comparativa el desempeño de los estu-
diantes mexicanos en la prueba pisa 2022 frente al promedio de los países de 
la ocde.

Tabla 7.1. Resultados de aprendizaje en México (2017-2022)

Nivel educativo / 
Evaluación

Lenguaje y 
comunicación (% 

insuficiente)

Matemáticas (% 
insuficiente)

Resultado PISA 
México Promedio OCDE

Primaria  
(Planea 2018) 49.1% 59.1% - -

Secundaria  
(Planea 2017) 33.8% 64.5% - -

Media superior 
(Planea 2017) 33.9% 66.2% - -

PISA 2022 – Lectura - - 407 487

PISA 2022 – 
Matemáticas - - 409 489

PISA 2022 – Ciencias - - 419 489

Fuente: elaboración propia con base en INEE (2018) y OCDE (2023).

Gráfica 7.1. Brecha de desempeño cognitivo en México (PISA 2022)
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La gráfica 7.1 evidencia un rezago de entre 70 y 80 puntos en cada área, 
lo que equivale aproximadamente a dos años de escolaridad de diferencia 
respecto al promedio de la ocde (Schleicher, 2019). Este dato es especial-
mente preocupante, ya que revela la incapacidad del sistema educativo mexi-
cano para garantizar aprendizajes esenciales, incluso en estudiantes que 
logran mantenerse dentro del sistema escolar.

Estos hallazgos confirman que el rezago educativo no se limita a la falta 
de escolaridad formal, sino que se extiende a los aprendizajes adquiridos en 
cada nivel. En otras palabras, México enfrenta un “rezago cognitivo” que 
limita las oportunidades de movilidad social, incrementa la vulnerabilidad 
de amplios sectores de la población y perpetúa la dependencia del país en 
materia de ciencia y tecnología. Como han señalado Martínez (2019) y 
Andere (2017), la baja apropiación del conocimiento en México se traduce 
en una menor competitividad internacional y en la imposibilidad de cons-
truir una ciudadanía crítica y participativa.

Las cifras de Planea y pisa muestran una educación atrapada en la pa-
radoja de la cobertura sin calidad. Millones de estudiantes logran acceder 
y permanecer en las escuelas, pero sin desarrollar las competencias básicas 
necesarias para comprender su entorno, participar activamente en la socie-
dad y contribuir al desarrollo económico y cultural del país. Por ello, el 
rezago educativo debe entenderse no solo como un fenómeno de deserción 
o de falta de grados escolares concluidos, sino como una profunda crisis de 
apropiación del conocimiento que condiciona el futuro de México en el 
concierto internacional.

Efectos de los riesgos de marginación  
cognitiva: los avatares de la dependencia

El rezago educativo, cuando se traduce en marginación cognitiva, no solo 
limita el desarrollo individual de niños, niñas, adolescentes y jóvenes, sino 
que condiciona las posibilidades de un país entero para integrarse en los cir-
cuitos de innovación, ciencia y tecnología. En este sentido, se configuran los 
avatares de la dependencia: una dinámica en la cual la falta de apropiación 
sólida del conocimiento reproduce un modelo de subordinación frente a eco-
nomías centrales. Tal como lo planteamos en un trabajo previo (Mballa, 2022), 
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el déficit cognitivo acumulado en amplias capas de la población mexicana no 
es únicamente una carencia educativa, sino un obstáculo estructural para la 
autonomía científica y tecnológica del país.

Un ejemplo ilustrativo lo ofrece el campo de las matemáticas. Villegas 
(2017) sostiene que el rezago en esta disciplina afecta directamente la compe-
titividad nacional, pues limita el acceso de los jóvenes a áreas de formación 
estratégica como las ingenierías, las ciencias de la computación o la biotecno-
logía. A nivel macro, esta deficiencia se traduce en una menor capacidad del 
país para generar conocimiento propio y depender de patentes, procesos y 
tecnologías importadas. En consecuencia, México se mantiene atrapado en lo 
que algunos autores denominan un “círculo vicioso de dependencia cognitiva” 
(Rodríguez, 2011; González, 2017).

En el ámbito de la ciencia y la tecnología, estudios clásicos como los de 
Beltrán et al. (1983) y Medina (2004), y más recientes como Sánchez (2018) 
y LatinUs (2020), han mostrado cómo la insuficiencia de capital humano 
altamente calificado obliga al Estado mexicano a destinar recursos millo-
narios a la adquisición de insumos y equipos en el extranjero. La pandemia 
de covid-19 reveló con crudeza este problema: mientras países con alta 
capacidad de innovación científica desarrollaban vacunas y tecnología sa-
nitaria, México destinaba más de 56 millones de dólares a la compra de 
insumos médicos a China (LatinUs, 2020). Ello evidenció que el rezago 
educativo no solo impacta el aula, sino que genera vulnerabilidad en mo-
mentos críticos de emergencia nacional.

Asimismo, la marginación cognitiva tiene repercusiones sociales más 
allá del ámbito científico. Galtung (1990) y Sauceda (2015) señalan que la 
ausencia de conocimiento y habilidades cognitivas básicas fomenta la vio-
lencia estructural, la exclusión social y el surgimiento de fenómenos como 
pandillerismo, vandalismo y agresividad. En el caso mexicano, Jiménez 
(2005) advierte que el déficit educativo dificulta la formación de un “sujeto 
social” capaz de participar en la reproducción y transformación de la vida 
comunitaria. Dicho de otro modo, la dependencia no es únicamente tecno-
lógica: es también cultural, social y política, pues limita la posibilidad de 
construir ciudadanía crítica y activa.

La dependencia epistémica, entendida como la subordinación en el ac-
ceso, producción y circulación del conocimiento, se convierte entonces en 
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un riesgo multidimensional. Por un lado, se manifiesta en el terreno econó-
mico con la incapacidad para generar innovaciones propias; por otro, se 
observa en la esfera social, donde los sectores más vulnerables quedan atra-
pados en circuitos de exclusión y violencia; finalmente, se refleja en la esfe-
ra política, donde las brechas cognitivas minan la participación ciudadana 
informada y la capacidad del Estado para tomar decisiones soberanas.

En el actual escenario de globalización, la regionalización de los inter-
cambios y los procesos de transnacionalización han profundizado las bre-
chas de dependencia cognitiva y tecnológica en países como México. Orga-
nismos como la cepal (2020) y la unesco (2021) advierten que, en 
ausencia de capital humano altamente calificado, las economías periféricas 
tienden a insertarse en cadenas globales de valor únicamente en segmentos 
de baja complejidad productiva, lo cual perpetúa su rol subordinado frente 
a países del “centro”. El rezago educativo y la marginación cognitiva limitan 
la capacidad nacional para generar innovación propia, relegando al país a 
funciones de ensamblaje, maquila o exportación de bienes de bajo valor 
agregado (Puyana y Romero, 2019). En este contexto, la transnacionaliza-
ción no significa transferencia de conocimientos, sino consolidación de la 
dependencia, pues la mayor parte de la investigación, el diseño y la tecno-
logía continúan centralizados en corporaciones extranjeras.

De esta manera, la transnacionalización de los mercados impone un 
modelo de desarrollo condicionado por intereses externos, donde las deci-
siones estratégicas en ciencia, tecnología y educación quedan subordinadas 
a lógicas corporativas globales (García, 2014; Sassen, 2018). Los tratados 
comerciales y mecanismos de integración regional, como el t-mec, si bien 
ofrecen oportunidades de acceso a mercados, también refuerzan la depen-
dencia tecnológica al no contemplar mecanismos efectivos de transferencia 
de conocimiento. En consecuencia, el rezago educativo opera como un “es-
labón débil” que mantiene a México en una posición periférica dentro de 
los intercambios globales: se participa en la economía mundial, pero desde 
la vulnerabilidad, sin la capacidad suficiente de negociación, innovación ni 
autonomía.

La tabla 7.2 ilustra cómo el rezago educativo condiciona la forma en que 
México se inserta en los mecanismos de regionalización y transnacionali-
zación de los intercambios. Mientras la falta de capital humano especializa-
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do mantiene al país en una posición periférica de dependencia, la superación 
de este rezago podría favorecer una inserción más autónoma y competitiva, 
con capacidad de generar y aprovechar conocimiento en los sectores de alto 
valor agregado.

Tabla 7.2. Impacto del rezago educativo en la inserción de México en las cadenas globales de valor

Dimensión Escenario con rezago educativo 
(dependencia)

Escenario con superación del rezago 
(autonomía)

Capital humano Mano de obra poco calificada, 
salarios bajos, alta rotación laboral.

Profesionales especializados con 
competencias STEM y capacidad de 
innovación.

Participación en 
cadenas globales

Integración en eslabones de bajo 
valor agregado (ensamblaje, 
maquila).

Inserción en etapas de diseño, 
innovación, investigación y 
desarrollo tecnológico.

Innovación y 
transferencia 
tecnológica

Dependencia de patentes y 
tecnologías extranjeras; escasa I+D 
nacional.

Desarrollo de tecnología propia; 
colaboración internacional 
equilibrada.

Productividad y 
competitividad

Baja productividad; ventajas 
competitivas basadas en costos 
laborales.

Alta productividad; ventajas 
competitivas basadas en 
conocimiento e innovación.

Autonomía 
estratégica

Subordinación a corporaciones 
transnacionales; vulnerabilidad ante 
crisis externas.

Capacidad de decisión autónoma en 
sectores clave; resiliencia económica 
y cognitiva.

Impacto social
Persistencia de desigualdades 
educativas y marginación cognitiva; 
movilidad social limitada.

Mayor cohesión social; movilidad 
ascendente sustentada en 
educación de calidad.

Fuente: CEPAL (2020); Puyana y Romero (2019) y UNESCO (2021).

Como puede observarse, el rezago educativo no solo limita las trayectorias 
individuales de aprendizaje y movilidad social, sino que también define la 
posición estructural de México en el sistema económico internacional. En un 
contexto de globalización y cadenas globales de valor, la brecha entre depen-
dencia y autonomía no se juega sólo en términos de inversión o comercio, 
sino principalmente en la capacidad cognitiva de su población. Esto confirma 
que la lucha contra el rezago educativo es, en última instancia, una estrategia 
de soberanía y seguridad nacional.

Superar estos avatares exige reconocer que el rezago educativo y la mar-
ginación cognitiva no son problemas residuales, sino estructurales. Se re-
quiere, por tanto, de una estrategia de Estado que combine inversión en 
ciencia y tecnología, programas de alfabetización científica y digital, y me-
canismos de participación comunitaria que reduzcan las brechas sociales. 
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Solo así será posible transformar la dependencia en autonomía, y el rezago 
en oportunidad de desarrollo.

Retos y alternativas institucionales  
para mitigar los riesgos de la marginación cognitiva

La persistencia del rezago educativo como factor de marginación cognitiva 
plantea desafíos que trascienden lo individual para convertirse en problemas 
estructurales de la sociedad mexicana. La evidencia muestra que la deficien-
cia en competencias básicas, particularmente en matemáticas y lectoescri-
tura, tiene efectos directos sobre la productividad económica y la competi-
tividad nacional (Villegas, 2017). Así, la falta de habilidades cognitivas 
sólidas limita la capacidad de la población joven para integrarse a sectores 
productivos estratégicos, reforzando la dependencia tecnológica y econó-
mica respecto al extranjero. Este círculo vicioso entre rezago educativo y 
dependencia estructural se refleja en la incapacidad de México para parti-
cipar activamente en revoluciones científico-tecnológicas recientes (Rodrí-
guez, 2011; Medina, 2004).

Estrategias nacionales e internacionales de mitigación

Desde la década de 1990, el Estado mexicano ha diseñado múltiples pro-
gramas compensatorios para enfrentar el rezago educativo. Ejemplos como 
el Programa para Abatir el Rezago en la Educación Básica (pareb), el Pro-
grama Integral para Abatir el Rezago Educativo (piare) y el Programa de 
Escuelas de Tiempo Completo buscaban fortalecer la permanencia escolar, 
sobre todo en zonas rurales e indígenas (dof, 2014; Santacruz, de la Cruz y 
Contreras, 2018). Sin embargo, la fragmentación y discontinuidad de estas 
políticas limitaron su alcance. Estudios recientes del Banco Mundial (2022) 
y de la unesco (2023) coinciden en que los programas exitosos en América 
Latina comparten tres características: continuidad en el tiempo, financia-
miento estable y mecanismos claros de evaluación. En contraste, México ha 
experimentado una alta rotación de programas y cambios sexenales que 
impiden consolidar resultados.
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En el plano internacional, experiencias como las de Finlandia, Corea 
del Sur y Chile muestran que los sistemas que logran reducir la marginación 
cognitiva priorizan la formación docente, el uso intensivo de tecnologías 
educativas y la focalización de recursos en comunidades vulnerables. Mé-
xico ha intentado replicar parcialmente estas estrategias mediante iniciativas 
como Escuelas al Cien o La Nueva Escuela Mexicana (sep, 2020), pero sin 
los niveles de inversión sostenida ni los mecanismos de participación co-
munitaria que han sido decisivos en otros países (ocde, 2021).

El análisis del rezago educativo en México no puede desligarse de la 
variable del financiamiento. Diversos estudios internacionales coinciden en 
que el gasto público en educación, medido como porcentaje del producto 
interno bruto (pib), es un indicador clave para evaluar la prioridad que los 
gobiernos otorgan al desarrollo cognitivo y social de sus ciudadanos (ocde, 
2022; unesco, 2023). Si bien México ha incrementado en ciertos periodos 
su inversión educativa, los datos muestran que el país se mantiene consis-
tentemente por debajo del promedio de los países de la ocde. Esta brecha 
presupuestal repercute directamente en la calidad de la infraestructura, la 
profesionalización docente, la cobertura escolar y, en última instancia, en 
la perpetuación del rezago educativo.

Tabla 7.3. Comparativo del gasto público en educación 
 (México vs. Promedio OCDE, 2010-2022)

Año México  
(% del PIB)

Promedio OCDE 
(% del PIB)

Brecha 
México–OCDE

2010 5.2 5.6 -0.4

2012 5.1 5.4 -0.3

2014 4.9 5.3 -0.4

2016 4.5 5.2 -0.7

2018 4.3 5.1 -0.8

2020 4.2 5.0 -0.8

2022 4.1 5.1 -1.0

Fuente: elaboración propia con base en datos de la OCDE, Education at a Glance 2022 y UNESCO Institute 
for Statistics (UIS), 2023.
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Como se observa en la tabla 7.3, México ha mostrado un descenso gra-
dual en la proporción del pib destinada a la educación, pasando de 5.2% en 
2010 a 4.1% en 2022. En contraste, el promedio de los países de la ocde se 
ha mantenido relativamente estable en torno al 5.0–5.6% durante el mismo 
periodo. La brecha de inversión, que en 2010 era de 0.4 puntos porcentua-
les, se amplió a 1.0 puntos porcentuales en 2022, lo que refleja una crecien-
te desigualdad estructural en el financiamiento educativo.

Este déficit presupuestal explica en gran medida la precariedad de la 
infraestructura escolar, la falta de materiales didácticos actualizados y la li-
mitada cobertura en comunidades rurales e indígenas. Además, limita la 
capacidad de México para invertir en innovación educativa, capacitación 
docente y programas de reducción del rezago escolar, reproduciendo con ello 
un círculo de marginación cognitiva que afecta la competitividad del país 
frente al resto del mundo (ocde, 2022; unesco, 2023).

Un reto adicional es la brecha digital. Aunque la Estrategia Digital Na-
cional buscó reducir las desigualdades en acceso a internet y dispositivos 
tecnológicos, en 2022 todavía el 25% de los hogares rurales carecía de co-
nectividad (inegi, 2022). Esta desigualdad tecnológica intensifica la margi-
nación cognitiva y refuerza el círculo del rezago educativo, especialmente 
en las poblaciones más vulnerables. Países como Uruguay, con su programa 
Ceibal, lograron disminuir significativamente esta brecha al dotar de equi-
pos y conexión a todos los estudiantes de primaria, lo que constituye un 
referente regional (unesco, 2022).

Finalmente, es importante señalar que los programas compensatorios no 
pueden sustituir una política educativa estructural. Como advierte Gajardo 
(2001), la fragmentación programática sólo atiende síntomas, pero no resuel-
ve las raíces del rezago. En este sentido, México requiere transitar de programas 
emergentes hacia una política educativa de Estado con continuidad, visión de 
largo plazo y metas de inclusión cognitiva sostenibles en el tiempo.

Recomendaciones estructurales  
para el sistema educativo mexicano

Frente a estos desafíos, el extinto inee planteó ocho recomendaciones clave, 
entre las cuales destacan la orientación hacia el cierre de brechas, el forta-
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lecimiento de la autonomía escolar y la reestructuración de los mecanismos 
de evaluación (inee, 2018). Dichas propuestas siguen vigentes, sobre todo 
en un contexto donde la pandemia de covid-19 profundizó las desigualda-
des educativas y amplió la brecha digital en comunidades rurales y urbanas 
marginadas (cepal-unesco, 2021).

Es indispensable reforzar la profesionalización docente con metodologías 
de enseñanza diferenciadas para estudiantes con bajo logro académico. Igual-
mente, se requiere consolidar un sistema de gestión escolar basado en la 
transparencia, rendición de cuentas y coordinación interinstitucional, en 
línea con los principios de la Nueva Gestión Pública. Este enfoque permitiría 
articular la acción gubernamental con la participación de padres de familia 
y comunidades, generando un ecosistema más inclusivo y corresponsable 
(Zorrilla, 2022).

Otro reto central es el financiamiento integral de la educación. La inver-
sión educativa en México sigue por debajo del promedio de la ocde, situán-
dose en torno al 4.1% del pib en 2021, frente al 5.1% de la media internacional 
(ocde, 2022). Este déficit repercute en la falta de materiales educativos, en la 
precariedad de infraestructura y en la imposibilidad de sostener programas 
de innovación pedagógica. Una política sostenida de incremento progresivo 
en el gasto educativo, acompañada de una mejor redistribución, es fundamen-
tal para revertir los efectos de la marginación cognitiva.

Además, se requiere un rediseño de los mecanismos de evaluación del 
aprendizaje. La evidencia muestra que las pruebas estandarizadas como pisa 
o Planea reflejan consistentemente bajos niveles de desempeño, pero no 
generan retroalimentación pedagógica útil para los docentes (Martínez, 
2019). La transición hacia sistemas de evaluación formativa y contextuali-
zada permitiría no sólo medir resultados, sino también mejorar procesos 
de enseñanza y aprendizaje.

La gráfica 7-B muestra que mientras México destinaba en 2010 el 5.2% 
de su pib a educación, en 2022 la cifra cayó a 4.1%, situándose consistente-
mente por debajo del promedio de la ocde, que en el mismo periodo se 
mantuvo entre 5.6 y 5.0%. Esta reducción implica que, pese a la creciente 
matrícula y a la necesidad de responder a los retos de calidad, cobertura e 
innovación, el financiamiento no ha acompañado de manera proporcional 
dichas exigencias. Esta brecha financiera se traduce en limitaciones para la 
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contratación y capacitación docente, modernización de infraestructura es-
colar, incorporación de tecnologías digitales y expansión de programas de 
equidad. Por tanto, el rezago en la inversión refuerza los mecanismos es-
tructurales de marginación cognitiva ya documentados en el sistema edu-
cativo mexicano.

Finalmente, la participación comunitaria y el fortalecimiento de la au-
tonomía escolar se perfilan como claves para enfrentar los retos del rezago. 
Las escuelas que logran involucrar a las familias y al entorno comunitario 
muestran mejores resultados en permanencia escolar y aprendizajes básicos 
(Jiménez, 2005; Pérez, 2017). Ello implica reconocer que la educación no es 
un proceso aislado, sino un entramado social que requiere la corresponsa-
bilidad de todos los actores. El fortalecimiento de la autonomía permitirá a 
las escuelas diseñar estrategias propias y adaptadas a su contexto, en lugar 
de depender de decisiones centralizadas que muchas veces desconocen las 
realidades locales.

Gráfica 7.2. Gasto público en educación (% del PIB) México vs. OCDE (2010-2022)
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Fuente: OCDE (2021) e INEGI (2022). 
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Conclusiones 

El análisis desarrollado en este capítulo permitió constatar que el rezago 
educativo en México trasciende las cifras de cobertura y asistencia escolar, 
convirtiéndose en un fenómeno estructural que erosiona la capacidad cog-
nitiva de millones de ciudadanos. El déficit en la apropiación del conoci-
miento no solo limita la formación académica formal, sino que comprome-
te la construcción de ciudadanía epistémica, es decir, de sujetos capaces de 
comprender, cuestionar y participar activamente en la vida social, cultural 
y política del país. En este sentido, el rezago educativo debe entenderse como 
un factor de vulnerabilidad cognitiva que restringe los horizontes de vida y 
las oportunidades de desarrollo humano.

Uno de los hallazgos centrales fue que el conocimiento, entendido como la 
interiorización de múltiples datos interrelacionados, no se garantiza únicamen-
te con la asistencia escolar. Las brechas persistentes en los aprendizajes reveladas 
por evaluaciones nacionales e internacionales (Planea, pisa) demuestran que 
millones de estudiantes carecen de las competencias básicas en matemáticas, 
lectura y ciencias. Este déficit cognitivo no solo dificulta la inserción en ámbitos 
de alta especialización, sino que perpetúa un círculo de desigualdades que afec-
ta directamente la movilidad social.

Además, la dimensión digital se ha convertido en un nuevo eje de mar-
ginación cognitiva. La brecha tecnológica, el acceso desigual a internet y 
dispositivos y la falta de alfabetización informacional limitan las capacida-
des de las poblaciones vulnerables para interactuar en un mundo crecien-
temente digitalizado. A esto se suma la irrupción de la inteligencia artificial, 
que demanda habilidades complejas para procesar información, tomar de-
cisiones y discernir entre datos veraces y desinformación. Lejos de cerrar 
brechas, la digitalización no regulada corre el riesgo de ampliarlas si no se 
acompaña de políticas educativas sólidas y de formación crítica.

El rezago educativo también se proyecta como un freno a la inserción 
productiva del país en los sistemas de regionalización y transnacionaliza-
ción. La dependencia tecnológica y científica de México, evidenciada por 
la necesidad de importar insumos estratégicos como los utilizados duran-
te la pandemia de covid-19, ilustra cómo la falta de capital humano alta-
mente formado reduce la capacidad nacional de respuesta ante emergencias 
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y la competitividad global. Así, el déficit cognitivo no es únicamente un 
problema pedagógico, sino un factor estructural que debilita la soberanía 
y la autonomía nacional en un contexto global interdependiente.

Otro aspecto clave es la constatación de que la marginación cognitiva 
afecta directamente la cohesión social. Los jóvenes que no desarrollan com-
petencias cognitivas mínimas quedan más expuestos a fenómenos de vio-
lencia, pandillerismo y participación en economías ilícitas. El rezago edu-
cativo, en este sentido, no solo genera vulnerabilidad individual, sino que 
multiplica riesgos colectivos al deteriorar el tejido social y la convivencia 
democrática. Esta relación refuerza la tesis de que el conocimiento no es 
solo un bien individual, sino un recurso público indispensable para sostener 
la estabilidad social.

Si bien se han implementado múltiples programas y políticas compen-
satorias, tanto a nivel federal como estatal, la evidencia muestra que los 
resultados son fragmentados y de corto alcance. La falta de continuidad, la 
ausencia de articulación interinstitucional y el predominio de lógicas asis-
tencialistas han impedido que estas iniciativas se traduzcan en un verdade-
ro cambio estructural. Por ello, las recomendaciones planteadas por orga-
nismos como el extinto inee o el propio Coneval insisten en la necesidad 
de orientar las políticas hacia el cierre de brechas, la profesionalización 
docente, la innovación pedagógica y un financiamiento integral que permi-
ta dotar a los estudiantes de recursos cognitivos de calidad.

La vulnerabilidad cognitiva, por tanto, no puede seguir tratándose como 
un efecto colateral del rezago educativo, sino como su núcleo más proble-
mático. Es la falta de apropiación del conocimiento la que, en última ins-
tancia, define la posibilidad de acceder a empleos dignos, participar en 
procesos democráticos, generar innovación o resistir dinámicas de exclu-
sión. En este sentido, el rezago educativo no es solo un déficit escolar: es 
una forma de exclusión social que limita la agencia de las personas en múl-
tiples dimensiones.

En conclusión, el capítulo 7 evidencia que el rezago educativo genera 
una doble marginación: cognitiva y social. Al no garantizarse aprendizajes 
significativos, se reproducen desigualdades que afectan la vida económica, 
política y cultural del país. Los efectos de este déficit se extienden desde la 
dependencia tecnológica hasta la precarización del tejido social, pasando 
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por la incapacidad de los individuos para insertarse en circuitos de innova-
ción y competitividad.

Este análisis abre la puerta al siguiente capítulo, en el que se abordará 
cómo el rezago educativo opera como un factor de exposición a riesgos de 
marginación laboral. La carencia de competencias cognitivas se traduce 
directamente en empleos precarios, bajos ingresos, informalidad y escasa 
movilidad social. De este modo, se profundizará en el vínculo entre educa-
ción, capital humano y mercado laboral, para comprender cómo las defi-
ciencias en la formación académica impactan de manera directa en las 
oportunidades de trabajo digno en México.
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8. El rezago educativo como factor de exposición a 
riesgos de marginación laboral

Introducción

El trabajo ha acompañado a la humanidad desde sus orígenes como una 
actividad indispensable para la subsistencia y el desarrollo colectivo. Más 
allá de la mera producción de bienes y servicios, el trabajo constituye un 
espacio de construcción de identidades, de integración social y de digni-
ficación personal. Tal como lo señalan De la Garza (2001, 2014) y Blanch 
(2011), el trabajo es simultáneamente un medio de subsistencia material 
y un ámbito de autorrealización simbólica, capaz de otorgar sentido y co-
hesión a la vida humana. En este marco, el rezago educativo se convierte 
en un factor crítico, pues limita el acceso a empleos formales y de calidad, 
exponiendo a grandes sectores de la población a la marginación laboral.

Históricamente, el trabajo ha sido comprendido desde distintas pers-
pectivas epistemológicas. Mientras que en física remite al resultado de una 
fuerza aplicada, en economía se traduce en horas destinadas a la producción 
de bienes y servicios; desde la sociología y la filosofía, en cambio, ha sido 
interpretado como un medio de liberación, de socialización y de transfor-
mación cultural (Romero, 2017; Arendt, 2005). La riqueza de estas acepcio-
nes muestra que el trabajo no puede reducirse a un fenómeno técnico, sino 
que constituye una dimensión transversal de la existencia humana. De ahí 
la célebre sentencia de Voltaire (1759) en Cándido, según la cual “el trabajo 
nos aleja de tres grandes males: el aburrimiento, el vicio y la necesidad”.

En el contexto contemporáneo, el trabajo es también la puerta de entra-
da a derechos sociales fundamentales: seguridad social, pensiones, vivienda, 
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acceso al crédito y participación ciudadana. No obstante, en sociedades con 
elevados índices de desigualdad como México, el rezago educativo se tra-
duce en una segregación persistente entre quienes acceden a empleos esta-
bles y protegidos y quienes se ven confinados a la informalidad, al subem-
pleo o a la precariedad (Pérezgonzález y Díaz, 2005). Dicho en otras palabras, 
la educación constituye hoy una de las principales condiciones de posibili-
dad para acceder a empleos dignos.

El rezago educativo, por ende, no se limita a un déficit académico: se 
convierte en un factor de vulnerabilidad laboral. Aquellos individuos que 
no alcanzan los niveles mínimos de formación demandados por el mercado 
laboral contemporáneo quedan expuestos a trabajos mal remunerados, ines-
tables y carentes de protección social. Esta dinámica refuerza la desigualdad 
estructural, pues quienes menos recursos tienen son también quienes acce-
den a empleos de menor calidad, generando un círculo vicioso que perpetúa 
la marginación.

Asimismo, la revolución tecnológica y la creciente digitalización han 
transformado profundamente la naturaleza del trabajo. Nuevos sectores de 
alta especialización demandan competencias cognitivas, digitales y socioe-
mocionales que solo pueden adquirirse mediante procesos educativos sóli-
dos y continuos (ocde, 2022). En contraste, los trabajadores con bajo nivel 
educativo enfrentan mayores riesgos de desplazamiento laboral, ya que sus 
ocupaciones tienden a automatizarse con mayor facilidad. El rezago educa-
tivo, en este sentido, no solo limita el acceso al empleo, sino que incremen-
ta la probabilidad de exclusión en un mercado laboral cada vez más com-
petitivo y globalizado.

El vínculo entre trabajo y desarrollo humano ha sido ampliamente do-
cumentado. Amartya Sen (1999) lo conceptualiza como una capacidad fun-
damental para expandir las libertades individuales: trabajar no solo signi-
fica generar ingresos, sino también ejercer agencia, pertenencia y dignidad. 
En la medida en que el rezago educativo obstaculiza el acceso a empleos de 
calidad, restringe de manera indirecta la expansión de estas libertades y 
condena a amplios sectores a vivir en condiciones de vulnerabilidad.

A nivel macroeconómico, la marginación laboral asociada al rezago 
educativo impacta en la productividad nacional y en la competitividad glo-
bal. Países con altos índices de escolaridad tienden a insertarse con mayor 
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éxito en cadenas de valor internacionales, mientras que aquellos con déficits 
educativos se relegan a sectores de baja productividad y salarios reducidos 
(cepal, 2020). De ahí que el rezago educativo no deba analizarse solo como 
un problema social o cultural, sino también como un obstáculo para el 
desarrollo económico sostenible.

La revisión de las múltiples acepciones de “trabajo” evidencia, además, 
que este no puede concebirse exclusivamente como empleo formal. Existen 
formas de trabajo no remunerado, voluntario, doméstico o comunitario que 
también son esenciales para el bienestar colectivo. Sin embargo, incluso en 
estas modalidades, la educación juega un papel fundamental, pues dota a 
los individuos de herramientas cognitivas y prácticas para desempeñar sus 
funciones con mayor eficacia y sentido de autonomía.

En síntesis, el capítulo que ahora comienza propone analizar cómo el 
rezago educativo, al limitar el acceso a empleos dignos y bien remunerados, 
expone a millones de personas en México a la marginación laboral. Este 
fenómeno será abordado desde una perspectiva estructural, vinculando la 
formación educativa con las transformaciones del mercado de trabajo y sus 
implicaciones en términos de desigualdad, precariedad y exclusión social. 
De este modo, se busca demostrar que garantizar el derecho a la educación 
no es solo una cuestión cultural o cognitiva, sino una condición indispen-
sable para asegurar el trabajo digno como pilar del desarrollo humano.

La importancia del trabajo  
en el desarrollo humano

El trabajo, en su acepción más profunda, constituye una dimensión esencial 
de la existencia humana. Su etimología, del latín tripaliāre y tripalĭum, evo-
ca inicialmente sufrimiento y sometimiento, aludiendo al yugo utilizado en 
el Imperio romano para castigar a los esclavos. Sin embargo, a lo largo de 
la historia, el concepto de trabajo ha experimentado una resignificación, 
pasando de ser un símbolo de opresión a convertirse en un mecanismo de 
dignificación y construcción social. Tal resignificación es clave para com-
prender su papel en el desarrollo humano contemporáneo: más que una 
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mera obligación, el trabajo es hoy concebido como fuente de bienestar, iden-
tidad y pertenencia (Blanch, 2011; Romero, 2017).

En términos generales, el trabajo puede definirse como un conjunto de 
actividades orientadas a alcanzar metas, resolver problemas o producir bie-
nes y servicios que satisfacen necesidades humanas. No obstante, su tras-
cendencia va más allá de la dimensión productiva. Como señalan De la 
Garza (2001, 2014) y Pérezgonzález y Díaz (2005), el trabajo es también un 
espacio de socialización y aprendizaje, un medio a través del cual los indi-
viduos construyen vínculos, desarrollan capacidades y ejercen su ciudada-
nía. De este modo, el trabajo se convierte en uno de los principales canales 
para la integración social y para la reproducción de los sistemas económicos 
y culturales.

La afirmación de Voltaire en Cándido (1759), según la cual “el trabajo 
nos aleja de tres grandes males: el aburrimiento, el vicio y la necesidad”, 
constituye un legado universal que dignifica al trabajo como actividad trans-
formadora. Desde esta perspectiva, el trabajo no solo es un medio de sub-
sistencia material, sino también un instrumento para dotar de sentido la 
existencia, alejando a los individuos de la inactividad improductiva y de las 
dinámicas sociales negativas. Este planteamiento sigue vigente en la actua-
lidad, cuando el trabajo se reconoce como un factor decisivo para la cohe-
sión social y para la construcción de proyectos de vida significativos.

Hannah Arendt (2005) refuerza esta visión al conceptualizar el trabajo 
como una actividad intrínsecamente humana, indispensable para la preser-
vación de la vida y la continuidad de las comunidades. En su obra, distingue 
entre “labor” (actividad vinculada a la subsistencia biológica) y “work” (ac-
tividad creadora, que transforma y deja huella en el mundo). Esta distinción 
permite comprender que el trabajo no solo responde a necesidades inme-
diatas, sino que también es una vía para la trascendencia cultural y social. 
Así, se configura como una condición indispensable del desarrollo humano 
entendido en términos amplios: no solo crecimiento económico, sino ex-
pansión de capacidades y libertades (Sen, 1999).

Desde la psicología social, se ha documentado que el trabajo cumple un 
papel decisivo en el desarrollo moral, emocional y cognitivo de las personas. 
Tener un empleo digno y estable contribuye al fortalecimiento de la auto-
estima, a la construcción de identidad y al desarrollo de proyectos vitales 
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(Romero, 2017). Por el contrario, el desempleo o la precariedad laboral 
generan consecuencias adversas, que van desde el deterioro de la salud men-
tal hasta la erosión del tejido social (Blanch, 2011). Esto refuerza la idea de 
que el trabajo no puede reducirse a un fenómeno económico, sino que debe 
analizarse como un derecho humano fundamental, estrechamente ligado al 
bienestar integral.

A nivel social y colectivo, el trabajo constituye un elemento de cohesión 
y estabilidad. En las sociedades modernas, el mercado laboral es el espacio 
donde se articulan oferta y demanda de fuerza de trabajo, pero también un 
campo donde se materializan derechos, oportunidades y desigualdades. 
Cuando amplios sectores de la población se ven excluidos de empleos for-
males y de calidad —en gran medida por el rezago educativo— se generan 
procesos de marginación laboral que debilitan la cohesión social y amplían 
las brechas de inequidad (cepal, 2020; ocde, 2022).

Por tanto, la importancia del trabajo en el desarrollo humano radica en 
su capacidad para articular múltiples dimensiones de la vida social: la eco-
nómica, la cultural, la moral y la política. No solo provee recursos materia-
les, sino que también forja subjetividades, regula conductas y posibilita la 
participación ciudadana. De ahí que, como afirma Sen (1999), trabajar no 
solo implica producir, sino también ejercer agencia, ampliar libertades y 
construir dignidad. Esta perspectiva será esencial para comprender, en los 
apartados siguientes, cómo el rezago educativo limita las oportunidades 
laborales y expone a grandes sectores de la población a riesgos de margina-
ción laboral.

El concepto de trabajo, al ser polisémico, ha sido abordado desde diver-
sas disciplinas, cada una con una perspectiva particular sobre su significado 
y función. Comprender estas acepciones permite dimensionar el papel cen-
tral del trabajo en el desarrollo humano, tanto desde lo físico como lo inte-
lectual, lo económico y lo social. La siguiente tabla sintetiza algunas de las 
acepciones más relevantes, mostrando la amplitud conceptual que rodea al 
término y su importancia en el estudio del rezago educativo y la margina-
ción laboral.
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La tabla 8.1 evidencia que el trabajo no es un concepto unívoco, sino 
que abarca múltiples dimensiones: desde la física hasta la social. Esta plu-
ralidad conceptual permite entender por qué el trabajo es considerado un 
eje central del desarrollo humano, pues no solo se relaciona con la produc-
tividad, sino también con la dignidad, la identidad y la cohesión social. 
Reconocer estas acepciones resulta clave para analizar las consecuencias del 
rezago educativo en el acceso al empleo formal y en la exposición a formas 
de trabajo precario o no regulado.

Tabla 8.1. Acepciones sobre el trabajo
Acepciones sobre trabajo Significado

El trabajo en física Producto de una fuerza aplicada sobre un cuerpo y del 
desplazamiento en la dirección de esta fuerza.

El trabajo en economía Cantidad de horas que dedica una persona a una 
actividad productiva (bienes o servicios).

El trabajo intelectual Actividad fruto de la inventiva e ideas de una persona 
que no requiere esfuerzo físico.

El trabajo físico Actividad productiva que requiere habilidades físicas o 
manuales, como agricultura, construcción o mecánica.

El trabajo voluntario Actividad realizada sin recibir compensación 
económica.

El trabajo como empleo 
formal

Actividad regulada por una relación salarial formal, con 
implicaciones económicas, jurídicas y políticas.

El trabajo informal Trabajo cuyas condiciones no están regidas por la ley 
laboral.

El trabajo en equipo o 
colaborativo

Actividad realizada por un grupo de manera coordinada 
para alcanzar una meta común.

El trabajo autónomo Actividad ejercida por cuenta propia, con la asunción 
de riesgos individuales.

El teletrabajo Trabajo realizado a distancia fuera de las instalaciones 
de la organización.

El trabajo esclavo Trabajo forzado e ilegal, con restricciones a la libertad y 
sin remuneración adecuada.

El trabajo infantil Trabajo realizado por menores de la edad mínima legal, 
en contra de las legislaciones vigentes.

El trabajo de campo Trabajo realizado fuera de oficinas o laboratorios, en 
contacto con el fenómeno o proceso estudiado.

División del trabajo Separación de una actividad compleja en tareas 
específicas realizadas por diferentes personas.

El mercado laboral Espacio donde confluyen la oferta de trabajadores y la 
demanda de empleadores.

Fuente: elaboración propia con base en Blanch (2011), De la Garza (2001, 2014), Pérezgonzález y Díaz 
(2005), y Romero (2017).
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La representación gráfica siguiente sobre las acepciones del trabajo bus-
ca ilustrar de manera conceptual cómo distintas modalidades se distribuyen 
en la estructura social contemporánea. Aunque los porcentajes aquí mos-
trados son ilustrativos, permiten visualizar que la mayor parte de la pobla-
ción se concentra en el trabajo formal e informal, mientras que otras cate-
gorías como el teletrabajo, trabajo voluntario o intelectual poseen un peso 
menor, pero en ascenso en los últimos años (Blanch, 2011; De la Garza, 
2014; Romero, 2017).

La gráfica de pastel 8.1 evidencia la coexistencia de múltiples formas de 
trabajo que reflejan la diversidad de roles socioeconómicos. El trabajo informal 
y el trabajo formal ocupan un lugar predominante, lo que coincide con estudios 
que muestran la dualidad del mercado laboral mexicano y latinoamericano 
(oit, 2021). Asimismo, la presencia del trabajo infantil y esclavo (aunque en 
porcentajes reducidos) sigue siendo un problema ético y de derechos humanos. 
El teletrabajo aparece como una modalidad emergente, reforzada por la pan-
demia de covid-19 y los procesos de digitalización (cepal, 2022).

Gráfica 8.1. Acepciones del trabajo (ejemplo conceptual)
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Fuente: elaboración propia con base en Blanch (2011), De la Garza (2001, 2014), Romero (2017) y OIT (2021).
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En síntesis, el trabajo es mucho más que una ocupación productiva: es 
un componente constitutivo del desarrollo humano. Sin embargo, su po-
tencial emancipador solo puede desplegarse plenamente en contextos don-
de la educación actúe como motor de inclusión y equidad. De lo contrario, 
el rezago educativo restringe el acceso a empleos de calidad, generando 
condiciones de precariedad y exclusión que afectan tanto a los individuos 
como a la sociedad en su conjunto.

Desempleo juvenil y rezago educativo

El desempleo juvenil en México ha sido históricamente uno de los fenóme-
nos más visibles de la fragilidad de la articulación entre educación y mer-
cado laboral. Desde el informe de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social 
(stps) de 2007, se advertía que los jóvenes enfrentaban tasas de desempleo 
casi duplicadas respecto a la media nacional, especialmente aquellos con 
rezago educativo o con trayectorias escolares truncas. Esta realidad no solo 
ha persistido, sino que se ha agudizado en las últimas décadas. De acuerdo 
con datos del inegi (2022), el desempleo abierto en la población de 15 a 29 
años alcanzó 6.9%, mientras que en la población adulta fue de 3.2%, lo que 
confirma que los jóvenes enfrentan barreras de acceso estructurales al em-
pleo formal.

El rezago educativo constituye uno de los principales factores explicativos 
de este escenario. La Organización Internacional del Trabajo (oit, 2020) ha 
señalado que los jóvenes con baja escolaridad tienen el doble de probabilida-
des de encontrarse desempleados o subempleados que aquellos con educación 
superior. En México, este fenómeno se refleja en la concentración de jóvenes 
con estudios inferiores al bachillerato en los estratos más vulnerables del mer-
cado laboral, donde predominan trabajos temporales, de baja remuneración 
y sin acceso a la seguridad social.

Asimismo, la evidencia muestra que la educación ya no garantiza auto-
máticamente un empleo de calidad. La ocde (2021) indica que México es 
uno de los países donde la sobreeducación (tener más estudios que los re-
queridos para el puesto) convive con la subeducación, creando una para-
doja laboral. Mientras algunos profesionistas se ven obligados a aceptar 
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empleos precarios por falta de oportunidades, una gran proporción de jó-
venes con rezago educativo ni siquiera logra acceder al mercado formal. 
Esta polarización acentúa la desigualdad y la segmentación social.

La vulnerabilidad de la juventud mexicana se refleja también en su par-
ticipación en la llamada “generación ni-ni” (ni estudian ni trabajan). De 
acuerdo con el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo 
Social (Coneval, 2022), cerca de tres millones de jóvenes entre 18 y 24 años 
se encuentran en esta condición, siendo la mayoría mujeres, lo que refleja 
además una fuerte dimensión de género. Estos datos sugieren que el rezago 
educativo se intersecta con otras desigualdades estructurales, aumentando 
la probabilidad de exclusión.

El desempleo juvenil en México tiene también una dimensión regional. 
Mientras en los estados del norte del país la demanda laboral vinculada a la 
industria manufacturera ofrece mayores posibilidades de empleo a los jó-
venes, en los estados del sur-sureste la combinación de rezago educativo y 
falta de inversión productiva genera tasas de desempleo más elevadas y un 
incremento de la migración laboral (cepal, 2022). Esto confirma que el 
problema del rezago educativo y la marginación laboral no es homogéneo, 
sino que presenta fuertes disparidades territoriales.

Los efectos del desempleo juvenil trascienden lo económico y tienen 
repercusiones en la cohesión social. Estudios recientes (Rivera y Chávez, 
2021) demuestran que la falta de oportunidades de inserción laboral para 
jóvenes con bajo nivel educativo se asocia con mayor propensión a involu-
crarse en actividades informales e incluso delictivas. Esta relación entre 
rezago educativo, desempleo juvenil y vulnerabilidad social refuerza la ne-
cesidad de políticas integrales que atiendan la transición escuela-trabajo.

En este sentido, diversos organismos internacionales recomiendan la 
implementación de políticas activas de empleo juvenil, tales como progra-
mas de capacitación vinculados con la demanda laboral, incentivos a las 
empresas que contraten a jóvenes en condiciones de rezago y sistemas de 
prácticas profesionales certificadas. Sin embargo, en México, la limitada 
inversión pública y la discontinuidad de programas han debilitado su im-
pacto (oit, 2020). Esto mantiene a millones de jóvenes en un círculo vicio-
so de bajo capital educativo y exclusión del mercado formal.
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La relación entre el rezago educativo y la marginación laboral se refleja 
de manera clara en las estadísticas de desempleo juvenil en México. Histó-
ricamente, los jóvenes presentan tasas de desocupación mayores que los 
adultos, fenómeno que se intensifica cuando existe un bajo nivel de escola-
ridad. En este sentido, el desempleo juvenil no solo revela la insuficiencia 
del sistema educativo para articularse con el mercado laboral, sino también 
las desigualdades estructurales que enfrentan los jóvenes para acceder a 
empleos dignos.

La gráfica 8.2 muestra la evolución del desempleo juvenil frente al des-
empleo adulto en México entre 2007 y 2022. Se observa que:

•	 En 2007, la tasa de desempleo juvenil era de 6.3%, casi el doble de la 
tasa general de adultos, lo que ya señalaba un desajuste estructural 
entre educación y empleo.

•	 Entre 2009 y 2010, la crisis económica global impactó fuertemente a 
los jóvenes, elevando su desempleo por encima del 9%, mientras que 
el desempleo adulto no superó el 6 por ciento.

Gráfica 8.2. Tenencia del desempleo juvenil vs. adultos en México (2007-2022)
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Fuente: elaboración propia con base en datos de INEGI (2007–2022), Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial (STPS, 2021) y Organización Internacional del Trabajo (OIT, 2022).
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•	 De 2012 a 2018, se registró una ligera disminución en ambos gru-
pos; sin embargo, la brecha persistió: los jóvenes seguían registrando 
en promedio entre 2 y 3 puntos porcentuales más de desempleo que 
los adultos.

•	 En 2020, con la pandemia de covid-19, el desempleo juvenil volvió a 
dispararse hasta casi 9%, frente al 5% en adultos, lo que evidencia la 
vulnerabilidad de los jóvenes en contextos de crisis.

•	 En 2022, aunque hubo cierta recuperación, los niveles de desempleo 
juvenil continuaban siendo más altos que los de los adultos (6% vs. 
3.6%), mostrando que la desigualdad estructural persiste.

Esto demuestra que el rezago educativo limita las competencias nece-
sarias para que los jóvenes compitan por empleos de calidad, aumentando 
su propensión a integrarse al sector informal o a condiciones laborales pre-
carias. Finalmente, el desempleo juvenil en México, en estrecha relación con 
el rezago educativo, no puede ser entendido únicamente como un problema 
económico, sino como un fenómeno multidimensional que impacta la cons-
trucción de proyectos de vida, la participación ciudadana y la movilidad 
social. La marginación laboral de la juventud rezagada no solo representa 
una pérdida de capital humano, sino también una amenaza al desarrollo 
sostenible del país.

El círculo vicioso entre rezago educativo,  
informalidad y pobreza estructural

El rezago educativo constituye uno de los principales factores de repro-
ducción de la desigualdad social en México, al incidir directamente sobre 
la calidad y estabilidad del empleo, el nivel de ingresos y las oportunidades 
de desarrollo humano. Su efecto trasciende el ámbito escolar: se proyecta 
en la estructura productiva del país, configurando un círculo vicioso don-
de la baja escolaridad conduce a la informalidad laboral, ésta genera po-
breza e inseguridad económica, y a su vez esas condiciones obstaculizan 
el acceso a la educación y la capacitación, perpetuando el rezago. En ese 
sentido, la relación entre educación, trabajo y pobreza se convierte en una 
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trampa estructural que limita el crecimiento económico inclusivo y la 
movilidad social intergeneracional (cepal, 2020).

De acuerdo con el inegi (2023), más del 51% de la población ocupada 
en México labora en condiciones de informalidad, es decir, sin contrato, 
seguridad social ni acceso a prestaciones básicas. Esta cifra alcanza niveles 
aún más altos en los grupos con educación básica incompleta (73%) y me-
dia superior inconclusa (61%). La relación es directa: a menor nivel educa-
tivo, mayor probabilidad de estar en la economía informal. Por su parte, el 
Coneval (2022) reporta que el 38.3% de las personas con educación básica 
se encuentra en situación de pobreza laboral —es decir, su ingreso no al-
canza para cubrir la canasta alimentaria—, mientras que entre quienes tie-
nen educación superior la cifra desciende al 8.6%. La educación, por tanto, 
sigue siendo el principal factor de movilidad social, aunque su efecto se ve 
debilitado en un entorno productivo caracterizado por la precariedad y la 
desregulación.

Este fenómeno no es nuevo, pero se ha intensificado con la transforma-
ción del mercado laboral y el avance tecnológico. La oit (2020) advierte 
que en América Latina los empleos generados en la última década se con-
centran en sectores de baja productividad y con escasas oportunidades de 
capacitación, lo que consolida una estructura dual del empleo: una minoría 
formal altamente calificada y una mayoría informal con bajos ingresos. 
México no escapa a esa tendencia. Los trabajadores con rezago educativo 
suelen desempeñarse en ocupaciones de baja calificación (comercio ambu-
lante, construcción, servicios personales) que ofrecen pocas posibilidades 
de movilidad ascendente. A ello se suma que el déficit de habilidades digi-
tales y técnicas los excluye de los sectores emergentes asociados a la econo-
mía del conocimiento.

La cepal (2021) ha denominado a este fenómeno la “trampa de la in-
formalidad”, entendida como un conjunto de mecanismos que impiden a 
las personas transitar de la economía informal a empleos formales y pro-
ductivos. En México, dicha trampa se reproduce porque la baja escolaridad 
reduce la productividad individual, lo que a su vez desincentiva la forma-
lización por parte de las empresas y restringe la capacidad del Estado para 
ampliar la base fiscal. Así, la falta de educación y la informalidad se retro-
alimentan: quienes laboran en la informalidad no cotizan en sistemas de 
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seguridad social, carecen de ahorro para el retiro y difícilmente pueden 
financiar la educación de sus hijos, asegurando la continuidad del rezago.

Un elemento adicional que agudiza este círculo vicioso es la desigualdad 
territorial. Según el pnud (2021), los estados con mayores niveles de margina-
ción educativa (Chiapas, Oaxaca, Guerrero y Veracruz) son también los que 
presentan las tasas más altas de informalidad laboral y pobreza multidimen-
sional. Las brechas entre regiones urbanas y rurales no sólo se mantienen, sino 
que se amplían en función del acceso desigual a infraestructura educativa y 
tecnológica. En contextos rurales, más del 60 % de los jóvenes abandona la 
escuela antes de concluir la secundaria y el 75 % de los empleos disponibles 
son informales. En esas condiciones, la educación deja de ser una vía de mo-
vilidad y se convierte en un privilegio territorialmente condicionado.

El rezago educativo también impacta en la productividad agregada del 
país. El Banco Mundial (2022) estima que las pérdidas derivadas de la baja 
calidad educativa y la informalidad laboral representan alrededor del 15% 
del pib potencial de México, debido a la subutilización del capital humano. 
La informalidad, lejos de ser un refugio temporal, se transforma en una 
estructura paralela de supervivencia que sustituye al empleo formal sin ge-
nerar beneficios fiscales ni sociales. De ahí que la mejora del sistema edu-
cativo y la expansión del empleo decente sean condiciones complementarias 
e inseparables para romper la trampa de la pobreza.

Desde una perspectiva social, la combinación entre rezago educativo e 
informalidad laboral erosiona el tejido comunitario. Al precarizar los ingre-
sos y debilitar la seguridad económica de las familias, se incrementan fenó-
menos asociados a la exclusión social: desnutrición, deserción escolar, vio-
lencia intrafamiliar y migración. El trabajo, entendido por la oit (2019) 
como un medio para el desarrollo humano integral, pierde su valor eman-
cipador cuando se ejerce sin derechos, sin estabilidad y sin expectativas de 
mejora. Así, el rezago educativo no sólo limita la empleabilidad, sino que 
atenta contra la dignidad laboral y la cohesión social.

Superar este círculo vicioso exige una visión de política pública integral, 
que reconozca la educación y el empleo como dimensiones interdependien-
tes del desarrollo humano. No basta con ampliar la cobertura escolar si los 
egresados no encuentran oportunidades laborales dignas; tampoco basta 
con promover el autoempleo sin fortalecer las competencias básicas y téc-
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nicas. La articulación de ambos ejes (educación y trabajo decente) será el 
tema central del siguiente apartado, donde se abordarán las políticas y pro-
gramas implementados en México para revertir los efectos del rezago edu-
cativo y la marginación laboral.

Políticas públicas y programas  
de inserción laboral para jóvenes  
con rezago educativo

El vínculo entre educación y empleo en México ha sido históricamente débil, 
fragmentado y discontinuo. Las políticas públicas orientadas a la inserción 
laboral de los jóvenes con rezago educativo han carecido de integralidad, de 
continuidad institucional y de mecanismos efectivos de evaluación. A pesar 
de que desde finales del siglo xx se reconoce el rezago educativo como un 
factor de vulnerabilidad estructural, las estrategias estatales se han limitado, 
en muchos casos, a paliar los efectos inmediatos del desempleo juvenil sin 
atacar las causas profundas que lo generan. En consecuencia, millones de 
jóvenes siguen transitando entre la precariedad laboral y la exclusión educa-
tiva, atrapados en una dinámica que limita su desarrollo humano y su parti-
cipación productiva en la sociedad (Imjuve, 2022; oit, 2021).

Uno de los programas más emblemáticos en los últimos años ha sido 
“Jóvenes Construyendo el Futuro” (jcf), implementado por la Secretaría del 
Trabajo y Previsión Social (stps) desde 2019. Su objetivo es vincular a jó-
venes de entre 18 y 29 años que no estudian ni trabajan con centros labora-
les donde puedan capacitarse hasta por un año, recibiendo una beca mensual 
y cobertura médica básica. Si bien ha beneficiado a más de 2.6 millones de 
jóvenes hasta 2023, según datos oficiales (stps, 2023), diversos estudios 
señalan que el programa enfrenta deficiencias estructurales: falta de segui-
miento a los egresados, limitada certificación de competencias y baja tasa 
de incorporación al empleo formal una vez concluida la beca (Coneval, 
2022). Esto refleja que la capacitación, sin una política educativa sólida ni 
incentivos de formalización empresarial, no garantiza una inserción laboral 
sostenible.
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Por otro lado, programas como “Bécate”, el Servicio Nacional de Empleo 
(sne) y el Programa de Capacitación para el Trabajo Industrial (cecati), 
aunque con trayectorias más largas, han tenido un impacto acotado por la 
dispersión institucional y la insuficiencia presupuestal. El Banco Interame-
ricano de Desarrollo (bid, 2021) ha destacado que en México existen más 
de 120 programas de formación para el trabajo distribuidos entre depen-
dencias federales, estatales y municipales, pero sin una estrategia común 
que articule los resultados educativos con las necesidades del mercado la-
boral. La consecuencia de esa fragmentación es la duplicidad de esfuerzos, 
la ineficiencia administrativa y la ausencia de mecanismos que integren 
educación, empleo y desarrollo productivo en una sola política intersecto-
rial.

En el ámbito educativo, el Programa Nacional de Becas Benito Juárez 
ha intentado reducir la deserción en niveles medio superior y superior me-
diante apoyos económicos directos. No obstante, su impacto en la emplea-
bilidad es indirecto: busca evitar el abandono escolar, pero no necesaria-
mente mejora la vinculación con el mercado laboral. En contraste, la 
educación dual (modelo que combina formación teórica en aula y práctica 
en empresas) ha mostrado mejores resultados en países europeos y en al-
gunos estados del país como Nuevo León, Querétaro y Coahuila. De acuer-
do con la ocde (2022), los programas de educación dual incrementan en 
un 20% la probabilidad de que los jóvenes obtengan un empleo formal tras 
egresar, siempre que exista una coordinación efectiva entre instituciones 
educativas, sector privado y autoridades laborales.

Sin embargo, el principal desafío de las políticas públicas mexicanas radi-
ca en su carácter asistencialista. Muchos programas privilegian el corto plazo 
—transferencias monetarias, becas o apoyos— sobre la creación de trayecto-
rias laborales estables. La oit (2020) subraya que los programas de empleo 
juvenil deben concebirse no como mecanismos compensatorios, sino como 
parte de una estrategia de desarrollo productivo que fomente la innovación, 
la digitalización y la transición hacia empleos verdes y sostenibles. En México, 
todavía prevalece una visión fragmentada: la política educativa y la laboral 
operan en paralelo, sin una interconexión sistémica que traduzca la formación 
académica en empleabilidad efectiva.
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La evaluación del Coneval (2023) sobre los programas federales dirigi-
dos a jóvenes señala que menos del 15% de los beneficiarios logra insertar-
se en un empleo formal seis meses después de participar en alguno de ellos. 
Además, la mayoría de los empleos obtenidos se concentra en sectores de 
baja productividad y sin protección social. Esto evidencia que la ausencia 
de políticas de formalización, de incentivos fiscales a las empresas capaci-
tadoras y de programas de reentrenamiento digital profundiza el rezago. El 
Estado mexicano enfrenta así una doble deuda: con los jóvenes que no tu-
vieron acceso a una educación de calidad y con quienes, habiéndola tenido, 
no encuentran condiciones laborales dignas para ejercer sus competencias.

En el ámbito internacional, organismos como la cepal (2021) y el Banco 
Mundial (2022) proponen modelos de intervención basados en tres ejes: (1) 
educación flexible y modular, que permita combinar estudio y trabajo; (2) 
certificación de competencias laborales adquiridas fuera del sistema escolar; y 
(3) incentivos empresariales para contratar y capacitar jóvenes con rezago 
educativo. En países como Chile, Colombia y Uruguay, este enfoque ha gene-
rado una mayor integración entre políticas sociales y laborales, fortaleciendo 
los ecosistemas de empleo juvenil. México, sin embargo, ha avanzado lenta-
mente en esa dirección, con esfuerzos parciales que no han logrado consolidar 
un marco de política pública articulada y sostenida en el tiempo.

Frente a ese panorama, el futuro de la inserción laboral de los jóvenes 
con rezago educativo dependerá de la capacidad del Estado para transitar 
de políticas reactivas a estrategias estructurales. Se requiere un pacto edu-
cativo-laboral que involucre a los sectores público, privado y académico 
para rediseñar los itinerarios formativos, modernizar los programas de ca-
pacitación y asegurar la pertinencia curricular frente a las transformaciones 
del mercado de trabajo. En última instancia, el reto no consiste únicamen-
te en ofrecer empleos, sino en garantizar condiciones de trabajo decente, 
conforme a los principios de la oit, donde la educación y el empleo funcio-
nen como pilares complementarios del desarrollo humano.

El próximo apartado abordará justamente esa perspectiva propositiva: 
la necesidad de construir estrategias de inclusión educativa y laboral capa-
ces de romper el ciclo del rezago, la precariedad y la informalidad. Desde 
un enfoque de derechos y de sostenibilidad, se analizarán las rutas para 
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transitar hacia una sociedad del conocimiento donde la educación sea una 
puerta de acceso —y no una barrera— al trabajo digno.

Estrategias de inclusión educativa 
 y laboral para la mitigación del rezago

La superación del rezago educativo y la marginación laboral requiere mucho 
más que la suma de programas asistenciales. Implica una reconfiguración 
estructural del modelo educativo, productivo y social, capaz de articular la 
formación con las necesidades reales del mercado de trabajo y, al mismo 
tiempo, con las aspiraciones de desarrollo humano de las personas. La edu-
cación, cuando se concibe como un derecho y no como un privilegio, se 
convierte en la herramienta más poderosa para romper los ciclos de pobre-
za y exclusión que aquejan a amplios sectores de la población mexicana. Por 
ello, las estrategias de inclusión deben ser integrales, sostenidas y sostenibles, 
orientadas tanto a la prevención del rezago como a la reincorporación edu-
cativa y laboral de quienes ya lo padecen (unesco, 2022).

Una primera vía de acción consiste en fortalecer los programas de se-
gunda oportunidad educativa, que permiten a jóvenes y adultos concluir 
estudios básicos o medios superiores mediante modalidades flexibles, vir-
tuales y acreditación por competencias. El Instituto Nacional para la Edu-
cación de los Adultos (inea) y los subsistemas de educación abierta han 
demostrado ser herramientas eficaces cuando se acompañan de tutoría 
personalizada, apoyo psicológico y vinculación laboral. Sin embargo, su 
cobertura aún es limitada: sólo el 8% de la población adulta en rezago edu-
cativo participa activamente en dichos programas (inegi, 2023). Expandir 
estos modelos bajo esquemas comunitarios y con alianzas público-privadas 
podría incrementar sustancialmente su impacto, especialmente en zonas 
rurales e indígenas donde el abandono escolar es mayor.

Otro componente clave es la educación técnico-profesional y la forma-
ción dual. La experiencia de países como Alemania, Suiza o Canadá de-
muestra que los sistemas de aprendizaje basados en la alternancia entre aula 
y empresa generan mayores tasas de empleabilidad, productividad y cohe-
sión social. En México, el Modelo Mexicano de Formación Dual (mmfd), 
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implementado desde 2013 por la sep y la Coparmex, ha vinculado a más de 
6 000 empresas y 15 000 estudiantes de nivel medio superior técnico (sep, 
2022). No obstante, su cobertura sigue siendo marginal frente al universo 
de jóvenes que egresan cada año sin experiencia laboral. Escalar este mo-
delo, diversificar sus sectores de aplicación (tecnología, energía, servicios) 
y asegurar la certificación oficial de competencias son pasos imprescindibles 
para transformar la relación entre educación y trabajo.

La alfabetización digital y la reconversión de competencias constituyen 
otra línea prioritaria. La acelerada digitalización del trabajo tras la pandemia 
de covid-19 ha profundizado las brechas entre quienes dominan habilidades 
tecnológicas y quienes quedaron excluidos por su bajo nivel educativo o 
acceso limitado a internet. Según la ocde (2023), en México el 54% de los 
adultos carece de habilidades digitales básicas, lo que reduce su empleabilidad 
en sectores emergentes. Iniciativas como el Programa Capacítate para el Em-
pleo de la Fundación Carlos Slim o las Aulas del Futuro de la sep deben ser 
ampliadas y articuladas con una estrategia nacional de competencias digita-
les, que permita al país transitar hacia una economía del conocimiento más 
inclusiva y productiva.

Asimismo, resulta esencial promover políticas activas de empleo orien-
tadas a la formalización y al emprendimiento social. Los incentivos fiscales 
para empresas que contraten jóvenes con rezago educativo, junto con pro-
gramas de microcréditos productivos y capacitación empresarial, pueden 
favorecer la creación de microemprendimientos sostenibles. De acuerdo 
con la oit (2021), los programas de autoempleo que combinan capacitación 
técnica, mentoría y acceso al crédito tienen una tasa de éxito del 65% a tres 
años, frente al 30% de aquellos que se limitan a subsidios monetarios. En 
este sentido, las políticas deben apostar por la empleabilidad sostenible, no 
por el asistencialismo coyuntural.

Una estrategia de inclusión efectiva debe también incorporar la pers-
pectiva de género y la interculturalidad. Las mujeres jóvenes y las pobla-
ciones indígenas presentan mayores tasas de rezago educativo y desem-
pleo. La cepal (2022) advierte que el 60% de las mujeres con baja 
escolaridad en México se desempeña en el trabajo doméstico no remune-
rado o en la economía informal, sin acceso a seguridad social ni protección 
legal. Implementar programas de formación con enfoque de género, guar-
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derías comunitarias y horarios flexibles podría facilitar su reinserción 
educativa y laboral, promoviendo la igualdad de oportunidades y la auto-
nomía económica.

Desde la dimensión territorial, las alianzas entre gobiernos locales, uni-
versidades y sectores productivos son determinantes. La creación de polos 
regionales de capacitación técnica, incubadoras de empleo y centros de in-
novación puede convertirse en un mecanismo de descentralización del de-
sarrollo. Experiencias como los Centros de Formación Integral para el Tra-
bajo en Guanajuato o los Clústeres de Innovación Educativa en Querétaro 
muestran que la coordinación local genera mejores resultados que las polí-
ticas centralizadas. Estos modelos deben fortalecerse mediante financia-
miento sostenible y evaluación basada en resultados, garantizando su con-
tinuidad más allá de los ciclos políticos.

Por último, la consolidación de un ecosistema de educación y trabajo 
decente requiere integrar los marcos institucionales dispersos en una polí-
tica nacional de inclusión educativa y laboral. Tal política debe incorporar 
indicadores de calidad, mecanismos de seguimiento y una visión interge-
neracional del desarrollo humano. La unesco (2023) sostiene que la verda-
dera inclusión educativa no se limita a ingresar al sistema escolar, sino a 
permanecer, aprender y obtener resultados que permitan una participación 
social y económica significativa. En ese sentido, la articulación entre edu-
cación, empleo, innovación y equidad constituye el núcleo de cualquier 
proyecto de país que aspire a un desarrollo sostenible. Las estrategias de 
inclusión educativa y laboral no pueden considerarse como políticas secto-
riales, sino como una apuesta civilizatoria. El desafío no consiste únicamen-
te en reducir el rezago educativo, sino en transformar las condiciones es-
tructurales que lo producen y lo perpetúan. El siguiente capítulo 
profundizará en ese horizonte de transformación, analizando las perspec-
tivas de un nuevo paradigma de políticas sociales centradas en la justicia 
educativa, la empleabilidad juvenil y la resiliencia social.
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Conclusiones

El análisis desarrollado en este capítulo permite afirmar que el rezago edu-
cativo no es únicamente una carencia individual, sino un fenómeno estruc-
tural que reproduce la desigualdad, limita la productividad y debilita la 
cohesión social. Su impacto sobre la marginación laboral se traduce en una 
pérdida de capital humano y en la persistencia de un modelo económico 
dual, donde coexisten una minoría formal integrada al desarrollo y una 
mayoría relegada a la informalidad y a la pobreza. La falta de articulación 
entre educación y empleo constituye, en ese sentido, una de las deudas 
históricas más graves del Estado mexicano.

A lo largo del capítulo se ha evidenciado que el ciclo rezago educati-
vo-informalidad-pobreza opera como una trampa social que impide la 
movilidad ascendente y frena el desarrollo humano. Las políticas públicas, 
aunque bien intencionadas, han tendido a fragmentarse, careciendo de 
continuidad y evaluación. La apuesta del futuro debe ser sistémica: una 
alianza entre educación, trabajo y equidad que garantice oportunidades 
reales para las nuevas generaciones.

En el horizonte de un país más justo y productivo, la educación y el empleo 
deben concebirse como derechos interdependientes. Romper el círculo del 
rezago educativo implica generar empleos decentes, y generar empleos decen-
tes requiere fortalecer la educación. Esa doble dinámica, que vincula la digni-
dad del saber con la dignidad del trabajo, constituye la base sobre la cual se 
puede edificar un modelo de desarrollo verdaderamente humano y sostenible.
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9. El rezago educativo como factor de riesgo a la 
marginación y bienestar socioeconómico

Introducción

El bienestar humano constituye el horizonte último de toda política públi-
ca orientada al desarrollo. Sin embargo, su realización efectiva se ve pro-
fundamente condicionada por las oportunidades educativas y laborales que 
una sociedad es capaz de ofrecer a sus ciudadanos. En el contexto mexica-
no, el rezago educativo se ha convertido en un factor estructural que no solo 
restringe el acceso a empleos dignos y productivos —como se analizó en el 
capítulo anterior—, sino que también compromete el bienestar socioeconó-
mico en sus múltiples dimensiones: material, social y psicológica. Dicho de 
otro modo, la educación no solo es un medio para alcanzar el progreso, sino 
un determinante fundamental de la capacidad de las personas para vivir 
bien, participar en la vida colectiva y proyectar un futuro con esperanza.

Diversos estudios (cepal, 2022; Coneval, 2023; pnud, 2021) coinciden 
en que el bienestar no puede reducirse al ingreso o al crecimiento econó-
mico, sino que debe entenderse como un constructo multidimensional que 
articula factores económicos, sociales, ambientales y subjetivos. En esa ló-
gica, el rezago educativo representa un doble obstáculo: por un lado, limita 
el acceso a los recursos materiales que sostienen el bienestar objetivo (em-
pleo, ingreso, vivienda, salud); por el otro, mina las bases psicosociales del 
bienestar subjetivo (autoestima, satisfacción vital, estabilidad emocional). 
Así, las desigualdades educativas se traducen en desigualdades de bienestar, 
generando una cadena de privaciones que afectan la cohesión social y la 
sostenibilidad del desarrollo humano.

http://comunicacion-cientifica.com
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México enfrenta hoy una paradoja profunda: mientras la política social 
ha ampliado sus programas y presupuestos en favor del bienestar ciudada-
no, los indicadores estructurales de pobreza y rezago educativo muestran 
una persistencia preocupante. Según el inegi (2023), más de 26 millones de 
personas mayores de 15 años se encuentran en condición de rezago educa-
tivo —sin haber concluido la educación básica—, y el Coneval (2022) esti-
ma que el 36.3% de la población vive en pobreza multidimensional. En otras 
palabras, el déficit educativo sigue reproduciendo la exclusión socioeconó-
mica, incluso en un contexto de expansión del gasto social. Este desfase 
revela que sin una política educativa sólida y articulada con el empleo y la 
protección social, no puede haber bienestar sostenible.

El presente capítulo analiza cómo el rezago educativo actúa como factor 
de riesgo a la marginación del bienestar socioeconómico, entendido este 
como el equilibrio entre las condiciones materiales de vida y las percepcio-
nes subjetivas de satisfacción y seguridad. Para ello, se propone una lectura 
integral que abarca seis aspectos: primero, una revisión conceptual sobre el 
bienestar y sus dimensiones; segundo, el examen del modelo mexicano de 
política social y su distancia con un verdadero Estado de bienestar; tercero, 
la identificación de los mecanismos causales que vinculan el rezago educa-
tivo con la marginación del bienestar; cuarto, los efectos psicosociales del 
rezago sobre la autoestima y la salud mental; quinto, el análisis de las brechas 
territoriales y de género; y finalmente, la formulación de una agenda pros-
pectiva para construir un sistema integral de bienestar educativo y laboral.

Conceptualización del bienestar  
socioeconómico: enfoques,  
dimensiones y medición

El concepto de bienestar socioeconómico ha evolucionado desde una noción 
puramente económica hacia un marco multidimensional que integra aspec-
tos materiales, sociales y psicológicos. Durante gran parte del siglo xx, el 
bienestar se asoció con el crecimiento económico y el aumento del produc-
to interno bruto (pib) per cápita, bajo la premisa de que un mayor ingreso 
promedio se traduciría automáticamente en mejores condiciones de vida 
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(Pena-Trapero, 2009). No obstante, a partir de los años ochenta, los enfoques 
de desarrollo humano y calidad de vida cuestionaron esa visión reduccio-
nista, señalando que el bienestar no depende exclusivamente de los recursos 
económicos, sino también del acceso equitativo a la educación, la salud, la 
seguridad, la participación y la autorrealización (Duarte y Jiménez, 2007; 
Zarzosa y Somarriba, 2013).

Desde entonces, la literatura especializada distingue entre dos grandes 
aproximaciones:

•	� El bienestar objetivo, que se mide a través de indicadores verificables 
como el ingreso, la salud, el empleo o la vivienda; y

•	 El bienestar subjetivo, que se relaciona con las percepciones indi-
viduales de satisfacción, felicidad y sentido vital (Navarro, Ayvar y 
Giménez, 2016).

Ambas dimensiones son complementarias: mientras la primera refleja 
las condiciones estructurales del desarrollo, la segunda evidencia su apro-
piación psicológica y emocional por parte de los individuos. 

En consecuencia, el bienestar socioeconómico se define como el resul-
tado de la interacción entre las condiciones materiales de existencia y la 
experiencia subjetiva de plenitud.

A efectos analíticos, se pueden identificar tres enfoques principales para 
la medición del bienestar social, cada uno con implicaciones metodológicas 
distintas (Pena-Trapero, 2009; Sánchez y Rodríguez, 2003):

a) Enfoque económico: asocia bienestar con riqueza, midiendo el pib 
per cápita, el consumo o el ingreso disponible como indicadores cen-
trales.

b) Enfoque de utilidad y satisfacción: considera la capacidad de los in-
dividuos para satisfacer sus necesidades básicas y alcanzar niveles 
deseados de felicidad o satisfacción.

c) Enfoque de indicadores sociales sintéticos: propone una visión mul-
tidimensional que combina variables económicas, educativas, sani-
tarias y sociales para construir índices compuestos, como el Índice 
de Desarrollo Humano (idh) o el Índice de Bienestar Social (ibs).
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A lo largo de la historia del pensamiento económico y social, el bienestar 
ha sido objeto de diversas interpretaciones teóricas. Su medición ha pasado 
de centrarse en la acumulación de riqueza material a reconocer la complejidad 
de las dimensiones humanas, sociales y psicológicas. Como se observa en la 
tabla 9.1, los enfoques de medición del bienestar socioeconómico se agrupan 
en tres grandes paradigmas: económico, utilitarista o de satisfacción y multi-
dimensional. Cada uno ofrece una forma distinta de aproximarse a la noción 
de “vivir bien”: el primero enfatiza la producción y el ingreso; el segundo, la 
utilidad percibida; y el tercero, la interacción de factores materiales y subjeti-
vos. Este último enfoque es el más aceptado en la actualidad por organismos 
internacionales como la ocde, el pnud y la cepal, al permitir un análisis 
integral que vincula educación, salud, empleo y calidad de vida como elemen-
tos constitutivos del bienestar.

La comparación muestra que, mientras los enfoques tradicionales pri-
vilegian la dimensión económica del bienestar, los más recientes incorporan 
dimensiones sociales y subjetivas que amplían la comprensión del desarro-

Tabla 9.1. Enfoques teóricos y metodológicos de medición del bienestar socioeconómico

Enfoque de 
medición

Principales 
indicadores y 

variables
Fortalezas analíticas

Limitaciones 
conceptuales o 
metodológicas

Ejemplos de 
aplicación

Económico o 
clásico

Producto interno 
bruto (PIB), PIB per 
cápita, consumo, 
ingreso promedio, 
crecimiento 
económico.

Permite 
comparaciones 
internacionales; 
utiliza fuentes 
estandarizadas; fácil 
interpretación.

Reduce el bienestar a 
variables monetarias; 
ignora desigualdad, 
distribución y 
dimensiones no 
económicas.

Cuentas Nacionales 
del INEGI; Banco 
Mundial; FMI; 
OCDE (datos de 
crecimiento).

Utilitarista o de 
satisfacción de 
necesidades

Satisfacción vital, 
felicidad, percepción 
de bienestar, utilidad 
marginal de bienes y 
servicios.

Integra percepciones 
individuales; 
reconoce el papel de 
las expectativas y la 
subjetividad.

Dificultad para 
homologar criterios; 
fuerte dependencia 
cultural; limitado 
para comparaciones 
estructurales.

Encuestas 
de Bienestar 
Subjetivo (INEGI, 
ENVIPE); World 
Happiness Report; 
Latinobarómetro.

Multidimensional 
o sintético

Ingreso, educación, 
salud, vivienda, 
seguridad social, 
participación social, 
igualdad de género, 
satisfacción vital.

Refleja la 
complejidad del 
bienestar; combina 
dimensiones 
objetivas y 
subjetivas; permite 
identificar brechas y 
carencias específicas.

Requiere bases de 
datos extensas y 
armonizadas; riesgo 
de solapamiento 
entre indicadores.

Índice de Desarrollo 
Humano (PNUD); 
Índice de Pobreza 
Multidimensional 
(CONEVAL); How’s 
Life? (OCDE); Social 
Progress Index 
(CEPAL).

Fuente: elaboración propia.
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llo humano. El paradigma multidimensional resulta particularmente útil 
para el caso mexicano, ya que permite visibilizar cómo el rezago educativo 
impacta de manera simultánea el ingreso, la salud, el empleo y la satisfacción 
vital, conformando un entramado estructural de exclusión. Este enfoque 
integral es el que orienta el análisis de los siguientes apartados del capítulo.

En México, el Coneval (2022) y el inegi (2023) han adoptado una pers-
pectiva multidimensional que incluye seis dimensiones básicas: ingreso, edu-
cación, salud, seguridad social, calidad de vivienda y acceso a servicios. Esta 
visión reconoce que la pobreza y el bienestar son fenómenos interdependien-
tes, donde las carencias educativas actúan como detonantes de otras privacio-
nes. Por ejemplo, la población con educación básica incompleta presenta 
niveles más altos de pobreza alimentaria y carencias de salud, lo que demues-
tra la interconexión estructural entre educación y bienestar (Coneval, 2023).

A nivel internacional, organismos como la ocde (2022) y el pnud (2021) 
han avanzado en la construcción de indicadores que capturan la satisfacción 
con la vida, la confianza interpersonal y el equilibrio trabajo-vida, dimen-
siones antes relegadas en las estadísticas tradicionales. Estos instrumentos 
reflejan una transición conceptual hacia el bienestar integral, donde el de-
sarrollo no se mide únicamente por el crecimiento económico, sino por la 
capacidad de las personas de vivir una vida que valoren (Sen, 1999; Stiglitz, 
Fitoussi y Durand, 2018).

De esta forma, el bienestar socioeconómico se concibe como un sistema 
complejo que combina factores objetivos (ingreso, empleo, salud, educación) 
con factores subjetivos (satisfacción, autoestima, sentido de logro). Este 
enfoque permite analizar cómo el rezago educativo no solo afecta los medios 
materiales de vida, sino también la percepción de valía personal y la inte-
gración social. En el caso mexicano, la interacción entre pobreza, desigual-
dad y rezago educativo ha producido un patrón persistente de exclusión que 
se expresa tanto en la economía como en la experiencia cotidiana de millo-
nes de ciudadanos.

La figura 9.1 ilustra gráficamente esta relación sistémica, mostrando 
cómo el rezago educativo actúa como variable transversal que afecta simul-
táneamente las tres esferas.
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•	 En la dimensión económica, el nivel educativo determina la produc-
tividad, el tipo de empleo y el ingreso disponible.

•	 En la dimensión social, influye sobre el acceso a servicios básicos, 
salud, vivienda y seguridad social.

•	 En la dimensión psicológica, el rezago educativo repercute en la au-
toestima, la satisfacción vital y la confianza interpersonal.

Las flechas bidireccionales reflejan la retroalimentación constante en-
tre las tres dimensiones: un déficit en una de ellas puede amplificar las 
carencias en las demás. Este modelo sintetiza el enfoque multidimensio-
nal adoptado en el capítulo, donde el rezago educativo se interpreta no 
solo como un problema escolar, sino como un detonante estructural de 
la marginación del bienestar integral.

El bienestar socioeconómico no puede entenderse como un estado es-
tático de prosperidad, sino como una condición dinámica dependiente de 
las oportunidades educativas, laborales y sociales que una sociedad ofrece. 
En ese sentido, el rezago educativo constituye un punto de inflexión: cuan-

Figura 9.1. Modelo de dimensiones del bienestar socioeconómico

Rezago educativo
(variable transversal)

Dimensión psicológica
(Autoestima, satisfacción vital,

con�anza interpersonal)

Dimensión social
(Educación, salud, 

vivienda, seguridad social)

Dimensión económica
(Ingreso, empleo formal,

productividad)

Fuente: elaboración propia con base en CEPAL (2022), OCDE (2022), PNUD (2021), Coneval (2023) y Stiglitz, 
Fitoussi y Durand (2018).
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do se acumula y reproduce generacionalmente, fragiliza los pilares mate-
riales y simbólicos del bienestar colectivo. El siguiente apartado examinará 
cómo la política social mexicana ha intentado, con resultados dispares, ins-
titucionalizar la promesa del bienestar en un marco que aún dista de confi-
gurarse como un verdadero Estado de bienestar.

Política de bienestar en México:  
del régimen segmentado al  
anhelo de Estado de bienestar

La construcción del bienestar en México ha seguido una trayectoria comple-
ja, marcada por la coexistencia de políticas sociales expansivas y profundas 
desigualdades estructurales. Si bien el discurso político ha reivindicado rei-
teradamente la aspiración de un Estado de bienestar, la realidad institucional 
evidencia más bien la persistencia de un régimen segmentado, en el que los 
beneficios sociales se distribuyen de manera desigual según el tipo de empleo, 
territorio y grupo poblacional. Como afirma Barba (2004), el régimen de 
bienestar mexicano puede interpretarse como un conjunto de procedimientos 
institucionales caracterizados por la fragmentación, la linealidad y el asisten-
cialismo clientelar, antes que por la universalidad de derechos.

Históricamente, las políticas sociales en México se articularon en torno 
al modelo corporativo-laboral heredado del siglo xx, centrado en la población 
formalmente asalariada y urbana. Este modelo descansaba en la idea del 
breadwinner system, donde el jefe de familia masculino era el beneficiario de 
la seguridad social (imss, issste), mientras amplios sectores informales, ru-
rales o dedicados al trabajo doméstico quedaban excluidos del sistema de 
protección (Barba, 2004; Damián, 2017). La reforma agraria, las políticas ali-
mentarias y los programas de vivienda operaron con una lógica similar: más 
orientadas al control político que a la equidad social. De ese modo, se conso-
lidó un sistema dual —una minoría protegida y una mayoría desprotegida— 
que sentó las bases de la segmentación social que aún persiste.

Durante los años noventa, con la liberalización económica y la adopción 
de políticas de focalización, el Estado mexicano transitó de los modelos uni-
versales hacia estrategias asistencialistas condicionadas. Programas como 
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Progresa (1997), Oportunidades (2002) y Prospera (2014) representaron un 
esfuerzo por mitigar la pobreza extrema a través de transferencias monetarias 
condicionadas al cumplimiento de metas educativas y de salud. Sin embargo, 
diversos estudios (Yaschine y Damián, 2017; cepal, 2020) han demostrado 
que estas políticas, aunque redujeron la pobreza extrema, no lograron trans-
formar las causas estructurales de la desigualdad, entre ellas el rezago educa-
tivo, la informalidad laboral y la débil movilidad intergeneracional.

Con la llegada de la administración 2018-2024, el gobierno federal pro-
puso un giro discursivo hacia el paradigma del “desarrollo para el bienestar”, 
retomando los principios del artículo 25 constitucional sobre la rectoría del 
Estado en el desarrollo nacional. El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 
(pnd) plantea la transición de la política social asistencial a una política de 
bienestar universal, centrada en el fortalecimiento de los derechos sociales 
y la redistribución directa de recursos a los sectores más vulnerables. En 
este contexto surgieron los Programas para el Bienestar, entre los cuales 
destacan: Pensión para Adultos Mayores, Pensión para Personas con Dis-
capacidad, Sembrando Vida, Jóvenes Construyendo el Futuro y Becas Be-
nito Juárez (Cedresa, 2020; shcp, 2019).

De acuerdo con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp, 
2019), el gasto programable destinado a los programas de bienestar ascendió 
en 2020 a más de 267 000 millones de pesos, concentrando el 64 % de los 
recursos en la Secretaría de Bienestar. Este incremento presupuestal eviden-
ció la prioridad política otorgada al bienestar social. Sin embargo, como 
advierte Muñiz (2019), el problema no reside únicamente en el monto del 
gasto, sino en la ausencia de un marco institucional articulado que garan-
tice continuidad, evaluación de impacto y coherencia entre dependencias. 
En la práctica, cada secretaría ejecuta programas con criterios propios, sin 
un sistema unificado de información ni una gobernanza transversal.

En términos comparativos, la cepal (2022) señala que México mantie-
ne uno de los sistemas de protección social más fragmentados de América 
Latina. A diferencia de países con esquemas de cobertura universal (como 
Uruguay o Costa Rica), el modelo mexicano sigue sustentado en programas 
de transferencias monetarias focalizadas, cuyo alcance depende de la dis-
ponibilidad fiscal y del ciclo político. Esto implica que el bienestar en Mé-
xico sigue siendo condicional, no garantizado, y vulnerable a los cambios 
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de administración. Por ello, hablar de un “Estado de bienestar” resulta, to-
davía, una aspiración más que una realidad.

No obstante, el actual marco de política social representa un punto de 
inflexión. La ampliación del padrón de beneficiarios, la digitalización de pa-
gos y la incorporación de criterios de equidad territorial constituyen avances 
hacia una política social más incluyente. El reto, como advierte el Coneval 
(2023), es evolucionar de una “política de transferencias” a una “política de 
bienestar integral”, que combine educación de calidad, empleo formal, segu-
ridad social y acceso efectivo a servicios públicos. Sin esa articulación, las 
transferencias corren el riesgo de aliviar la pobreza temporalmente, pero 
no de reducir la vulnerabilidad estructural que produce el rezago educativo.

La discusión sobre la viabilidad de un Estado de bienestar mexicano 
pasa, por tanto, por replantear la arquitectura institucional del bienestar. 
Ello implica transitar de una política social basada en programas dispersos 
hacia un sistema integral de protección social, constitucionalizado, eva-
luable y financiado de manera sostenible. Un modelo de este tipo requeri-
ría no solo la coordinación entre secretarías, sino también la participación 
de estados, municipios y sector privado. Además, demandaría un enfoque 
de ciclo de vida —niñez, juventud, adultez, vejez— que garantice la con-
tinuidad de derechos y la ruptura del ciclo rezago-informalidad-pobreza.

La tabla 9.2 presenta un comparativo de los principales programas de 
bienestar implementados en México durante el periodo 2018-2024. Se in-
cluyen los objetivos, poblaciones beneficiarias, tipos de apoyo y principales 
limitaciones estructurales. El propósito de esta comparación es evidenciar 
la amplitud de la política social mexicana y los retos que enfrenta para con-
solidarse como un verdadero sistema integral de bienestar.

Como puede observarse, la política de bienestar en México refleja una 
tensión permanente entre la intención redistributiva y la realidad institu-
cional. A pesar de los avances recientes, el país sigue enfrentando un dilema 
estructural: cómo convertir los programas sociales en políticas de Estado 
que trasciendan gobiernos y aseguren la equidad intergeneracional. Como 
señala la ocde (2023), la consolidación de un verdadero Estado de bienes-
tar requiere “instituciones robustas, políticas universales y sostenibilidad 
fiscal”. Mientras tanto, el bienestar sigue siendo un proyecto en construcción, 
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vulnerable a las discontinuidades políticas y al persistente rezago educativo 
que erosiona su base más profunda: el desarrollo humano.

Tabla 9.2. Comparativo de programas de bienestar social en México (2018-2024)
Programa / Estrategia Población objetivo Tipo de apoyo Objetivo declarado Principales limitaciones

Pensión para el 
Bienestar de las 
Personas Adultas 
Mayores

Personas mayores 
de 65 años

Transferencia 
monetaria 
bimestral

Garantizar ingreso 
básico y seguridad 
económica en la 
vejez.

No contribuye a 
seguridad social; 
sin componente 
de salud o empleo 
complementario.

Pensión para 
Personas con 
Discapacidad 
Permanente

Personas con 
discapacidad 
severa

Transferencia 
monetaria 
mensual

Promover inclusión 
social y autonomía 
económica.

Cobertura parcial; 
ausencia de 
articulación con 
programas de salud y 
empleo.

Jóvenes 
Construyendo el 
Futuro (STPS)

Jóvenes de 18 a 29 
años sin empleo ni 
estudios

Beca mensual 
y capacitación 
laboral

Fomentar 
inserción laboral 
y formación en el 
trabajo.

Falta de certificación 
de competencias; 
baja inserción formal 
posterior.

Becas Benito Juárez 
(SEP)

Estudiantes de 
educación básica, 
media y superior

Beca mensual 
directa

Evitar abandono 
escolar por 
motivos 
económicos.

Impacto indirecto 
en empleabilidad; 
ausencia de vinculación 
laboral.

Sembrando Vida 
(SADER)

Pequeños 
productores 
rurales

Apoyo 
mensual y 
asistencia 
técnica

Fomentar 
autosuficiencia 
alimentaria y 
reforestación.

Escasa evaluación 
de resultados; 
dependencia 
presupuestal alta.

Fuente: elaboración propia con base en SHCP (2019), Cedresa (2020), STPS (2023), SEP (2023) y Coneval (2023).

Mecanismos causales: del rezago 
educativo a la marginación del bienestar

Como se ya ha mencionado ampliamente, el rezago educativo no solo cons-
tituye un problema pedagógico o un indicador de atraso social: es, ante todo, 
un mecanismo estructural de reproducción de la desigualdad. Su efecto se 
manifiesta en la formación de trayectorias vitales marcadas por la precarie-
dad, la vulnerabilidad y la imposibilidad de alcanzar un bienestar sostenido. 
En México, las condiciones de vida de millones de personas están determi-
nadas desde edades tempranas por su nivel educativo, el cual incide direc-
tamente en el tipo de empleo, los ingresos, el acceso a la protección social 
y, en última instancia, en la calidad de su bienestar. Comprender los meca-
nismos causales que conectan el rezago educativo con la marginación del 
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bienestar permite identificar no solo correlaciones estadísticas, sino los pro-
cesos estructurales que perpetúan la exclusión social.

De acuerdo con el pnud (2022), los países con mayores niveles de des-
igualdad educativa tienden a presentar también mayores brechas de bien-
estar y menor movilidad social. En el caso de México, el Coneval (2023) 
advierte que las personas con educación básica incompleta presentan una 
probabilidad 3.2 veces mayor de vivir en pobreza multidimensional que 
quienes alcanzan la educación media superior o superior. Ello se explica por 
una serie de mecanismos interconectados que vinculan la educación con el 
bienestar a través de tres rutas principales: el capital humano, la protección 
social y las capacidades psicosociales. Estas rutas configuran un sistema de 
retroalimentación negativa donde el rezago educativo, lejos de ser una con-
dición aislada, actúa como detonante y multiplicador de la vulnerabilidad 
socioeconómica.

El primer mecanismo causal se relaciona con la teoría del capital huma-
no. Desde Becker (1964) y Schultz (1971), se ha demostrado que la educa-
ción incrementa la productividad laboral y, por ende, los ingresos esperados. 
En México, los datos del inegi (2023) muestran que el ingreso promedio 
mensual de una persona con estudios universitarios es 2.8 veces mayor que 
el de una persona con primaria incompleta. Quienes carecen de escolaridad 
o solo concluyeron la primaria se concentran mayoritariamente en el sector 
informal —actividades sin seguridad social, sin prestaciones y con baja es-
tabilidad laboral—, lo que limita su capacidad de ahorro, su acceso al cré-
dito y sus oportunidades de mejora. Así, el rezago educativo alimenta la 
precarización laboral y reduce la movilidad intergeneracional, perpetuando 
la pobreza como una herencia estructural.

El segundo mecanismo causal es el déficit de protección social. Las per-
sonas con baja escolaridad tienen más probabilidades de trabajar en empleos 
informales o eventuales, lo que las excluye de sistemas contributivos de 
seguridad social. La oit (2022) estima que en México seis de cada 10 tra-
bajadores carecen de acceso a seguridad social, y esta proporción asciende 
al 80% entre quienes no completaron la educación básica. La ausencia de 
protección frente a riesgos —enfermedad, desempleo, vejez— genera una 
inseguridad económica crónica que impide la acumulación de bienestar. 
Como advierte la cepal (2022), “sin seguridad social universal, la educación 
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pierde parte de su capacidad para transformar el bienestar en un derecho y 
no en un privilegio”.

El tercer mecanismo opera en el plano de las capacidades psicosociales, 
entendidas como el conjunto de recursos cognitivos y emocionales que per-
miten a las personas proyectar, decidir y sostener su propio desarrollo (Sen, 
1999). El rezago educativo no solo limita el acceso a conocimientos, sino 
que deteriora la autoeficacia, la autoestima y la percepción de control sobre 
la propia vida. Estudios de Ruiz, García y Pérez (2014) y Díaz (2020) de-
muestran que las personas con bajos niveles de escolaridad reportan meno-
res niveles de satisfacción vital y mayor propensión al estrés financiero y 
emocional. La falta de educación, por tanto, no solo restringe los medios 
materiales del bienestar, sino que compromete su dimensión subjetiva: la 
capacidad de las personas para sentirse realizadas, seguras y valiosas.

Estos tres mecanismos —capital humano, protección social y capacidades 
psicosociales— no operan de forma aislada, sino de manera simultánea y 
circular. El bajo nivel educativo reduce las oportunidades de empleo formal; 
el empleo informal, a su vez, limita la protección social; y la inseguridad eco-
nómica genera deterioro psicológico que obstaculiza la motivación para re-
tomar estudios o mejorar habilidades. Se forma así un círculo vicioso de vul-
nerabilidad en el que cada dimensión refuerza las demás, consolidando un 
patrón de marginación persistente. Este ciclo interdependiente explica por 
qué las políticas centradas únicamente en el ingreso o en la transferencia 
monetaria resultan insuficientes para romper la trampa del rezago educativo.

La figura 9.2 representa el entramado causal mediante el cual el rezago 
educativo actúa como detonante de la marginación del bienestar socioe-
conómico. Este modelo sintetiza las tres rutas mediadoras identificadas en 
el análisis:

•	 Capital humano, que vincula la educación con la productividad y los 
ingresos.

•	 Protección social, que refleja la relación entre nivel educativo, for-
malidad laboral y acceso a seguridad social.

•	 Capacidades psicosociales, que agrupan los efectos del rezago edu-
cativo sobre la autoestima, la motivación y la estabilidad emocional.
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Las flechas muestran el flujo causal: desde el rezago educativo (izquier-
da) hacia la marginación del bienestar (derecha), pasando por los tres me-
canismos mediadores. Las conexiones bidireccionales reflejan la retroali-
mentación circular del sistema: la precariedad laboral y la inseguridad social 
refuerzan el rezago, cerrando un ciclo de vulnerabilidad estructural.

Figura 9.2. Mecanismos causales del rezago educativo sobre el bienestar socioeconómico

Rezago educativo
Marginación del bienestar

(Pobreza, exclusión,
malestar subjetivo)

Capital humano
(Baja productividad,
Ingresos limitados)

Protección social
(Empleo informal,

Sin seguridad social)

Capacidades sociales
(Baja autoestima,
Estrés �nanciero

Débil motivación)

Fuente: elaboración propia con base en INEGI (2023), Coneval (2023), OIT (2022), CEPAL (2022) y Sen (1999).

En términos territoriales, los mecanismos causales del rezago educativo 
se intensifican en contextos rurales e indígenas, donde la infraestructura es-
colar es limitada y la oferta laboral formal escasa. Según el inegi (2023), los 
estados con mayor rezago educativo (Chiapas, Oaxaca y Guerrero) concentran 
también los mayores índices de pobreza y menor cobertura de seguridad 
social. En estas regiones, el rezago no es solo una variable individual, sino un 
determinante estructural del bienestar colectivo, que afecta comunidades en-
teras y perpetúa la desigualdad regional. Esta evidencia refuerza la necesidad 
de una política diferenciada y territorializada que atienda las causas y no solo 
los síntomas del rezago.

Desde la perspectiva del desarrollo humano, los mecanismos descritos 
convergen en un punto central: el rezago educativo reduce la libertad de las 
personas para elegir la vida que desean vivir. Siguiendo a Sen (1999), el 
bienestar no se mide únicamente por los bienes que se poseen, sino por las 
capacidades efectivas de hacer y de ser. En este sentido, la educación es el 
principal medio de expansión de esas capacidades. Cuando el sistema edu-
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cativo falla o excluye, limita la agencia individual y condena a amplios sec-
tores de la población a un bienestar restringido. Por ello, las políticas de 
bienestar deben ir más allá del alivio inmediato de la pobreza e incorporar 
estrategias de formación, capacitación y acompañamiento que fortalezcan 
las capacidades humanas a lo largo del ciclo de vida.

En definitiva, los mecanismos causales que vinculan el rezago educativo 
con la marginación del bienestar muestran que este fenómeno no es mera-
mente económico, sino multidimensional y sistémico. La superación del 
rezago requiere una visión integral que articule educación, empleo, salud y 
bienestar emocional. El siguiente apartado profundizará en esta última di-
mensión, explorando los efectos psicosociales del rezago educativo sobre la 
autoestima, la salud mental y la satisfacción vital, componentes esenciales 
del bienestar en su sentido más pleno.

Efectos psicosociales del rezago  
educativo en el bienestar  
individual y colectivo

El bienestar no se limita a las condiciones materiales de existencia; es, ante 
todo, una experiencia subjetiva que integra la percepción de seguridad, pro-
pósito y satisfacción vital. En esa medida, el rezago educativo no solo priva a 
las personas de oportunidades económicas, sino que afecta profundamente 
su esfera emocional, social y psicológica. La evidencia empírica sugiere que 
el déficit educativo se asocia con baja autoestima, estrés crónico, frutración 
vital, ansiedad social y percepción de exclusión (Ruiz, García y Pérez, 2014; 
Díaz, 2020). Estos efectos trascienden al individuo y se proyectan sobre la 
familia y la comunidad, generando entornos de baja expectativa, desmotiva-
ción y vulnerabilidad colectiva.

Desde una perspectiva de la psicología del desarrollo humano, la edu-
cación cumple una función estructurante en la formación del autoconcep-
to y la identidad social. El proceso educativo no solo transmite conocimien-
tos, sino también reconocimiento simbólico, validación social y sentido de 
pertenencia (Gaja, 2018). Por ello, cuando una persona enfrenta rezago 
educativo —ya sea abandono escolar, repetición o incapacidad de acceder 
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a niveles superiores—, experimenta una ruptura en la continuidad de su 
desarrollo personal. Esta discontinuidad genera sentimientos de inferiori-
dad, incompetencia y autopercepción de fracaso, los cuales deterioran la 
autoestima y limitan la autoeficacia percibida, factores esenciales para el 
bienestar psicológico (Morales y González, 2014; Ruiz et al., 2018).

El rezago educativo también se asocia a la restricción del horizonte de 
aspiraciones. Los individuos con menor escolaridad tienden a visualizar 
trayectorias vitales más cortas y menos diversificadas, lo que reduce su ca-
pacidad de proyectar objetivos de largo plazo y sostener un sentido de pro-
pósito. La teoría de las capacidades de Amartya Sen (1999) sostiene que el 
bienestar depende no solo de lo que las personas tienen, sino de lo que son 
capaces de hacer y ser. En este sentido, la falta de educación reduce el con-
junto de “funcionamientos” disponibles para construir una vida valiosa, 
generando una sensación de impotencia aprendida. La educación, entonces, 
es mucho más que una herramienta económica: es una fuente de autonomía 
existencial y de sentido vital.

Estudios realizados por el Instituto Nacional de Psiquiatría (inprfm, 
2021) y el inegi (2023) revelan una correlación significativa entre el nivel 
educativo y los indicadores de salud mental en México. Las personas con 
educación básica incompleta reportan mayores niveles de estrés financiero, 
inseguridad emocional y sintomatología depresiva, en comparación con 
quienes concluyeron la educación superior. Esta brecha psicosocial no solo 
refleja diferencias en los recursos cognitivos o económicos, sino también en 
las redes de apoyo y las estrategias de afrontamiento. El bajo nivel educati-
vo restringe el acceso a información sobre salud mental, reduce la partici-
pación en espacios comunitarios y limita el uso de servicios de bienestar 
psicológico.

En el plano colectivo, el rezago educativo genera entornos de baja resi-
liencia social. Las comunidades con altos niveles de analfabetismo o deser-
ción escolar tienden a presentar menor cohesión, menor participación ciu-
dadana y mayores índices de violencia interpersonal (unesco, 2022; 
Martínez y Pérez, 2021). El déficit educativo reduce la confianza en las ins-
tituciones y debilita el capital social, entendido como la red de relaciones y 
normas de reciprocidad que favorecen la cooperación colectiva (Putnam, 
2000). Así, el rezago no solo margina al individuo del bienestar, sino que 
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erosiona la capacidad de las comunidades para producir bienestar colectivo, 
perpetuando círculos de aislamiento y desconfianza.

A nivel familiar, la transmisión intergeneracional del rezago educativo 
agrava los efectos psicológicos del malestar. Padres con baja escolaridad 
experimentan frustración al no poder acompañar el aprendizaje de sus hijos, 
lo que refuerza sentimientos de incapacidad y dependencia (Ruiz et al., 
2014). Esta frustración puede derivar en dinámicas familiares tensas, con 
expresiones de violencia doméstica, abandono o desesperanza. De esa for-
ma, el malestar subjetivo generado por el rezago educativo se convierte en 
una herencia emocional que dificulta la movilidad social de la siguiente 
generación.

Desde la psicología positiva y los estudios contemporáneos sobre bien-
estar (Seligman, 2011; Huppert, 2014), se reconoce que la educación actúa 
como un potente modulador del bienestar subjetivo al fomentar competen-
cias emocionales, pensamiento crítico y sentido de logro. En contrapartida, 
la falta de educación obstaculiza la adquisición de habilidades de regulación 
emocional, resiliencia y resolución de conflictos. Por ello, las políticas pú-
blicas orientadas al bienestar deben incorporar un enfoque psicoeducativo, 
que promueva la salud mental, la autoestima y la integración social, espe-
cialmente entre jóvenes en riesgo de abandono escolar o en contextos de 
pobreza multidimensional.

La figura 9.3 representa la doble dimensión (individual y colectiva) de 
los efectos psicosociales del rezago educativo. En el nivel individual, el dé-
ficit educativo impacta la autoestima, la motivación, la autoeficacia y la 
salud mental, generando frustración y sensación de fracaso. En el nivel 
colectivo, se traduce en baja cohesión social, desconfianza institucional y 
debilitamiento del tejido comunitario.

El rezago educativo, situado al centro, actúa como núcleo generador de 
malestar. Las flechas bidireccionales entre ambos niveles ilustran la retroa-
limentación emocional y social: los individuos desmotivados reproducen 
entornos comunitarios frágiles, y las comunidades desarticuladas refuerzan 
el malestar personal.
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Por último, los efectos psicosociales del rezago educativo no pueden 
abordarse únicamente mediante intervenciones escolares. Requieren estra-
tegias intersectoriales que articulen educación, salud mental, cultura y tra-
bajo comunitario. Experiencias recientes, como los programas de alfabeti-
zación emocional implementados en Chile y Colombia (unesco, 2022), 
demuestran que los componentes educativos orientados al bienestar subje-
tivo pueden mejorar significativamente la satisfacción vital, la autoeficacia 
y la cohesión social. En el caso mexicano, incorporar estos enfoques en los 
programas de bienestar permitiría no solo reducir el rezago, sino reconstruir 
el tejido emocional del desarrollo humano.

Figura 9.3. Efectos psicosociales del rezago educativo sobre el bienestar individual y colectivo

Rezago educativo

Nivel individual:
Autoestima baja
Baja motivación
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Fuente: elaboración propia con base en Ruiz, García y Pérez (2014); Díaz (2020); Morales y González (2014); 
INPRFM (2021) y UNESCO (2022).
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Brechas territoriales  
y de género en el acceso  
al bienestar educativo y socioeconómico

El rezago educativo en México no se distribuye de manera homogénea. Su 
magnitud y sus consecuencias varían significativamente según el territorio, 
el género y la condición socioeconómica de las personas. En otras palabras, 
la educación y el bienestar siguen un patrón geográfico y de género profun-
damente desigual, que reproduce las jerarquías históricas entre el norte y el 
sur del país, así como entre hombres y mujeres. El análisis de estas brechas 
permite entender cómo el rezago educativo no solo es un problema indivi-
dual, sino una expresión estructural de las desigualdades sociales arraigadas 
en el modelo de desarrollo mexicano.

Desde la perspectiva territorial, las disparidades educativas se correla-
cionan estrechamente con la marginación socioeconómica y la concentra-
ción de la pobreza. De acuerdo con el Coneval (2023), los estados con 
mayor rezago educativo —Chiapas (24.1 %), Oaxaca (21.9 %) y Guerrero 
(20.8 %)— son también los que presentan los niveles más altos de pobreza 
multidimensional. En contraste, entidades como Nuevo León, Coahuila o 
Ciudad de México registran tasas inferiores al 7%. Esta polarización edu-
cativa reproduce un mapa del bienestar desigual, en el que la ubicación 
geográfica determina las posibilidades de acceso a educación de calidad, 
empleo formal y servicios sociales. La cepal (2022) advierte que estas 
diferencias territoriales son “persistentes y autorreforzadas”, pues la falta 
de inversión educativa en zonas marginadas reduce la capacidad produc-
tiva regional, lo que a su vez perpetúa la desigualdad.

A escala municipal, las brechas se amplifican. Según el inegi (2023), 
más del 40% de los municipios del país, principalmente rurales y con alta 
presencia indígena, presentan niveles de rezago educativo severo. En estos 
territorios, el acceso a escuelas secundarias y bachilleratos implica largas 
distancias, infraestructura deficiente y una carencia estructural de docentes 
especializados. Esta precariedad educativa desemboca en trayectorias esco-
lares truncas, abandono temprano y migración juvenil. Las comunidades 
rurales, por tanto, experimentan una doble exclusión: del conocimiento y 
del bienestar. La falta de educación de calidad impide el desarrollo de capi-
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tal humano local, lo que limita las posibilidades de diversificar las economías 
regionales más allá del trabajo agrícola o informal.

En el plano urbano, las brechas educativas se expresan de forma distinta. 
Si bien la cobertura escolar es más amplia, las desigualdades se concentran en 
la calidad educativa y en la accesibilidad a niveles superiores. Los hogares de 
bajos ingresos enfrentan dificultades para sostener los costos asociados a la 
educación (transporte, materiales, conectividad), lo que restringe el aprove-
chamiento escolar. Durante la pandemia de covid-19, el cierre de escuelas y 
la transición a modalidades virtuales exacerbó estas diferencias: mientras que 
en los hogares urbanos de ingresos altos el 95% de los estudiantes contaba con 
internet y equipo propio, en las zonas rurales el porcentaje no superaba el 25% 
(inegi, 2021). Así, la brecha digital se convirtió en un nuevo rostro del rezago 
educativo y, en consecuencia, del bienestar.

A la desigualdad territorial se superpone una profunda brecha de géne-
ro. Si bien México ha avanzado en paridad de acceso a la educación básica, 
la inequidad persiste en los niveles medio superior y superior, y se traduce 
en desigualdades de bienestar económico y laboral. Según onu Mujeres 
(2023), estas representan más del 60% de la población con educación bási-
ca incompleta y concentran los mayores índices de trabajo no remunerado. 
La desigualdad de género en la educación se refleja directamente en los 
ingresos: las mujeres mexicanas con educación universitaria ganan, en pro-
medio, 35% menos que los hombres con el mismo nivel educativo (inegi, 
2023). Estas diferencias no se explican únicamente por la escolaridad, sino 
también por la discriminación estructural en el mercado laboral y la falta 
de políticas de conciliación entre vida familiar y profesional.

El rezago educativo femenino tiene consecuencias transversales en el bien-
estar social. Diversas investigaciones (Méndez, 2021; pnud, 2022) señalan que 
las mujeres con baja escolaridad enfrentan mayor riesgo de pobreza, depen-
dencia económica y violencia de género. Además, la falta de educación formal 
limita su participación en la vida pública y en la toma de decisiones comuni-
tarias. De acuerdo con el Índice de Desigualdad de Género (idg) del pnud, 
México ocupa el lugar 89 de 170 países, lo que revela una brecha considerable 
entre los logros educativos y la autonomía real de las mujeres. Estas condicio-
nes generan una triple desventaja: educativa, económica y social, que obsta-
culiza el bienestar tanto individual como familiar.
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En el caso de las zonas rurales e indígenas, las brechas de género son aún 
más críticas. La cepal (2021) documenta que en las comunidades rurales 
indígenas el 40% de las mujeres jóvenes abandona la escuela antes de los 15 
años, principalmente por embarazo temprano, trabajo doméstico o falta de 
infraestructura educativa. Esta exclusión temprana acentúa la feminización 
de la pobreza y restringe las oportunidades intergeneracionales de desarrollo. 
La unesco (2022) advierte que la educación de las niñas rurales tiene un 
efecto multiplicador sobre el bienestar: cada año adicional de escolarización 
reduce en 10% la probabilidad de pobreza extrema y mejora los indicadores 
de salud, nutrición y seguridad alimentaria familiar.

Estas brechas territoriales y de género demuestran que el rezago educa-
tivo no puede abordarse desde una visión homogénea. La política social y 
educativa requiere enfoques diferenciales, que reconozcan las desigualdades 
históricas y territoriales, integren la perspectiva de género y garanticen el ac-
ceso equitativo a oportunidades de aprendizaje y desarrollo. Reducir el rezago 
educativo implica invertir en infraestructura escolar, capacitación docente, 
conectividad digital y programas de alfabetización de adultos, pero también 
transformar las estructuras culturales y laborales que perpetúan la subordina-
ción y la desigualdad.

La tabla 9.3 presenta un panorama comparativo de las brechas de reza-
go educativo, pobreza multidimensional, ingreso por género y acceso a la 
seguridad social en distintas regiones de México. Los datos reflejan las des-
igualdades estructurales que persisten entre entidades del norte y sur del 
país, así como las brechas de género en los ingresos laborales y en el acceso 
a prestaciones sociales. 

El rezago educativo en México se encuentra en la intersección de la 
desigualdad territorial y de género. Superar estas brechas es condición in-
dispensable para alcanzar un bienestar inclusivo y sostenible. La educación, 
en este sentido, no solo debe concebirse como un derecho individual, sino 
como un instrumento de justicia social que redistribuye poder, conocimien-
to y oportunidades. Solo así podrá consolidarse un modelo de bienestar 
capaz de trascender las fronteras geográficas y las barreras culturales que 
dividen a la sociedad mexicana.
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La política y el financiamiento del bienestar  
en México: hacia un sistema integral de bienestar

El bienestar social, entendido como el acceso equitativo a derechos, opor-
tunidades y condiciones de vida digna, ha sido una aspiración constante del 
Estado mexicano desde mediados del siglo xx. Sin embargo, la historia de 
la política de bienestar en México ha estado marcada por la fragmentación 
institucional, la focalización asistencial y la discontinuidad administrativa, 
lo que ha impedido la consolidación de un verdadero sistema integral. Des-
de la posguerra hasta la actualidad, el país ha transitado por diversos mo-
delos de protección social, desde el corporativismo del periodo de indus-
trialización sustitutiva, hasta la lógica neoliberal de los noventa y las 
actuales políticas redistributivas, sin lograr articular una estructura cohe-
rente que garantice la sostenibilidad y la universalidad del bienestar.

De acuerdo con Barba (2004), el régimen mexicano de bienestar se cons-
truyó bajo una lógica segmentada: el acceso a la seguridad social dependía 
del empleo formal, dejando a millones de personas en la informalidad fue-
ra del sistema de protección. Esta segmentación ha sido persistente. Según 
el Coneval (2023), más del 55% de la población económicamente activa 
carece de acceso a la seguridad social, lo que refleja la incapacidad estruc-
tural del modelo para vincular la política laboral con la política social. En 
otras palabras, México ha mantenido un Estado de bienestar parcial, donde 

Tabla 9.3. Brechas de rezago educativo y bienestar por región y género en México (2023)

Región / Estado Rezago educativo (%) Pobreza 
multidimensional (%)

Brecha de género  
en ingreso  

(mujeres/hombres)

Acceso a  
seguridad social (%)

Chiapas 24.1 75.5 0.62 25.3

Oaxaca 21.9 66.4 0.65 29.7

Guerrero 20.8 67.9 0.63 28.2

Veracruz 18.3 58.0 0.69 36.1

Ciudad de México 6.8 28.1 0.82 74.4

Nuevo León 5.7 23.2 0.83 72.8

Promedio nacional 15.2 43.5 0.74 51.2

Fuente: elaboración propia con base en Coneval (2023), INEGI (2023), CEPAL (2022) y ONU Mujeres (2023).
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el empleo formal se convierte en la puerta de entrada al bienestar y su au-
sencia en un factor de marginación.

El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 impulsó un nuevo paradigma 
denominado desarrollo para el bienestar, que prioriza la redistribución del 
ingreso y la inclusión social mediante programas focalizados en grupos 
vulnerables. Entre ellos destacan los Programas para el Bienestar: Pensión 
para el Bienestar de las Personas Adultas Mayores, Jóvenes Construyendo 
el Futuro, Becas Benito Juárez y Sembrando Vida. En 2024, estos programas 
concentraron el 58% del gasto total en desarrollo social, con una inversión 
superior a 865 000 millones de pesos (shcp, 2024). Aunque estas iniciativas 
han tenido impacto redistributivo, particularmente en la reducción de la 
pobreza extrema rural, diversos análisis de la cepal (2024) y el pnud (2023) 
advierten que su orientación asistencial limita su capacidad de generar mo-
vilidad social sostenida.

Desde el punto de vista financiero, el gasto social en México ha crecido 
en términos absolutos, pero sigue siendo insuficiente en comparación con 
los estándares internacionales. De acuerdo con la ocde (2023), México des-
tina aproximadamente 7.5% del pib al gasto social, mientras que el prome-
dio de los países miembros supera el 20%. Este bajo esfuerzo fiscal restrin-
ge la cobertura y la calidad de los servicios públicos esenciales. Además, la 
estructura del financiamiento del bienestar sigue altamente concentrada en 
transferencias monetarias y en subsidios directos, dejando en segundo pla-
no la inversión estructural en educación, salud y vivienda. El reto central, 
por tanto, radica en equilibrar la asistencia inmediata con la construcción 
de capacidades permanentes.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp, 2024) destaca que 
el presupuesto 2024 para programas sociales incorpora mecanismos de con-
trol y seguimiento interinstitucionales con el fin de fortalecer la transparen-
cia. Sin embargo, el gasto social sigue enfrentando problemas de duplicidad 
y falta de evaluación de impacto. De los 36 programas de desarrollo social 
vigentes, solo 12 cuentan con evaluaciones públicas de resultados, y menos 
de la mitad ha demostrado impactos medibles en ingreso, educación o salud 
(Coneval, 2023). Esta carencia de evaluación limita la posibilidad de arti-
cular una política social basada en evidencia, lo que debilita su sostenibili-
dad a largo plazo.
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A ello se suma el desafío de la coordinación entre niveles de gobierno. 
Las entidades federativas y municipios manejan una parte importante de 
los recursos del bienestar, pero con capacidades administrativas desiguales. 
El resultado es una geografía desigual del bienestar, donde los estados del 
norte logran implementar políticas complementarias, por ejemplo, progra-
mas de empleo o becas estatales, mientras que las regiones del sur dependen 
casi exclusivamente de transferencias federales. Esta asimetría reproduce 
las brechas que el propio sistema busca corregir y revela la necesidad de un 
marco nacional articulado de gobernanza del bienestar.

Hacia el futuro, la creación de un Sistema Integral de Bienestar requiere 
tres condiciones estructurales. Primero, una reforma fiscal progresiva, que 
amplíe la base tributaria y fortalezca la recaudación sin comprometer la sos-
tenibilidad macroeconómica. Segundo, una integración institucional que 
vincule educación, salud, empleo y seguridad social como ejes interdepen-
dientes del bienestar. Y tercero, una legislación constitucional permanente 
que dé continuidad a los derechos sociales, evitando que cada cambio de 
administración implique el rediseño del sistema. Tal como plantea Muñiz 
(2019), la constitucionalización del bienestar permitiría erradicar la duplici-
dad, el clientelismo y la discrecionalidad en el uso de los recursos públicos.

La figura 9.4 representa la articulación estructural propuesta para la 
consolidación de un Sistema Integral de Bienestar en México. Este modelo 
se sustenta en tres ejes interdependientes:

•	 Eje institucional: integra los sistemas de educación, salud y seguri-
dad social bajo una visión de derechos universales.

•	 Eje financiero: plantea una reforma fiscal progresiva, transparencia 
presupuestal y evaluación permanente de resultados.

•	 Eje social: busca garantizar equidad, movilidad y ciudadanía plena, 
mediante políticas de redistribución y desarrollo humano sostenible.

Las flechas bidireccionales entre los ejes simbolizan la interdependen-
cia funcional de las políticas públicas, mientras que la caja central repre-
senta la articulación sistémica del bienestar, concebida como un marco de 
gobernanza integral.
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En ese sentido, el reto de México no sólo es incrementar el gasto social, 
sino transformar su estructura y finalidad. Pasar de un enfoque paliativo a 
uno transformador implica concebir el bienestar no como una dádiva, sino 
como un derecho garantizado mediante políticas universales e integrales. 
La experiencia comparada de América Latina (particularmente en países 
como Uruguay o Costa Rica) demuestra que la institucionalización del bien-
estar no se logra mediante subsidios aislados, sino mediante la construcción 
de sistemas articulados de educación, salud y protección social.

Finalmente, el horizonte del bienestar en México dependerá de su ca-
pacidad para superar el asistencialismo y construir ciudadanía social. Ello 
requiere un pacto fiscal y político orientado a la equidad, donde la educación 
deje de ser una variable subordinada y se convierta en el eje estratégico del 
desarrollo humano. Solo así el Estado mexicano podrá transitar de una 
política social fragmentada hacia un auténtico Estado de bienestar integral, 
justo y sostenible, capaz de garantizar la dignidad y el pleno desarrollo de 
todas las personas.

Hacia un sistema integral de bienestar:  
agenda para la próxima década

La evidencia presentada en los capítulos previos demuestra que el rezago 
educativo, la informalidad laboral y la pobreza constituyen un triángulo 
estructural que limita el bienestar social y la movilidad económica en Mé-
xico. Superar esta trampa requiere una arquitectura de bienestar integral 

Figura 9.4. Hacia un Sistema Integral de Bienestar en México

Eje institucional
(Educación, Salud,
Seguridad Social)

Eje �nanciero
(Reforma �scal progresiva,
Transparencia, Evaluación)

Sistema Integral de Bienestar
(Articulación estructural de políticas

Educativas, Sanitarias y Sociales)

Eje social
(Equidad, Movilidad,

Ciudadanía)

Fuente: elaboración propia con base en Coneval (2023), CEPAL (2024), OCDE (2023) y SHCP (2024).
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que combine tres pilares: un piso de protección social universal, puentes 
efectivos entre educación y empleo, y una política de cuidados que libere 
tiempo, especialmente para mujeres y jóvenes, permitiendo su inserción 
plena en el sistema educativo y laboral. Esta agenda no se limita a redistri-
buir recursos, sino a rediseñar capacidades institucionales para transformar 
la estructura del bienestar mexicano en los próximos 10 años.

El primer componente es la creación de un Piso de Protección Social 
Universal, alineado con la Recomendación 202 de la oit (2012) y con los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods 1, 3 y 8). Este piso debe garantizar 
acceso universal a salud, educación continua, cuidados y un ingreso mínimo 
vital vinculado a la formación o búsqueda activa de empleo. La cepal (2024) 
sostiene que una estrategia de bienestar sostenible requiere integrar dere-
chos sociales básicos con incentivos al aprendizaje a lo largo de la vida. En 
el caso mexicano, esto implicaría consolidar los programas existentes (como 
Jóvenes Construyendo el Futuro y Becas Benito Juárez) dentro de un siste-
ma nacional articulado que combine apoyo monetario con desarrollo de 
habilidades, certificación de competencias y acceso a servicios de salud y 
protección social.

El segundo eje corresponde a los puentes entre educación y empleo, 
orientados a romper la desconexión estructural entre formación académica 
y demanda laboral. De acuerdo con el inegi (2023), solo el 34% de los jó-
venes ocupados trabaja en actividades relacionadas con su campo de estudio. 
Para revertir esta brecha, la ocde (2023) recomienda impulsar modelos de 
educación dual, reconversión digital y servicios de intermediación laboral 
basados en análisis de datos. Estos mecanismos no solo facilitan la inserción 
laboral, sino que mejoran la pertinencia de la educación técnica y profesio-
nal. México podría fortalecer sus instituciones de formación profesional 
(como el Conalep o las universidades tecnológicas) integrando sistemas de 
certificación nacional de competencias laborales (Conocer) y una platafor-
ma digital unificada de seguimiento del empleo juvenil.

El tercer pilar de la agenda es la política nacional de cuidados, que cons-
tituye una condición indispensable para la equidad de género y la inclusión 
educativa y laboral. Según onu Mujeres (2023), las mujeres mexicanas de-
dican en promedio 2.6 veces más horas al trabajo doméstico y de cuidados 
no remunerado que los hombres, lo que limita su participación en el mer-
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cado formal y su continuidad educativa. Un sistema de cuidados con cober-
tura nacional (guarderías, atención a personas mayores y servicios comu-
nitarios) liberaría tiempo productivo y educativo, impulsando la igualdad 
de oportunidades y el crecimiento económico. La experiencia de países 
como Uruguay o Costa Rica demuestra que invertir en cuidados genera 
retornos sociales significativos y reduce la feminización de la pobreza.

En cuarto lugar, la política de bienestar debe incluir incentivos a la for-
malización laboral y paquetes de transición para microempresas. Actual-
mente, el 56% de la fuerza laboral mexicana trabaja en la informalidad 
(inegi, 2024), sin acceso a seguridad social ni protección de ingresos. Una 
estrategia gradual de formalización podría combinar incentivos fiscales tem-
porales, acceso preferente a créditos productivos y programas de capacita-
ción digital para microemprendimientos. Esta medida, respaldada por el 
Banco Mundial (2023), contribuiría a ampliar la base contributiva y forta-
lecer el financiamiento del sistema de bienestar, al tiempo que reduciría la 
precariedad y la rotación laboral.

La evaluación y gobernanza del bienestar constituye el quinto compo-
nente estructural. El Coneval (2023) y la ocde (2023) coinciden en la ne-
cesidad de crear un marco nacional de métricas de resultado e impacto, que 
mida no solo la reducción de la pobreza, sino también la calidad del empleo, 
la permanencia educativa y el bienestar subjetivo. Las políticas de bienestar 
deben tener reglas de operación transparentes, continuidad transexenal y 
mecanismos de rendición de cuentas. Se propone establecer un Observato-
rio Nacional de Bienestar que integre datos del inegi, la Secretaría del Bien-
estar, la sep y el imss, con reportes anuales de desempeño y metas a corto, 
mediano y largo plazos.

La implementación de esta agenda requiere una planificación secuencial 
y multisectorial. La tabla 9.4 propone una ruta de ejecución a tres, cinco y 10 
años, con los principales hitos y actores responsables: la sep y stps en el corto 
plazo (2025-2028), la shcp y el Coneval en la fase intermedia (2028-2030), y 
la consolidación de un sistema constitucional de bienestar en el largo plazo 
(2035). Esta temporalidad permite compatibilizar sostenibilidad fiscal con de-
sarrollo institucional y adaptación territorial de las políticas. Cada fase define 
objetivos específicos, actores responsables y resultados esperados, con el pro-
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pósito de garantizar una transición ordenada y sostenible hacia un Estado de 
bienestar integral. 

Tabla 9.4. Ruta de implementación del Sistema Integral de Bienestar (2025-2035)
Horizonte temporal Objetivos clave Actores responsables Resultados esperados

Corto plazo  
(2025-2028)

Integrar programas sociales 
existentes y crear Observatorio 
Nacional de Bienestar

Secretaría de 
Bienestar, SEP, STPS

Coordinación institucional y 
línea base de indicadores

Mediano plazo  
(2028-2030)

Implementar sistema nacional 
de cuidados e incentivos a 
formalización

IMSS, Inmujeres, 
SHCP, gobiernos 
estatales

Reducción del trabajo 
informal y brechas de 
género

Largo plazo  
(2030-2035)

Consolidar el Sistema Integral 
de Bienestar como política de 
Estado

Congreso de la 
Unión, Coneval, 
Presidencia de la 
República

Universalización del 
bienestar social y 
sostenibilidad fiscal

Fuente: elaboración propia con base en INEGI (2023, 2024), Coneval (2023), OCDE (2023), ONU Mujeres 
(2023) y PNUD (2023).

Los resultados deberán medirse mediante indicadores verificables y com-
parables. La tabla 9.5 resume los principales indicadores de seguimiento: empleo 
formal juvenil, cobertura de seguridad social, tasa de permanencia educativa, 
acceso a servicios de cuidado y niveles de bienestar subjetivo. Estos indicadores 
reflejan tanto la dimensión objetiva (ingreso, empleo, educación) como la sub-
jetiva del bienestar (satisfacción vital, autonomía y sentido de pertenencia). Su 
monitoreo anual permitirá ajustar políticas y garantizar su efectividad en el 
tiempo.

A final de cuentas, la agenda hacia un sistema integral de bienestar 
plantea un cambio de paradigma: de políticas dispersas a políticas interco-
nectadas, de la asistencia temporal al derecho estructural al bienestar, y de 
la desigualdad territorial al desarrollo inclusivo sostenible. México cuenta 
con la capacidad institucional y los recursos humanos para lograrlo, siempre 
que la voluntad política, la transparencia y la participación ciudadana sean 
los ejes rectores del proceso.
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Conclusiones  

El análisis desarrollado en este capítulo confirma que el rezago educativo 
en México no es un fenómeno aislado, sino el eje articulador de múltiples 
formas de marginación social y económica. Su persistencia genera una ca-
dena de consecuencias que trascienden la escuela: limita la empleabilidad, 
reduce los ingresos, incrementa la informalidad y profundiza la desigualdad 
intergeneracional. En este sentido, la educación debe comprenderse no solo 
como una política sectorial, sino como la columna vertebral del bienestar 
socioeconómico y de la cohesión nacional.

Los datos analizados revelan que los déficits educativos se expresan terri-
torialmente en un mapa desigual del bienestar. Los estados del sur del país 
(Chiapas, Oaxaca y Guerrero) concentran los niveles más altos de rezago 
educativo, informalidad laboral y pobreza multidimensional, mientras que 
las regiones del norte y el centro mantienen mejores indicadores de acceso, 
permanencia y calidad educativa. A ello se suman las brechas de género, que 
continúan restringiendo el acceso de las mujeres a la educación superior, al 
empleo formal y a ingresos equitativos. Estas desigualdades estructurales de-
muestran que el bienestar social no puede construirse sobre bases fragmen-
tadas ni sobre la exclusión histórica de sectores enteros de la población.

El examen del modelo de política social vigente muestra avances en 
materia redistributiva, pero también límites conceptuales y operativos. Los 
programas para el bienestar (aunque han mitigado la pobreza de ingresos 
y ampliado el acceso a apoyos monetarios) no han logrado modificar de 
manera profunda la estructura que reproduce el rezago educativo y la in-

Tabla 9.5. Indicadores clave de seguimiento del bienestar (2025-2035)
Indicador Línea base (2023) Meta a 2030 Meta a 2035 Fuente principal

Empleo formal juvenil (%) 44.6 55.0 65.0 ENOE–INEGI

Acceso a seguridad social (%) 51.2 65.0 75.0 IMSS, ISSSTE

Tasa de permanencia educativa (15-24 años) 72.3 82.0 90.0 SEP, INEE

Cobertura del sistema de cuidados (%) 28.5 50.0 70.0 Inmujeres, Bienestar

Índice de bienestar subjetivo (0-10) 6.4 7.2 7.8 INEGI, PNUD

Fuente: elaboración propia con base en INEGI (2023, 2024), Coneval (2023), OCDE (2023), ONU Mujeres 
(2023) y PNUD (2023).



	 E L  R E Z A G O  E D U C AT I V O  C O M O  FA C T O R  D E  R I E S G O  A  L A  M A R G I N A C I Ó N  Y  B I E N E S TA R  S O C I O E C O N Ó M I C O � 259

formalidad laboral. Su focalización asistencial los mantiene en una lógica 
paliativa más que transformadora. La evidencia sugiere la urgencia de ins-
titucionalizar un sistema de bienestar universal, transversal y sostenible, 
capaz de integrar educación, empleo, salud y cuidados en un mismo marco 
de derechos.

La construcción de este Sistema Integral de Bienestar requiere no solo 
voluntad política, sino también una reforma profunda en la gobernanza 
social. El bienestar no puede depender de ciclos sexenales ni de decisiones 
discrecionales; debe sustentarse en una legislación constitucional que ase-
gure continuidad, evaluación y transparencia. En ese marco, el fortaleci-
miento de los mecanismos de rendición de cuentas, la creación de observa-
torios nacionales y la coordinación intergubernamental se vuelven 
instrumentos esenciales para garantizar resultados medibles y permanentes 
en el tiempo.

Por otra parte, la educación y el empleo deben concebirse como partes de 
un mismo proceso de movilidad social. La implementación de puentes edu-
cación-empleo, programas de educación dual, certificación de competencias 
y reconversión digital permitiría reducir las brechas entre la formación aca-
démica y la demanda del mercado laboral. Vincular la educación con la pro-
ductividad es una de las claves para romper la trampa del rezago-informali-
dad-pobreza que afecta a gran parte de la población joven mexicana.

Asimismo, el reconocimiento de los cuidados como un componente 
central del bienestar representa una innovación estructural indispensable. 
Las políticas de cuidado no solo liberan tiempo productivo y educativo, sino 
que transforman las bases de la desigualdad de género. Un sistema nacional 
de cuidados, articulado con la educación y la salud, constituiría una inver-
sión estratégica de alto impacto en desarrollo humano y en justicia social.

En síntesis, las conclusiones del capítulo 9 apuntan a la necesidad de una 
nueva arquitectura social mexicana, donde la educación sea el punto de 
partida, el empleo digno la vía de consolidación y la equidad de género y 
territorial la garantía de justicia distributiva. El bienestar no puede seguir 
siendo una promesa retórica, sino una práctica estructural de política pú-
blica. Solo mediante un Estado social inteligente, transparente y articulado, 
México podrá transitar de la gestión de la pobreza hacia la gestión integral 
del bienestar, construyendo una sociedad más justa, inclusiva y sustentable.
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Conclusiones generales

El balance general de esta obra permite afirmar que el principal desafío del 
Estado mexicano en materia de desarrollo social no radica únicamente en 
el volumen de recursos invertidos, sino en la fractura estructural entre las 
políticas públicas y las políticas sociales. Mientras las primeras se conciben 
como instrumentos de planeación, regulación y coordinación del aparato 
estatal (la racionalidad técnica y normativa del poder), las segundas se ex-
presan como la dimensión distributiva y humana de las decisiones guber-
namentales. En teoría, ambas deberían articularse como engranajes de un 
mismo sistema: las políticas públicas orientando el rumbo, las políticas so-
ciales garantizando los derechos. Sin embargo, en la práctica han transitado 
por caminos paralelos, desarticulados e incluso contradictorios.

Esta disociación constituye una de las mayores paradojas del desarrollo 
mexicano contemporáneo: se producen políticas públicas sin base social, sus-
tentadas en criterios de eficiencia administrativa y control presupuestal, y 
políticas sociales sin base pública, determinadas por la lógica de la inmediatez 
y la rentabilidad política. En consecuencia, los programas sociales terminan 
administrando la desigualdad en lugar de transformarla, mientras las políticas 
públicas pierden capacidad de respuesta frente a los problemas reales de la 
ciudadanía. El resultado es un ciclo institucional de baja densidad estratégica, 
en el que la acción pública se fragmenta, se duplica o se neutraliza.

A lo largo de los nueve capítulos, este libro mostró que la complejidad 
de los problemas sociales (pobreza, marginación, rezago educativo, preca-
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riedad laboral y vulnerabilidad cognitiva) exige una reconstrucción episte-
mológica y operativa del vínculo entre política pública y política social. En 
el fondo, se trata de transitar de un modelo tecnocrático y reactivo hacia un 
paradigma sistémico que conciba el bienestar como una red de procesos 
interdependientes: económicos, educativos, institucionales y culturales. La 
política pública debe dejar de ser un ejercicio de gestión vertical y conver-
tirse en un espacio deliberativo donde converjan la ciencia, la participación 
y la justicia distributiva.

Desde la perspectiva de la complejidad, las políticas públicas no pueden 
analizarse como mecanismos lineales de decisión ni como productos aca-
bados, sino como sistemas abiertos, sometidos a retroalimentaciones cons-
tantes entre actores, contextos e instituciones. De igual modo, las políticas 
sociales no deben entenderse como un conjunto de programas o transfe-
rencias, sino como estructuras dinámicas de protección y movilidad que 
articulan derechos, capacidades y oportunidades. En este sentido, el libro 
reivindica el pensamiento complejo como antídoto frente al reduccionismo 
que ha dominado la planeación estatal mexicana durante décadas.

El análisis histórico de los cuatro sexenios que marcaron el amanecer del 
siglo xxi mostró la recurrencia de un patrón: cada administración redefine 
los discursos y los símbolos de la política social (“Oportunidades”, “Vivir 
Mejor”, “Cruzada contra el Hambre”, “Bienestar”) sin alterar los fundamentos 
del modelo. Esa constante revela la debilidad institucional del Estado social 
mexicano, incapaz de sostener una estrategia transexenal de bienestar integral. 
Las políticas cambian de nombre, pero conservan las mismas carencias es-
tructurales: focalización excesiva, dispersión presupuestal, ausencia de eva-
luación de impacto y desconexión con la política económica.

El sexenio de Vicente Fox inauguró la alternancia democrática sin romper 
la inercia asistencialista. Felipe Calderón profundizó la lógica de la focaliza-
ción bajo el manto de la eficiencia administrativa. Enrique Peña Nieto trans-
formó la política social en un dispositivo de marketing político. Y Andrés 
Manuel López Obrador elevó los programas sociales a rango constitucional, 
pero desmanteló parte de la arquitectura institucional construida en las dos 
décadas anteriores. Cuatro visiones, un mismo destino: la permanencia de la 
desigualdad estructural.
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El rezago educativo, núcleo de este estudio, opera como el eslabón más 
visible y persistente de esa vulnerabilidad sistémica. Lejos de ser una falla 
escolar, constituye una trampa social donde confluyen pobreza, informali-
dad y exclusión cognitiva. La falta de acceso a educación de calidad limita 
la empleabilidad, reduce la productividad y restringe la participación ciu-
dadana. Al mismo tiempo, perpetúa un círculo intergeneracional de des-
igualdad que reproduce los márgenes del desarrollo. La vulnerabilidad edu-
cativa es, por tanto, el espejo donde se reflejan todas las demás 
vulnerabilidades: económica, laboral, política y cultural.

La pandemia de covid-19 confirmó esta tesis. La interrupción escolar, 
la brecha digital y la carencia de infraestructura tecnológica profundizaron 
el rezago y evidenciaron la fragilidad de los mecanismos de protección so-
cial. En ese contexto, la educación se reveló no solo como derecho, sino 
como variable estratégica de resiliencia social. Sin inversión en capital hu-
mano, toda política de bienestar se vuelve insostenible. Por ello, el vínculo 
entre educación y bienestar (entre conocimiento y desarrollo) debe ser el 
eje articulador de la política pública del siglo xxi.

El libro sostiene que una política pública auténticamente compleja debe 
integrar cuatro unidades sistémicas: necesidades, conocimiento, contexto y 
poder. La interacción entre ellas genera el ciclo real de las políticas públicas 
y sociales. Cuando una de estas unidades se aisla (por ejemplo, cuando el 
poder ignora el conocimiento o cuando el contexto no se considera en la 
toma de decisiones), el sistema colapsa en disfunciones. La clave, entonces, 
está en reequilibrar esas interacciones para lograr una gobernanza adapta-
tiva, capaz de aprender y de corregir sobre la marcha.

Desde esta óptica, la vulnerabilidad social no es solo un estado, sino un 
proceso de producción institucional. Surge cuando el Estado pierde capa-
cidad para articular sus políticas y garantizar condiciones mínimas de bien-
estar. En México, la vulnerabilidad es el resultado de una estructura pública 
que actúa por sectores y programas, pero no por sistemas y resultados. La 
educación, la salud, el empleo y la seguridad social operan como compar-
timentos estancos, sin sinergias ni retroalimentación. De ahí la urgencia de 
construir un Sistema Integral de Bienestar que reemplace la dispersión por 
articulación, la discrecionalidad por evidencia y el asistencialismo por de-
sarrollo de capacidades.
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A lo largo del texto se ha mostrado que los modelos lineales de planifi-
cación, herederos del positivismo racionalista, han sido insuficientes para 
comprender y transformar los fenómenos sociales. En contraposición, la 
teoría de la complejidad ofrece una epistemología de la interacción, donde 
el conocimiento se genera en red y donde la incertidumbre no se elimina, 
sino que se gestiona. En el ámbito público, ello implica reconocer que las 
políticas son productos de negociación, conflicto y aprendizaje colectivo. 
Solo bajo esta lógica es posible diseñar políticas que evolucionen al ritmo 
de los cambios sociales.

El caso mexicano ilustra con claridad cómo la ausencia de una visión 
sistémica genera efectos contraproducentes. Cada intento de reforma social 
ha creado nuevas estructuras burocráticas sin resolver los problemas de 
base. Las políticas educativas se desconectan del mercado laboral; los pro-
gramas de empleo no se vinculan con la formación profesional; las transfe-
rencias económicas no se acompañan de servicios públicos de calidad. El 
resultado es un mosaico de esfuerzos parciales, costosos y poco sostenibles.

De esta reflexión emerge una tesis central: no puede haber política social 
sólida sin política pública coherente, ni política pública legítima sin políti-
ca social efectiva. Ambas deben entenderse como componentes de una mis-
ma arquitectura de Estado. Cuando se articulan, la política pública propor-
ciona rumbo, reglas y evidencia; la política social aporta cercanía, inclusión 
y equidad. Su convergencia es la única vía para superar la trampa del reza-
go educativo y la vulnerabilidad social.

En consecuencia, este libro plantea la urgencia de avanzar hacia un mo-
delo integral de bienestar sustentado en tres pilares estratégicos que traduz-
can la política social y la política pública en un mismo lenguaje de desarro-
llo humano sostenible:

a)	Un piso universal de protección social.

Este primer pilar supone establecer una red básica de derechos garan-
tizados para toda la población (salud, seguridad, educación y cuidados) 
como bienes públicos esenciales e indivisibles. La estrategia consiste en 
transitar de programas fragmentados a un Sistema Nacional de Protección 
Social Universal, con tres líneas de acción concretas:
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1)	Integrar en una sola arquitectura los servicios de salud pública, segu-
ridad social y atención a grupos vulnerables.

2)	Consolidar recursos públicos de bienestar que potencialicen transfe-
rencias, pensiones y apoyos bajo reglas de transparencia y equidad 
territorial.

3)	Incorporar la política de desarrollo humano como derecho, con in-
versión en infraestructura comunitaria y capacitación de cuidadores.

El objetivo no es solo asistir, sino garantizar condiciones materiales de 
dignidad que fortalezcan la cohesión social y la equidad intergeneracional.

b)	Puentes educación-empleo.

El segundo pilar busca revertir la desconexión estructural entre el sis-
tema educativo y el mercado laboral. Se trata de crear rutas integradas de 
formación, certificación y movilidad que acompañen al individuo durante 
todo su ciclo de vida productiva. Es el gran acierto de los países económi-
camente avanzados y estables como Suiza, Irlanda, Gran Bretaña, etcétera. 

Entre las principales estrategias destacan:

1)	Implementar un Marco Nacional de Cualificaciones que vincule la 
educación media, superior y técnica con las demandas sectoriales. 
Parce inviable, pero con una visión de desarrollo integral se puede 
lograr. 

2)	Ampliar los programas de educación dual y práctica profesional su-
pervisada, conectando universidades, empresas y gobiernos locales.

3)	Fortalecer mecanismos de certificación de competencias laborales 
para trabajadores en la economía informal o con trayectorias dispares.

Con ello se garantiza que el aprendizaje no sea un punto de partida sino 
un proceso continuo, capaz de impulsar movilidad social ascendente y pro-
ductividad inclusiva.
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c)	Mecanismos de evaluación y gobernanza.

El tercer pilar corresponde a la consolidación de una cultura de evalua-
ción de impacto y gobernanza democrática. En México, la sostenibilidad de 
cualquier política depende de su capacidad de medirse, compararse y rendir 
cuentas a la ciudadanía.

Se proponen tres líneas de acción prioritarias:

1)	Establecer un Sistema Nacional de Evaluación y Monitoreo de Polí-
ticas Sociales y Públicas, con métricas comunes de resultado e impac-
to social. Es el dilema entre la constitucionalización de las necesidades 
sociales y la desinstitucionalización de sus mecanismos de implemen-
tación y de evaluación. 

2)	Asegurar la continuidad transexenal de los programas estratégicos 
mediante leyes marco que impidan su desmantelamiento con cada 
cambio de administración.

3)	Promover la rendición de cuentas ciudadana mediante observatorios 
sociales, plataformas digitales abiertas y participación deliberativa en 
la evaluación del gasto público.

Estos mecanismos son el antídoto contra la ocurrencia, improvisación 
y la desinstitucionalización: transforman la política en un proceso transpa-
rente, verificable y sostenido en evidencias.

Solo mediante estos pilares podrá construirse una política de Estado 
que trascienda los ciclos sexenales y siente las bases de una nueva institu-
cionalidad social. 

Asimismo, este recorrido demuestra que la vulnerabilidad social no es 
un destino, sino una construcción política. Deconstruirla implica repensar 
el Estado desde la complejidad, recuperar la legitimidad de la acción públi-
ca y reconstruir la confianza ciudadana. La verdadera transformación no 
reside en la expansión del gasto, sino en la creación de un entramado de 
políticas públicas y sociales que operen de manera coherente, adaptativa y 
con sentido de justicia. El reto no es solo diseñar mejores programas, sino 
construir sistemas más humanos, inteligentes y resilientes.
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Comisión Económica para América Latina y el Caribe (cepal). (2023a). Estadísticas tribu-
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Sales Heredia, F. J. (2012). Pobreza y factores de vulnerabilidad social en México. Cen-

tro de Estudios Sociales y de Opinión Pública. Cámara de Diputados. 
Sales, L. (2012). Desarrollo social y bienestar: enfoques contemporáneos. uam. 
Sanches, M. A., Mannes, M., y Rocha da Cunha, T. (2018). Vulnerabilidad moral: lectura 

de las exclusiones en el contexto de la bioética. Revista Bioética, 26(1), 39-46.
Sánchez Almanza, A. (2006). Crecimiento económico, desigualdad y pobreza: una re-

flexión a partir de kuznets. Revista Latinoamericana de Economía, 37(145), 11-30.



	 R E F E R E N C I A S � 289

Sánchez Castañeda, A. (2014). Los jóvenes frente al empleo y el desempleo: la necesa-
ria construcción de soluciones multidimensionales y multifactoriales. Revista Lati-
noamericana de Derecho Social, 19, 133-162 

Sánchez González, D., y Jiménez, C. (2011). Enfoque de vulnerabilidad social para in-
vestigar las desventajas socioambientales. Su aplicación en el estudio de los adul-
tos mayores. Papeles de Población, 69, 151-185. 

Sánchez Zamora, L. A. (2018). ¿Por qué México no produce tecnología? Revista Ale-
théia, número de agosto, 1-7. 

Sánchez, M. Á., y Rodríguez, N. (2003). El bienestar social en los municipios andaluces 
en 1999. Revista Asturiana de Economía, 27, 99-119. 

Santacruz, L., de la Cruz, E., y Contreras, M. (2018). Políticas públicas y educación bási-
ca en México. Revista Mexicana de Investigación Educativa, 23(76), 1013-1040. 

Santizo, C. (2019). Reducir el rezago escolar necesita ser una política de Estado. Educa-
ción Futura. 

Santizo, C. (2019). Rezago educativo en México: ¿política de Estado o programas de 
coyuntura? Revista Latinoamericana de Educación Comparada, 10(15), 45-61. 

Sartori, G. (1984). La política. Lógica y método en las ciencias sociales. Fondo de Cultura 
Económica. 

Sassen, S. (2018). Expulsions: Brutality and Complexity in the Global Economy. Harvard 
University Press.

Sauceda Pérez, B. J. (2015). Cultura de paz y resolución de conflictos: la importancia de 
la mediación en la construcción de un estado de paz. Ra Ximhai, 11(1), 109-131.

Schleicher, A. (2019). pisa 2018: Insights and interpretations. oecd Publishing.
Schmelkes, S. (2010). Indígenas rurales, migrantes, urbanos: una educación equivocada, 

otra educación posible. Pensamiento Iberoamericano, (7), 203-222.
Schröder, B., y Marianti, R. (2006). A Framework for Understanding Old-Age Vulnerabil-

ities. Ageing and Society, 26, 9-35. 
Schultz, T. W. (1971). Investment in Human Capital. The Free Press. 
Secretaría de Seguridad pública (ssp). (2011). Deserción escolar y conductas de riesgo en 

adolescentes. Dirección General de Prevención del Delito y Participación Ciudada-
na. dgpdpc. 

Seligman, M. (2011). Flourish: A Visionary New Understanding of Happiness and 
Well-being. Free Press. 

Sen, A. (1999). Development as Freedom. Alfred A. Knopf. 
sep. (2020). La Nueva Escuela Mexicana. Principios y fundamentos. sep. 
sep. (2021). Escuelas normales en México: cifras y retos. sep. 
sep. (2022a). Estadísticas del Sistema Educativo Nacional. sep. 
sep. (2022b). Informe del Modelo Mexicano de Formación Dual 2013-2022. sep. 
sep. (2022c). Panorama educativo nacional 2022: Desigualdad y brecha digital. sep. 
sep. (2022). Principales cifras del Sistema Educativo Nacional 2021-2022. sep. 
sep. (2023). Diagnóstico Nacional de Escuelas Rurales e Indígenas. sep. 
Serdán, A. (2009). ¿Vivir mejor es la estrategia que disminuirá la pobreza en México? 

Fundar.org. 



	 R E F E R E N C I A S �290

Serdán, J. (2008). Política social y desarrollo en México. unam.
shcp. (2019). Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación 2020. shcp. 
shcp. (2024). Presupuesto de Egresos de la Federación 2024: Anexo de Programas de 

Bienestar. shcp. 
Sinembargo (2018, 27 de agosto). “Te lo firmo…” y NO te lo cumplo: Peña se va sin en-

tregar 50.40% de los compromisos que hizo en 2012. Sin Embargo. 
Skrobot, K. (2014). Las políticas lingüísticas y las actitudes hacia las lenguas indígenas en 

las escuelas de México. Universitat de Barcelona. 
Skrobot, M. (2014). Educación indígena en México: entre la diversidad y el rezago. Re-

vista Mexicana de Investigación Educativa, 19(62), 847-872. 
Smith, S., y Baylis, J. (2014). The Globalization of World Politics: An Introduction to Inter-

national Relations. Oxford University Press. 
Soriano, K. (2003). Falsificadores de Santo Domingo trabajan por catálogo. Crónica.
Sottoli, S. (2002). La política social en América Latina: diez dimensiones para el análisis 

y el diseño de políticas. Papeles de Población, 8(34), 45-62. 
Spalding, R. J. (1985). El Sistema Alimentario Mexicano (sam): ascenso y decadencia. 

Estudios Sociológicos, 3(8), 315-349. 
Stiglitz, J., Fitoussi, J.-P., y Durand, M. (2018). Beyond gdp: Measuring What Counts for 

Economic and Social Performance. oecd Publishing. 
stps. (2023). Informe de resultados del programa Jóvenes Construyendo el Futuro 

2019-2023. stps. 
stps-Observatorio Laboral de México. (2022). Situación laboral de los profesionistas en 

México. stps.
Subirats, J., Knoepfel, P., Larrue, C., y Varone, F. (2008). Análisis y gestión de políticas pú-

blicas. Ariel. 
Székely, M. (2005). Pobreza y desigualdad en México entre 1950 y 2004. El Trimestre 

Económico, 72(285), 913-931. 
TecNM. (2022). Informe de resultados del Tecnológico Nacional de México. TecNM. 
Tetreault, D. (2006). Política social y pobreza en México: una aproximación crítica. uam. 

Tetreault, D. (2012a). La política social en tiempos de Calderón: retórica, fragmenta-
ción y violencia. Estudios Sociológicos, 30(89), 421-450. 

Tetreault, D. V. (2012b). La política social y los programas para combatir la pobreza en 
México ¿Oportunidades para quiénes? Estudios Críticos del Desarrollo, II(2), 41-74, 
primer semestre de 2012. 

Titmuss, R. (1968). Commitment to Welfare. George Allen and Unwin. 
Titmuss, R. (1974). Social Policy: An Introduction. George Allen and Unwin. 
Titmuss, R. M. (1981). Social Policy: An Introduction. George Allen y Unwin.
Tuirán, R., y Ávila, J. L. (2019). Rezago educativo y movilidad social en México: una 

perspectiva estructural. Revista Latinoamericana de Educación Comparada, 10(18), 
9-27. 

unesco. (2020a). Global Education Monitoring Report 2020: Inclusion and Education. 
unesco. 

unesco. (2020b). Towards inclusion in education: Status, trends and challenges. unesco. 



	 R E F E R E N C I A S � 291

unesco. (2020c). Violence in schools and its impact on education in Latin America. unesco

unesco. (2021a). Global Report on Adult Learning and Education. unesco. 
unesco. (2021b). Informe de Seguimiento de la Educación en el Mundo: América Latina 

y el Caribe. unesco. 
unesco. (2021c). Media and Information Literacy Curriculum for Teachers. unesco. 
unesco. (2022a). Educación inclusiva y aprendizaje a lo largo de la vida. unesco. 
unesco. (2022b). Educación y bienestar: una agenda para América Latina y el Caribe. unesco. 
unesco. (2022c). Informe global sobre inclusión educativa. unesco. 
unesco. (2023a). Education for Digital Citizenship in Latin America and the Caribbean. 

unesco. 
unesco. (2023b). Guidance for Generative AI in Education and Research. unesco. 
unesco. (2023c). Informe Global de Monitoreo de la Educación 2023. unesco. 
unesco. (2023d). Reimaginar nuestros futuros juntos: un nuevo contrato social para la 

educación. unesco. 
unesco. (2023e). Transforming education: An urgent call. unesco. 
unicef, World Bank, unesco. (2022). The State of Global Learning Poverty: 2022 Update. 

World Bank.
unicef. (2020). Educación y desigualdades en la niñez mexicana: Informe de brechas y 

oportunidades. unicef. 
Valencia Lomelí, E. (2008). La política social de Vicente Fox: contexto histórico y balance. 
Valencia, L. E. (2008). La política social de Vicente Fox: contexto histórico y balance. Uni-

versidad de Guadalajara. 
Valencia, M. (2014). La lógica de lo social y el arte de gobernar en Foucault: una caja de 

herramientas para el análisis político. Revista de Estudios Sociales, (49), 92-103.
Van Dijk, J. (2012). Políticas sociales y educación: un enfoque crítico. Trotta. 
Van Dijk, S. (2012). La política pública para abatir el abandono escolar y las voces de 

los niños, sus tutores y sus maestros. Revista Mexicana de Investigación Educativa, 
17(52), 115-139. 

Vázquez Pimentel, D. A., Dovalí Delgado, M., y Jaramillo Molina, M. (2018). México jus-
to: propuestas de políticas públicas para combatir la desigualdad. Oxfam México. 

Vázquez, O. (2024). Senado eleva a rango constitucional los programas de Bienestar 
de AMLO. El Heraldo de México. 

Vega, A. (2018, 2 de noviembre). Cruzada contra el Hambre atendió en 2017 carencias 
de solo 0.1% de la población en pobreza alimentaria: asf. Animal Político. 

Vega, J. (2019). ¿Prospera sin Prospera? Los riesgos de la política social en la 4T. El Colegio 
de México.

Velasco Gutiérrez, E., et al (2018). Situación y diagnóstico de la educación en México: 
perspectivas y posibilidades. stunam. 

Velasco Gutiérrez, E., Guillén Riebeling, R. S., y Galindo Galindo, C. (2018). Situación y 
diagnóstico de la educación en México: perspectivas y posibilidades. stunam. 

Velasco, J., Guillén, D., y Galindo, L. (2018). Brechas regionales en el sistema educativo 
mexicano: rezagos y desafíos. Revista Mexicana de Investigación Educativa, 23(77), 
1121-1148. 



	 R E F E R E N C I A S �292

Vidal Molina (2009). La teoría de la justicia social en Rawls. Polis. 
Villegas Moreno, D. (2017). Rezago educativo en matemáticas deteriora economía. 

Quadratín. 
Villegas, E. (2017). Rezago educativo y desarrollo económico en México. Revista Lati-

noamericana de Estudios Educativos, 47(2), 113-135.
Villegas, M. (2017). Matemáticas y desarrollo económico en México. Revista de Econo-

mía y Educación, 14(3), 67-89. 
Voltaire (1759). Cándido, o el optimismo. Ginebra.
Von Bertalanffy, L. (1968). General System Theory: Foundations, Development, Applica-

tions. George Braziller.
Weber, M. (1978). Política y ciencia. Editorial Leviatán. 
Weber, M. (1991). Escritos políticos. Alianza. 
Weber, M. (2012). The Theory of Social and Economic Organization. Martino Fine Books. 
Weisz, G. (2002). The Emergence of Modern Universities and Scientific Disciplines. Prince-

ton University Press.
Xantomila, G. (2020, 24 de marzo). Senado aprueba programas sociales obligatorios 

por la constitución. El Sol de México. 
Xantomila, J. (2020, 19 de marzo). Aprueban en el Senado constitucionalizar progra-

mas sociales de AMLO. La Jornada. 
Yaschine, I., y Damián, A. (2017). Los programas de transferencias condicionadas en Mé-

xico: logros y retos. flacso. 
Yaschine, I., y Orozco, M. (2020). Los programas sociales en México: evolución, debates y 

perspectivas. unam. 
Zarzosa, P., y Somarriba, N. (2013a). An Approximation to the Social Well-Being in the 

European Union. Social Indicators Research, 111(1), 1-15. 
Zarzosa, P., y Somarriba, N. (2013b). An assessment of social welfare in Spain: territo-

rial analysis using a synthetic welfare indicator. Social Indicators Research, 111(1), 
1-23. Springer Netherlands. 

Zeng, C. (2010). Le rôle de l’état dans la vie économique et sociale. cpge ece

Ziccardi, A. (2001). Las ciudades y la cuestión social. En Ziccardi, A. (coord.), Po-
breza, desigualdad social y ciudadanía. http://biblioteca.clacso.edu.ar/ clacso/
gt/20101029062411/ziccardi.pdf 

Zorrilla, M. (2004). La educación secundaria en México: al filo de su reforma. Revista 
Electrónica Iberoamericana sobre Calidad, Eficacia y Cambio en Educación, 2(1), 1-22.

Zorrilla, M. (2022). Gestión escolar y políticas públicas en México. Fondo de Cultura Eco-
nómica. 

Zoubida, S. (2012). Place de l’enfant/élève dans le système éducatif à l’heure de la Ré-
forme. Revue Algérienne d’anthropologie et Sciences Sociales Insaniyat, 41, 45-52. 

Zúñiga-Fajuri, A. (2011). Teorías de la justicia distributiva: una fundamentación moral 
del derecho a la protección de la salud. Revista Convergencia, 55, 2011, 191-211.



293

comunicacion-cientifica.com

Sobre el autor

Mballa, Louis Valentin
Doctor en Ciencias Políticas y Sociales por la Universidad Nacional Autónoma de 
México (unam). Maestro en Relaciones Internacionales. Licenciado en Economía 
por la Universidad de Douala (Camerún) y Licenciado en Filosofía por el Institu-
to de Filosofía San José Mukasa de Yaundé (Camerún). Actualmente se desempe-
ña como profesor-investigador de tiempo completo en la Facultad de Contaduría 
y Administración de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí (uaslp), donde 
también funge como coordinador de Investigación y Difusión Científica del Cen-
tro de Investigación y Estudios de Posgrado. Es director de la revista Espacio Cien-
tífico de Contabilidad y Administración (ecca), miembro del Sistema Nacional de 
Investigadores (nivel I) y secretario ejecutivo de la Red Internacional de Investi-
gadores en Ciencias de Gestión (Reinicig). Coordina además el Seminario Perma-
nente de Investigación sobre la Complejidad (Sepic). Sus líneas de trabajo se cen-
tran en epistemologías de la complejidad, estudios organizacionales, análisis 
político y gobernanza. Es autor de varios libros y capítulos especializados, así como 
de numerosos artículos académicos publicados en revistas nacionales e interna-
cionales. Su obra ha sido altamente citada en investigaciones multidisciplinarias a 
nivel global. Ha dirigido tesis de licenciatura, maestría y doctorado, y ha colabo-
rado como asesor político para actores de toma de decisión en temas de gobernan-
za, análisis estratégico y cooperación internacional.

orcid: https://orcid.org/0000-0001-9082-9055
ResearchGate: https://www.researchgate.net/profile/Louis_Mballa

http://comunicacion-cientifica.com
https://orcid.org/0000-0001-9082-9055
https://www.researchgate.net/profile/Louis_Mballa


Políticas públicas versus políticas 
sociales. El rezago educativo como factor 
de la vulnerabilidad social en México, de 

Louis Valentin Mballa, publicado por Ediciones 
Comunicación Científica, S. A. de C. V., se terminó 

de imprimir en julio de 2026, Litográfica Ingramex, S. A. 
de C. V., Centeno 162-1, Granjas Esmeralda, 09810, Ciudad de 

México. El tiraje fue de 100 ejemplares impresos y en versión digital 
para acceso abierto en los formatos PDF, ePUB y HTML. Maquetación 
de Gaspar Cruz Hernández. El cuidado de la edición estuvo a cargo de 

Aleida Hernández Loyola.



Louis Valentin Mballa es Doctor en Ciencias Políticas y 
Sociales por la UNAM y Profesor-Investigador en la Universidad 
Autónoma de San Luis Potosí, Facultad de Contaduría y Adminis-
tración. Es miembro de la Asociación Mexicana de Estudios In-
ternacionales, y Secretario Ejecutivo de la Red Internacional de 
Investigadores en Ciencias de Gestión. Forma parte del Sistema 
Nacional de Investigadoras e Investigadores, nivel I, de la SECIHTI. DOI.ORG/10.52501/CC .424

Este libro ofrece un análisis profundo y contemporáneo sobre 
la relación entre Estado, educación y desigualdad en México. 
Desde el paradigma de la complejidad, plantea que el rezago 

educativo no es únicamente una carencia escolar, sino un factor 
estructural de vulnerabilidad social que incide directamente en la 
pobreza, la exclusión cognitiva y la precariedad laboral.

Con base en datos recientes de organismos como el Consejo 
Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, el Insti-
tuto Nacional de Estadística y Geografía y la Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe, la obra muestra cómo las políticas 
educativas y sociales, al operar de forma fragmentada y frecuente-
mente asistencialista, han contribuido a reproducir patrones per-
sistentes de desigualdad.

A lo largo de nueve capítulos, el autor examina los últimos cua-
tro sexenios y revela las tensiones entre los discursos de justicia 
social y las prácticas institucionales de contención asistencial. De 
manera que, más que un recuento histórico, este libro invita a 
repensar el futuro de la política pública en México. Propone un 
enfoque integral que articule educación, empleo y bienestar bajo 
un horizonte de justicia, sostenibilidad y dignidad humana. Una 
lectura imprescindible para académicos, estudiantes, tomadores 
de decisión y todas aquellas personas interesadas en comprender 
y transformar las raíces de la desigualdad en México.
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